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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 6 de julio de 1990. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria cl próximo martes 10, a la hora 16, a fin de informarse 
de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Discusión particular del proyecto de resolución por cl 
que se establece el Estatuto del Funcionario de la Cá- 
mara de Senadores. 


(Carp. N* 135/90 - Rep. N* 41/00) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 
de Icy: 


2”) Por el que sc modifican los artículos 28 y 29 de la Ley 
N* 15.032, de 7 de julio de 1980 (Código del Proceso 
Penal). 

(Carp. N* 214/90 - Rep. N* 64/90) 


3% Por el que se modifica el inciso 22 del artículo 1% del 
Decreto-Ley N* 14.982, de 24 de diciembre de 1979, 
relacionado con el quórum requerido en los Directo- 
rios de los Servicios Descentralizados para la enajena- 
ción de inmuebles, 


(Carp. N* 183/90 - Rep. N* 58/90) 


4%) Por el que se modifican diversas disposiciones del Có- 
digo General del Proceso. 


(Carp. N* 67/90 - Rep. N* 71/90) 


5% Por el que se modifica el régimen vigente sobre feria- 
dos nacionales. 


(Carp. N* 163/90 - Rep. N* 67/90) 


6% Por el que se declaran feriados para la ciudad de Om- 
búes de Lavalle, 11a. Sccción Judicial del departa- 
mento de Colonia, los días 1%, 2 y 3 de agosto de 1990, 
con motivo de los actos celebratorios del centenario de 
su fundación. 


(Carp. N* 209/90 - Rep. N* 69/90) 


7% Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales 
relacionado con el Mensaje del Poder Ejecutivo por el 
que solicita el acuerdo necesario para acreditar como 
Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante la República Francesa, al señor Diego 
Zorrilla de San Martín. 


(Carp. N* 207/90 - Rep. N* 68/90) 

8%) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con el Mensaje del Poder Ejecutivo por cl 

que solicita venia para designar como Fiscal Letrado 
Departamental de Young, al Dr. Luis Artola Piñeyrúa. 
(Carp. N* 185/90 - Rep. N* 66/90) 


9% Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con el Mensaje del Poder Ejecutivo por el 
que solicita venia para destituir de su cargo a un fun- 
cionario del Ministerio de Educación y Cultura (Plazo 
Constitucional vence el 30 de agosto de 1990). 

(Carp. N* 186/90 - Rep. N* 65/90) 
LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 
ASISTEN: los señores senadores Abreu, Arana, Araújo, 
Astori, Batalla, Belvisi, Blanco, Brause, Bruera, Cadenas 
Boix, Cassina, Cigliuti, de Posadas Montero, Gargano, 
González Modernell, Irurtia, Jude, Korzeniak, Millor, Pe- 
reyra, Pérez, Posadas, Raffo, Ricaldoni, Silveira Zavala, 
Singlet, Urioste y Zumarán. 
FALTA: sin aviso, el señor senador Bouza. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo númcra, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 3 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 10 de julio de 1990 


La Presidencia de la Asamblea General destina un Mensa- 
je del Poder Ejecutivo por el que se instrumenta el impuesto a 
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las Trasmisiones Patrimoniales referido a la trasmisión de bie- 
nes inmuebles operada por modo sucesión. 


-A la Comisión de Hacienda. 


La Presidencia de la Asamblea Gencral destina un Mensa- 
je del Poder Ejecutivo por el que reitera el proyecto de ley 
cursado con fecha 25 de enero de 1989, por el que se aprucba 
el Convenio de Colaboración cn cl Campo de la Cultura, la 
Ciencia y la Educación entre el Gobierno de la República y el 
Gobierno de la República Federativa Checa y Eslovaca. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varios 
Mensajes del Poder Ejecutivo por los que da cuenta haber 
dictado los siguientes decretos y resoluciones: 


por el que se amplía el plazo previsto en el artículo 2* del 
Decreto de fecha 21 de mayo de 1990 relacionado con la 
venta de tabacos, cigarrillos y cigarros en los “Free-Shop”. 


por el que se designa como integrantes del Directorio del 
Banco Hipotecario del Uruguay, en calidad de Presidente, 
al escribano Pedro W. Cersósimo y, en calidad de Miem- 
bros, al señor Emilio Martino Prémoli, doctor Raúl Rosa- 
les y escribano Gustavo Borsari. 


por cl que se autoriza la contratación de dos ingenicros 
agrónomos en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


por el que se exoncra a PERSES S.A. (Unidad Coronaria 
Móvil) del pago de todo recargo, incluido cel mínimo, y 
demás gravámenes para la importación de seis ambulan- 
cias marca Marcopolo. 


por cl que se autoriza al Ministerio de Economía y Finan- 
zas a librar Orden de Entrega a favor del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social a efectos de dar cumplimiento 
a lo dispuesto por Sentencia dictada por el Juzgado Leotra- 
do de la. Instancia de lo Contencioso Administrativo, en 
autos caratulados “Eduardo Iglesias Badio c/Estado”. 


-Téngansc presente. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje por el que solicita ve- 
nia para designar como Fiscal Letrado Adjunto de Aduanas de 
Primer Turno, a la Dra. Olga María Carballo Sica. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores acusa recibo de las 
manifestaciones formuladas en Sala por el señor senador Leo- 
poldo Bruera en relación con la declaración de los Cancilleres 
de los países integrantes del Grupo de Río. 


-A disposición del señor senador Leopoldo Brucra. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores acusa recibo de las 
manifestaciones formuladas en Sala por el señor senador Rau- 
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mar Jude relacionadas con el cambio de gobierno en la Repú- 
blica de Nicaragua. 


-A disposición del señor senador Raumar Jude. 


El mismo Ministerio acusa recibo de las manifestaciones 
formuladas en Sala por el señor senador Dante Irurtia relacio- 
nadas con la distribución de los cupos de exportación que ha 
negociado el país, por parte de la Dirección de Comercio 
Exterior de la Cámara de Industria. 


-A disposición del señor senador Dante Trurtia. 


Los señores senadores Dante Irurtia y Pablo Millor presen- 
tan con exposición de motivos los siguientes proyectos de Icy: 


por el que se designa con el nombre “Solar de Artigas” la 
Escuela Especial N* 137 de Carmelo, departamento de Co- 
lonia, 


-A la Comisión de Educación y Cultura. 


por el que se designa con el nombre “Dr. José Antonio 
Albo” al Centro Auxiliar de Salud Pública de la ciudad de 
Nueva Palmira, departamento de Colonia. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, 


Los señores senadores Walter Belvisi, Carlos W. Cigliuti y 
Américo Ricaldoni presentan con exposición de motivos un 
proyecto de ley por el que se modifica el literal D) del artículo 
15 del Título Ordenado 1987 (con el texto dado por el artículo 
428 de la Ley N* 15,903) cn lo que tiene que ver con la 
reducción del Impuesto al Valor Agregado a los servicios 
prestados por pensiones destinadas a hospedaje, 


-A la Comisión de Constitución y Legislación, 


Los señores senadores Walter Belvisi, Carlos W., Cigliuli y 
Américo Ricaldoni presentan con exposición de motivos un 
proyecto de ley por el que se declara que de acuerdo al artícu- 
lo 67 de la Constitución, y a partir del 19 de mayo de 1990, no 
pueden establecerse topes máximos de ningún tipo a los ajus- 
les y aumentos de las pasividades, y se deroga el artículo 4” de 
la Ley N* 15.900, de 21 de octubre de 1987. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
integrada con ta Comisión de Constitución y Legislación. 


Los señores senadores Walter Belvisi, Carlos W. Cighuti y 
Américo Ricaldoni presentan, con exposición de motivos, un 
proyecto de ley por el que se reglamenta la actividad de los 
partidos políticos. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 
Los señores senadores Américo Ricaldoni, Carlos W. Ci- 


gliuti y Walter Belvisi de conformidad con lo establecido en 
el artículo 118 de la Constitución solicitan se curse un pedido 
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de informes al Ministerio de Economía y Finanzas -Banco 
Central del Uruguay y Banco Hipotecario- referente a la cifra 
adcudada por el Gobierno al Banco Hipotecario del Uruguay, 
por concepto de las partidas presupuestales previstas en el 
artículo 140 de la Ley N” 15,809, al 30 de mayo de 1990. 


-Procédase como se solicita. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un proyec- 
to de ley por el que se crean los Bancos de Inversión, se dan 
normas para su funcionamiento, aplicándose cn subsidio el 
Decreto-Ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, sus con- 
cordantcs, complementarias y modificativas. 


-A la Comisión de Hacienda. 


La Cámara de Representantes remite la exposición escrita 
cursada por el señor representante don Juan Justo Amaro, re- 
ltacionada con la situación de los funcionarios contratados por 
las Comisiones de Fomento de apoyo a las Escuelas Públicas 
de Florida, solicitando que la misma se curse a las Comisiones 
de Educación y Cultura y a la de Hacienda. 


-A las Comisiones de Educación y Cultura y de Hacienda. 


La Cámara de Representantes remite la exposición escrita 
presentada por los señores representantes Agapo Luis Palome- 
que y Nicolás Storace Montes, sobre la situación de los traba- 
jadorcs del Frigorífico Las Moras de la ciudad de La Paz, 
departamento de Canclones, con destino a la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
eleva informado el proyecto de ley por el que se concede un 
beneficio adicional a las Asignaciones Familiares, para los 
sectores de menores recursos de la población, tanto en la acti- 
vidad pública como privada. 


-Repártase. Inclúyase en el orden del día de la sesión de 
mañana. 


La Comisión de Hacienda cleva informado el proyecto de 
ley por el que se introducen modificaciones al Impuesto que 
grava la constitución de las sociedades anónimas y los aumen- 
tos de capital. 


-Repártasc. Inclúyase en el orden del día de la sesión de 
mañana. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva informado 
cl proyecto de ley por el que se aprueba la adhesión de la 
República a la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados entre Estados, Organizaciones Internacionales o cn- 
tre Organismos Internacionales. 


-Repártase. Inclúyase en el orden del día de la sesión de 
mañana.” 
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4) INASISTENCIA DE LOS SEÑORES SENADORES A 
LAS SESIONES DEL SENADO Y A LAS DISTINTAS 
COMISIONES DEL CUERPO (Artículo 50 del Regla- 
mento). 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta, de acuerdo con lo 
estipulado en el artículo 50 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, de la nómina de inasistentes a las sesiones del 
Senado y de las distintas Comisiones. 


(Se da de la siguiente:) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 50 del 
Reglamento, la Mesa da cuenta que: 


a la sesión del Senado del día 4 de julio faltó con aviso el 
señor senador Jorge Silveira Zavala y faltaron sin aviso los 
señores senadores Mariano Arana, José Germán Araújo, 
Danilo Astori, Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Federico 
Bouza, Alberto Brause, Leopoldo Bruera, Carlos Cassina, 
Bari González Modemell, Dante Irurtia, Raumar Jude, 
José Korzcniak, Pablo Millor, Carlos Julio Pereyra, Jaime 
Pérez, Juan Martín Posadas, Juan Carlos Raffo, Américo 
Ricaldoni, Manuel Singlet, Omar Urioste y Alberto Zuma- 
rán. 


a la sesión de la Comisión de Transporte y Obras Públicas 
del día 4 de julio faltaron con aviso los señores senadores 
Jorge Silveira Zavala y Manuel Singlet, 


a la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del día 
4 de julio, faltaron con aviso los señores senadores Pablo 
Millor, Carlos Julio Pereyra y Juan Martín Posadas. 


a la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguri- 
dad Social del día 5 de julio faltó con aviso el señor sena- 
dor Jorge Silveira Zavala. 


a la sesión de la Comisión de Agricultura y Pesca del día 9 
de julio faltaron con aviso los señores senadores Raumar 
Jude y Carlos Julio Percyra. 


y a la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del día 5 de julio falió con aviso el señor senador Américo 
Ricaldoni”. : 

5) PROYECTOS PRESENTADOS 


“Carp N* 227/90 


POR EL QUE SE DESIGNA CON EL NOMBRE DE 
“SOLAR DE ARTIGAS” LA ESCUELA ESPECIAL 
N?* 137 DE CARMELO, 
DEPARTAMENTO DE COLONIA 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Escuela Especial N* 137 se encuentra ubicada entre las 
calles Avenida Paraguay, Dr. Juan Zorrilla de San Martín, 
Avenida Ansina y José Pedro Varela de la Ciudad de Carme- 
lo, departamento de Colonia, 


El 12 de febrero de 1991 se cumplen 175 años de que 
nuestro prócer Don José Gervasio Artigas ordenó el traslado y 
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fundación de la Ciudad de Carmelo, hecho del cual el vecin- 
dario de la ciudad se encuentra orgulloso. 


Carmelo ha manifestado permanentemente, con múltiples 
homenajes su veneración por su fundador. 


En 1894, en el 130 aniversario de su natalicio, se le rinde 
homenaje en la plaza Artigas, donde se coloca un busto en su 
memoria. 


En 1911 se comienza la elaboración del proyecto de ccle- 
bración del centenario de la Ciudad. En dicho marco, el 12 de 
febrero de 1916 queda erigida la estatua del héroc en la plaza 
que lleva su nombre. 


Al año siguiente, se celebran las fiestas patrióticas y se 
canta por primera vez el himno a Artigas, música del Profesor 
lldefonso Viñas y Letra del Presbítero Timoteo Muns. Himno 
éste que en el año 1989 fue autorizado por el CODICEN para 
ser cantado en las escuclas del país, y en una de sus estrofas 
dice: “Y la cuna meció del Carmelo; al arrullo vital de su fe”. 


Cuando en 1930 el Comité Patriótico Femenino celebra cl 
centenario de la Jura de la Independencia, construye una jerár- 
quica rambla y coloca una placa que luce la siguiente leyenda: 
“1930, la ciudad dotal de Artigas a los Constituyentes de 
1830”. 


En 1950 una inmensa placa de bronce trascribe en letras a 
relieve el decreto de Artigas de 1816, Hoy esa placa luce a la 
sombra de 2 hermosos ejemplares de ibirapitá plantados en cel 
año 1912 en la plaza Gral. Artigas de Carmelo. 


Artigas nunca olvidó la educación de su pueblo. El 10 de 
diciembre de 1815 crea una escuela de primeras letras, llama- 
da Escucla de la Patria en Purificación. 


Otro ejemplo de sus idcas lo encontramos en su célebre 
frase: “Sean los orientales tan ilustrados como valientes”, pro- 
nunciada en la creación de la primera biblioteca pública. 


Dentro del nomenclator carmelitano encontramos una pla- 
7a y una avenida que Hevan su nombre. La población siente la 
necesidad de homenajear a su fundador a través de un centro 
educativo. 


“Solar de Artigas”, el nombre que proponemos para la 
Escuela Especial Nro. 137 de Carmelo, se vivificará cn los 
niños desposeídos, que luchan por encontrarse a sí mismos y 
recordará a todos los orientales: la humildad, cl desprendi- 
miento y el amor al prójimo de nucstro héroe, haciéndose 
realidad su pensamiento: “Los más infelices serán los más 
privilegiados”. 


Montevideo, 5 de julio de 1990. 
Pablo Millor, Dante Irurtia. Senadores. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. Desígnase con el nombre de “Solar de 
Artigas” la Escuela Especial N* 137 de Carmelo departamento 
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de Colonia dependiente de la Administración Nacional de 
Educación Pública (Consejo de Educación Primaria). 


Montevidco, 5 de julio de 1990, 
Pablo Millor, Dante Irurtia. Senadores”. 
“Carp. N* 228/90 


POR EL QUE SE DESIGNA CON EL NOMBRE DE 
“DOCTOR JOSE ANTONIO ALBO” AL CENTRO 
AUXILIAR DE SALUD PUBLICA DE LA CIUDAD DE 
NUEVA PALMIRA, DEPARTAMENTO DE COLONIA 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


José Antonio Albo, nació en Galicia (España) a principios 
de este siglo, más precisamente el día 10 de junio del año 
1900. 


Muy joven, arriba a Montevidco, a instancias de su herma- 
no, el eminente científico y catedrático Dr. Manuel Albo. 


A los 14 años de edad se nacionaliza oriental, 


Cursa estudios primarios y secundarios en los Institutos 
Crandon y Lapcire. Obtiene el título de Doctor en Medicina 
en la Facultad de Medicina de la Universidad de la República 
Oriental del Uruguay, especializándose posteriormente cn Ci- 
rugía. Nunca perdió un cxamen y obtuvo las más altas calili- 
caciones. Profesional de una amplia cultura general, en la que 
se destacaba su profundo dominio del idioma inglés. 


Procedente de la ciudad de Montevideo, llega en cl año 
1929 a Nueva Palmira, travesía que realiza a bordo del vapor 
Canalejas. Fue recibido por un numeroso grupo de vecinos de 
la zona, instalándose en una casa ubicada en Avda. Gral. 
Artigas de Nueva Palmira, que hacía las veces de Policlínica. 
Varios fueron sus colaboradores en esta noble empresa, de los 
cuales aún hoy algunos viven, como la Sra. Asunción Perint, 
el Sr. José Cúnco, etc. 


A comienzos de la década del 30, la población comienza a 
vislumbrar la idca de levantar un Hospital para la zona. Esta 
iniciativa encontró su principal pionero en el Dr. José Antonio 
Albo, quien en esc entonces había sido designado oficialmen- 
tc Médico del Ministerio de Salud Pública. 


Fue el auténtico nexo entre el Ministerio Público y la po- 
blación. 


Tanta dedicación, el afán de superación, y el querer darle a 
la ciudad de Nueva Palmira lo que sus pobladores necesita- 
ban, dan sus frutos en el año 1940 cuando se inaugura cl 
Hospital. 


La familia Castro había donado el terreno; las hermanas 
Medina la Sala de Mujeres; la familia Solís-Otero la Sala de 
Hombres y la Sra. Matilde de Fontana la Sala de Niños, Pau- 
latinamente se iría ampliando y acondicionando este centro 
asistencial para satisfacción de Nueva Palmira y de localida- 
des vecinas. 
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El Dr. José Antonio Albo, fundador y precursor del Hospi- 
tal, fue su primer Director, Entre su cuerpo de colaboradores 
se destacan: Administrador Sr. José Gabarrot, Escribiente Sr. 
José Cúnco, Obstetra Sra, Ana María Gerard, Higiene Sexual 
Dr. Murguía, Odontólogo Dr. León Fortunato, Químico Far- 
macóutico Ibor Ubiría, y los integrantes del cuerpo de enfer- 
moría Sres.: Asunción Perini, Federico Caram, Olegario Ga- 
deca, Adelfa Peralta, Herminia Rodríguez, María Villalba, 
Cándido Pólvora, Pablo Guillermino, Julia Pérez y la Sra. 
Ethel Adrovert de Cúneo, quien es funcionaria en la actuali- 
dad con más de 45 años de fecunda labor. 


Este insigne facultativo, sin disponer de los avances cientí- 
ficos y tecnológicos con que cuenta la Medicina de hoy en 
día, realizó con éxito las más diversas y difíciles cirugías. 


Muchos lo recuerdan recorriendo a pie los vecindarios que 
lo reguerían, en los barrios, en los arenales, siempre dispuesto 
a servir a los más necesitados. 


Muy meticuloso en el cumplimiento de sus obligaciones, 
exigente en la higiene y el orden del precario Centro Auxiliar. 
Dedicó mucho tiempo y paciencia a la integración del perso- 
nal, suministrando a diario información y formación que per- 
milicra una mejor y más eficiente asistencia. 


Fue Médico Forense de la Sección Policial y Médico de 
Sanidad. Esta última tarca comprendía además inspeccionar 
sanitariamente a los navíos que llegaban al puerto de Nueva 
Palmira. 


Estando en cumplimiento de sus funciones, una lamenta- 
ble y cruel enfermedad, extingue su vida a la edad de 59 años, 
más cxactamente el 14 de enero de 1960, cuando sin duda 
tenía mucho por realizar en beneficio de la ciudadanía. Sus 
restos descansan actualmente cn la necrópolis de Nueva Pal- 
mira, lugar de su fallecimiento. 


El próximo mes de agosto cumplirá 50 años de existencia 
el Centro Auxiliar de Salud Pública de Nueva Palmira. Es 
desco de la población de la zona que en esta oportunidad, se 
dé merccido reconocimiento al insigne, ilustre y abnegado 
médico Dr. José Antonio Albo, denominando con su nombre a 
este centro asistencial, al que gestó, organizó y dedicó su 
vida. 


Montevideo, 4 de julio de 1990. 
Pablo Millor, Dante Irurtia. Senadores. 
PROYECTO DE LEY 
Artículo Unico. Desígnase con el nombre de “Dr. José 
Antonio Albo” al Centro Auxiliar de Salud Pública de la Ciu- 
dad de Nueva Palmira departamento de Colonia, dependiente 
del Ministerio de Salud Pública. 


Montevideo, 4 de julio de 1990. 


Pablo Millor, Dante Irurtia. Senadores”. 
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“Carp. N” 226/90 


MODIFICACION DEL LITERAL D) DEL ARTICULO 
428 DELA LEY N? 15.903 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Es un hecho conocido que las pensiones albergan actual- 
mente miles de familias que carecen de medios para arrendar 
fincas con destino a casa-habitación. 


La norma vigente, que proponemos modificar, establece la 
llamada “tasa mínima” del Impuesto al Valor Agregado ex- 
clusivamente para los “servicios prestados por hoteles, rela- 
cionados con hospedaje”. 


La hotelería, pues, en lo que tiene que ver con el hospeda- 
je, facturan el IVA a la tasa (mínima) del 12%. 


Las pensiones, en cambio, y pese a realizar similares ser- 
vicios de hospedaje, facturan cl IVA a la tasa (básica) del 
22%. 


Resulta injusto este desigual tratamicnto tributario tenien- 
do en cuenta, entre otras consideraciones, la circunstancia de 
que quienes utilizan a estas últimas como vivienda, gencral- 
mente permanente, son personas de escasos ingresos. 


Creemos que en la coyuntura actual la modificación pro- 
puesta mejoraría, siquiera parcialmente, situaciones frecuente- 
mente angustiosas sin que ello afecte en forma significativa 
los ingresos tributarios del Estado. 


Montevideo, 4 de julio de 1990. 


Américo P. Ricaldoni, Carlos W. 
Cigliuti, Walter Belvisi. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. Modifícase el literal D) del artículo 15 
del Título Ordenado 1987 (con el texto dado por el artículo 
428 de la Ley N* 15,903, de 10 de noviembre de 1987) que 
quedará redactado cn la siguiente forma: 


“D) Los servicios prestados por hoteles y pensiones, rcla- 
cionados con hospedaje. El Poder Ejecutivo determinará cuá- 
les son los servicios comprendidos”. 


Montevideo, 4 de julio de 1990, 


Américo P. Ricaldoni, Carlos W. Cigliuti, 
Walter Belvisi. Senadores”. 


“Carp. N* 230/90 


POR EL QUE SE DECLARA QUE, DE ACUERDO CON EL 
ARTICULO 67 DE LA CONSTITUCION, NO PUEDEN ES- 
TABLECERSE TOPES MAXIMOS A LOS AJUSTES Y 
AUMENTOS DE LAS PASIVIDADES Y SE DEROGA EL 
ARTICULO 4? DE LA LEY N? 15.900 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El adjunto proyecto de ley persigue el propósito de dejar 
definitivamente esclarecido el alcance del Art. 67 de la Cons- 
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titución, a partir de la reforma del mismo dispuesta por la ciu- 
dadanía el 26 de noviembre de 1989. 


La enmienda constitucional mencionada determinó que 
“Los ajustes de las asignaciones de jubilación y pensión no 
podrán ser inferiores a la variación del Indice Medio de Sala- 
rios...”. 


Sin embargo, un proyecto de ley remitido al Parlamento 
por el Poder Ejecutivo el 13 de marzo del corriente año, ex- 
presaba en su Art. 6% “que el monto máximo a que se refiere 
el artículo 42 de la Ley N* 15.900, de 21 de octubre de 1987, 
será de quince Salarios Mínimos Nacionales líquidos”. Para 
agregar, en su Art. 7%, que se entiende por Salario Mínimo 
Nacional líquido, “a todos los efectos, al que surge de deducir 
del Salario Mínimo Nacional los aportes jubilatorios y el im- 
puesto a las retribuciones personales”, 


Fundamentando este criterio, el correspondiente Mensaje 
señalaba que la reforma del Art. 67 de la Constitución debe 
entenderse circunscripta, exclusivamente, al “sistema de reva- 
luación de pasividades”, y no -en cambio- al “régimen gencral 
en materia de causales, topes y asignaciones”. 


Con un criterio similar, luego, el Poder Ejecutivo dictó un 
decreto, fechado el 12 de junio de 1990, por el que dispone 
“que el Banco de Previsión Social efectúe el ajuste de pasivi- 
dades prescripto por el artículo 67 de la Constitución de la 
República, en la redacción dada por la reforma plebiscitada cl 
26 de noviembre de 1989, aplicando el tope de aumentos 
previsto en el artículo 4% de la Ley N* 15,900, de 21 de 
octubre de 1987”. 


Aquel proyecto de ley y este decreto -ambos- desconocen 
los verdaderos alcances del inciso incorporado al ArL. 67 de la 
Carta, 


Es que, en efecto, resulta de meridiana claridad que si la 
norma resultante de la reforma obliga a que los “ajustes” de 
las pasividades no scan “inferiores a la variación del Indice 
Medio de Salarios”, cualquier disposición legal o reglamenta- 
ría que -directa o indirectamente- pretenda hacerlos menores a 
tal variación será inconstitucional. 


Como también resulta ahora contraria a la Carta la norma- 
tiva incluida en el artículo 4% de la Ley N* 15.900, de 21 de 
octubre de 1987, en tanto que disponc que “Los aumentos a 
las pasividades servidas por el Banco de Previsión Social y a 
los retiros y pensiones a cargo de otros organismos estatales 
sólo se liquidarán hasta alcanzar cl monto mensual equivalen- 
te a quince Salarios Mínimos Nacionales” (inciso I). 


En fecha reciente un editorial de “El País”, del 29 de junio 
p.pdo., luego de citar la opinión de dos de los senadores (ir- 
mantes del presente proyecto de ley, señalaba acertadamente 
lo que sigue: 


“O sea que lo que se extrae de este texto (cl de la reforma 
del artículo 67 de la Constitución) es que la ciudadanía ha 
consagrado, libérrimamente, su deseo de que se mantenga, por 
lo menos, el poder adquisitivo de las pasividades, a la vez que 
la indispensable certidumbre jurídica para sus titulares, fijan- 
do un ajuste preceptivo que no puede limitar la ley. Admitir 
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que los topes se mantienen vigentes, por mandato legal, su- 
pondría aceptar la vigencia de una norma que es incompatible 
con un texto que por su rango constitucional es superior y, 
además, posterior. Pero, además, de mantenerse los topes, 
bastaría con depreciar el monto del Salario Mínimo para que 
el monto de aquéllos, a su vez, disminuyera, vía por la cual, 
en definitiva, podría concluirse en una prestación de pasividad 
igualitaria para todos, con desconocimiento de los que pudic- 
ron haber sido años de trabajo, función desempeñada, aportes 
realizados, etc”. 


En suma. El proyecto de ley que sometemos a la conside- 
ración del Senado pretende, por una parte, consagrar una in- 
terpretación legal] -en lo que se refiere a los ajustes de las 
pasividades- al amparo de lo dispuesto en cl literal 20) del 
Art. 85 de la Constitución y, por la otra parte, y por vía de 
consecuencia, derogar el Art. 4% de la Ley N* 15.900 que, ue- 
tualmente, es inconstitucional. 


Montevideo, 9 de julio de 1990. 


Américo P, Ricaldoni, Carlos W. Cigliuti, 
Walter Belvisi. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% - Declárase que de acuerdo al artículo 67 de 
la Constitución, y a partir del 12 de mayo de 1990, no pueden 
establecerse topes máximos de ningún tipo a los ajustes o 
aumentos de las pasividades (literal 20 del Art. 85 de la Cons- 
titución). 


Art. 2*. - Derógase el artículo 4% de la Ley N* 15.900, de 
21 de octubre de 1987. 


Montevideo, 9 de julio de 1990. 


Américo P. Ricaldoni, Carlos W. Cigliuti, 
Walter Belvisi. Senadores”. 


“SE REGLAMENTA LA ACTIVIDAD DE 
LOS PARTIDOS POLITICOS 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


En la Legislatura anterior, el Senado designó una Comi- 
sión, integrada con delegados de todas las bancadas, a lin de 
estudiar un proyecto de ley sobre organización de los partidos 
políticos. 


La Corte Electoral cnvió, en aquel momento, un proyecto 
por el cual, entre otras disposiciones, se reglamentaba el re- 
gistro de los lemas partidarios y el carácter que estos habrían 
de adquirir lucgo del registro. 


La Comisión modificó especialmente la redacción de cstas 
disposiciones e incorporó otras, además de considerar varios 
otros artículos referidos a la administración del lema partida- 
rio y convino, a ese respecto, aprobar esas disposiciones con 
carácter no definitivo, 
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La Comisión no contempló su trabajo y hoy la Corte Elcc- 
toral se encuentra igual que en el período anterior, sin una ley 
reglamentaria que le permita actuar toda vez que alguien, 
persona o personas o agrupaciones políticas, gestionen la fun- 
dación de un Partido ante la Corte Electoral. Puede hoy lle- 
garse al extremo de que una sola persona intente, sin que 
pueda legalmente, prohibírscle, constituir un Partido y utilizar 
un lema partidario. Puede también registrarse con nombres 
repetidos más de un Partido, pues no hay tampoco, ley en 
vigencia que reglamente el uso de los lemas. Para el presente 
proyecto cabe abrigar la esperanza de una pronta aprobación, 
ya que estos artículos recibieron en su momento aprobación 
de senadores de todas las bancadas y ellos contemplan los 
extremos, exigencias y prohibiciones que tradicionalmente se 
encaran cn la materia. La total ausencia de normas legales 
debe corregirse con prontitud para que la Corte pueda actuar 
munida de los instrumentos legales necesarios. 


Finalmente, aparte de este tema esencial, hemos agregado 
una disposición por la cual se restablece la cxigencia del Art. 
221 de la Ley de Registro Cívico Nacional. N* 7.690, de 9 de 
encro de 1924, relativa a la renovación de las fotografías 
correspondientes a los expedientes de inscripción cívica. 


Esta exigencia se extendió por períodos de 15 años y para 
evitar el trámite de una renovación que alcanzaba -como hoy- 
a la inmensa mayoría de los casos, y aún, considerando que la 
fotografía puede no ser elemento básico de identificación, se 
dispuso la prórroga del período, que se reiteró más de una vez, 
hasta que la Ley N* 11,727, de 31 de octubre de 1951, en su 
Art. 6?, dispuso que “...todas las inscripciones se reputan váli- 
das, aún vencidos los términos del Art. 221 original de la Ley 
N* 7.690 y sus sucesivas prórrogas”. 


Vale decir, la ley, hace casi cuarenta años, derogó la cxi- 
gencia de renovar las fotografías. Se estimó que en el momen- 
to de votar, la impresión digital servía -como es cierto- de 
elemento de identificación absoluto y en caso de dudas, la 
observación del sufragio autorizaba la aclaración incontrasta- 
ble por parte de los órganos técnicos autorizados. 


Pero, siempre la fotografía sirve para identificar al votan- 
te, además de la identidad patronímica y la coincidencia de la 
determinación cívica. Solo que en la actualidad no se puede 
utilizar: la gran mayoría de ellas corresponden a una elapa 
muy anterior de la vida del votante. Por eso, en las Comisio- 
nes Receptoras de Votos, se hace confianza y se admite el 
conocimiento que tienen los miembros de la Comisión Reccp- 
tora, Actuarios y Delegados de la persona que concurre a 
votar. Pero de todas formas, así se prescinde de una garantía 
de las que se establecen en la ley original, que se han observa- 
do en la mayoría de nuestros actos electorales. 


Es buena política sin embargo, aumentar en vez de dismi- 
huir esas garantías y por tanto, es necesario restablecer esta, 
referida a las fotografías, que constituyen O deben constituir, 
en el acto del sufragio, la forma más directa, fácil y segura de 
identificación del votante. 


Carlos W. Cigliuti, Américo Ricaldoni, 
Walter Belvisi. Senadores. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% - Los partidos políticos que participaron y 
obtuvicron representación parlamentaria en las elecciones de 
1989, podrán ejercer sin otro trámite los derechos reconocidos 
por csta ley. En las mismas condiciones se considerarán los 
partidos que hayan obtenido lema en el actual período electo- 
ral y hasta la vigencia de esta ley. 


Toda otra organización política que pretenda registrarse y 
obtener lema, deberá cumplir con los siguientes requisitos 
ante la Corte Electoral: 


a) Presentar acta original o copia auténtica del acto de funda- 
ción con los nombres y apellidos de los concurrentes y la 
indicación de las series y los números de sus inscripciones 
en el Registro Cívico. En ese acto se precisará la denomi- 
nación del partido que se pretenda constituir, la que deberá 
individualizarlo con claridad, teniendo presente lo estable- 
cido en el artículo 5%. No podrán utilizarse, en la denomi- 
nación de los partidos y Sus fracciones, expresiones pro- 
pias del acervo histórico común de todos los uruguayos; 


b) Presentar programa de principios que se propone desarro- 
llar cl partido y carta orgánica del mismo, acompañado de 
las firmas de sus adherentes, en número no inferior al 
medio por ciento del total de votos válidos de la anterior 
elección de autoridades nacionales. Se indicará necesaria- 
mente la seric y el número de la inscripción cívica de los 
firmantes; 


c) Establecer, al mismo tiempo, las autoridades provisorias 
gue actuarán hasta que se elijan las definitivas, de acuerdo 
con lo que disponga al respecto la carta orgánica; 


d) Constituir domicilio a todos los efectos legales, indicar el 
local principal en que funciona y dar los nombres de las 
autoridades provisionarias departamentales, si las tuvicra, 
también con indicación de los locales en que funcionen en 
toda la República; 


e) Comparecer hasta ciento ochenta días antes de las eleccio- 
nes nacionales inmediatas. Cuando de la verificación de 
las firmas resultara comprobado un número inferior al mí- 
nimo establecido en el literal b), se dará a los gestionantes 
-por una sola vez- un plazo ampliatorio de treinta días para 
completar la exigencia; 


f) Designar dos delegados provisionales, indicando sus domi- 
cilios a los efectos de las notificaciones y diligencias a que 
hubiere lugar. 


Art. 2?. - Presentada la solicitud de registro de un partido 
político, si la Corte Electoral considerare que la misma se 
ajusta a lo dispuesto por la presente ley, dará noticia de dicha 
solicitud, mediante aviso que se publicará por una sola vez, en 
el Diario Oficial, a fin de que los interesados en oponerse 
puedan hacerlo dentro de los 8 días hábiles siguientes al de la 
publicación. Análoga noticia, al mismo efecto, se dará por 
oficio a los partidos registrados y a los medios de difusión 
pública de alcance nacional. 
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Si mediaren observaciones o la solicitud de registro no se 
ajustare, a juicio de la Corte Electoral, a las previsiones lega- 
les, ésta dará vista a los interesados por el plazo de hasta 30 
días, a fin de que se practiquen las correcciones o comple- 
mentaciones del caso, 


Art. 32. - Si la solicitud no mereciera observaciones O si 
las formuladas hubieran sido desestimadas o subsanadas la 
Corte Electoral reconocerá al partido cuyo registro se solicita, 
lo que notificará a los interesados. 


Esta resolución y el nombre de quienes integran las autori- 
dades, se publicarán en forma conjunta, durante tres días, en 
el Diario Oficial y se comunicará a las autoridades nacionales 
de los partidos ya registrados. Se dará también noticia a los 
medios de difusión pública de alcance nacional. 


Art, 4%. - Todo partido político registrado ante la Corte 
Electoral es persona jurídica. 


Art. 5%. - La denominación de un partido político en todos 
los actos y procedimientos electorales constituye cl lema par- 
tidario. Su uso le está garantizado en exclusividad. Todo gru- 
po o sector que pretenda utilizar en cl futuro la denominación 
de un partido o palabras o distintivos que los individualicen 
deberá contar con la autorización del órgano que administra cl 
lema partidario. 


Art. 62, - Quienes pretendan constituirse en partido políti- 
co no tendrán derecho al uso de un nombre que individualice 
a un partido legalmente constituido. 


Tampoco podrán utilizar en su denominación vocablos que 
por razones gramaticales, históricas o políticas puedan inducir 
a confusión con los que individualizan a un partido ya consti- 
tuido. 


Art. 72, - El uso indebido del lema perteneciente a un 
partido político, de las siglas correspondientes o de sus símbo- 
los o distintivos habituales en la propaganda verbal o escrita, 
escudos, carteles, sellos, membretes o toda otra forma de pu- 
blicidad, será castigado con pena de 3 a 12 meses de prisión e 
inhabilitación de uno a dos años para ocupar cualquicr cargo 
público. 


Art. 8%. - La denuncia contra la o las personas a quienes se 
impute la comisión del delito previsto precedentemente podrá 
ser presentada ante la Corte Electoral únicamente por la auto- 
ridad nacional del partido político que se considere perjudica- 
do por el ilícito, con aportación de las prucbas. 


La Corte Electoral apreciará los hechos y las pruebas apor- 
tadas y si estima que los mismos pueden dar mérito a conside- 
rar configurado el delito previsto en el artículo anterior, cursa- 
rá los antecedentes al Juez Penal que corresponda. 


Art. 92. - Cuando un partido decidiere cambiar de denomi- 
nación deberá requerir aprobación de la Corte Electoral. Si 
ésta considerare que lo solicitado se ajusta a lo establecido en 
esta ley, dispondrá la publicación de edictos por tres días en el 
Diario Oficial y dará noticia del requerimiento a los demás 
partidos políticos registrados. La Corte Electoral aprobará la 
modificación, sin más trámite, sí transcurridos ocho días de la 
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última publicación no mediaren oposiciones. Si éstas se dedu- 
jeren, sustanciará la cuestión, dando traslado a los gestionan- 
tcs, por el término común de quince días. 


Art. 10. - Las fotografías tomadas en el acto de la inscrip- 
ción, a que se refieren los Arts. 90 y 91 de la Ley N* 7.690, de 
9 de enero de 1924, deberán ser renovadas, ante las Oficinas 
Electorales competentes cada 15 años, con las formalidades 
que prescribe el Art. 91 citado. 


Américo Ricaldoni, Carlos W. Cigliuti, 
Walter Belvisi. Senadores”. 


6) USINAS Y TRASMISIONES ELECTRICAS DEL ES- 
TADO. Fijación de tarifas y facturación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra en la hora pre- 
via. 


Tienc la palabra el señor senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: solicitamos ha- 
cer uso de la palabra en la hora previa del día de hoy, a 
efectos de plantear nuestra preocupación en torno a dos cucs- 
tioncs que tienen que ver con UTE. Una de ellas está relacio- 
nada con el mecanismo de fijación de tarifas por parte de este 
Ente y la otra, se refiere a la forma en que cste Organismo 
factura los consumos. 


Con respecto al primer tema, o sea, el mecanismo de fija- 
ción de tarifas que cobra el Ente por uso de sus servicios, 
debemos decir que él está regulado por la Ley Orgánica de 
UTE y requiere, en lo sustancial, de la aprobación formal de 
las tarifas por parte del Poder Ejecutivo, antes de que el Ente 
energético comience a aplicarlas. 


Informaciones que obran en nuestro poder nos indican que, 
al menos cen lo que respecta al aumento operado en marzo 
-que promedialmente fue superior al 33%- tal aspecto no fue 
debidamente contemplado. En efecto, si nuestra información 
no cs desajustada, en dicha ocasión tan sólo medió una con- 
sulta del Directorio a la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to -cuyos jerarcas dieron la autorización verbal- incumplién- 
dose, notoriamente, con lo establecido en la ley. 


Nos consta, además, que la propia Contaduría de UTE 
alertó al Directorio del Ente acerca del incumplimiento de la 
Ley Orgánica en la ocasión referida, lo que estaría eviden- 
ciando, en definitiva, que allí existen funcionarios celosos del 
cumplimiento de su deber, 


Podría afirmarse que el hecho no es sustancial, habida 
cuenta de que, en última instancia, la Oficina consultada de- 
pende en forma directa del Poder Ejecutivo, siendo en los 
hechos reflejo de su voluntad. No obstante ello, no creemos 
que sca bueno para el país en términos generales y por las 
razones que fuere, se caiga en vicios formales del lipo que 
estamos comentando, sobre todo cuando se trata de decisiones 
que afectan en forma tan directa la economía de los usuarios. 


El otro tema del que queremos ocupamos tiene que ver 
con el cómputo de los consumos y la forma en que su factura- 
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ción pucde afectar -y de hecho lo hace- el interés de los 
USUATIOS. 


Se trata de un problema diferente de aquel que reciente- 
mente motivara una declaración de la Junta Departamental de 
Montevideo y de otras hechas en forma pública por parte de 
jerarcas de UTE. En este caso, como se sabe, cl tema central 
fuc el de la fijación administrativa de consumos por parte del 
Ente, utilizándose cifras promediales de consumos anteriores, 
con cl consiguiente perjuicio para miles de usuarios, motiván- 
dose así una cantidad inusual de reclamos por parte de ellos y 
dando pie a la aludida resolución de la Junta Departamental, 


Es otro el problema al que nos queremos referir en el día 
de hoy, aunque también está relacionado con las tarifas del 
Entc energético. Como es de conocimiento, UTE le cobra a 
sus usuarios tarifas diferenciales, de acuerdo con el tipo de 
usuario y con los niveles de consumo. 


Es, precisamente, en la forma en que se efectúa el cómpu- 
to de los consumos por parte de UTE, donde se incurre en 
perjuicio direcio de los usuarios -seguramente varios miles- 
cuyo consumo se ubica en la franja que margina con la tarifa 
inmediatamente superior. En efecto, cuando por directa res- 
ponsabilidad del Ente se computan consumos por períodos 
superiores a los treinta días -sc ha reconocido el cómputo de 
hasta cuarenta días de consumo- se está obligando de hecho a 
que los usuarios paguen al Ente estatal, una tarifa superior a la 
que hubiera correspondido si el período computado hubicra 
sido cl normal. 


Hay que señalar que tal situación ocurre también cuando 
al usuario se le fijan consumos promediales superiores al nor- 
mal, lo que sucede en la mayoría de los casos que conocemos. 
Esto se explica por el hecho de que no se tomó en cuenta la 
reducción de consumo que normalmente se produce en los 
meses de verano. 


Veamos un ejemplo concreto que pueda ilustrar al Cucrpo 
sobre lo que estamos planteando. Tomemos el caso de una 
familía cuyo consumo habitual está ubicado en una franja por 
debajo de los 200 kilovatios mensuales. En este ejemplo, co- 
rresponde la aplicación de una tarifa que, a valores de mayo, 
era del orden de los N$ 71,90 el kilowatt; cabe agregar que 
los valores actuales han sido aumentados en más de un 15%. 
Si consideramos para la familia cn cuestión un consumo me- 
dio habitual de unos 160 kilovatios debería abonar la suma de 
NS 11.504. Pero como se le computó el consumo de diez días 
más, la tarifa de ese mes se vio incrementada en alrededor de 
50 kilovatios, clevándola, entonces, a los 210 kilovatios y. al 
aplicársele la tarifa inmediata superior, el monto fue de 
N$ 95,96 el kilovatio. 


Ese mes, debido a una decisión administrativa y unilateral 
de UTE, el usuario que pusimos como ejemplo terminó de- 
sembolsando la suma de N$ 20.151,60. La diferencia neta que 
esa familia pagó de más al Ente -considerando sólo los 160 
kilovatios que dcbió haber pago por ese período- fue de 
N$ 3.849,60. Si a dicha suma le agregamos la diferencia co- 
rrespondiente a los restantes 50 kilovatios excedentarios, cl 
monto se eleva a N$ 5.052,60. Remarquemos cl hecho: cn 
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virtud del cómputo efectuado en forma irregular por UTE, 
este Organismo percibe, ni más ni menos, que un 33.46% más 
de lo que efectivamente dcbió haber recaudado de parte de 
ese usuario. Si multiplicamos el efecto denunciado por todos 
los usuarios -seguramente, reitero, deben ser varios miles sólo 
en la ciudad de Montevideo- afectados de igual forma, tendre- 
mos una clara idea acerca de lo gravoso que resulta el meca- 
nismo aplicado sobre este cómputo, para quienes utilizan los 
servicios de este Ente. Debemos decir que es gravoso y peli- 
groso, por cuanto su reiteración intencionada podría estar cn- 
cubriendo aumentos de hecho, aplicados al margen de las 
disposiciones legales. 


Queremos dejar expresa constancia de que el hecho denun- 
ciado no sólo afecta a los integrantes de casas de familia, sino 
que es posible evidenciarlo también frente a otro tipo de usua- 
rios como comerciantes, etcétera, 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sca 
enviada al Ministerio de Economía y Finanzas y, por su inter- 
medio, al Directorio de Usinas y Trasmisiones Eléctricas del 
Estado. En este último caso, lo hago con la esperanza de que 
el Ente energético no persista en la realización de este tipo de 
cómputos que lesiona tan directamente el interés de los usua- 
rios y que, en todo caso, haga una refacturación, devolviendo 
lo que cobró de más a quienes usan el servicio. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se va a votar la moción presen- 
tada por el señor senador Gargano. 


(Se vota:) 
-21 cn 22. Afirmativa. 


7) LICEO N? 3, DAMASO ANTONIO LARRAÑAGA. 
Planteamiento efectuado por la Asociación de Padres 
de Alumnos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Astori. 


SEÑOR ASTORI. - He solicitado hacer uso de la palabra 
en esta hora previa para trasmitir al Cuerpo un planteo formu- 
lado por la Asociación de Padres de Alumnos del Liceo N* 3 
“Dámaso Antonio Larrañaga”. Se trata de un importante cen- 
tro educativo, a nivel de secundaria, que preocupa mucho a 
esta Asociación de Padres cuyas autoridades actuales acaban 
de ser formalmente constituidas y ya se han abocado a la 
realización de un relevamiento de la situación general de este 
inslituto. Precisamente, el estudio primario que ya han clabo- 
rado, permite detectar enormes carencias, no obstante lo cual 
esta asociación se encuentra animada con el más firme propó- 
sito para revertir la situación aludida. 


Este instituto se encuentra emplazado en la calle Jaime 
Cibils N* 2878 y su estructura edilicia cuenta con una planta 
principal que tiene 30 aulas, 8 laboratorios, una sala de pro- 
yecciones, una sala de biblioteca, observatorio astronómico, 5 
salones de adscriptos, sala de dirección y administración, así 
como cantina, vivienda para caseros y un hermoso jardín bo- 
tánico interior. Entre esta estructura y la de los gimnasios se 
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encuentra una amplia superficie de jardines y patios de recrea- 
ción, así como una extensa zona donde están ubicadas 2 can- 
chas para todo tipo de deportes al aire libre, que cuentan con 
medidas reglamentarias. Los gimnasios con que cuenta el 
instituto son muy adecuados: uno de ellos es de medidas olím- 
picas, con piso flotante y, el otro, de menores dimensiones, 
está ubicado en la planta alta del ala edificada, donde están 
las canchas cerradas. 


Asimismo, se cuenta con un consultorio médico deportivo 
y otro odontológico. En un extremo del gimnasio principal 
está ubicado el escenario y el lugar donde se realizan activida- 
des de gimnasia especial, similar a un pequeño gimnasio de 
aparatos. 


Este instituto cuenta con calefacción central para el edifi- 
cio principal y para las zonas de gimnasio; también, tiene 
calcfacción de agua caliente que abastece a los vestuarios. 
Cuenta en total con 4 calderas a fuel-oil que cumplen con la 
tarea de calefaccionar cl liceo y que están cn total desuso 
desde la época del gobierno de facto. 


Por otra parte, existen en el predio del instituto, dos subes- 
taciones de UTE que son las que generan energía, una para 
cada ala del edificio. Además, se cuenta con servicios de 
OSE, Compañía del Gas y 4 líneas telefónicas urbanas de 
ANTEL. 


El plantel docente cuenta con algo más de 500 profesores 
y el padrón estudiantil con 3.400 alumnos reglamentados, en- 
tre 12 y 18 años de edad, funcionando en este instituto los dos 
ciclos secundarios. 


En dicho licco existen aproximadamente 20 funcionarios 
administrativos. 


Este detalle de las disponibilidades físicas y materiales del 
Liceo “Dámaso Antonio Larrañaga” así como de recursos 
humanos que están involucrados en el proceso educativo que 
allí se realiza, creo que es importante tener en cuenta para 
contrastar con las carencias enormes que afectan hoy a este 
Liceo N? 3, 


Las principales carencias que se han detectado por parte 
de la Asociación de Padres de Alumnos puede clasificarse en 
tres grandes categorías. La primera es la falta de materiales 
didácticos, mobiliarios y otros recursos materiales. La segun- 
da es el visible deterioro en que se encuentra el edificio y, 
finalmente, la tercera categoría refiere a las muy inadecuadas 
condiciones de seguridad en que funciona el instituto. 


Este local por el que pasan diariamente más de 5.000 per- 
sonas no posce un sistema sanitario adecuado, lo cual atenta 
contra las más elementales normas de higiene y salubridad. 
Los baños se encuentran obstruidos, no permitiendo el acceso 
a los mismos. El mal estado de cañerías, en general, provoca 
inundaciones. El agua derivada de lluvias y aún del propio 
sistema sanitario se extiende por las galerías hasta los salones 
próximos, imposibilitando el normal funcionamiento del li- 
ceo. 
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A todo esto se suma el deterioro de los techos y azoteas; la 
humedad ha dejado casi inservibles las instalaciones eléctricas 
de las aulas y ha afectado las paredes, muchas de las cuales 
inducen corriente eléctrica. Esto ha llevado a que muchas 
veces se hayan desconectado las instalaciones del edificio, en 
el afán de prever posibles accidentes. 


La falta de seguridad del local es casi total, a tal punto que 
los vidrios rotos, así como los accesos y aberturas deteriora- 
dos, permiten que intrusos accedan al local liceal constante- 
mentc. Muchos de estos intrusos pernoctan cn el gimnasio. 


Asociada a esta falta de seguridad les preocupa a los pa- 
dres de alumnos del Liceo N? 3, la violencia expresada a 
funcionarios y profesores. La falta de iluminación y de rondas 
nocturnas colaboran en crear ambiente propicio para estas ac- 
ciones. 


Asimismo, el deterioro y las carencias casi absolutas de 
materjales es lamentable; cada profesor lleva su propio borra- 
dor; no hay hojas de escrito y los estudiantes deben pagar 
N$ 60 por cada fotocopia de ejercicio o escrito que el profesor 
aplique y esto, más que una anécdota, es un indicio adecuado 
del nivel al que llegan las insuficiencias, en este proceso de 
enseñanza. Esta carencia de medios de fotocopia así como 
otros instrumentos de duplicación de materiales, afecta sensi- 
blemente a los alumnos más carenciados, más aún si recorda- 
mos que nuestro proceso educativo es constitucionalmente un 
proceso gratuito. Si bien existe un mimeógrafo, se carece de 
medios para mantenerlo y ponerlo en funcionamiento. 


El Liceo cuenta con 8 laboratorios en desuso por falta de 
materiales e instrumentos para las prácticas que allí se desa- 
rrollan. El salón de carpintería no funciona, siendo un lugar de 
depósito de materiales en desuso y, ello se debe a la falta de 
materiales y funcionarios. La carencia de personal de adscrip- 
ción y auxiliares de servicio conduce a una distribución per- 
manente de tareas distintas, según las exigencias del momen- 
to. La biblioteca carece de libros adecuados y de funcionarios, 
por lo que no sólo no funciona -reitero que esta biblioteca no 
funciona- sino que además, si lo hiciera, tampoco cumpliría 
su cometido esencial. 


La falta de mantenimiento y cuidados especiales ha trans- 
formado a lo que ante definimos como hermosos jardines del 
edificio en un montón de hojarasca y materiales de residuo. 


Esta es, señor Presidente, una apretada e incompleta sínte- 
sis -como lo establecen los propios padres- de la triste rcali- 
dad cn la que se educan los jóvenes que asisten al Liceo N* 3 
y que yo me permitiría extender a tantos otros jóvenes que se 
educan cn nuestra enseñanza pública. 


Desearía que todos reflexionáramos sobre esta situación; 
que pensáramos en las condiciones de fondo que están en 
juego y, también, en la necesidad de adoptar medidas urgen- 
tes. Por esta última razón, solicito que la versión taquigráfica 
de mis palabras sea enviada al Ministerio de Educación y 
Cultura, a las autoridades de Enseñanza Secundaria, y a la 
Asociación de Padres de Alumnos del Licco N? 3, “Dámaso 
Antonio Larrañaga”. 
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Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor senador Astori, en el sentido de que la 
versión taquigráfica de sus palabras se remita al Ministerio de 
Educación y Cultura, al Consejo de Educación Secundaria y a 
la Asociación de Padres de Alumnos del Liceo N? 3, “Dámaso 
Antonio Larrañaga”. 


(Se vota:) 


-22 en 23. Afirmativa. 


8) ENRIQUE AMORIM. Homenaje con motivo de los 
aniversarios de su nacimiento y muerte. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Bruera. 


SEÑOR BRUERA. - Señor Presidente: en el mes que corre 
sc cumplen años de dos acontecimientos fundamentales rela- 
cionados con la existencia de un salteño al que mucho le debe 
nuestro país y que todavía no ha sido reconocido como se 
mercce. Me refiero a Enrique Amorim. 


Este notable escritor nuestro nació en Salto el 25 de julio 
de 1900 y allí falleció también el día 28 de julio de 1960. Se 
cumplen, pues 90 años de su nacimiento y 30 de su lamentada 
muerte, 


La producción literaria abarca exactamente 40 años y son 
también más de cuarenta los libros que escribió en los géneros 
del cuento, novela, poesía lírica y política, teatro, ensayo, 
además de las numerosas notas periodísticas y de la redacción 
de guiones cinematográficos, 


Enrique Amorim es hombre de dos mundos. La juventud 
lo encuentra en Buenos Aires, donde permanece desde 1916 
hasta 1931, alternando con períodos de residencia en Salto, 
hasta que pasa a hacerlo en Buenos Aires hasta 1950, año en 
que abandona la Argentina en forma definitiva y por motivos 
políticos. A partir de entonces se afinca en la tierra que lo vio 
nacer, 


Nunca fue extranjero ni desterrado, porque Amorim afir- 
mó su vida en las raíces de la amistad y allí donde su vida lo 
llevó, vivía, veía y amaba a los seres humanos, realidad que 
se refleja en su literatura, donde trasunta su enorme amor por 
sus semejantes. 


Este sentimiento profundo hacia sus semejantes, también 
lo une a otro salteño que recorrió mundo, pero con una fuerte 
dosis de infortunio. Supo ser de Horacio Quiroga un amigo 
Ical, al que reconfortó en cada desgracia. 


Amorim entendió siempre que la amistad no se reducía a 
propiciar favores materiales y se destacó por su atenta solici- 
tud ante el dolor y en la discreción hacia la dignidad de sus 
amigos. 
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Su amor por la gente lo lleva a integrarse en el grupo 
literario de Boedo, donde encuentra amigos entrañables como 
Aníbal Ponce. 


En 1923 es nombrado auxiliar de la Dirección de Impues- 
tos de la Provincia de Buenos Aires y publica su primer tomo 
de cuentos: “Amorim”. Lo siguen “Las Quitanderas” -1924- 
“Tangarupá” -1925- y su segundo libro de poesías, “Un sobre 
con versos”. En 1926 aparece “Horizontes y bocacalles”. 


El año 1927 es el de su primer viaje a Europa. En 1928 
publica “Tráfico” y conoce a Esther Haedo, con quien se casa 
en abril de ese año y que será la compañera de toda su vida. 


En 1930 viaja a Chile, se integra al grupo de “Indice” e 
inicia una amistad mantenida hasta su muerte con Ricardo 
Latcham. En 1932 publica “Del 1 al 6”, en Montevidco y “La 
Carreta, novela de quintanderas y vagabundos”, cn Buenos 
Aires, en dos ediciones conjuntas a la que sigue una tercera en 
el año siguiente. 


En 1934 se edita “El paisano Aguilar” y Amorim conoce 
en Montevideo a Federico García Lorca. También cultivó la 
amistad de otros personajes importantes de su época como 
Guillén, Neruda, Picasso y Ehrenburg. 


Porque Amorim fuc antes que escritor, hombre de su ticm- 
po, la rebelión fascista en España, la Guerra Mundial y los 
excesos policiales del pcronismo lo llamaron a luchar. Pero 
siempre siguió escribiendo. En 1938, nace “Historia de amor” 
y “La Edad despareja”. En 1941, “El Caballo y su sombra”. 
En 1944, “La luna se hizo con agua”. Funda, con el grupo 
Amauta la revista “Latitud”, cuya sección literaria dirige. “El 
asesino desvelado” aparece en 1945 y al año siguiente “Nueve 
lunas sobre Neuquén”, 


Para su vida, 1947 es trascendental. Profesando durante 
varios años la ideología marxista, se afilia al Partido Comu- 
nista. En dicho año, las obras teatrales “La segunda sangre”, 
“Pausa cn la selva” y “Yo voy más lejos”, son reunidas cn un 
volumen. 


En 1952, conquista el ler, Premio Nacional de Novela del 
Ministerio de Instrucción Pública del Uruguay, por “Feria de 
farsantes”, en tanto que “La victoria no viene sola”, traducida 
al checo, se publica en Praga. 


Los años posteriores conocen “Después del temporal” y 
“Quiero”, un libro de poemas que es editado en 1954. Luego 
de viajar al Congreso por la Paz, realizado en Viena, salc a 
luz “Sonctos de amor en octubre”. 


En 1955 se publican en Montevideo “Todo puede suce- 
der”, “Corral abierto”, a los que siguen “Los montaraces” 
-1957- “Sonetos de amor en verano” y “La Desembocadura”, 
en 1958. 


Por “Don Juan 38”, recibe nuevamente un premio del Mi- 
nisterio de Educación y Cultura. En 1960 aparecen “Mi pa- 
tria”, “Digo Fidel”, “Los Pájaros y los Hombres”, este último, 
18 días antes de su mucrle. 


14 -CS. CAMARA DE SENADORES 


Póstumamente se conocen “Temas de amor” y “Eva Bur- 
gos”.. 


Enrique Amorim fue un escritor nato. Estuvo plantado 
frente a la realidad con la mirada experta y penctrante que 
aprehende, toma datos, rasgos y anécdotas y luego las vuclca 
en su obra. Transfirió, en el mejor estilo creador el mundo al 
plano literario, a lo que unió su mejor impaciencia que le hizo 
publicar todos los años. 


Se podrá afirmar que Amorim no haya logrado plenamente 
Sus novelas, pero en su búsqueda y aprehensión de la realidad, 
en cualquicra de cllas hay fragmentos que merecen integrar 
cualquier antología de la mejor narrativa latinoamericana. 


Al mejor estilo de los buenos escritores, Amorim creó un 
mundo lan universalmente válido, que al entorno y a la gente 
los convirtió en elementos comprensibles para cualquier lector 
del planeta, haciendo así que su obra fucra universal. 


La UNESCO lo reconoció como uno de los mejores auto- 
res de diez países de América Latina, publicándolc “La Carrc- 
ta”. Jorge Luis Borges dijo de su obra, que es la más verídica 
sobre el tema del campo. Sus libros fueron editados en ocho 
idiomas. 


Por supuesto, fue reconocido por la crítica nacional, por 
Sergio Vica, por Rodríguez Monegal. 


Juana de Ibarbourou, en ocasión del fallecimiento de 
Amorim escribe: “Acaba de tomarme como una pinza de hic- 
rro la dura, tremenda noticia de la muerte de Enrique Amo- 
rim. Yo, que tanto lo he querido siempre como amigo y tanto 
lo seguiré admirando, sin retaceos ni distancias de [e e ideales 
distintos, desde cl momento de la comunicación dolorosa, fa- 
tal, estoy acongojada como muy pocas veces en mi vida. Esta 
fecha es ya la de un duelo nacional y la de un duclo de la 
América libre y también del rico idioma de España”. 


Yo tuve, señor Presidente, la enorme suerte de conocerlo y 
contar, además, con su invalorable amistad. Con él comencé a 
conocer Salto, su gente, sus ríos, sus parques, su Salto Grande. 


Conocí “Las Nubes”, su residencia y parte de su mundo. 
La dictadura me despojó de los libros dedicados y un cntraña- 
ble manojo de cartas y notas enviadas desde Salto. Nunca 
nadic podrá despojarme de su recuerdo y de las vivencias que 
con él compartí. 


Una vez más, señor Presidente, mi homenaje a Enrique 
Amorim por sus valores intelectuales, por su hombría de bien. 
Mi homenaje al compañero de Partido y al amigo. También 
mi recuerdo a su compañera Esther Haedo. 


Pido, señor Presidente, que la versión taquigráfica de mis 
palabras sca elevada al Ministerio de Educación y Cultura, a 
la Junta Departamental de Salto, a la Escuela Enrique Amo- 
rim del mismo departamento, a la Comisión de Homenaje al 
escritor y a sus familiares. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada por el señor senador Brue- 
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ra en el sentido de que la versión taquigráfica de sus palabras 
sea enviada al Ministerio de Educación y Cultura, a la Junia 
Departamental de Salto, a la Escuela “Enrique Amorim” del 
mismo departamento, a la Comisión de Homenaje al escritor y 
a sus familiares. 


(Se vota:) 
-25 en 25, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) ENDEUDAMIENTO DE LOS PEQUEÑOS Y MEDIA- 
NOS EMPRESARIOS CON LA BANCA PRIVADA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: quiero expresar 
algunas ideas con el propósito de que luego scan cursadas a 
los organismos competentes, en relación con un tema que cn 
su globalidad y en algunos aspectos particulares ya fue cxami- 
nado cn Sala en una ocasión como ésta hace algunos días por 
el señor senador Pereyra, en términos que en general compar- 
timos. 


Nos preocupa ahora, de mancra muy especial -y a cllo 
vamos a hacer referencia más extensa- la situación de los 
pequeños y medianos productores que tienen endeudamiento o 
sobrecndcudamiento con la banca privada, punto éste que no 
ha sido resuclto todavía por las decisiones tomadas a nivel del 
Directorio del Banco de la República Oriental del Uruguay y 
de las autoridades de la llamada banca gestionada, de acuerdo 
con las instrucciones cursadas por el Poder Ejecutivo. Es co- 
nocida la posición dci Nuevo Espacio en torno a la solución 
en vía administrativa que se ha dado por parte del Gobierno al 
sobreendeudamiento interno con el Banco de la República, y 
con la banca gestionada, 


Nosotros hubiéramos preferido una solución legal aplica- 
ble a todas las instituciones de intermediación financiera, que 
discriminara entre los pequeños, medianos y grandes produc- 
tores, de forma de otorgar fórmulas incluso más gencrosas que 
las previstas en esta refinanciación para los primeros, de 
modo de hacer definitiva la solución de los problemas de 
endeudamiento que vienen soportando desde hace mucho 
tiempo. Hemos constatado que no había una voluntad política 
mayoritaria para encarar una solución de tipo legal, por lo que 
ante las decisiones tomadas en vía administrativa expresamos 
públicamente nuestra posición en torno de los diversos aspec- 
tos de ese nuevo régimen de refinanciación adoptado por las 
autoridades. 


(Ocupa la Presidencia cl señor senador Santoro) 


-No obstante, encontramos que sigue sin resolverse la si- 
tuación de los pequeños y medianos productores que tienen 
adcudos con la banca privada. Si bien ellos constituyen un 
sector reducido, con un volumen de adeudos de poca signifi- 
cación, tiene importancia decisiva otorgarles soluciones por lo 
menos semejantes a las que se dieron para los deudores de la 
banca oficial, de tal forma que puedan mantenerse en aclivi- 
dad y dar finalización a los problemas del endeudamiento. De 
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otro modo, se estaría creando una situación de desigualdad 
absolutamente inadmisible, porque es obvio que estos produc- 
tores -agricultores, industriales y comerciantes- de pequeñas y 
medianas empresas, no tienen la culpa de haber contraído ori- 
ginalmente deudas con algún banco privado que luego no fue 
comprado por el Banco de la República, tal como ocurrió, por 
ejemplo, con los bancos Comercial, La Caja Obrera y Pan de 
Azúcar. Por otro lado, a quienes fueron deudores de la banca 
privada, más precisamente de algunos de los llamados bancos 
gestionados, ahora sc les aplican soluciones adoptadas confor- 
me a criterios emanados del Poder Ejecutivo. De modo que de 
no cumplirse con algunas propuestas que en su momento se 
hicieron conocer públicamente, para ellos no habría solución. 
Cuando hablamos de propuestas que se hicieron conocer pú- 
blicamente, estamos refiriendo a las muy claras manifestacio- 
nes del señor Ministro de Ganadería, Agrícultura y Pesca pro- 
nunciadas en la sesión inaugural del Congreso de la Federa- 
ción Rural del Uruguay que tuvo lugar en la ciudad de San 
José, donde lucgo de señalar detalladamente cuáles serían los 
eriterios con que se instrumentaría la refinanciación a través 
del Banco de la República y de los bancos gestionados, expre- 
só que se cursarían instrucciones al Banco de la República 
para que opcrara con los bancos privados, a los efectos de 
darles soluciones semejantes a los pequeños y medianos cm- 
presarios endeudados con la banca privada. 


Cuando cl señor Ministro de Economía y Finanzas concu- 
rrió a la Comisión de Hacienda de esta Cámara, a raíz de una 
propuesta formulada por el señor senador Astori, para consi- 
derar diversos aspectos de la política cconómica, este tema 
también fuc examinado y consultado expresamente. Al res- 
pecto el señor Ministro, contador Braga, fue claro al expresar 
que se iban a administrar soluciones por vía del Banco de la 
República para los pequeños y medianos productores endeu- 
dados con la banca privada, Sin embargo, hasta ahora éstas no 
han aparecido y en ese sentido entendemos que ellas no pue- 
den dilatarse en tanto se han vencido ya los plazos que de 
alguna manera amparaban a estos empresarios y que evitaban 
las cjecuciones. Por lo que, de no actuar rápidamente, las 
ejecuciones podrán llevarse adelante por las instituciones de 
intermediación financiera privadas. 


Por lo (anto, señor Presidente, en tanto no hemos logrado 
una mayoría parlamentaria como para sancionar normas lega- 
les que amparen a todos y que obliguen a las instituciones de 
intermediación financiera, reclamamos del Poder Ejecutivo y 
del Banco de la República una acción inmediata para solucio- 
nar, del mismo modo que se ha hecho con los pequeños y 
medianos empresarios que tienen deudas con el Banco de la 
República y con los bancos gestionados, la situación de en- 
deudamiento de los pequeños y medianos empresarios endcu- 
dados con la banca privada. 


En tal sentido y como expresión de esta preocupación que 
creemos que no es sólo nuestra, sino que es ampliamente 
compartida, solicitamos que la versión taquigráfica de esta 
exposición sca puesta en conocimiento de los Ministerios de 
Economía y Finanzas, de Ganadcría, Agricultura y Pesca y del 
Directorio del Banco de la República. 
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Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Se va a 
votar la solicitud formulada por el señor senador Cassina. 


(Sc vota:) 
20 cn 21, Afirmativa. 


10) SEGURO DE SALUD DE LOS FUNCIONARIOS DE 
OSE 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador Singlet. 


SEÑOR SINGLET. - Señor Presidente: vamos a ocuparnos 
de la difícil situación por la que atraviesa el Seguro de Salud 
de los funcionarios de OSE. Administrado por una Comisión 
Honoraria, integrada por representantes del Directorio, de los 
funcionarios -éstos a través de elección secrcta- y de la Facul- 
tad de Medicina, este servicio ha cumplido regularmente y a 
total satisfacción a lo largo de 25 años, con los cometidos para 
los que fue creado por la Ley N* 13.318, de 28 de diciembre 
de 1964, contando para cllo con una eficiente organización 
administrativa. 


El seguro, además de financiar la asistencia médica de los 
funcionarios -quienes aportan para ello el 1.5% de su sucldo- 
brinda apoyo en la atención odontológica, en aparatos ortopé- 
dicos, cn sicoterapia, oftalmología, cicétera. 


La situación financiera, que fue equilibrada hasta cl tercer 
trimestre de 1989, se ha deteriorado totalmente como conse- 
cuencia de que los salarios han tenido un aumento menor que 
las cuotas de las mutualistas. 


Este deterioro creciente determinará inexorablemente la 
paulatina disminución de los servicios que presta el Seguro de 
Salud de los funcionarios de OSE, equilibrio que, naturalmen- 
tc, sólo puede alcanzarse en virtud de una modificación de la 
ley, estableciendo un incremento del apoyo del organismo. 


Con tal motivo la Comisión Honoraria ha elaborado un 
proyecto de ley que ha sido elevado al Directorio y Éste, con 
un buen criterio, ha dejado cl asunto en manos de las nuevas 
autoridades. 


El referido proyecto, además del aspecto financiero, con- 
templa otras inquietudes sociales. Por ejemplo, hace referen- 
cia a la asistencia a los ex-funcionarios jubilados del Ente, 
quienes al finalizar su vida activa, precisamente cuando más 
necesitan que se ampare la atención de su salud y luego de 
haber aportado durante muchos años a ese fondo -es decir, en 
momentos en que la situación económica familiar suele ser 
más precaria- deben afrontar un nuevo c importante gasto para 
ellos, como el que actualmente representa cl pago de las mu- 
tualistas médicas. 


Asimismo, se incorpora el establecimiento de un fondo de 
ayuda familiar, que se solventará con un aporte pequeño y 
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voluntario de los funcionarios y con la posible incorporación 
de sus familiares. 


Tenemos conocimiento directo del funcionamiento ejem- 
plar del Seguro de Salud de los funcionarios de OSEÉ y sabe- 
mos de la trascendencia socia! que tiene tanto para los funcio- 
narios como para el organismo. Por ello, consideramos que se 
deben de arbitrar soluciones que hagan viable su funciona- 
miento, por lo cual no podrán demorar demasiado las decisio- 
nes que se adopten. 


Como adhesión a ese propósito planteamos nuestra inquie- 
tud y solicitamos que la versión taquigráfica de mis palabras 


pase al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, a la Ofici- 
na de Plancamiento y Presupuesto y al Directorio de OSE, 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Sc vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Ha terminado la hora previa. 

11) RECTIFICACION DE TRAMITE 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Dése cucn- 
ta de una solicitud de rectificación de trámite. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor senador Reinaldo Gargano solicita una rectifica- 
ción de trámite en el sentido de que el proyecto de ley, con 
Exposición de Motivos, presentado por los señores senadores 
Arana, Araújo, Astori, Brucra, Gargano, Korzeniak y Pérez 
relativo a inmuebles rurales dados en garantía por préstamos 
impagos, actualmente radicado en la Comisión de Hacienda, 
sea radicado en la de Agricultura y Pesca”. 


-Se va a votar la rectificación de trámite solicitada por cl 
señor senador Gargano en la forma en que se ha dado cuenta. 


(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 

12) ESCULTOR GERMAN CABRERA. Su fallecimiento. 
SEÑOR ARANA. - ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador, 


SEÑOR ARANA. - Es mi propósito referirme, señor Presi- 
dente, a una figura de singular relieve dentro del panorama 
cultural nacional, que ha fallecido recientemente. Me reficro 
al escultor Germán Cabrera. 
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Cabrera nace en Las Piedras en el año 1903 y vive su 
infancia cn un ambiente familiar -con numerosos integrantos- 
que estimula su creatividad tanto en lo plástico como en lo 
musical. 


Entre 1918 y 1926 frecuenta el Círculo de Bellas Artes de 
Montevideo, donde inicia su formación artística, Entrc 1926 y 
1928 completa sus estudios en Europa, asistiendo a distintas 
academias de la ciudad de París. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Perdón, 
señor senador, pero algún integrante del Cuerpo está señalan- 
do la situación reglamentaria en la que está incurriendo ya 
que el tema al que se está refiriendo el señor senador Arana 
correspondería plantearlo cn la medía hora final. La Mesa no 
tiene otra alternativa que hacer la observación. 


Por supucsto, no es nuestro interés interrumpir al señor 
senador Arana, pero el Cuerpo cs el que lo tiene que habilitar 
para que continúe realizando la exposición, 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra cel señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción en el sentido de 
que el señor senador Arana continúe en el uso de la palabra 
para referirse a la persona del escultor Germán Cabrera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Se va a 
votar la moción formulada por el señor senador. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 
Continúa en el uso de la palabra el señor senador Arana. 


SEÑOR ARANA, - Agradezco al Cuerpo por la votación 
realizada. 


Decía, señor Presidente, que Germán Cabrera obtiene di- 
versas distinciones que merecen citarse. En 1930, por concur- 
so entre escultores nacionales, obtiene la Beca de Escultura 
para realizar estudios en Europa, En el mismo año, logra cl 
Premio Ministerio de Instrucción Pública en el Salón del Cen- 
tenario. En 1937 se le otorga Medalla de Oro en la Exposición 
Internacional de París. Tres años más tarde, resulta ganador 
del Primer Premio en el Concurso Internacional para el monu- 
mento al General Pácz a instalarse en la ciudad de Caracas. 
En 1944, obtiene el Primer Premio del Salón Oficial Anual de 
Caracas y, en 1958, el Gran Premio Medalla de Oro de nucs- 
tro Salón Nacional. Al año siguiente gana el Premio Beca de 
Escultura del Salón Bicnal del Ministerio de Instrucción Pú- 
blica. En 1961 obtiene el Premio Certamen Pipino y Márquez 
de la ciudad de Córdoba, cn la República Argentina. 


A lo largo de medio siglo de labor, Cabrera expone su 
producción no sólo cn nuestro propio suelo, sino también en 
la Argentina, Brasil, los Estados Unidos, España, Francia, Ita- 
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lia, la República Federal de Alemania y Venezuela, país don- 
de se establece durante más de diez años. 


Su espíritu de experimentación y de búsqueda lo lleva a 
transitar múltiples caminos, no sólo en el quehacer propia- 
mente estético, sino también en el campo de la enseñanza, 
trasmitiendo desde 1930 su impulso renovador y creativo y su 
contagioso entusiasmo a través de su actuación docente como 
profesor de dibujo, manualidades, modelado y escultura en 
centros de expresión infantil, de Enseñanza Secundaria, Nor- 
mal y Superior Especializada. 


Su obra explora con logros notables, distintas lécnicas y 
modalidades manteniendo siempre la vocación de indagación 
renovada; la búsqueda de nuevos caminos, transitando polos 
que van desde lo geométrico a lo orgánico, desde la elabora- 
ción más cultivada a la inspiración de claro cuño popular; e 
integrando lo estudiado y percibido en ocasión de sus viajes al 
extranjero con una profunda fidelidad a tas propias raíces na- 
cionales. 


Practica Cabrera la escultura y el modelado en diferentes 
dimensiones, alcances y contextos. Sus obras abarcan así tanto 
las piczas de reducida dimensión elaboradas en metal o en 
barro cocido, como también grandes esculturas y composicio- 
nes murales, con que se enriquecen diversos edificios públicos 
y privados de Montevideo y de otras ciudades del interior de! 
país. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Asimismo, su producción incluye el diseño industrial, tal 
como el tríptico sanitario “Multiban”, confeccionado en poli- 
ester y fibra de vidrio, y por otra parte alcanza una proyección 
urbana y ambiental en el caso -por cierto excepcional en cl 
país- de su trabajo en el Parque Posadas, donde modifica la 
topografía e incorpora muros y elementos diversos para oblc- 
ner una singular calificación de sus espacios colectivos. 


“A Cabrera habría que definirlo como un mutacional, au- 
tor de una obra caracterizada por el cambio”, llegó a afirmar 
el crítico Angel Kalenberg quien, junto a Amalia Polleri y 
Fernando García Esteban, tanto han hecho por el conocimien- 
lo y la valoración de este gran artista; “...obra caracterizada 
por el cambio: cambio de materiales, de técnicas, de formas”. 


Poscía Cabrera una nítida voluntad de renovación, que 
reflejaba sin duda su Jozanía permanente y una juventud que 
habría de acompañarlo incluso ya octogenario; voluntad de 
renovación que se complementaba con una querida y practica- 
da libertad de creación; libertad de creación como metáfora, 
quizás, de su implícito deseo de creación de la libertad, a la 
que adhirió, en la que creyó y a la que, en su específica 
disciplina, contribuyó a forjar. 


No €s raro por ello que su trayectoria esté reseñada cn 
variadas publicaciones especializadas de difusión internacio- 
nal. No es raro tampoco, por ello, que muchas de sus obras 
integren el acervo artístico de museos y colecciones privadas 
extranjeras: en Argentina, Brasil, Venezuela, Canadá, Estados 
Unidos, Alemania y España. 
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Quienes tuvimos el privilegio de conocerlo y sentirlo 
como amigo no podemos soslayar sus muy peculiares caracte- 
rísticas personales. Al decir del ya citado crítico, fue un 
“hombre de pasiones volcánicas”, con un “caudaloso sentido 
del humor” y una “ruda ternura por el ser humano”. Además, 
señor Presidente, lo sentí siempre -y lo sigo sintiendo a través 
de su legado creativo- como un hombre profundamente aulén- 
tico. 


Por lo expuesto, entiendo que el mantenimiento de su 
obra, como conjunto integral, constituye un imperativo insos- 
layable para nuestra cultura nacional. 


Demostraríamos, al menos así, la voluntad de evidenciar, 
después de la muerte, cl merecido reconocimiento oficial que 
no siempre brindamos en vida a nuestros más destacados in- 
vestigadores, intelectuales y artistas, 


Por todo ello solicito, señor Presidente, que la versión ta- 
quigráfica de mis palabras sca enviada al Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, a la Comisión del Patrimonio Histórico, 
Artístico y Cultural de la Nación, al Museo Nacional de Ártes 
Visuales y a los familiares del extinto escultor Germán Ca- 
brera. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción del señor senador Arana en el sentido 
de que la versión taquigráfica de sus palabras pase al Ministe- 
rio de Educación y Cultura, al Museo Nacional de Artes Plás- 
ticas y Visuales, a la Comisión del Patrimonio Histórico Artís- 
tico, y Cultural de la Nación y a los familiares del cxtinto 
escultor. 


(Se vota:) 


24 cn 25. Afirmativa. 


13) ESTATUTO DEL FUNCIONARIO DE LA CAMARA 
DE SENADORES. Proyecto de resolución. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado pasa a considerar el 
orden del día con el asunto que figura en primer término: 
“Proyecto de resolución por cl que se establece cl Estatuto del 
Funcionario de la Cámara de Senadores. (Carp. N* 135/90 - 
Rep. N* 41/90)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 135/90 
Rep. N* 41/90 


PROYECTO DE ESTATUTO 
CAPITULO 1 
Ambito de Aplicación 
Artículo 1%. - Los derechos, deberes y garantías de los 


funcionarios de la Cámara de Senadores sc regirán por el 
presente estatuto. 
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Art, 2*. - Sc consideran funcionarios los ciudadanos clec- 
tos o designados para ocupar cargos en la Cámara de Senado- 
res según lo dispuesto por el artículo 110, numeral 14 de su 
reglamento. 


CAPITULO II 


Artículo 3*. - Los escalafones funcionales se establecerán 
en el Presupuesto del Senado (artículo 108 de la Constitu- 
ción). 


Art. 42. - Los funcionarios deberán desempeñar los come- 
tidos inherentes a sus escalafones respectivos. Sólo podrán 
asignárscles las tarcas propias de otros escalafones por resolu- 
ción de la Secretaría y con autorización expresa de la Presi- 
dencia. 


Art. 5%. - La Secretaría, dentro de un mismo escalafón y 
por resolución fundada, podrá disponer el traslado de funcio- 
narios de una Sección, Departamento, División o Dirección a 
otra, O el cambio de cometidos dentro de la misma dependen- 
cia, cuando así convenga al servicio, siempre que con ello no 
se altere la situación presupuestal del funcionario ni se le 
asignen tareas inferiores a las correspondientes a su grado. 


CAPITULO II 


Artículo 6*. - El ingreso para desempeñar funciones en la 
Cámara de Senadores se hará por el cargo inferior de cada uno 
de los escalafones, salvo las excepciones que pudicren esta- 
blecerse en el Presupuesto respecto de cargos técnicos o espe- 
cializados, 


Art. 72, - Para ser funcionario de la Cámara de Senadores, 
se requiere: 


A) Ser ciudadano natural o legal. Los ciudadanos legales 
no podrán hacerlo hasta tres años después de otorgada 
la carta de ciudadanía (artículo 76 de la Constitución). 


B) Estar inscripto en el Registro Cívico Nacional. 


C) Haber cumplido con las disposiciones que sobre obli- 
gatoriedad del voto establecen las leyes. 


D) Poscer aptitud moral para el desempeño de la función 
pública. 


E) Tener aptitud física comprobada por el Servicio Médi- 
co del Poder Legislativo. 


F) Haber aprobado los concursos 0 pruebas de suficiencia. 
La reglamentación fijará las normas que regirán los 
concursos de oposición y los exámenes de suficiencia, 
según corresponda, la creación del respectivo Tribunal 
encargado de recibir los trabajos y calificarlos y las 
garantías del incógnito de los mismos. 


El ingreso al Cuerpo de Taquígrafos se efectuará me- 
diante concurso abierto de oposición, conforme a la rc- 
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glamentación que deberá dictarse al efecto, con cl asc- 
soramicnto de la Dirección del Cuerpo de Taquígrafos. 


G) Haber prestado juramento de fidelidad a la Bandera 
Nacional. 


H) Acreditar, en su caso, haber cursado y aprobado los 
estudios que establezca la reglamentación respectiva. 


Art. 8%. - La designación de funcionarios tendrá carácter 
provisional por el término de seis meses. Vencido dicho pla- 
70, la designación se considerará confirmada de pleno derc- 
cho. 


Pendiente cl término precedentemente, la Presidencia, por 
resolución fundada, podrá revocar la designación. 


Art. 9% - Los funcionarios designados percibirán sus habc- 
res desde la fecha en que tomen posesión de sus cargos. 


CAPITULO IV 
Estabilidad en el cargo 


Artículo 10. - Los funcionarios tienen derecho a desenpe- 
ñar sus Cargos y a permanecer en ellos, de conformidad con 
las normas de cste Estatuto y sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 8*. 


Art. 11, - Los funcionarios sólo podrán ser destituidos por 
las causales de ineptitud, omisión o delito, comprobadas me- 
diante sumario y con previa autorización de la Cámara de 
Senadores (artículo 110, inciso 15 del Reglamento de la Cá- 
mara de Senadores). 


CAPITULO V 
Carrera Administrativa 


Artículo 12, - Reconócese el derecho a la carrera adminis- 
trativa a los funcionarios de la Cámara de Senadores (artículos 
60 y 107 de la Constitución). 


Art. 13. - Las vacantes que se produzcan serán provistas 
por el ascenso de aquellos funcionarios que ocupen cargos en 
el grado inmediato inferior dentro del respectivo escalafón y 
así sucesivamente, en los grados subsiguientes. 


Si en el grado inmediato inferior no hubiere funcionarios 
para cl ascenso, se recurrirá al siguiente y así sucesivamente, 


Art. 14. - Los ascensos se harán tomando como base la 
antigúedad calificada, y, en caso de igualdad de puntaje, por 
concurso de oposición. 


La antigiicdad calificada comprenderá: tiempo de servicios 
en cl cargo y en la Cámara de Senadores, aptitudes personales 
y funcionales que surjan de las calificaciones, asistencias e 
inasistencias y demás méritos y deméritos, en la forma que 
establecerá la reglamentación. 
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Art. 15. - El reglamento sobre calificaciones, que scrá 
proyectado por la Presidencia y aprobado por la Cámara de 
Senadores, efectuará una valoración ponderada de las aptitu- 
des funcionales y personales, fojas de méritos y deméritos, 
asistencias e inasistencias, contracción al trabajo y demás cle- 
mentos que permitan una correcta evaluación de la labor cum- 
plida. 


En tanto no se dicte este reglamento, se aplicarán los ar- 
tículos 18 y siguientes del Reglamento de la Cámara de Re- 
presentantes, en lo pertinente, 


Art. 16. - Las calificaciones se harán anualmente, conside- 
rando cl período comprendido entre el 1? de encro y el 31 de 
diciembre de cada año, en la forma que establecerá el regla- 
mento de calificaciones. 


Art. 17. - La nómina de: nombramientos y promociones 
deberá ser notificada a todo el personal y publicada en cl 
Diario de Sesiones del Senado en el plazo de quince días 
corridos. 


Los funcionarios ausentes o con licencia, serán notificados 
en su domicilio. 


CAPITULO VI 
Obligaciones y Responsabilidades 


Artículo 18. - El funcionario deberá desempeñar personal - 
mente su función, 


Art, 19. - Es obligación de todo funcionario proporcionar 
con absoluta fidelidad y precisión los datos que deberán 
inscribirse en su legajo personal y actualizarlos cada vez que 
corresponda. Por lo que se refiere a su domicilio particular se 
estará, a todos los efectos, al que surja del legajo personal, sin 
que pueda alegar el funcionario haber mudado de domicilio si 
cllo no constare en dicho legajo. 


Art. 20. - Los funcionarios tienen el deber de discreción y 
reserva respecto de los actos de los que tengan conocimiento 
como consecuencia del ejercicio de sus funciones. 


Asimismo, deben guardar secreto en los asuntos que revis- 
tan tal calidad cn virtud de instrucciones especiales de su 
jerarca inmediato o por hallarse bajo compromiso reglamenta- 
rio de guardarlo. 


El incumplimiento de estas obligaciones será considerado 
falta grave, sin perjuicio de la responsabilidad en que se incu- 
rricre, 


Art. 21. - Los funcionarios tienen el deber de obedecer las 
órdenes que, cn materia de su competencia, les impartan sus 
superiores jerárquicos. 


Dichas órdenes se impartirán por escrito si de su cumpli- 
miento debe quedar constancia en expediente, o si así lo soli- 
citare quien deba cumplirlas, cuando la misma pueda implicar 
responsabilidad para quicn la ejecute. 
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Formalizada la orden de acuerdo con lo establecido prece- 
dentemente, deberá cumplirse de inmediato. 


Será de aplicación, en lo pertinente, el artículo 29 del 
Código Penal. 


Art. 22. - Los funcionarios tienen la obligación de sustituir 
en sus tareas a sus superiores, en caso de ausencia de éstos y 
hasta que se provea al respecto. 


Art. 23. - Los funcionarios están obligados al correcto y 
eficiente cumplimiento de Sus tareas, debiendo actuar con de- 
dicación, lealtad y buena fc. 


Art. 24, - Los [funcionarios deberán: 


A) Permanecer cn su puesto y no ausentarse del lugar de 
trabajo sin la autorización correspondiente. 


B) Prestarsc ayuda mutuamente y reemplazarse en las ta- 
reas de la oficina cuando fuere necesario. 


C) Poner en conocimiento de su superior jerárquico en 
lorma inmediata, toda irregularidad que comprucben 
cn el servicio. En caso de ausencia de su superior in- 
mediato deberán hacerlo al jerarca que lo sustituya, 


D) Conservar en buen estado los útiles e instrumentos de 
trabajo. 


E) Notificarse de las resoluciones de sus superiores jerár- 
quicos. 


F) No usar, en el Palacio Legislativo, distintivos partida- 
rios, ni hacer prosclitismo de clase alguna. 


Art. 25. - Los funcionarios deberán concurrir con puntua- 
lidad a la oficina, registrar su asistencia diaria en la forma que 
se estableciere y cumplir la jornada de trabajo que determina- 
rá la Presidencia a propuesta de la Secretaría, 


Las llegadas fucra de hora y la omisión en el cumplimien- 
to de las disposiciones establecidas para cl control de la asis- 
tencia, cstarán sujetas a lo que disponga la reglamentación 
respectiva que para los casos de incumplimiento podrá prever 
descuentos de sucido y otras sanciones disciplinarias. 


Art. 26, - Los funcionarios se encuentran sujetos a un 
régimen de dedicación especial y horario sin término, que 
implica el deber de permanecer a la orden y concurrir a cum- 
plir sus funciones cuando así lo disponga la Secretaría. 


Art. 27. - Las inasistencias sin aviso y las no justificadas, 
además del correspondiente descuento del sueldo, podrán dar 
motivo a sanciones disciplinarias. 


Las salidas antes de hora, por asuntos particulares, requeri- 
rán la autorización del jerarca respectivo siempre que se cum- 
plan los extremos establecidos en la reglamentación. 
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CAPITULO VU 


Sanciones por el incumplimiento de las obligaciones 
funcionales 


Artículo 28. - La falta de cumplimiento de las obligacio- 
nes funcionales podrá dar lugar a la imposición de las siguien- 
tes sanciones: 


A) Advertencia. 
B) Amonestación. 
C) Apercibimiento. 


D) Suspensión en el cargo, con privación del sueldo hasta 
por seis meses. 


E) Destitución. 


La individualización de las sanciones se hará teniendo cn 
cuenta la gravedad de la falta o las faltas cometidas, la con- 
ducta anterior y la jerarquía del funcionario. 


Art. 29. - La sanción prevista en el literal A) del artículo 
precedente, podrá ser aplicada por el superior inmediato, dan- 
do cuenta a la Secretaría por la vía jerárquica correspondiente. 


Las indicadas en los literales B) y C), podrán ser impucs- 
tas por la Secretaría, la que estará, asimismo, facultada para la 
aplicación de suspensiones que no excedan de cinco días. Las 
que superen el referido lapso, sólo podrán ser impuestas por la 
Presidencia. Para la destitución, deberá cumplirse lo dispuesto 
por el artículo 110, numeral 15 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores. 


Art. 30. - La advertencia y la amonestación podrán ser 
verbales, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente 
y se aplicarán sin previa instrucción sumarial. 


Art. 31. - Las sanciones, con excepción de la advertencia, 
sc anotarán en el legajo del funcionario. 


Art. 32, - Las sanciones previstas por los literales C) y D) 
del artículo 28, esta última cuando la aplicare la Secretaría en 
la hipótesis prevista por el artículo 29, podrán disponerse sin 
previa instrucción sumarial sólo cuando la falta sea evidente y 
no existan dudas en la individualización del funcionario res- 
ponsable. 


CAPITULO VII 
Derechos 


Artículo 33. - Son derechos de los funcionarios: 


A) Tomar posesión del cargo una vez que hayan sido de- 
signados y aceptado el mismo. 


B) Gozar de estabilidad en el cargo y en el desempeño del 
mismo. 
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C) Percibir las remuneraciones, retribuciones y compensa- 
ciones que las normas legales y reglamentarias esta- 
blezcan, así como las prestaciones de seguridad social, 


D) Ascender al grado presupuestal superior de acuerdo 
con las normas del presente Estatuto y de la reglamen- 
tación correspondiente. 


E) Gozar del descanso semanal conforme con las normas 
legales vigentes y sin perjuicio de lo que establezca ex- 
cepcionalmente la Secretaría en atención a las necesi- 
dades del servicio. 


F) Gozar de la licencia anual y de las especiales y extraor- 
dinarias que se regulan por el presente Estatuto, sin 
perjuicio del régimen de trabajo que fije la Sceretaría. 


G) Recibir un trato digno y respetuoso, 


H) Ser escuchado y exponer sus defensas en todos los ca- 
sos en que se considere lesionado en sus derechos. 


Art. 34. - A cada funcionario le corresponderá un legajo 
individual en cl que no se podrá efectuar ninguna anotación 
sin que aquél haya sido previamente notificado. 


Los funcionarios tendrán acceso en todo momento a su 
propio legajo, así como también los letrados que eventual- 
mente los patrocincn. 


Art. 35. - Los funcionarios tendrán derecho a una licencia 
anual remunerada de 20 días hábiles, así como al complemen- 
to al que se relicre el artículo siguiente. Dentro del período de 
licencia, no se computarán los sábados, domingos y feriados. 


Art. 36. - Los funcionarios con más de cinco años de 
servicio cumplidos cn la administración pública, tendrán, ade- 
más, derecho a un día complementario de licencia por cada 
cuatro años de antigiiedad. 


Art. 37. - Los recesos parlamentarios no generan el dere- 
cho a gozar de una licencia extraordinaria o complementaria, 
por parte del personal. 


Durante el período de receso parlamentario -y en tanto 
éste no sca levantado- cesa el deber de los funcionarios de 
desempeñar su función, sin perjuicio del mantenimiento de 
guardias que atiendan los servicios. Á estos efectos, la Secre- 
taría establecerá cuatro turnos de igual duración y designará al 
personal que atenderá cada uno de ellos. 


Si el funcionario, durante cl receso, hiciere uso del dere- 
cho a no prestar la función durante un número de días equiva- 
lente a los de la licencia ordinaria que le correspondicre o 
más, se tendrá por gozada la misma. 


Los días complementarios de licencia a que refiere el ar- 
tículo anterior, podrán hacerse cfectivos fuera del período de 
receso parlamentario y en forma separada del resto de la li- 
cencia ordinaria. 
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Art. 38. - La licencia ordinaria y su complemento, serán 
concedidos por ta Secretaría teniendo en cuenta las necesida- 
des del servicio. 


La licencia anual ordinaria deberá ser gozada en cada 
caso, cn cl año inmediato siguiente. Sin perjuicio de ello, 
podrá scr concedida, total o parcialmente dentro del mismo 
año en que se hubicre generado el derecho a gozarla, pero 
sólo a partir de la iniciación del receso parlamentario. 


Art. 39. - Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 37, 
para tener derccho a la licencia anual, el funcionario deberá 
haber computado doce meses o veinticuatro quincenas o cin- 
cuenta y dos semanas de trabajo, cumplidos en uno o en va- 
rios organismos estatales. 


Los funcionarios que, por haber sido designados en el cur- 
so del año inmediato anterior, no pudieren computar dentro 
del año civil cl número de mcscs, quincenas O semanas que 
exige el inciso anterior, tendrán derecho a los días que puedan 
corresponderles, proporcionalmente, desde su designación 
hasta el 31 de diciembre siguiente. 


Art. 40. - En todos los casos de ruptura de la relación 
funcional, se deberá abonar al funcionario cesante O a Sus 
causahabicntes, en su caso, el equivalente en dinero por la 
licencia ordinaria que hubiere generado y no gozado. 


Art. 41. - Los funcionarios tienen derecho a licencia espe- 
cial con goce de remuneración en los siguientes casos: 


A) Para contraer matrimonio, por el plazo de quince días. 


B) Por maternidad, por el plazo de noventa días, que se 
computarán a partir de la fecha que indique para cada 
caso el Servicio Médico. En el plazo referido se com- 
prende el periodo pre y post natal. Este último, nunca 
podrá ser inferior a seis semanas. 


C) Por duelo, por el plazo de cinco días, en caso de falle- 
cimiento del o de la cónyuge, de ascendientes o dos- 
cendientes directos por consanguinidad hasta el segun- 
do grado inclusive y de hermanos, 


D) Para rendir exámenes en los institutos referidos en el 
artículo 1% del Decreto N* 170/82, de 14 de mayo de 
1982, por el plazo de hasta 30 días en el año, debiéndo- 
se justificar la rendición de aquéllos, con los recaudos 
correspondientes. 


E) Por enfermedad, hasta por sesenta días. En estos casos 
será de aplicación lo dispuesto por el artículo 73. 


F) Excepcionalmente, para viajar al exterior, hasta por 
scis meses. En esta licencia estará comprendida la ordi- 
naria correspondiente a ese año y se concederá sin goce 
de sueldo, 


En todos los casos establecidos precedentemente, los pla- 
zos se computarán de corrido, comprendiendo días hábiles e 
inhábiles, con excepción de la licencia ordinaria. 
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Art. 42. - Los funcionarios podrán abtencr, además, licen- 
cias extraordinarias, por razones justificadas y sin remunera- 
ción, cuyo otorgamiento y plazo dependerán de las necesida- 
des del servicio y de la causal invocada. 


Art. 43. - Las licencias ordinarias, especiales y extraordi- : 
narias, hasta por veinte días, serán acordadas por la Secretaría. 
Las licencias extraordinarias y especiales por más de veinte 
días lo serán por la Presidencta, 


CAPITULO 1X 


Sumarios, investigaciones administrativas y 
procedimientos en los casos de abandono del cargo 


Artículo 44, - Cuando se produjeron actos o hechos irrc- 
gulares que afectaren directamente los servicios, se procederá 
a individualizar a los responsables mediante la realización de 
una investigación administraliva. 


Art. 45. - Los funcionarios imputados de la comisión de 
delito o de falta administrativa, serán sometidos a sumario 
administrativo a fin de determinar o comprobar su responsabi- 
lidad. 


Art. 46. - Todo sumario o investigación administrativa se 
iniciará por resolución de la Presidencia o, en caso de urgen- 
cia, de la Secretaría, la cual dará cuenta de inmediato a aqué- 
lla. La resolución formará la cabeza del procedimiento y de- 
berá contener los motivos que hubieren determinado su dicta- 
do, las circunstancias a investigar y la designación del funcio- 
nario instructor. Esta última podrá cometerse a la Jefatura de 
la Asesoría Jurídica del Poder Legislativo. 


El sumariante será siempre de jerarquía superior o, por lo 
menos igual, a la del funcionario inculpado. 


Art. 47. - La Presidencia, o la Secretaría en su caso, po- 
drán disponer, por resolución fundada, la suspensión preventi- 
va o cl traslado de los funcionarios sumariados cuando lo 
estimarcn conveniente o necesario para la mejor instrucción 
de las actuaciones. La suspensión preventiva no excederá en 
ningún caso el lapso de scis meses y podrá aparejar la rcten- 
ción de los medios sueldos correspondientes. 


En cualquier estado del sumario podrá dejarse sin efecto la 
suspensión preventiva. 


Las sumas retenidas le serán reintegradas al funcionario 
suspendido, cuando ello correspondiere de acuerdo con las 
resultancias sumariales, 


Vencido el término de seis meses cl funcionario será rcin- 
tegrado al cargo. Desde ese momento, se le abonarán íntegra- 
mente sus haberes. 


Art. 48. - La Presidencia, o la Secretaría cn su caso, po- 
drán, además, disponer otras medidas preventivas que estima- 
ren convenientes al interés del servicio y de acuerdo con los 
antecedentes del caso. 
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Art. 49. - En conocimiento de alguna irregularidad admi- 
nistrativa, el jerarca responsable de la repartición en que se 
hubiere producido, dispondrá la realización de una informa- 
ción de urgencia, Esta consistirá en los procedimientos inme- 
diatos, tendientes a individualizar a los posibles autores, cóm- 
plices y testigos y a evitar la dispersión de la prueba. A tales 
efectos, personalmente o por el funcionario que designare, 
interrogará al personal directamente vinculado al hecho, agre- 
gará la documentación que hubiere, así como todo otro ele- 
mento que pudiere ser útil a los fines de ulteriores procedi- 
mientos, De lo actuado, dará cuenta de inmediato a la Secreta- 
ría. : 


Art. 50. - El instructor, que deberá asumir el cargo en 
forma inmediata, podrá designar a un funcionario para que lo 
asista en los procedimientos. Todos los antecedentes relacio- 
nados con los hechos a investigarse, le serán pasados de ofi- 
cio. 


Art. 51. - El instructor adoptará todas las medidas condu- 
centes al más completo esclarecimiento de los hechos. Reque- 
rirá los testimonios y estructurará los interrogatorios de la 
mancra que conceptúe más conveniente, según las circunstan- 
cias y la naturaleza de la investigación. Asimismo, podrá soli- 
citar la suspensión preventiva del sumariado, si clla no se 
hubiere dispuesto previamente. 


Art. 52, - En todo sumario será preceptiva la intervención 
de la Asesoría Jurídica del Poder Legislativo. 


Art. 53, - Iniciado cl sumario deberá interrogarse cn pri- 
mcr término al inculpado, haciéndosele saber los cargos for- 
mulados e instándole a proporcionar las explicaciones o acla- 
raciones del caso y a efectuar las rectificaciones y ofrecer la 
prucba que considere pertinente. 


Art. 54. - Las declaraciones se tomarán por separado la- 
brándose acta de cada una de ellas. Las manifestaciones del 
deponente se reproducirán con toda fidelidad procurándose 
emplear sus mismas palabras. Este no podrá lecr apuntes o 
escritos, salvo cuando se le exhiban para los fines del interro- 
gatorio y en el acto del mismo. 


Art. 55. - El sumariado podrá comparecer asistido de abo- 
gado, al sólo efecto de que éste controle cl procedimiento y 
formule al término del interrogatorio, las observaciones y re- 
preguntas que estimare pertinentes. 


Los testigos no podrán comparecer asistidos de abogado. 


Art. 56. - El sumariante recibirá las declaraciones de las 
personas por él citadas y aun de aquellas que comparezcan 
espontáncamente, cuando esto último se estimare de interés 
para la investigación. 


Art. 57. - Los testigos serán siempre interrogados, además 
de por los hechos que motivan su declaración: 


A) Por las generales de la lcy. 


B) Por la razón o motivo de sus dichos. 
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C) Si tienen algo más que agregar. 


Art. 58. - Durante el curso del sumario, el instructor podrá 
llamar cuantas veces estimare necesario, a los sumariados o 
testigos, para ampliar tas declaraciones o aclarar lo que creye- 
re pertinente, 


Art. 59. - El funcionario que, sin causa justificada, no 
concurriere a prestar declaración o se negare a prestarla, será 
pasible de suspensión preventiva hasta tanto lo haga. La sus- 
pensión será decretada por la Presidencia o la Secretaría en su 
caso y aparejará la retención de los medios sucldos prevista en 
cl artículo 47. 


Art. 60. - El instructor solicitará de la División Personal cl 
legajo del funcionario sumariado que se agregará a las actua- 
ciones, 


Art. 61. - Cuando el funcionario instructor juzgare suli- 
cientemente instruido el trámite del sumario o investigación a 
su cargo, o cuando la naturaleza de las irregularidades indaga- 
das lo permitiere, podrá solicitar al jerarca que hubicre dis- 
puesto la medida, la reposición de los funcionarios separados 
preventivamente de sus cargos. Tal circunstancia no supondrá 
pronunciamiento alguno sobre el fondo del sumario. 


Art. 62. - Las declaraciones serán firmadas en cada una de 
sus fojas por el deponente y el instructor. Si el declarante no 
quisicre, no pudiere o no supicre firmar, la declaración valdrá 
sin Su firma sicmpre que consten en el acta el nombre y las 
fírmas de dos testigos de actuación. 


Art. 63. - Cuando se presentaren documentos que tuvieren 
relación con los hechos que hubieren motivado el sumario 0 
investigación, se mencionará en el acta respectiva su presenta- 
ción y se mandarán agregar a los autos previa rúbrica por el 
instructor y la persona que los hubiere ofrecido. De todo do- 
cumento que recibiere por cualquier otro medio, el instructor 
ordenará simplemente la agregación bajo su firma. 


Art. 64. - El instructor podrá solicitar directamente, a 
cualquier dependencia del Poder Legislativo, información so- 
bre hechos o documentos relacionados con las actuaciones cn 
las cuales interviene. 


Art. 65. - Toda investigación administrativa y sumario son 
de carácter secreto. La obligación de mantencr el secreto al- 
canza al sumariante y a todo funcionario que, por cualquicr 
motivo o circunstancia, tuviere conocimiento de los procedi- 
mientos. La violación de esta obligación constituirá falta gra- 
vo, 


Art. 66. - Cuando fuere necesario utilizar servicios de 
técnicos o peritos, el instructor lo solicitará en forma fundada 
a la Secretaría, la que adoptará las medidas que correspondan. 


Art. 67. - En caso de que legisladores o secretarios de las 
Cámaras fueren ofrecidos como testigos, se les requerirá su 
testimonio por escrito. 


Art. 68. - Los plazos de instrucción y sustanciación de las 
investigaciones administrativas y de los sumarios serán de 
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cuarenta y cinco días hábiles, contados desde aquel en que el 
luncionario instructor haya sido notificado de la resolución 
que los ordena. En casos especiales y existiendo causas que 
así lo justifiquen, el sumariante podrá solicitar a la Jefatura de 
la Asesoría Jurídica del Poder Legislativo, una prórroga pru- 
dencial del plazo. 


Art. 69. - Tratándose de investigaciones administrativas, 
una vez que el instructor haya concluido la indagatoria, pro- 
ducirá un informe sobre las actuaciones cumplidas y las con- 
clusiones a que hubicre arribado. Dicho informe será elevado 
al Jele de la Asesoría Jurídica, quicn, a su vez, lo clevará a la 
Secretaría, aconsejando las medidas que estimare pertinentes. 


Art. 70. - Tratándose de sumarios, cuando el instructor 
considerare agotadas las diligencias, pondrá el expediente de 
manificsto para que el sumariado, dentro del término de scis 
días hábiles, pueda solicitar se amplíe la instrucción y se dili- 
gencien las prucbas que ofreciera. En esta oportunidad no se 
podrán Formular alegaciones. El pedido deberá hacerse por 
escrito y, dentro del referido plazo, también se podrá manifes- 
tar que no se solicitarán diligencias ampliatorias. En el caso 
en que haya más de un sumariado, el término será común y 
comenzará a computarse a partir del día siguiente al de la 
última notificación, 


Art. 71. - Cumplidas las actuaciones que hubieren corres- 
pondido conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, así 
como en el caso de transcurrir el término allí indicado sin que 
aquellas se solicitaren o cuando se renunciare expresamente 
las diligencias ampliatorias, el sumariante producirá su infor- 
mc. El mismo contendrá una relación circunstanciada de las 
actuaciones cumplidas, de los hechos probados, de la califica- 
ción de los mismos y de las conclusiones a que arribarc. El 
sumariante podrá, además, aconsejar los correctivos que esti- 
mare útil adoptar para el mejor funcionamiento del servicio. 


Art. 72, - El expediente, con el informe del sumariante, se 
pondrá de manifiesto para que, dentro del término de dicz días 
hábiles, cl inculpado pueda presentar en forma escrita su de- 
fensa (artículo 66 de la Constitución). : 


Presentada la defensa, o expirado cl término para articular- 
los sin que ello se produzca o habiendo mediado renuncia al 
ejercicio de la misma, el instructor elevará el sumario a la 
Jefatura de la Asesoría Jurídica. 


Art. 73. - La Jefatura de la Asesoría Jurídica efectuará un 
contralor formal de las actuaciones cumplidas. Podrá, asimis- 
mo, disponer la ampliación del sumario, si lo estimare perti- 
nente. Al realizar su informe, que deberá producir en un tér- 
mino de treinta días, se pronunciará sobre las responsabilida- 
des en que hubiere incurrido el funcionario sumariado y acon- 
sejará sobre tas sanciones disciplinarias a aplicarse, sI corres- 
pondiercn. 


Su dictamen será elevado a la Secretaría de la Cámara de 
Senadores. 


Art. 74, - Cuando las inasistencias superen los topes esta- 
blecidos por el artículo 25 del Decreto-Ley N* 14,416, de 28 
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de agosto de 1975 -más de sesenta faltas en un año o de ciento 
veinte cn tros años- se estará a lo que dispone la citada norma, 
así como a las siguientes de dicho decreto ley relativos a cesta 
misma materia. Se cumplirá, además, el procedimiento en 
ellos establecido. 


Art. 75. - Se considerará que han hecho abandono del 
cargo los funcionarios que faltaren a sus tareas durante quince 
días hábiles continuos, sin causa justificada. En tales casos, no 
será necesaria la autorización de la Cámara de Senadores (ar- 
tículo 110, numeral 15 del Reglamento) para que la Presiden- 
cia dicte la resolución de desinvestidura. Previamente, para 
constatar tal situación, deberán aplicarse las garantías del pro- 
cedimiento administrativo que se establece en los artículos 
siguientes. 


Art, 76. - Verificada la situación referida en el artículo 
precedente, se dará cuenta de inmediato a la Secretaría la que 
dispondrá la iniciación de los trámites tendientes a comprobar 
el abandono del cargo. A tales efectos, designará un funciona- 
rio instructor de dicho procedimiento. 


Art. 77. - El instructor citará y emplazará al funcionario 
para que, dentro del término de tres días hábiles, comparezca 
a desempeñar sus larcas O exponga justa causa para no hacer- 
lo, bajo apercibimiento de tenérscle como renunciante. 


Art. 78. - La citación y emplazamiento se notificarán per- . 
sonalmente al funcionario en el domicilio que conste en su 
legajo personal (artículo 19). Si no se pudiere practicar la 
notificación personal por no habitar el funcionario en el refe- 
rido domicilio, se le citará por edictos que se publicarán en cel 
Diario Oficial y en un diario de la capital por el término de 
tres días. A partir de la última publicación, comenzará a com- 
putarse el término del emplazamiento. 


Artículo 79, - Vencido el término del emplazamiento, el 
instructor producirá un informe de las actuaciones cumplidas, 
dentro del plazo de 10 días y lo remitirá a la Jefatura de la 
Asesoría Jurídica, la cual realizará el contralor de los procedi- 
mientos cumplidos y, dentro del plazo de 10 días, lo elevará 
con su opinión, a la Secretaría. 


Art. 80. - Si el funcionario compareciere reintegrándose a 
sus tarcas antes de que se dictare resolución de desinvestidura, 
se clausurarán los procedimientos, sin perjuicio de las actua- 
clones que por omisión pudieran disponerse. 


Art. 81. - En todo lo no regulado en este Capítulo, serán 
aplicables a los sumarios y a las investigaciones administrati- 
vas, en lo pertinente, las disposiciones del Decreto 640/73, de 
8 de agosto de 1973, 


CAPITULO X 
Del derecho de petición y de los recursos administrativos 


Artículo 82. - Toda autoridad de la Cámara de Senadores 
está obligada a decidir sobre cualquier petición que le formule 
el titular de un interés legítimo en la ejecución de un determi- 
nado acto administrativo, y a resolver los recursos administra- 
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tivos que se interpongan contra sus decisiones, en la forma y 
dentro del término establecido por el artículo 318 de la Cons- 
titución. 


Art. 83. - Los funcionarios deberán ser notificados de lo- 
dos los actos administrativos que afecten los derechos consa- 
grados en el presente Estatuto, sin perjuicio de su facultad de 
darse por notificados, compareciendo a ese efecto en el expe- 
diente o actuación respectiva. 


Art. 84. - Los actos administrativos podrán ser impugna- 
dos con el recurso de revocación, ante la misma autoridad que 
los haya dictado, dentro del término de diez días contados 
desde el siguiente al de su notificación personal o de su publi- 
cación en el Diario Oficial, cuando ésta correspondiere. 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por una 
autoridad sometida a jerarquía, podrá ser impugnado, adcmás, 
con el recurso jerárquico ante la Presidencia, el que deberá 
interponerse conjuntamente y en forma subsidiaria al recurso 
de revocación (artículo 317 de la Constitución). 


Art. 85. - Todos los recursos deberán ser fundados, pre- 
sentarse por escrito y con firma letrada. 


Art. 86, - Los plazos para instruir y resolver los recursos 
administrativos, así como para pronunciarse sobre las peticio- 
nes que se formulen por los titulares de un interés legítimo, 
serán los establecidos en los artículos $5 y concordantes de la 
Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987. 


Vencidos que sean los plazos establecidos en la citada ley, 
sin que las autoridades se hubieren expedido, se operará la 
denegatoría ficta establecida por el inciso segundo del artículo 
318 de la Constitución. 


CAPITULO XI 
Funcionarios sometidos a la justicia penal 


Artículo 87. - En todos los casos de sometimiento de. un 
funcionario a la justicia penal, la Presidencia apreciará las 
circunstancias y situación del encausado, para dictar las medi- 
das que correspondan con relación al desempeño de sus fun- 
ciones, pudiendo disponer la continuidad en el cargo, el pase 
provisorio a otras funciones compatibles con la imputación, y, 
asimismo, la suspensión temporaria en cl empleo. 


Art. 88. - La Presidencia, teniendo en cuenta la tipifica- 
ción de la imputación penal, resolverá sobre el desempeño del 
cargo y el goce de las retribuciones del procesado. 

Cuando el procesamiento se decretase con prisión, será 
preceptiva la retención de la mitad de Jos haberes, sin perjui- 
cio de las restiluciones a que posteriormente hubiere lugar. 


Art. 89. - Los procedimientos administrativos seguirán 
con independencia de las actuaciones judiciales. 


CAPITULO XII 
De ta extinción de la relación funcional 


Artículo 90. - La relación funcional se extingue por: 
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A) Pérdida de la calidad establecida en el literal a) del 
artículo 7* del presente Estatuto; 


B) Revocación de la designación, con arreglo a lo previsto 
en cl artículo 82; 


C) Renuncia aceptada; 

D) Renuncia tácita, por abandono del cargo (artículo 75); 
E) Destitución; 

F) Fallecimiento; 

G) Cesantía por cumplimiento de 70 años de cdad; 


5) Inhabilitación para ejercer funciones públicas decretada 
por sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada; 


[) Asunción de un cargo incompatible con la condición de 
funcionario de la Cámara de Senadores. 


CAPITULO XII 
Disposiciones transitorias 


Artículo 91, - El presente Estatuto entrará en vigencia a 
los quince días de su aprobación por cl Senado. 


Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presidente 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El Presidente del Senado cumple con un doble deber, que 
cree tener, al elevar a consideración del Cuerpo cste proyecto 
de Estatuto del Funcionario. 


En primer lugar, trata de que esta Cámara Alta cumpla con 
el mandato implícito en el artículo 107 de la Constitución, a 
cuyo tenor “cada Cámara nombrará sus Secretarios y el perso- 
nal de su dependencia, de conformidad con las disposiciones 
reglamentarias que deberá establecer contemplando las reglas 
de garantía previstas en los artículos 58 a 66, en lo que corres- 
ponda”. 


Estas disposiciones reglamentarias -salvo en lo previsto cn 
un viejo Reglamento de la Secretaría del Senado- jamás fue- 
ron dictadas, con lo que el Senado está en falta frente a la 
Constitución, al contrario de la Cámara de Representantes, 
que, desde hace bastantes años, dictó cl estatuto de sus funcio- 
narios. 


Las normas a sancionar, con arreglo a la preceptiva consti- 
tucional, deben exceder de la mera regulación del ingreso a la 
función, por cuanto la alusión a los artículos 58 a 66, que 
refieren a casi toda la materia estatutaria de la función públi- 
ca, obliga a concluir que el personal del Parlamento, no men- 
cionado en el artículo 59 de la Carta, debe contar también con 
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En segundo término, nos consideramos asimismo obliga- 
dos a Impulsar la aprobación de este estatuto, en nuestra cali- 
dad de jerarca administrativo de Jos servicios y de los funcio- 
narios, Estos deben estar garantidos en sus derechos, así como 
obligados al cumplimiento de sus deberes funcionales. Una y 
otra cosa en virtud de normas precisas, emanadas del Senado 
y no en razón de la discrecional apreciación del jerarca, cuya 
buena inspiración y cuyo sentido de equidad -más allá de 
quien se halle en esa posición- no es garantía suficiente como 
lo acredita una antigua y universal experiencia, a lo largo y a 
lo ancho de todas las administraciones. 


Lo expresado no significa que no sigamos pensando, hoy 
como siempre y según la verdad estampada en el artículo 59 
de la Lex Magna, que “el funcionario existe para la función y 
no la función para el funcionario”. Pensamos, pues, que este 
estatuto coadyuvará al mejor funcionamiento administrativo y 
a garantir los derechos de los funcionarios, objetivos que no 
son contradictorios sino complementarios. 


La tarca que emprendimos no es de nuestra autoría origi- 
nal y exclusiva sino parcial. El proyecto que presentamos 
reconoce como fuente y antecedente inmediato el que había 
redactado durante la anterior Legislatura, con el asesoramicn- 
to de la Olicina Nacional del Servicio Civil, el doctor Enrique 
Tarigo, ex Presidente del Senado. 


Sobre este proyecto trabajamos, con la colaboración, que 
justo es destacar, del actual Secretario de esta Cámara, doctor 
Juan Harán Urioste, y con la finalidad, que no sabemos si fue 
alcanzada, de mejorar y completar el proyecto original. En 
csa tarca, consultamos siempre el estatuto de los funcionarios 
de la Cámara de Representantes, de cuyas soluciones nos sali- 
mos en la nueva redacción de algunas disposiciones. 


El Capítulo I, (artículos 1 y 2), regula el ámbito de aplica- 
ción del estatuto; el IE (artículos 3 a 5), el desempeño de las 
funciones dentro de los respectivos escalafones; el [HI dispone 
todo lo relativo al ingreso de nuevos funcionarios y el derecho 
a percibir sus haberes que éste genera, (artículos 6 a 9); el IV, 
(artículos 10 y 11), refiere a la estabilidad o inamovilidad en 
cl cargo; cl V, (artículos 12 a 17), regula la carrera adminis- 
trativa y prevé que los ascensos se realicen de grado en grado 
y con arreglo al reglamento de calificaciones que deberá pro- 
ycctar la Presidencia y aprobar el Senado; el VI, (artículos 18 
a 27), determina las obligaciones y responsabilidades de los 
funcionarios. 


El Capítulo VII, (artículos 28 a 32), establece las sancio- 
nes aplicables, en caso de incumplimiento de las obligaciones 
funcionales; el Capítulo VIII, (artículos 33 a 43), precisa los 
derechos de los funcionarios y, en particular, todo lo relativo a 
las licencias ordinarias y extraordinarias; el Capítulo 1X, (ar- 
tículos 44 a 81), regula detalladamente los sumarios, las in- 
vestigaciones administrativas y los procedimientos en los ca- 
sos de abandono del cargo; el Capítulo X, (artículos 82 a 86), 
rigc el ejercicio del derecho de petición y la interposición de 
los recursos administrativos; el Capítulo XI, (artículos 87 a 
89), estatuye sobre la situación de los funcionarios sometidos 
a la justicia penal. 
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El Capítulo XII, (artículo 90), regula la extinción de la 
relación funcional y, por último, el artículo 91 es una disposi- 
ción transitoria, (Capítulo XII), relativa a la entrada en vigen- 
cia del Estatuto. 


Consideramos que la sola enunciación de las materias que 
comprende este proyecto, evidencia su amplitud, así como el 
cumplimiento de las normas de los artículos 58 a 66 de la 
Constitución, requerido, en lo relativo a los funcionarios de 
las Cámaras, por su ya citado artículo 107. En especial, se 
contemplan las disposiciones de los artículos 60, 61 y 66 de la 
Carta, referentes a la carrera administrativa, a los derechos de 
los funcionarios de carrera y al derecho al debido proceso 
administrativo, respectivamente. 


No realizamos un análisis pormenorizado de las soluciones 
contenidas en el articulado, pues ello obligaría a un desarrollo 
demasiado extenso y a un estudio que deberá ser realizado en 
el seno de la Comisión de Asuntos Administrativos, a cuya 
consideración debe pasar este proyecto. 


Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presidente 
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PROYECTO DE RESOLUCION SUSTITUTIVO 
CAPITULO I 
Ambito de Aplicación 


Artículo 12, - Los derechos, deberes y garantías de los 
funcionarios de la Cámara de Senadores se regirán por el 
presente Estatuto. 


Art. 2%. - Se consideran funcionarios los ciudadanos clec- 
tos o designados para ocupar cargos en la Cámara de Senado- 
res según lo dispuesto por el artículo 110, numeral 14 de su 
Reglamento. 


CAPITULO Il 
Categorías funcionales 


Artículo 32, - Los escalafones funcionales se establecerán 
en el Presupuesto del Senado (artículo 108 de la Constitu- 
ción). 


Art. 42. - Los funcionarios deberán desempeñar los comc- 
tidos inherentes a sus escalafones respectivos. Sólo podrán 
asignárseles las tarcas propias de otros escalafones por resolu- 
ción de la Secretaría y con autorización expresa de la Presi- 


dencia. 


Art. 5%. - La Secretaría, dentro de un mismo escalafón y 
por resolución fundada, podrá disponer el traslado de funcio- 
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narios de una repartición a otra, o cl cambio de cometidos 
dentro de la misma dependencia, cuando así convenga al ser- 
vicio, siempre que con ello no se altere la situación presu- 
puestal del funcionario ni se le asignen tareas inferiores a las 
correspondientes a su grado. 


CAPITULO HmI 
Ingresos 


Artículo 6*, - El ingreso para desempeñar funciones en la 
Cámara de Senadores se hará por el cargo inferior de cada uno 
de los escalafones, salvo las excepciones que pudicren esta- 
blecerse en el Presupuesto respecto de cargos técnicos o espe- 
cializados. 


Art. 72. - Para ser funcionario de la Cámara de Senadores, 
se requiere: 


A) Ser ciudadano natural o legal. 
B) Estar inscripto en el Registro Cívico Nacional. 


C) Haber cumplido con das disposiciones que sobre obli- 
gatoricdad del voto establecen las leyes. 


D) Poscer aptitud moral para el desempeño de la función 
pública. 


E) Tener aptitud física comprobada por el Servicio Médi- 
co del Poder Legislativo. 


F) Haber aprobado los concursos o pruebas de suficiencia. 
La reglamentación fijará las normas que regirán los 
concursos de oposición y los exámenes de suficiencia, 
según corresponda, la creación del respectivo Tribunal 
encargado de recibir los trabajos y calificarlos y las 
garantías del incógnito de los mismos. 


El ingreso al Cuerpo de Taquígrafos se efectuará me- 
diante concurso abierto de oposición, conforme a la rc- 
glamentación que deberá dictarse al efecto, con el ase- 
soramiento de la Dirección del Cuerpo de Taquígrafos. 


G) Haber prestado juramento de fidelidad a la Bandera 
Nacional. 


H) Acreditar, en su caso, haber cursado y aprobado los 
estudios que establezca la reglamentación respectiva. 


Art. 8%, - La designación de funcionarios tendrá carácter 
provisional por el término de scis meses. Vencido dicho pla- 
zo, la designación se considerará confirmada de pleno derc- 
cho. 


Pendiente el término precedente, la Presidencia, por reso- 
lución fundada, podrá revocar la designación. 


Art. 9%, - Los funcionarios designados o promovidos perci- 
birán sus haberes desde la fecha en que tomen posesión de sus 
cargos. 
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CAPITULO IV 
Estabilidad en el cargo 


Artículo 10. - Los funcionarios tiene derecho a desempe- 
fiar sus cargos y a permanecer en ellos, de conformidad con 
las normas de este Estatuto y sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 8?. 


Art. 11. - Los funcionarios sólo podrán scr destituidos por 
las causales de incptitud, omisión o delito, comprobadas mc- 
diante sumario y con previa autorización de la Cámara de 
Senadores (artículo 110, inciso 15 del Reglamento de la Cá- 
mara de Senadores). 


CAPITULO V 
Carrera Administrativa 


Artículo 12, - Reconócese el derecho a la carrera adminis- 
trativa a los funcionarios de la Cámara de Senadores (artículo 
60 y 107 de la Constitución). 


Art. 13. - Las vacantes que se produzcan serán provistas 
por cl ascenso de aquellos funcionarios que ocupen cargos 
dentro del respectivo escalafón, sin necesidad de efectuarse de 
grado en grado. 


Art. 14. - Los ascensos se realizarán por concurso de méri- 
tos y antecedentes o concurso de oposición y méritos a juicio 
de la Presidencia. 


Se entiende por concurso de méritos y antecedentes aquel 
que establece el ordenamiento de los aspirantes en base al 
puntaje asignado cn la calificación, la que se hará, por su 
orden, cn función de los méritos, la capacitación y la antigic- 
dad, ponderados de acuerdo con la reglamentación que dictará 
la Presidencia. 


Se entiende por concurso de oposición y méritos el que 
computa, además, cl puntaje de pruebas de aptitud y Otros 
elementos de juicio relevantes para la evaluación de los aspi- 
rantes, los que en cada caso deberán ser establecidos en forma 
previa al concurso. 


Art. 15. - En cada concurso dictaminará un tribunal que se 
integrará con un mínimo de tres miembros de reconocida ido- 
neidad, uno de ellos elegido por los funcionarios. 


La Presidencia reglamentará la integración y funciona- 
miento de los mismos. 


Art. 16. - El reglamento sobre calificaciones contendrá la 
valoración ponderada de las aptitudes funcionales y persona- 
les, fojas de méritos y deméritos, asistencias e inasistencias, 
contracción al trabajo y demás elementos que permitan una 
correcta evaluación de la labor cumplida. 


En tanto no se dicte este reglamento, se aplicarán las dis- 
posiciones de los artículos 18 y siguientes del Reglamento de 
la Cámara de Representantes, en lo pertinente, 
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Art. 17. - Las calificaciones se harán anualmente conside- 
rando el período comprendido entre el 1? de enero y el 31 de 
diciembre de cada año, en la forma que establecerá el regla- 
mento de calificaciones. 


Art. 18, - La nómina de nombramientos y promociones 
deberá ser notificada a todo el personal y publicada en cl 
Diario de Sesiones del Senado en el plazo de quince días. 


Los funcionarios ausentes o con licencia, serán notificados 
en su domicilio. 


CAPITULO VI 
Obligaciones y Responsabilidades 


Artículo 19. - El funcionario deberá desempeñar personal - 
mente su función. 


Art, 20, - Es obligación de todo funcionario proporcionar 
con absoluta fidelidad y precisión los datos que deberán 
inscribirse en su legajo personal y actualizarlos cada vez que 
corresponda. Por lo que se refiere a su domicilio particular sc 
estará, a todos los efectos, al que surja del icgajo personal, sin 
que pueda alegar el funcionario haber mudado de domicilio si 
ello no constare en dicho legajo. 


Art. 21. - Los funcionarios tienen el deber de discreción y 
reserva respecto de los actos de los que tengan conocimiento 
como consecuencia del ejercicio de sus funciones. 


Asimismo, deben guardar secreto en los asuntos que revis- 
tan tal calidad en virtud de instrucciones especiales de su 
jerarca inmediato o por hallarse bajo compromiso reglamecnta- 
rio de guardarlo. 


El incumplímicnto de estas obligaciones será considerado 
falta grave, sin perjuicio de la responsabilidad en que se incu- 
rricre. 


Art, 22. - Los funcionarios tienen el deber de obedecer las 
órdenes que, en materia de su competencia, les impartan sus 
supcriores jerárquicos. 


Dichas órdenes se impartirán por escrito si de su cumpli- 
miento debe quedar constancia en expediente, o si así lo soli- 
citare quien deba cumplirlas, cuando la misma pueda implicar 
responsabilidad para quien la ejecute. 


Formalizada la orden de acuerdo con lo cstablecido prece- 
dentemente, deberá cumplirse de inmediato. 


Será de aplicación, en lo pertinente, el artículo 29 del 
Código Penal. 


Art, 23. - Los funcionarios tiencn la obligación de sustituir 
en sus tarcas a sus Superiores en caso de ausencia de éstos, por 
resolución del jerarca respectivo y hasta que se provea al 
respecto. Dicha sustitución generará el derecho a percibir las 
diferencias de sueldos, siempre que excedicre del término de 
veinte días, 
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Art, 24. - Los funcionarios están obligados al correcto y 
eficiente cumplimiento de sus tarcas, debiendo actuar con de- 
dicación, lealtad y buena fe. 


Art. 25, - Los funcionarios deberán: 


A) Permanecer cn su puesto y no ausentarse del lugar de 
trabajo sin la autorización correspondiente. 


B) Prestarse ayuda mutuamente y reemplazarse en las ta- 
reas de la oficina cuando fuere necesario. 


C) Poner en conocimiento de su superior jerárquico en 
forma inmediata, toda irregularidad que comprueben 
en el funcionamiento del servicio. En caso de ausencia 
de su superior inmediato deberán hacerlo al jerarca que 
lo sustituya. 


D) Conservar en buen estado los útiles e instrumentos de 
trabajo. 


E) Notificarse de las resoluciones de sus superiores jerár- 
quicos. 


F) No usar, en el Palacio Legislativo, distintivos partida- 
rios, ni hacer prosclitismo de clase alguna. 


Art. 26. - Los luncionarios deberán concurrir con puntua- 
lidad a la oficina, registrar su asistencia diaria en la forma que 
se estableciere y cumplir la jornada de trabajo que determina- 
rá la Presidencia a propuesta de la Secretaría. 


Las llegadas fucra de hora y la omisión en el cumplimicn- 
to de las disposiciones establecidas para el control de la asis- 
tencia, estarán sujetas a lo que disponga la reglamentación 
respectiva que para los casos de incumplimiento podrá prever 
descuentos de sucidos y otras sanciones disciplinarias. 


Art. 27, - Los funcionarios se encuentran sujetos a un 
régimen de dedicación especial y horario sin término, que 
implica cl deber de permanecer a la orden y concurrir a cum- 
plir sus funciones cuando así lo disponga la Secretaría. 


Art. 28. - Las inasistencias sin aviso y las no justificadas, 
además del correspondiente descuento del sueldo, podrán dar 
motivo a sanciones disciplinarias. 


Las salidas antes de hora, v durante el horario de trabajo, 
por asuntos particulares, cuando se cumplan los extremos exi- 
gidos por la reglamentación requerirá, además, la autorización 
del respectivo jerarca. 


CAPITULO VII 


Sanciones por el incumplimiento de 
las obligaciones funcionales 


Artículo 29, - La falta de cumplimiento de las obligacio- 
nes funcionales podrá dar lugar a la imposición de las siguicn- 
tes sanciones: 


28 -C.S. 


A) Advertencia. 
B) Amonestación. 


C) Suspensión en el cargo, con privación del sucido hasta 
por seis meses. 


D) Destitución. 


La individualización de las sanciones se hará teniendo cn 
cuenta la gravedad de la falta o las faltas cometidas, la con- 
ducta anterior y la jerarquía del funcionario. 


Art. 30. - Las sanciones indicadas en los literales A) y B), 
serán impuestas por el jerarca el que estará autorizado, asimis- 
mo, para aplicar suspensiones que no excedan de cinco días. 
Las que superen dicho lapso, sólo podrán ser impuestas por la 
Presidencia. 


Para la destitución, deberá cumplirse lo dispuesto por cl 
artículo 110, numeral 15 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores. 


Art. 31. - La advertencia podrá ser verbal, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo siguiente y se aplicará al igual que 
la amonestación sin previa instrucción sumarial. 


Art. 32. - Las sanciones, con excepción de la advertencia, 
se anotarán en el legajo del funcionario. 


Art. 33. - Las sanciones previstas por los literales B) y C) 
del artículo 28, esta última cuando la aplicare la Secretaría en 
la hipótesis prevista por el artículo 29, podrán disponerse sin 
previa instrucción sumarial sólo cuando la falta sea evidente y 
no existan dudas en la individualización del funcionario res- 
ponsable. ; 


CAPITULO VIT 


Derechos 
Artículo 34. - Son derechos de los funcionarios: 


A) Tomar posesión del cargo una vez que hayan sido de- 
signados y aceptado cl mismo. 


B) Gozar de estabilidad en el cargo y en el desempeño del 
mismo. 


C) Percibir las remuncraciones, retribuciones y compensa- 
ciones que las normas legales y reglamentarias esta- 
blezcan, así como las prestaciones de seguridad social. 


D) Ascender al grado presupuestal superior de acuerdo 
con las normas del presente Estatuto y de la reglamen- 
tación correspondiente. 


E) Gozar del descanso semanal conforme con las normas 
legales vigentes y sin perjuicio de lo que establezca cx- 
cepcionalmente la Secretaría en atención a las necosi- 
dades del servicio. 
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F) Gozar de la licencia anual y de tas especiales y extraor- 
dinarias que se regulan por el presente Estatuto, sin 
perjuicio del régimen de trabajo que fije la Secretaría. 


G) Recibir un trato digno y respetuoso. 


H) Ser escuchado y exponer sus defensas en todos los ca- 
sos en que se considere lesionado en sus derechos. 


Art. 35. - A cada funcionario le corresponderá un legajo 
individual en el que no se podrá efectuar ninguna anotación 
sin que aquél haya sido previamente notificado. 


Los funcionarios tendrán acceso en todo momento a su 
propio legajo, así como también los letrados que eventual- 
mente los patrocinen. 


Art. 36. - Los funcionarios tendrán derecho a una licencia 
anual remunerada de 20 días hábiles, así como el complemen- 
to al que se refiere el artículo siguiente. Dentro del período de 
licencia, no se computarán los sábados, domingos y feriados. 


Los funcionarios debcrán gozar la licencia ordinaria du- 
rante el receso. No obstante los días complementarios de li- 
cencia a que refiere el artículo siguiente, podrán hacerse efec- 
tivos fuera del período de receso parlamentario y en forma 
separada del resto de la licencia ordinaria, 


Art. 37. - Los funcionarios con más de cinco años de 
servicio, cumplidos en la administración pública, tendrán, 
además, derecho a un día complementario de licencia por 
cada cuatro años de antigiiecdad. 


Art. 38. - Los rccosos parlamentarios no generan el derc- 
cho a gozar de una licencia extraordinaria o complementaria, 
por parte del personal. 


Durante el período de receso parlamentario -y en tanto 
éste no sea levantado- se suspende el deber de los funciona- 
rios de desempeñar su función, sin perjuicio del mantenimicn- 
to de guardias que atiendan los servicios. A estos efectos, la 
Secretaría establecerá turnos de igual duración dentro de cada 
servicio y designará al personal que atenderá cada uno de 
ellos, previa consulta con los jerarcas de las respectivas ofici- 
nas. 


Art. 39. - La licencia ordinaria y su complemento, scrán 
concedidos por la Secretaría teniendo en cuenta las necesida- 
des del servicio. 


La licencia anual ordinaria deberá ser gozada en cada caso 
en el año inmediato siguiente, Sin perjuicio de cllo, podrá ser 
concedida, total o parcialmente dentro del mismo año en que 
se hubiere generado el derecho a gozarla, pero sólo a partir de 
la iniciación del receso parlamentario, 


Art. 40, - Para tener derecho a la licencia anual, el funcio- 
nario deberá haber computado doce meses o veinticuatro 
quincenas O cincuenta y dos semanas de trabajo, cumplidos en 
uno o en varios organismos estatales. 
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Los funcionarios que, por haber sido designados en el cur- 
so del año inmediato anterior, no pudieren computar dentro 
del año civil cl número de meses, quincenas o semanas que 
exige el inciso anterior, tendrán derecho a los días que puedan 
corresponderles proporcionalmente, desde su designación has- 
ta el 31 de diciembre siguiente. 


Art. 41. - En todos los casos de ruptura de la relación 
funcional, se deberá abonar al funcionario cesante o a sus 
causahabicntes, en su caso, el equivalente en dinero por la 
licencia ordinaria que hubiere generado y no gozado. 


Art. 42. - Los funcionarios tienen derccho a licencia espe- 
cial con goce de remuneración en los siguientes casos: 


A) Para contraer matrimonio, por el plazo de quince días. 


B) Por maternidad, por el plazo de noventa días, que se 
computarán a partir de la fecha que indique para cada 
caso el Servicio Médico. En el plazo referido se com- 
prende el período pre y post natal. Este último, nunca 
podrá ser inferior a seis semanas. 


C) Por duclo, por el plazo de cinco días, en caso de falic- 
cimiento del o de la cónyuge, de ascendientes o des- 
cendientes directos por consanguinidad hasta el segun- 
do grado inclusive y de hermanos. 


D) Para rendir exámenes en los institutos referidos cn el 
artículo 12 del Decreto 170/82, de 14 de mayo de 1982, 
por el plazo de hasta 30 días en el año, debiéndose 
justificar la rendición de aquéllos, con los recaudos 
correspondientes. 


E) Por enfermedad, hasta por sesenta días. En estos casos 
será de aplicación lo dispuesto por el artículo 74. 


F) Para usufructuar becas en el país, por el tiempo que, en 
cada caso, determinará la Presidencia. 


En todos los casos establecidos precedentemente, los pla- 
zos se computarán de corrido, comprendiendo días hábiles e 
inhábiles, con excepción de la licencia ordinaria. 


Art. 43, - Los funcionarios podrán obtener, además y cx- 
cepcionalmente, licencia extraordinaria sin goce de sucido, 
por razones justificadas, por un plazo no mayor de seis meses 
y Cuyo otorgamiento dependerá de las necesidades del servi- 
cio y de la causal invocada, En esta licencia estará compren- 
dida la ordinaria correspondiente a ese año. 


Art. 44. - Las licencias ordinarias, especiales y extraordi- 
narias, hasta por veinte días, serán acordadas por la Secretaría. 
Las licencias extraordinarias y especiales por más de veinte 
días lo serán por la Presidencia. 


CAPITULO IX 


Sumarios, investigaciones administrativas y procedi- 
mientos en los casos de abandono del cargo 


Artículo 45. - Cuando se produjeren actos o hechos irrc- 
gulares o se verificaren omisiones de igual carácter, que afec- 
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taren directamente los servicios, se procederá a individualizar 
a los responsables mediante la realización de una investiga- 
ción administraliva. 


Art. 46. - Los funcionarios imputados de la comisión de 
detito o de falta administrativa, serán sometidos a sumario 
administrativo a fin de determinar o comprobar su responsabi- 
lidad. 


Art. 47. - Todo sumario o investigación administrativa se 
iniciará por resolución de la Presidencia o, en caso de urgen- 
cia, de la Secretaría, la cual dará cuenta de inmediato a aqué- 
lla. La resolución formará la cabeza del procedimiento y de- 
berá contener los motivos que hubicren determinado su dicta- 
do, las circunstancias a investigar y la designación del funcio- 
nario instructor. Esta última podrá cometerse a la Jefatura de 
la Asesoría Jurídica del Poder Legislativo. 


El sumariante será siempre de jerarquía superior o, por lo 
menos igual, a la del funcionario inculpado. 


Art. 48. - La Presidencia, O la Secretaría en su caso, po- 
drán disponer, por resolución fundada, la suspensión preventi- 
va o el traslado de los funcionarios sumariados cuando lo 
estimaren conveniente o necesario para la mejor instrucción 
de las actuaciones. La suspensión preventiva no excederá cn 
ningún caso el lapso de seis meses y podrá aparejar la reten- 
ción de los medios sueldos correspondientes. 


En cualquier estado del sumario podrá dejarse sin efecto la 
suspensión preventiva. 


Las sumas retenidas le scrán reintegradas al funcionario 
suspendido, cuando cllo correspondicre de acuerdo con las 
resultancias sumariales. 


Vencido cl término de scis meses, sin que hubiere recaído 
resolución, el funcionario será reintegrado al cargo. Desde esc 
momento, se lc abonarán íntegramente sus haberes. 


Art. 49. - La Presidencia, o la Secretaría en su caso, po- 
drán además, disponer otras medidas preventivas que estima- 
ren convenientes al interés del servicio y de acuerdo con los 
antecedentes del caso. 


Art. 50. - En conocimiento de alguna irregularidad admi- 
nistrativa, el jerarca responsable de la repartición en que se 
hubiere producido, dispondrá la realización de una informa- 
ción de urgencia. Esta consistirá en los procedimientos inme- 
diatos, tendientes a individualizar a los posibles autores, cóm- 
plices y testigos y a evitar la dispersión de la prueba. A tales 
efectos, personalmente o por el funcionario que designare, 
interrogará al personal indirectamente vinculado al hecho, 
agregará la documentación que hubicre, así como todo otro 
elemento que pudiere ser útil a los fines de ulteriores procedi- 
mientos. De lo actuado, dará cuenta de inmediato a la Sccreta- 
ría. 


Art. 51, - El instructor, que deberá asumir el cargo cn 
forma inmediata, podrá designar a un funcionario para que lo 
asista en los procedimientos. Todos los antecedentes relacio- 
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nados con los hechos a investigarse, lc serán pasados de ofi- 
cio. 


Art. 52, - El instructor adoptará todas las medidas condu- 
centes al más completo esclarecimiento de los hechos. Reque- 
rirá los testimonios y estructurará los interrogatorios de la 
mancra que conceptúe más conveniente, según las circunstan- 
cias y la naturaleza de la investigación. Asimismo, podrá soli- 
citar la suspensión preventiva del sumariado, si ella no se 
hubicre dispuesto previamente. 


Art. 53, - En todo sumario será preceptiva la intervención 
de la Asesoría Jurídica del Poder Legislativo. 


Art, 54, - Iniciado cl sumario deberá interrogarse en pri- 
mer término al inculpado, haciéndosele saber los cargos for- 
mulados e instándole a proporcionar las explicaciones o acla- 
raciones del caso y a efectuar las rectificaciones y ofrecer la 
prucba que considere pertinente. 


Art. 55. - Las declaraciones se tomarán por separado, con 
versión taquigráfica y labrándose acta de cada una de ellas. 


El deponente no podrá lecr apuntes o escritos, salvo cuan- 
do se le exhiban para los fines del interrogatorio y en el acto 
del mismo. 


Art. 56. - El sumariado podrá comparecer asistido de abo- 
gado, al solo efecto de que éste controle el procedimiento y 
formulc al término del interrogatorio, las observaciones y rc- 
preguntas que estimare pertinentes. 


Los testigos no podrán comparecer asistidos de abogado. 


Art. 57, - El sumariante recibirá las declaraciones de las 
personas por él citadas y aun de aquellas que comparezcan 
espontáncamente, cuando esto último se estimare de interés 
para la investigación. E 


Art. 58. - Los testigos serán siempre interrogados, además 
de por los hechos que motivan su declaración: 


A) Por las generales de la ley, 
B) Por la razón o motivo de sus dichos. 
CO) Si tienen algo más que agregar. 


Art. 59, - Durante el curso del sumario, el instructor 
podrá llamar cuantas veces estimare necesario, a los sumaria- 
dos o testigos, para ampliar las declaraciones o aclarar lo que 
creyere pertinente. 


Art. 60), - El funcionario que, sin causa justificada, no 
concurricse a prestar declaración o se negare a prestarla, será 
pasible de suspensión preventiva hasta tanto lo haga, con re- 
tención de los medios sueldos previstos en el artículo 74. 


La suspensión scrá decretada por la Presidencia o la Secre- 
taría, cn su caso. Si la negativa persistiera por más de treinta 
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días, se aplicarán al funcionario las sanciones pertinentes, sin 
perjuicio de la pérdida de los haberes retenidos. 


Art. 61. - El instructor solicitará de la División Personal el 
legajo del funcionario sumariado que se agregará a las actua- 
ciones. 


Art. 62. - Cuando el funcionario instructor juzgarc suli- 
cientemente instruido el trámite del sumario o investigación a 
su cargo, o cuando la naturaleza de las irregularidades indaga- 
das lo permiticre, podrá solicitar al jerarca que hubicre dis- 
puesto la medida, la reposición de los funcionarios separados 
preventivamente de sus cargos. Tal circunstancia no supondrá 
pronunciamiento alguno sobre el fondo del sumario. 


Art. 63. - Las declaraciones serán firmadas en cada una de 
sus fojas por el deponente y el instructor. Si el declarante no 
quisiere, no pudiere o no supicre firmar, la declaración valdrá 
sin su firma siempre que consten en cl acta el nombre y las 
firmas de dos testigos de actuación. 


Art. 64. - Cuando se presentaren documentos que luvicren 
relación con los hechos que hubieren motivado el sumario o 
investigación, se mencionará en el acta respectiva su presen- 
tación y se mandarán agregar a los autos previa rúbrica por el 
instructor y la persona que los hubiere ofrecido. De tado do- 
cumento que recibiere por cualquicr otro medio, el instructor 
ordenará simplemente la agregación bajo su firma. 


Art. 65. - El instructor podrá solicitar directamente, a 
cualquier dependencia del Poder Legislativo, información so- 
bre hechos o documentos relacionados con las actuaciones en 
las cuales interviene. 


Art. 66. - Toda investigación administrativa y sumario son 
de carácter secreto. La obligación de mantener el scercio al- 
canza al sumariante y a todo funcionario que, por cualquier 
motivo o circunstancia, tuviere conocimiento de los procedi- 
mientos. La violación de cesta obligación constituirá Falta gra- 
vO. 


Art. 67, - Cuando [lucre necesario utilizar servicios de 
técnicos o peritos, el instructor lo solicitará cn forma fundada 
a la Secretaría, la que adoptará las medidas que correspondan. 


Art. 68. - En caso de que legisladores o secretarios de las 
Cámaras fueren ofrecidos como testigos, podrán producir su 
testimonio por escrito. 


Art. 69. - Los plazos de instrucción y sustanciación de las 
investigaciones administrativas y de los sumarios serán de 
treinta días hábiles, contados desde aquel en que el funcióna- 
rio instructor haya sido notificado de la resolución que los 
ordena. En casos especiales y existiendo causas que así lo 
justifiquen, cl sumariante podrá solicitar a la Secretaría una 
prórroga prudencial del plazo. 


Art. 70, - Tratándose de investigaciones administrativas, 
una vez que cl instructor haya concluido la indagatoria, pro- 
ducirá un informe sobre las actuaciones cumplidas y las con- 
clusiones a que hubiere arribado. Dicho informe será elevado 
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a la Secretaría, aconsejando las medidas que estimare perti- 
nentes. 


Art. 71. - Tratándose de sumarios, cuando el instructor 
considerare agotadas las diligencias, pondrá el expediente de 
manificsto para que el sumariado, dentro del término de seis 
días hábiles, pueda solicitar se amplíe la instrucción y se dili- 
gencicn las prucbas que ofreciera. En esta oportunidad no se 
podrán formular alegaciones. El pedido deberá hacerse por 
escrito y, dentro del referido plazo, también se podrá manifes- 
tar que no se solicitarán diligencias ampliatorias. En el caso 
en que haya más de un sumariado, el término será común y 
comenzará a computarse a partir del día siguiente al de la 
última notificación. 


Art. 72. - Cumplidas las actuaciones que hubieren corres- 
pondido conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, así 
como en el caso de transcurrir cl término allí indicado sin que 
aquellas se solicitaren o cuando se renunciar expresamente a 
las diligencias ampliatorias, el sumariante producirá su infor- 
me. El mismo contendrá una relación circunstanciada de las 
actuaciones cumplidas, de los hechos probados, de la califica- 
ción de los mismos y de las conclusiones a que arribarc. El 
sumariante podrá, además, aconsejar los correctivos que csti- 
mare útil adoptar para el mejor funcionamiento del servicio. 


Art. 73. - El expediente, con el informe del sumariante, se 
pondrá de manifiesto para que, dentro del término de diez días 
hábiles, cl inculpado pueda presentar en forma escrita su de- 
fensa (artículo 66 de la Constitución). 


Presentada la defensa, o expirado el término para articular- 
la sin que ello se produzca o habiendo mediado renuncia al 
ejercicio de la misma, el instructor elevará cl sumario a la 
Jefatura de la Asesoría Jurídica. 


Art. 74. - La Jefatura de la Asesoría Jurídica efectuará un 
contralor formal de las actuaciones cumplidas. Podrá, asimis- 
mo, disponer la ampliación del sumario, si lo estimare perti- 
nento, 


Art. 75. - Cuando las inasistencias superen los topes Csta- 
blecidos por el artículo 25 del Decreto-Ley N* 14,416, de 28 
de agosto de 1975 -más de sesenta faltas en un año o de ciento 
veinte en tres años- se estará a lo que dispone la citada norma, 
así como a las siguientes de dicho decreto-lcy relativos a costa 
misma materia. Se cumplirá, además, el procedimiento cn 
ellos establecido. 


Art. 76. - Se considerará que han hecho abandono del 
cargo los funcionarios que faltaren a sus tareas durante cinco 
días hábiles continuos, sin causa justificada. En tales casos, no 
será necesaria la autorización de la Cámara de Senadores (ar- 
tículo 110, numeral 15 del Reglamento) para que la Presiden- 
cia dicte la resolución de desinvestidura, Previamente, para 
constatar tal situación, deberán aplicarse las garantías del pro- 
cedimiento administrativo que se establece cn los artículos 
siguientes. 


Art. 77. - Verificada la situación referida cn el artículo 
precedente, se dará cuenta de inmediato a la Secretaría, la que 
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a tales efectos, designará un funcionario instructor de dicho 
procedimiento y citará y emplazará al funcionario omiso para 
que, dentro del término de tres días hábiles, comparezca a 
desempeñar sus tarcas o exponga justa causa para no hacerlo, 
bajo apercibimiento de tenérsele como renunciante. 


Art. 78. - El emplazamiento se notificará personalmente al 
funcionario en cl domicilio que conste en su legajo personal 
(artículo 19). El término de emplazamiento se computará a 
partir del día siguiente al de la notificación. 


Art. 79, - Vencido el término del emplazamicnto, el 
instructor producirá un informe dc las actuaciones cumplidas, 
dentro del plazo de 10 días y lo remitirá con su opinión a la 
Secretaría. 


Art. 80, - Si el funcionario comparceciere reintegrándose a 
Sus tarcas antes de que se dictare resolución de desinvestidura, 
se clausurarán los procedimientos, sin perjuicio de las actua- 
ciones que por omisión pudieran disponerse. 


Art. 8l. - En todo lo no regulado en este Capítulo, serán 
aplicables a los sumarios y a las investigaciones administrati- 
vas, en lo pertinente, las disposiciones del Decreto 610/73, de 
8 de agosto de 1973. 


CAPITULO X 


Del derecho de petición y de los 
recursos administrativos 


Artículo 82. - Toda autoridad de la Cámara de Senadores 
está obligada a decidir sobre cualquier petición que le formule 
el titular de un interés legítimo en la ejecución de un determi- 
nado acto administrativo; y a resolver los recursos administra- 
Livos que se interpongan contra sus decisiones, en la forma y 
dentro del término establecido por el artículo 318 de la Cons- 
titución. 


Art. 83. - Los funcionarios debcrán ser notificados de to- 
dos los actos administrativos que afecten sus derechos consa- 
grados en el presente Estatuto, sin perjuicio de su facultad de 
darse por notificados, compareciendo a ese efecto en el expe- 
diente O actuación respectiva. 


Art. 84. - Los actos administrativos podrán ser impugna- 
dos con el recurso de revocación, ante la misma autoridad que 
los haya dictado, dentro del término de diez días contados 
desde el siguiente al de su notificación personal o de su publi- 
cación en el Diario Oficial, cuando ésta correspondicre, 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por una 
autoridad sometida a jerarquía, podrá scr impugnado, además, 
con el recurso jerárquico ante la Presidencia, el que deberá 
interponerse conjuntamente y en forma subsidiaria al recurso 
de revocación (artículo 317 de la Constitución). 


Art. 85. - Todos los recursos debcrán ser fundados, pre- 
sentarse por escrito y con firma letrada. 


Art. 86. - Los plazos para instruir y resolver los recursos 
administrativos, así como para pronunciarse sobre las peticio- 
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nes que se formulen por los titulares de un interés legítimo, 
serán los establecidos en los artículos 5* y concordantes de la 
Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987, 


Vencidos que scan los plazos establecidos en la citada ley, 
sin que las autoridades se hubieren expedido, se operará la 
denegatoria ficta establecida por el inciso segundo de! artículo 
318 de la Constitución. 


CAPITULO XI 
Euncionarios sometidos a la Justicia Penal 


Artículo 87. - En todos los casos de sometimiento de un 
funcionario a la justicia penal, la Presidencia apreciará las 
circunstancias y situación del encausado, para dictar las medi- 
das que correspondan con relación al desempeño de sus fun- 
ciones, pudiendo disponer la continuidad en el cargo, el pase 
provisorio a otras funciones compatibles con la imputación, y, 
asimismo, la suspensión temporaria en el empleo. 


Art. 88. - La Presidencia, teniendo en cuenta la tipifica- 
ción de la imputación penal, resolverá sobre el desempeño del 
cargo y el goce de las retribuciones del procesado. 


Cuando el procesamiento se decretase con prisión, será 
preceptiva la retención de la mitad de los haberes, sin perjui- 
cio de las restituciones a que posteriormente hubiere lugar. 


Art. 89, - Los procedimientos administrativos seguirán 
con independencia de las actuaciones judiciales. 


CAPITULO XII 
De la extinción de la relación funcional 
Artículo 90, - La relación funcional se cxtingue por: 


A) Pérdida de la calidad establecida en el literal a) del 
artículo 7* del presente Estatuto; 


B) Revocación de la designación, con arreglo a lo previsto 
en el artículo 82; 


C) Renuncia aceptada; 

D) Renuncia tácita, por abandono del cargo (artículo 75); 
E) Destitución; 

F) Fallecimiento; 


G) Inhabilitación para ejercer funciones públicas decreta- 
da por sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada; 


H) Asunción de un cargo incompatible con la condición 
del funcionario de la Cámara de Senadores. 


CAPITULO XIII 


Artículo 91. - Los funcionarios del Cuerpo de Taquígrafos 
ascenderán, hasta el cargo de Taquígrafo Revisor, por rigurosa 
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antigúedad calificada y, a igual antigiiedad, por el orden de 
precedencia en el concurso en que hubieren ingresado conjun- 
tamente. 


Esta regla sólo podrá dejarse de aplicar respecto de funcio- 
narios, en cuyo legajo constare sanciones graves, a juicio de la 
Secretaría del Senado y del Director del Cuerpo de Taquígra- 
fos. 


CAPITULO XIV 
Disposiciones transitorias 


Artículo 92, - El presente Estatuto entrará en vigencia a 
los quince días de su aprobación por el Senado, 


Sala de la Comisión, 28 de mayo de 1990, 


Ignacio de Posadas Montero (Miembro In- 
[ormante), Mariano Arana (Discorde cn 
parte), Carlos W. Cigliuti, Bari González 
Modernell, Dante Irurtia. Senadores. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Administrativos 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión cleva al Cuerpo el proyecto adjunto, 
recomendando su aprobación por los motivos que se expon- 
drán, 


Esta iniciativa procura subsanar una situación de vacío no 
sólo desde el punto de vista jurídico-constitucional, como se 
señala en la Exposición de Motivos del Proyecto Original, 
sino también en cuanto al funcionamiento del Cuerpo y aun a 
la debida atención por los deberes y derechos de sus funciona- 
rios, Situación que ya fuera advertida por el anterior Presiden- 
Lc, Dr. Enrique Tarigo. 


En efecto, la sanción de normas claras en cuanto al ingre- 
so, ascenso, destitución y demás puntos que integran el pro- 
yecto de estatuto -que respeten en forma estricta las previsio- 
nes constitucionales aplicables a los funcionarios públicos- no 
sólo constituirán una garantía para los funcionarios, sino que 
permitirán un mejor funcionamiento de los servicios del Cucr- 
po, asegurando que las funciones asignadas a cada funcionario 
así como los ascensos de los mismos, se realice con criterios 
técnicos, reduciendo al máximo las posibilidades de error y 
estableciendo una carrera administrativa que estimule a los 
funcionarios y tienda a su especialización. 


El proyecto que ahora se somete a consideración del Sena- 
do presenta algunas variantes con el texto original, preparado 
por el Presidente, sin modificarlo en su espíritu. Este, a su vez 
reconoce como antecedente inmediato el que fuera preparado 
por el Dr. Enrique Tarigo. 


10 de Julio de 1990 


Cabe asimismo señalar que la Comisión trabajó cn todo 
momento con el aporte valioso del Dr. Gonzalo Aguirre Ra- 
mirez; de los señores secretarios y de otros distinguidos lun- 
cionarios. 


Los Capítulos 1 y II, establecen el ámbito de aplicación de 
la norma y prevén el desempeño de las funciones dentro de 
los respectivos escalafones que se estableccrán en el Presu- 
puesto del Senado (artículo 108 de la Constitución). 


El ingreso de nuevos funcionarios y su derecho a percibir 
los haberes correspondientes se encuentra regulado por el Ca- 
pítulo TIT, estableciéndose en el artículo 6% que se deberá in- 
gresar por cl cargo inferior de cada uno de los escalafones, sin 
perjuicio de las excepciones que pudieran disponerse. En el 
artículo 7? se enumeran los requisitos necesarios para ser fun- 
cionario de la Cámara, y se dispone que todas las designacio- 
nes tendrán el carácter de provisionales por el término de seis 
Meses. 


El Capítulo IV refiere a la estabilidad en el cargo de los 
funcionarios, que sólo podrán ser destituidos por las causales 
de ineptitud, omisión o delito, previo sumario y con la autori- 
zación de la Cámara de Senadores. 


En lo referido a la carrera administrativa, cl proyecto sus- 
tilutivo presenta algunas variamtes con relación al claborado 
por el señor Presidente del Senado. Este último establecía 
como criterio para los ascensos el de “antigicdad calificada” 
y en caso de igualdad, concurso de oposición, En el artículo 
14 del proyecto sustitutivo, en cambio, se establece un sistc- 
ma de ascensos por concurso de méritos y antecedentes o de 
Oposición y méritos. Asimismo se otorga mayor relevancia a 
los méritos y a la capacidad de los postulantes que a la anti- 
gtiedad, aunque no se abandona este último criterio. 


Se prevé también que la Presidencia proyecte un regla- 
mento sobre calificaciones de los funcionarios, en el que se 
efectuará una valoración ponderada de las aptitudes funciona- 
les y personales y demás clementos que permitan la correcta 
evaluación de la actuación de los funcionarios. 


En esta temática, vuestra Comisión introdujo modificacio- 
nes al texto original, armonizándolo con las normas de idénti- 
co contenido que están a estudio de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación en el proyecto sobre Servicios Personales 
en la Administración Pública. 


Las obligaciones y responsabilidades de los funcionarios, 
se encuentran reguladas en el Capítulo VI, que entre otras 
disposiciones establece cl deber de discreción y reserva, y cu 
su caso de secreto con relación a los actos que conozcan cn 
ejercicio de sus funciones (artículo 21). Se prevé a su vez que 
los funcionarios se encuentran sujetos a un régimen de dedica- 
ción especial y horario sin término, lo que implica que debe- 
rán permanecer a la orden y concurrir a cumplir funciones 
cuando así lo disponga la Secretaría (artículo 27). 


El Capítulo VI se encuentra complementado por lo dis- 
puesto en los artículos 29 a 33, que prevén las sanciones que 
podrán aplicarse a Jos funcionarios que incumplan sus obliga- 
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ciones funcionales. Se determina la competencia para sancio- 
nar, distinguiendo claramente los casos en que la misma debe 
ser precedida por un sumario. 


Los derechos de los funcionarios son recogidos en el Capí- 
tulo VIT, que los regula con claridad y precisión. Cabe desta- 
car al respecto, los distintos tipos de licencia existentes: ordi- 
naria (artículo 36), complementaria (artículo 37), especial (ar- 
tículo 42) y sin goce de sueldo (artículo 43), así como la 
obligación de gozar la licencia Ordinaria durante el receso 
parlamentario (artículo 36 inciso 22). 


En el artículo 38 se establece que los recesos no generan 
derecho a gozar licencia complementaria o extraordinaria y 
que durante el mismo se suspende la obligación de los funcio- 
narios de desempeñar sus funciones, sin perjuicio de las guar- 
dias que se establecerán y del eventual levantamiento del re- 
coso. 


El Capítulo IX contiene las normas correspondientes a las 
investigaciones administrativas y sumarios, logrando un ade- 
cuado equilibrio entre los derechos de los funcionarios y los 
poderes del instructor. En cesta matería, fueron introducidas 
algunas modificaciones tendientes a agilizar los procedimicn- 
Los. 


El artículo 75 extiende a los funcionarios del Senado el 
régimen del Decreto-Ley N* 14.416 para los casos en que las 
inasistencias superen los topes establecidos, y se establece la 
presunción de abandono del cargo para quienes falten a sus 
tarcas durante cinco días hábiles continuos y sin justificación. 


El derecho de petición y los recursos administrativos pro- 
cedentes, se encuentran regulados en los artículos 82 a 86, de 
conformidad con las normas constitucionales vigentes en la 
materia. 


Por último, el artículo 90 establece los casos en que se 
extingue la relación funcional, y sólo merece destacarse al 
respecto, la causal prevista en el literal B) que se refiere a la 
provisoricdad de las designaciones establecidas en el artículo 
8* por el término de seis mescs. En el artículo 91, por su parte, 
se prevé un régimen de ascensos especiales para los funciona- 
rios del Cuerpo de Taquígrafos, motivado en las particularida- 
des de sus funciones. 


En definitiva, vuestra Comisión entiende que el proyecto 
permite superar con acierto un vacío jurídico y que en conse- 
cuencia resulta conveniente la aprobación del mismo. 


Sala de la Comisión, 28 de mayo de 1990, 


Ignacio de Posadas Montero (Miembro 
Informante), Mariano Arana, (discorde en 
paric), Carlos W. Cigliuti, Dante Irurtia, 
Bari González Modernell. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración. 


Tiene la palabra cl señor miembro informante senador de 
Posadas Montero. 
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SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - La exposición de 
motivos que hiciera el señor Presidente sobre el proyecto ori- 
ginal y el informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
sobre el proyecto sustitutivo, a nucstro juicio, cubren los as- 
pectos más salientes de este tema que está ahora a estudio del 
Senado. Por lo tanto, nuestra intervención en esta oportunidad 
va a ser muy breve. 


Como es de conocimiento de los señores senadores, en la 
actualidad existe un vacío del punto de vista cstalulario, que 
no sólo se refiere a aspectos organizativos que, por ende, 
podría conspirar contra la eficiencia de los servicios, sino que 
también tiene que ver con los derechos de los funcionarios, 
por lo que estimamos que el proyecto a estudio va a dar 
claridad y certeza tanto a los deberes y obligaciones como a 
los derechos de los funcionarios. 


Si bien está mencionado en el informe, queremos destacar 
cl aporte que la Comisión recibió a lo largo de todas las 
sesiones de trabajo, tanto por parte del señor Presidente del 
Cuerpo como de los señores Secretarios y de algunos altos 
funcionarios que hicieron llegar observaciones por escrito y 
participaron de los debates de la Comisión. Á nuestro juicio, 
ello enriqueció los trabajos e incluso significó un apoyo de 
gran valor, principalmente para aquellos que tenemos poca 
experiencia en estos temas. 


La Comisión introdujo algunas modificaciones al proyecto 
original, pero sin cambiar su estructura básica ni su espíritu, 
inspiradas en su mayor parte en las sugerencias a que hacía- 
mos alusión anteriormente, en un intento de agilizar algunos 
de los mecanismos del proyecto original y procurando tam- 
bién armonizar algunas de sus disposiciones con las conteni- 
das en el proyecto de funcionarios públicos que fue tratado 
por el Cuerpo. 


Rápidamente voy a hacer referencia a las principales mo- 
dificaciones introducidas por la Comisión, que son las si- 
guientes. En el Capítulo V, referido a la carrera administrati- 
va, se procuró armonizar algunos artículos -como mencionaba 
anteriormente- con lo que habían sido los criterios generales 
en el proyecto sobre funcionarios públicos. Así se introduje- 
ron normas, como por ejemplo en el artículo 13, flexibilizan- 
do los ascensos y otras en los artículos 14 a 16 reglamentando 
el mecanismo de ascensos, definiendo los concursos, la inte- 
gración de los tribunales, etcétera. 


En el Capítulo VI, que tiene que ver con obligaciones y 
responsabilidades, se introdujo un modificación por la que se 
reconoce el derecho al sueldo de los funcionarios cuando cl 
ejercicio de las suplencias excede determinado plazo. Este 
vacío no estaba contemplado ni cn las normas ni en la práctica 
vigente, 


A su vez, en el Capítulo sobre sanciones, la Comisión 
entendió más práctico acortar y simplificar su manejo e intro- 
dujo, en mérito a ello, algunas modificaciones en el artículo 
29. 


En materia de derechos, en el Capítulo VIII -recibiendo 
sugerencias de algunos funcionarios- sec procuró un sistema 
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más elástico en el régimen de turnos durante el receso, en el 
artículo 38 del proyecto. En los artículos 42 y 43 se intentó 
insertar alguna racionalización mayor en materia de causales 
de licencia. 


Por último, en el Capítulo IX relativo a sumarios, investi- 
gaciones y procedimientos, la Comisión eliminó algunas for- 
malidades y procuró, en general, agilizar la mecánica cn ma- 
teria de sumarios. También en este Capítulo considero que es 
importante llamar la atención del Cuerpo acerca de que cl 
artículo 76, referido al abandono del cargo, recoge, siguiendo 
el criterio que ya había señalado, de armonización con el 
proyecto general sobre funcionarios públicos, el criterio que 
aquel proyecto tenía y que, en definitiva, fue segregado dcl 
texto por decisión del Cuerpo. 


Finalmente, quiero llamar la atención del Senado respecto 
a que en el artículo 34 literal d) del presente texto permanece 
una referencia a los ascensos de grado en grado que ya no 
armonizaría con la modificación que se introdujo en Comisión 
en el artículo 13, la que permitiría, al igual que se resolvió cn 
el caso de los funcionarios públicos, que los ascensos se hagan 
saltando grados. 


Creo que con esta información, además de la que ya ienen 
en su poder los señores senadores, cl Cuerpo estará en condi- 
ciones de disculir el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra 
y, de acuerdo con las disposiciones reglamentarias, tratándose 
de un proyecto de resolución, corresponde pasar a la discusión 
particular de dicho proyecto. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. ; 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: tal como lo manifes- 
tó el señor Miembro Informante, este proyecto de Estatuto se 
debatió con cierto detenimiento y cuidado y nosotros qucre- 
mos hacer notar al Cuerpo que viene a llenar un vacío de 
forma tal que representa un gran beneficio para los funciona- 
rios dependientes del Senado, beneficio del que ya gozaban 
los funcionarios de la Cámara de Representantes. Considera- 
mos que se trata de una propuesta muy atendible y positiva en 
términos generales. 


De todos modos, nosotros tuvimos ocasión de formular 
ciertas observaciones -algunas de ellas de entidad- que trataré 
de reiterar en esta discusión general y posteriormente, durante 
la discusión particular. Aquí se dijo -y con razón- que fue 
posible contar tanto con la opinión del señor Presidente del 
Cuerpo como con la de altos funcionarios del mismo, con los 
cuales pudimos debatir. También lo hicimos, con funcionarios 
que siguen actuando en cl Senado de la República y, cn fun- 
ción de todo eso, nos pareció conveniente realizar algunas 
puntualizaciones. 


En primer lugar, entendemos conveniente que los ascensos 
dentro del Cuerpo se mantengan, en término gencrales, de 
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grado cn grado. Creemos que esta norma tiende a mantener el 
ordenamiento de la carrera funcional y que solamente en ca- 
sos muy excepcionales -y mediando razones fundadas- debc- 
ría posibilitarse saltar grados y por términos acotados. Consi- 
dero útil que se establezca esta norma, porque colma una 
aspiración muy sentida entre el funcionariado del Cuerpo. Por 
otra parte, en la propia Comisión pudimos apreciar que, lejos 
de ser una traba que perturbe la posibilidad de ascensos, cons- 
tituyc una defensa y una garanlía para los funcionarios porque 
permite a la jerarquía optar entre un amplio espectro, a tales 
efectos. 


Además, debo señalar otro aspecto que mencioné en opor- 
tunidad de discutir este tema en la Comisión y también cuan- 
do se debaticron, en términos generales, las modificaciones a 
introducir con respecto a los funcionarios públicos del país: 
aquí subsiste un procedimiento mediante el cual se sigue per- 
mitiendo una práctica tremendamente nociva que ha hecho 
mucho daño al país en su conjunto y que ha desacreditado cn 
alto grado la función pública y la jerarquía, tanto de los fun- 
cionarios de carrera como la de quienes desempeñan cargos 
electivos a nivel nacional. Me refiero al clientelismo, a la 
posibilidad arbitraria de designación directa, precisamente cn 
aquellos ámbitos que este Estatuto del Funcionario deja libra- 
dos a la discrecionalidad de la jerarquía. No entendemos -no 
se nos explicó ni lo podemos admitir personalmente- por qué 
no hay normas objetivas que posibilitan el nombramiento de 
aquellos funcionarios a los que no se les exige competencia 
técnica especial, mi la falta de disposiciones -que no scan 
simplemente el “amiguismo” o el favoritismo político- que 
terminen de una bucna vez con la designación arbitraria. 
Tampoco comprendemos por qué razón no se generan meca- 
nismos que posibiliten cl concurso para acceder a los cargos 
técnicos o el sorteo -por supuesto que realizando con sulicicn- 
tc antelación las publicaciones respectivas para que todos los 
ciudadanos del país conozcan cuáles son sus posibilidados- 
habida cuenta de que son tantas las demandas por empleo en 
el país, ¡qué importante sería que se actúe de una mancra 
límpida, clara, nítida, igual y objetiva respecto de todos los 
ciudadanos del país! 


Manilesté en la Comisión y lo reitero ahora cn el Cuerpo, 
que tengo la extraordinaria tranquilidad de decir hoy lo que 
sostuve durante toda mi vida, por lo menos en la medida cn 
que fut adquiriendo conciencia, como ciudadano de este país, 
como para criticar y tratar de superar todo aquello que me 
parccía cran prácticas nocivas en la función pública. Lo digo 
abora con más tranquilidad que antes -antes, como ciudadano 
perteneciente a fa oposición y ahora, como un hombre com- 
prometido simultáneamente con el Gobierno Municipal de 
nuestra Capital; en la oposición o en el Gobierno, porque me 
gusta la transparencia, la claridad y que los principios sean 
iguales para todos los ciudadanos-: así como aplaudo la post- 
bilidad de nombrar funcionarios a través de concursos y niC- 
diante una cuidadosa selección a los efectos de realizar nom- 
bramientos para los cargos técnicos, creo que puede ser una 
práctica muy conveniente -y llegar a constituir un notorio 
avance- que los nombramientos para cargos no técnicos pue- 
dan surgir de sorteos límpidos, claros, transparentes y realiza- 
dos con todas las garantías, de modo tal que permitan a todos 
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los ciudadanos -vengan de donde vengan, piensen lo que pien- 
sen y voten lo que voten- tener las mismas posibilidades para 
acceder a ellos. 


Creo que hay algunos artículos que pueden ser modifica- 
dos, con lo que se estaría perfeccionando algo que, de por sí, 
en términos generales lo consideramos favorable y positivo. 
Es por esa razón que nosotros vamos a apoyar en general este 
Estatuto y, en ocasión de discutir artículo por artículo, presen- 
taremos aditivos o sustitutivos que creemos pueden mejorar 
en gran forma este proyecto. Obra ya en poder de la Mesa una 
serie de cuatro O cinco artículos aditivos que serán Icídos 
oportunamente, a los efectos de que los considere cl Cuerpo 
en su conjunto, 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: voy a hacer 
referencia a lo que nos parece es una omisión del Estatuto -cn 
nuestro modo de ver las cosas- más que a algún artículo ex- 
preso. 


El proyecto de Estatuto del Funcionario de la Cámara de 
Senadores no establece concretamente cuál es la forma de 
designación de los funcionarios. Si bien sc refiere a las carac- 
terísticas, al concurso, etcétera, no determina quién realiza las 
designaciones. El tema está regulado por una disposición con- 
tenida en el Reglamento del Senado, no por una norma expre- 
sa de este Estatuto, según he podido apreciar. En el numeral 
14 del artículo +10 del Reglamento del Cuerpo se dice concre- 
tamente que entre las atribuciones del Presidente está la de 
nombrar a los funcionarios de la Cámara, con excepción de lo 
dispuesto en su artículo 117, que se refiere a los Secretarios. 


Me parece que esta disposición -que tiene un contenido 
también estatutario ya que se refiere nada menos que a la 
manera de nombrar a los funcionarios- aunque en parte es 
también propicia para un Reglamento del Senado es contraria 
al artículo 107 de la Constitución. Este artículo expresa: 
“Cada Cámara nombrará sus Secretarios y el personal de su 
dependencia, de conformidad con las disposiciones reglamen- 
tarias que deberá establecer contemplando las reglas de garan- 
Lías previstas en los artículos 58 a 66, eñ lo que corresponda”. 
Eos artículos 58 a 66 se reficren al Estatuto del Funcionario. 
A mi modo de ver ello está muy claro porque cuando dice que 
nombrará a sus Secretarios y el personal de su dependencia, se 
está refiriendo precisamente al personal de dependencia de las 
Cámaras. 


A] respecto, no podría hacerse una interpretación distinta 
sobre este asunto. 


Para poder colocarse en una hipótesis, diría, de inteligen- 
cia del artículo 107 de la Constitución, distinta de la que estoy 
haciendo, la única manera sería sostener que, cuando habla de 
“su dependencia” se refiere a la dependencia de los Secrela- 
rios, con lo cual ellos tendrían un personal y las Cámaras otro. 
No veo otra forma de interpretar este artículo, distinta de la 
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que yo estoy haciendo; otra llevaría a una consecuencia, que 
en términos de reglas de interpretación sería absurda, por lo 
que debe descartarse. 


Por otro lado, mec parece que el tema todavía se hace más 
contundente si revisamos la historia constitucional del país. 


Esta disposición, en las Constituciones de 1830, 1918 y 
1934 establecía que cada Cámara nombraría a sus Secretarios, 
pero no se refería al personal de dependencia de las Cámaras. 


A partir de la Constitución de 1942, en su artículo 99, se 
agregó, a continuación de la frase que establece que nombra a 
sus Secretarios, “y al personal de su dependencia”. De modo 
que la historia constitucional demuestra que es la Cámara la 
que nombra a los Secretarios y a todo el personal y, en este 
caso, al del Senado. 


Sin perjuicio de ello, nadic está en condiciones de sostener 
que el Senado pudiera abocarse a una discusión plenaria, caso 
por caso, de los funcionarios, Entendemos que hay que buscar 
fórmulas prácticas que concilien lo que inequívocamente dis- 
ponce la Constitución con lo que hasta ahora ha sido una tradi- 
ción y una norma reglamentaria escrita que, hasta 1942, pudo 
ajustarse a la Constitución, pero que desde entonces a la fecha 
está en contradicción con ella. Á esto debemos agregarle otro 
principio y es que cuando una norma de un Reglamento, aun 
del Senado, se contradice con la Constitución no se requiere 
ningún procedimiento específico para derogarla; simplemente 
se deja de aplicar la norma reglamentaria y pasa a regir la 
Constitución. Desde luego que no €s lo mismo que cuando 
hay una ley contraria a la Constitución, que requiere que la 
Corte declare su inconstitucionalidad para que se deje de apli- 
car, 


En consecuencia, uniendo lo que me parece que es una 
interpretación jurídica -que según creo es inequívoca y difícil 
de contradecir- con la práctica de buena administración, pcn- 
samos que se podría establecer un sistema por el cual la Prosi- 
dencia -desde luego, en consultas o en coordinación de las que 
constantemente se hacen en la práctica parlamentaria, con los 
distintos sectores- trajera propuestas ya claboradas, tal como 
se hace en los diferentes lemas. Creo que este procedimiento 
nos pondría al margen de que en un momento determinado sc 
preguntara por qué esa frase que figura en la Constitución 
desde 1942, según mi entender no se cstá cumpliendo en la 
práctica del Senado. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra 
para una moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: 
es para señalar que el tema a estudio no es la modificación del 
Reglamento del Cuerpo, sino el Estatuto del Funcionario, por 
lo cual la tesis del señor senador Korzeniak -sin entrar a dis- 
cutirla- no viene al caso. Entiendo que cualquiera sea cl desig- 
nante, el Estatuto parte de ahí en adelante. 
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El planteo del señor senador Korzeniak, aunque intercsan- 
le y novedoso, estaría referido a la discusión del Reglamento 
y no del Estatuto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para ordenar la discusión, la 
Presidencia siente la obligación de precisar -más allá de la 
tesis novedosa que no tiene un solo antecedente cn toda la 
historia del Senado y de la Cámara de Representantes cn cel 
sentido de que alguien haya sostenido este planteo en virtud 
del cual todos los funcionarios del Senado lo serían de hecho 
ya que todos han sido designados por los sucesivos Presiden- 
tes y el único que estaría al margen de tal tacha sería el señor 
Luis Aldama, porque fue designado cn 1937 cuando aún no 
regía la Constitución de 1942- que sostener o tratar de incluir 
en e] Estatuto una norma como la que sugiere el señor senador 
Korzeniak significaría modificar el Reglamento. Para llevar a 
cabo esa modificación hay procedimientos establecidos por el 
propio Reglamento; que, si no los aplicamos, estaríamos vio- 
lándolo. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: teniendo en 
cuenta cl planteo efectuado por el señor senador de Posadas 
Montero, deseo manifestar que hay disposiciones de este Esta- 
tuto del Funcionario que parten del supuesto de que cl Presi- 
dente ticne capacidad para designar al personal. 


El artículo 8% le otorga la facultad de revocar designacio- 
nes. Entonces, si lo puede hacer es porque previamento se 
interpreta que está dotado de la facultad de designar. En con- 
secuencia, entiendo que corresponde discutir la disposición. 


Por otra parte, como bicn ha dicho el señor senador Korze- 
niak, la disposición constitucional es clara, pero la práctica 
habitual hace residir de hecho en el Cuerpo y en los sectores 
parlamentarios que lo integran, la designación de los funcio- 
narios. Modificar el Reglamento -o, sencillamente, no aplicar- 
lo como dice el señor senador Korzeniak- es lo que correspon- 
de. Naturalmente que algunas otras disposiciones que están 
vinculadas a esa facultad que el Reglamento le atribuye al 
Presidente, y que figuran cn el Estatuto, también tendrían que 
ser modificadas cn cl mismo sentido, 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa quiere observar que se 
está utilizando un procedimiento antirreglamentario. Este es 
un proyecto de resolución y no tiene discusión gencral. Sin 
embargo, se cstá hablando en general del proyecto y haciendo 
observaciones particulares a los distintos artículos, 


En consecuencia, lo que se debe hacer es pasar a la discu- 
sión particular. 


En discusión particular cl Capítulo I, “Ambito de Aplica- 
ción”. 


Léase el artículo 1%. 


10 de Julto de 1990 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Mociono para que 


sc suprima la lectura del articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor senador de Posadas Montero, 


(Se vota:) 
-21 en 22, Afirmativa. 
En consideración el artículo 12. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
to: 


“ARTICULO 1%, - Los dercchos, deberes y garantías de 
los funcionarios de la Cámara de Senadores se regirán por el 
presente Estatuto”). 


-St no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 23. Afirmativa. 

En consideración cl artículo 2%. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir cs el siguien- 
te: 


“ARTICULO 2", - Se consideran funcionarios los ciudada- 
nos electos o designados para ocupar cargos en la Cámara de 
Senadores según lo dispuesto por el artículo 100, numeral 14 
de su Reglamento”). 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-18 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar cl 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tienc la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: este artículo 
establece que se consideran funcionarios los ciudadanos elec- 
tos o designados para ocupar cargos en la Cámara de Senado- 
res según lo dispuesto por el artículo 110, numeral 14 de su 
Reglamento. Á su vez, expresa que el Presidente del Senado 
es quien nombra a los funcionarios, 


Considero que este artículo es flagrantemente contrario al 
artículo 107 de la Constitución, Se ha dicho aquí que esta tesis 
cs novedosa, y la dejo planteada a los efectos de que se me 
explique qué es lo que tiene de cquivocada. Además, lo im- 
portante no radica en el hecho de que la tesis sea nueva o 
antigua sino en determinar si es correcta o incorrecta. Por 
estas razones, he votado en contra de esta disposición. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: sugiero que se 
vote el texto por capítulos, y cada vez que algún señor sena- 
dor desee efectuar una referencia particularizada respecto de 
alguno de los artículos, podrá proceder a solicitar su desglose. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa considera atinada la 
sugerencia del señor senador Santoro a los efectos de abreviar 
la consideración del proyecto. Sin embargo, la bancada del 
Frente Amplio ha presentado textos sustitutivos y aditivos a 
los artículos 4% y 5%, Por lo tanto, en este capítulo, no parece 
posible proceder en la forma que ha sugerido el señor senador 
Santoro. 


Por otra parte, la Mesa informa que se esiá procediendo a 
repartir los textos aditivos y sustitutivos propuestos por la 


bancada del Frente Amplio. 


En consideración cl Capítulo IL, “Categorías funcionales”, 
artículo 3*. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
to: 


“ARTICULO 3", - Los cscalafones funcionales se estable- 
cerán en el Presupuesto del Senado (artículo 108 de la Consti- 
tución”. 


-Si no se hace uso de la palabra, sc va a votar. 

(Sc vota:) 

25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 4%, 

(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 

“ARTICULO 4%. - Los funcionarios deberán descmpeñar 
los cometidos inherentes a sus escalalones respectivos. Sólo 
podrán asignárseleos las tareas propias de otros escalalones por 
resolución de la Secretaría y con autorización expresa de la 


Presidencia”). 


-Léase el artículo sustitutivo propuesto por la bancada del 
Frente Amplio. 


(Se Icc:) 

“ARTICULO 4* Sustitutivo. - Los funcionarios deberán 
desempeñar los cometidos inherentes a sus escalafones rcs- 
pectivos”, 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tienc la palabra el señor sena- 
dor. 


38 -E.S. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: con posterioridad a 
la discusión de este tema en Comisión, percibí los problemas 
que podrían suscitarse en torno a la redacción que resultó 
aprobada en ese ámbito de trabajo. 


A los efectos de brindar garantías a los propios funciona- 
rios y de salvaguardarlos de algunas resoluciones que puedan 
ser consideradas poco reflexivas de parte de sus jerarcas, crco 
que es conveniente mantencr las funciones vinculadas directa- 
mente con sus correspondientes cometidos. Entiendo que la 
redacción dada por la Comisión no es adecuada y puede origi- 
nar inconvenientes en el funcionamiento del Cuerpo. Además, 
me parece que todo lo que tiende a normalizar, sin generar 
excesos ni inflexibilidades, constituye una garantía mayor en 
lo que respecta a la buena marcha de las tarcas de los funcio- 
narios. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tienc la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Lamento no com- 
partir la posición del señor senador Arana en esta instancia. 


Creo que el texto tal como fue aprobado en la Comisión, y 
que además recoge el proyecto original preparado por el señor 
Presidente, da un mínimo de flexibilidad a una organización 
-lo cual es necesario para que ella funcione adecuadamentc- 
sin por ello abrir la puerta a arbitrariedades. Asimismo, me 
parece que la mecánica que se establece en la redacción origi- 
nal del artículo, para los casos en que sea necesario adjudicar 
Otras tareas a los funcionarios, constituye una garantía sufi- 
ciente, 


En resumen, entiendo que con el texto tal cual vino redac- 
tado de la Comisión se pueden congeniar los dos cxtremos 
aquí mencionados. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA, - Señor Presidente: el texto que propo- 
ne la Comisión nos plantea algunas preocupaciones, 


Sin perjuicio de compartir en términos generales lo que ha 
expresado el señor senador Arana, anotamos, por ejemplo, 
alguna diferencia que puede parecer poco significativa con cl 
artículo 5%, por el que se faculta a la Secretaría a disponer 
cambios de tareas dentro de un mismo escalafón. En esc caso, 
se obliga a que la resolución sea fundada, mientras que cuan- 
do se autoriza lo más -es decir, trasladar a un funcionario de 
un escalafón para adjudicarle funciones en otro- no se requie- 
re ni siquiera una resolución fundada, si bien existe una garan- 
tía agregada que es la autorización expresa de la Presidencia. 


No ignoramos que en algunos casos puede ser necesario 
manejarse con cierta flexibilidad. De todas mancras, con las 
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facilidades que tiene la Cámara para sancionar -a través de las 
modificaciones del Presupuesto- todos los años normas de tipo 
presupuestal, se pueden corregir situaciones que es necesario 
solucionar, a través de las vías adecuadas y con la interven- 
ción del Cuerpo. 


Se plantea cl caso, por ejemplo, de funcionarios de un 
escalafón no técnico-profesional quienes, con el transcurso del 
tiempo, se gradúan en una carrera universitaria, Se puede con- 
siderar razonable que estas personas pasen a prestar funciones 
en el escalafón que corresponde a su formación profesional. 
Ahora bien; si nos atenemos a un criterio muy rígido, esto no 
puede disponerse sino hasta el momento cn que una decisión 
expresa de la Cámara por vía presupuestal así lo determine. 


De todas maneras, tal como está redactado el artículo, a mi 
juicio concede a la Sccretaría y a la Presidencia una discrecio- 
nalidad excesiva, sobre todo cuando no se señala -a pesar de 
que parccería obvio que eso debería establecerse- que el fun- 
cionario que pasa a desempeñar funciones en otro escalafón 
debe reunir los requisitos, las condiciones y la capacitación 
propias del escalafón al que ingresa. Además, tendría que 
expresarse que no deben existir en el escalafón de destino 
funcionarios en condiciones de desempeñar esas tarcas. De lo 
contrario, por esta vía, se puede perjudicar las expectativas de 
funcionarios del escalafón de destino -por llamarlo de alguna 
manera- en tanto se desplaza de otro a un funcionario. 


Por otra parte, nos parece un tanto contradictorio que 
mientras en el artículo 5%, para autorizar lo menos se requiere 
una resolución fundada, en el artículo 4%, para autorizar lo 
más, ni siquiera se reclama una decisión de esa naturaleza. 


Por estas razones, no acompañamos este artículo, aun 
cuando comprendemos la explicación dada por el señor 
miembro informante en el sentido de flexibilizar la rigidez 
que resultaría de la sola aprobación de la primera frase de la 
disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en primer término el artículo 4* con la redacción 
dada por la Comisión. 


(Sc vola:) 
-16 cn 24. Afirmativa. 
En consideración el artículo S*. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguicn- 
Le: 


“ARTICULO $5” - La Secretaría, dentro de un mismo csca- 
lafón y por resolución fundada, podrá disponer el traslado de 
funcionarios de una repartición a otra, o el cambio de cometi- 
dos dentro de la misma dependencia, cuando así convenga al 
servicio, slempre que con ello no se altere la situación presu- 
puestal del funcionario ni se le asignen tarcas inferiores a las 
correspondientes a su grado”). 
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Léase el agregado final propuesto al artículo $% por la 
bancada del Frente Amplio. 


(Se lec:) 


*... y siempre que no se lesione cl interés legítimo de otros 
funcionarios”. 


-Con respecto a este agregado propuesto por el Frente 
Amplio, la Presidencia quiere expresar que está dispuesta, cn 
lo personal, a votarlo con cl texto a que se ha dado lectura. 


De todas maneras, si este agregado no cuenta con el apayo 
del Cuerpo, se procederá a votarlo por separado. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor Presidente: sugiero que se 
vote el artículo junto con el agregado propuesto que, adelanto 
desde ya, voy a acompañar. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para realizar una 
pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Se nos ocurre preguntar, señor Prc- 
sidente, quién resuelve, quién sabe, qué dependencia, qué ór- 
gano dispone, cuando se lesiona el interés legítimo de otro 
funcionario. 


Todos sabemos que dicho interés se reclama, naturalmen- 
tc, por cl funcionario que se siente afectado, pero siempre hay 
alguien que resuelve al respecto. 


En consecuencia, creemos que poner este agregado cn la 
disposición hace que la resolución quede a cargo del funcio- 
nario y no de la jerarquía correspondiente. 


Era lo que queríamos manifestar. 
SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - No pretendo scr 
más papista que el Papa, de modo que si el señor Presidente 
crece que puede manejarse con el artículo más el aditivo, no 
seré yo el que se oponga. Sin embargo, me sentiría mucho 
más cómodo si cn vez de intereses habláramos de dercchos. 
Es algo bastante distinto y que puede ir al encuentro de la 
observación, que me parece legítima, que acaba de formular 
cl señor senador Santoro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mcsa estima que el interés 
legítimo se puede apreciar porque se trata de una situación 
que tiene sus especiales características en el ordenamiento 
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jurídico y que no lo determina únicamente quien aduce el 
interés. Es claro, también, que es mucho más fácil apreciar o 
determinar una situación de derecho subjetivo que una de 
interés legítimo. 


De todas maneras, lo que corresponde es votar el texto tal 
como viene redactado, pero como el señor senador Cigliuti 
había propuesto que se votara con el agregado y ningún 
miembro de la Comisión formuló objeción alguna, la Mesa 
iba a ponerlo a votación junto con dicho agregado. 


Ahora, para que no se objete el proceder de la Mesa, harc- 
mos lo siguiente: pondremos a votación el texto del artículo 5? 
tal como viene de la Comisión. Luego, si se formula moción 
en ese sentido, pondremos a votación el aditivo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar cl artículo 5* 
con el texto proveniente de la Comisión. 


(Se vota:) 
-23 en 24, Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK. - Formulo moción para que se 
ponga a votación el aditivo. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - No sé si cs regla- 
mentario plantear una consulta a la bancada mocionante con 
respecto a mi sugerencia de sustituir el término “interés legíti- 
mo” por “derechos”. Si estuvieran de acuerdo con este tempe- 
ramento, lo acompañaría. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor para evacuar la consulta, 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: para zanjar 
esta cucstión terminológica, me parece que se podría usar la 
clásica Irasc: “interés directo, personal y legítimo” o “un de- 
recho subjetivo”, 

SEÑOR PRESIDENTE. - Si la bancada del Frente Amplio 
está de acuerdo, el agregado diría lo siguiente: *... y siempre 
que no se lesione el interés directo, personal y legítimo o el 
derecho subjetivo de otros luncionarios”. 

(Apoyados) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Sc vota:) 


-20 en 24. Afirmativa. 


Queda aprobado cl artículo 5? con su agregado final. 


40 -C.S. 


Se pasa a considerar el Capítulo TIL, “Ingresos”, que com- 
prende los artículos 6% a 9* inclusive. 


-En consideración el artículo 6*. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te:) 


“ARTICULO 67. - El ingreso para desempeñar funciones 
en la Cámara de Senadores se hará por el cargo inferior de 
cada uno de los escalafones, salvo las excepciones que pudic- 
ren establecerse en el Presupuesto respecto de cargos técnicos 
o especializados”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 24. Afirmativa. 

En consideración cl artículo 7?. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es cl siguicn- 
te: 


“ARTICULO 72. - Para ser funcionario de la Cámara de 
Senadores, se requiere: 


A) Ser ciudadano natural o legal. 
B) Estar inscripto en el Registro Cívico Nacional, 


C) Haber cumplido con las disposiciones que sobre obli- 
galoriedad del voto establecen las leyes. 


D) Poseer aptitud moral para cl desempeño de la función 
pública. 


E) Tener aptitud física comprobada por el Servicio Médi- 
co del Poder Legislativo. 


F) Haber aprobado los concursos o pruebas de suficiencia. 
La reglamentación fijará las normas que regirán los 
concursos de oposición y los exámenes de suficiencia, 
según corresponda, la creación del respectivo Tribunal 
encargado de recibir los trabajos y calificarlos y las 
garantías del incógnito de los mismos. 


El ingreso al Cuerpo de Taquígrafos se efectuará me- 
diante concurso abierto de oposición, conforme a la re- 
glamentación que deberá dictarse al cfecto, con el asc- 
soramicnto de la Dirección del Cuerpo de Taquígrafos. 


G) Haber prestado juramento de fidelidad a la Bandera 
Nacional. 


H) Acreditar, en su caso, haber cursado y aprobado los 
estudios que establezca la reglamentación respectiva”. 


-Hay una propuesta de aditivo al literal F) de parte de la 
bancada del Frente Amplio. 
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En consecuencia, la Mesa entiende que sería razonable 
poner a votación el artículo dejando de lado cl literal F), que 
es el que presenta dificultades, para ponerlo a consideración a 
posteriori. 


(Apoyados) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a volar el artículo 7* 
con la exclusión del literal E), 


(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léansc los agregados propuestos al literal PF). 
(Se lcen:) 


”En los casos de ingresos a cargos que no requieran nin- 
gún conocimiento especial -intelectual o manual- el ingreso se 
hará por sorteo. 


Los concursos, pruebas de suficiencia O sortcos, serán pre- 
cedidos de llamados en, por lo menos, dos diarios de la capi- 
tal, de tal modo que todos los ciudadanos se encuentren en 
iguales condiciones para participar”. 


-Como redactor del proyecto original, la Presidencia desca 
observar que el literal F) no figuraba en aquél. Fue introduci- 
do por la Comisión de Asuntos Administrativos, y se permite 
expresar Su sorpresa o perplejidad -como hubiera dicho el 
recordado doctor Juan Vicente Chiarino- porque se habla de 
concursos o pruebas de suficiencia y no sólo para determina- 
dos tipos de cargos. Ello es razonable en los cargos adminis- 
tralivos, también en el escalafón de impresos, cuyos cargos 
tienen que llenarse con gente del oficio; lo mismo para el caso 
de amplificación y radiofonía, cargos para los cuales hay que 
tener una formación técnica para cl manejo de determinados 
aparatos. Entonces que haya concursos, o prucba de suficien- 
cía en cstos escalafones aparte de que pueda defenderse con 
argumentos conceptuales, es algo que va a funcionar en la 
práctica. Pero para el escalafón de Intendencia o el de Sala y 
Barras, donde se cumplen tarcas de ujieres, tarcas manuales 
tales como el manejo de ascensores, o funciones de porteros, 
nos preguntamos qué tipo de concursos se pueden hacer o qué 
prueba de suficiencia se puede rendir para trabajos para los 
cuales creo yo, cualquier ser humano está habilitado por su 
propia condición de tal. 


De todas maneras el artículo con su literal F) viene así de 
la Comisión y si no se propone su modificación, así deberá ser 
votado. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO, - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: 
hago uso de la palabra no tanto para discrepar con las argu- 
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mentaciones de fondo del señor Presidente sino para señalar 
mi discrepancia con la apreciación de que hubiera sido modi- 
ficado por la Comisión porque el artículo 7* repite, tal cual, cl 
texto del proyecto original. Digo esto independientemente de 
que lo consideremos bueno, malo o regular, pero insisto en 
que la Comisión no innovó, 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia tiene derecho a 
que una vez le falle la memoria, de modo que admite que cs 
como dice el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: nosotros proponc- 
mos un aditivo en el que, justamente, el aspecto que se señala 
está contemplado, De modo que cuando no se requiere una 
competencia especial una de las maneras, no arbitraria, es, 
precisamente que la designación se haga mediante un sorteo 
y, dar las garantías haciendo la correspondiente publicidad, 
para que todos los ciudadanos interesados en presentarse pue- 
dan hacerlo. 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pedí la palabra porque el señor 
senador Arana ha reiterado lo que ha dicho en otras oportuni- 
dades: designación arbitraria. 


Sin perjuicio de estar de acuerdo con que en la Adminis- 
tración Pública, las designaciones deben hacerse a través de 
los procedimientos más objetivos, etcétera, no me animo a 
calificar las que no se hacen por sorteo O por concurso o 
prucba de suficiencia, de arbitrarias. En todo caso, puedo de- 
cir que son actos discrecionales, en los que el jerarca aprecia, 
si el interesado reúne o no las condiciones requeridas. El je- 
rarca lo decide por su propio ojo, por su propia calificación 
personal, pero no podemos decir que eso sea arbitrario. 


Como veo que el señor senador Arana asiente con su cabc- 
za, cosa que me complace, no voy a abundar en otras conside- 
raciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el literal F) del artículo 7? con el texto venido de 
Comisión. 


(Se vota:) 
-25 en 24. Afirmativa. 


Léase cl primero de los agregados propuesto por la banca- 
da del Frente Amplio. 


(Se lcc:) 
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“En los casos de ingresos a cargos que no requicran nin- 
gún conocimiento especial, intelectual o manual, el ingreso se 
hará por sorteo”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-7 cn 26. Negativa. 

SEÑOR SINGLET. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SINGLET. - Hemos votado negativamente este 
agregado, reconociendo que establecemos una excepción, por- 
que efectivamente estamos convencidos de que es excepcional 
la situación de los funcionarios del Palacio Legislativo, que 
no puede compararse con la de los funcionarios públicos cn 
gencral. 


Hemos tenido la suerte de desempeñarnos anteriormente 
como funcionarios del Palacio Legislativo y tenemos una ex- 
celente impresión -que ahora ratificamos desde una banca- 
acerca del nivel de quienes desarrollan sus actividades en esta 
Casa. Crecmos que eso se debe a dos aspectos: en primer 
lugar, a los muy buenos sueldos que en una época tenían los 
empleados del Palacio Legislativo -que ojalá lo vuelvan a 
alcanzar cuando las circunstancias lo permitan- y, en segundo 
término, al procedimiento de selección. Reconozco que el que 
establece la norma es cuestionable; seguramente no es cl más 
correcto, pero la experiencia estaría determinando que en el 
momento de designar funcionarios, los legisladores actuaron 
con la responsabilidad del caso. 


Me rindo entonces ante la experiencia y considero bucno 
el sistema que se ha venido aplicando hasta el presente. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra para fundar 
el voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Cadenas Boix. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Comparto íntegramente lo 
que acaba de expresar el señor senador Singlet y quicro cnfa- 
tizar, además, que el procedimiento del sorteo a mi juicio 
masifica la elección, no permite una selección apropiada, que 
es mucho más recomendable desde e) punto de vista de una 
buena administración. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para fundar cl voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Gargano. 


SEÑOR GARGANO, - Hemos votado afirmativamente el 
aditivo propuesto, por las razones que fueron expuestas cn la 
consideración de carácter general -llamémosle así- realizadas 
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por el señor senador Arana, pero también porque hemos prac- 
ticado ese sistema para cubrir los cargos que debimos proveer 
en la Legislatura pasada, y creemos que ha dado un excelente 
resultado. Nos parece conveniente, entonces, universalizar ese 
procedimiento, porque brinda a todos los ciudadanos iguales 
posibilidades de acceder a cargos públicos, sin que su desig- 
nación dependa de partidarismos políticos. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: no hemos votado 
el texto propuesto por la Comisión; nos hemos inclinado por 
la fórmula presentada por la bancada del Frente Amplio, aun 
cuando no nos entusiasma -lo señalaba el señor senador Bata- 
lla en oportunidad de la consideración de la ley referida a 
servicios en la administración pública- la idea del sortco lle- 
vada a sus extremos. Creemos, sí, que deben establecerse pro- 
cedimientos objetivos de selección de personal en todos los 
casos, cualesquiera scan las tareas a cumplir, que aseguren la 
igualdad de todos en lo que hace al acceso a la administración 
pública. 


Por otra parte, no consideramos que en el caso de designa- 
ciones para funciones que no requieren capacitación especial, 
sca imposible requerir determinada prueba de suficiencia O 
aptitud; creemos que ello es perfectamente posible. En esc 
sentido, entendemos que la primera frase del literal F) del 
texto que viene de Comisión es apropiada en cuanto a que 
requiere una prucba de suficiencia, aunque sca mínima, para 
comprobar que se poseen determinadas aptitudes para -desem- 
peñar funciones en el Poder Legislativo. 


Por lo tanto, al determinar esas pruebas de suficiencia o de 
aptitud, es posible realizar la selección que algunos señores 
senadores consideran necesaria -nosotros también lo entende- 
mos así- pero siguiendo, de todos modos, criterios objetivos 
que garanticen el derecho de todos los ciudadanos a acceder a 
cargos públicos en igualdad de condiciones. 


SEÑOR ABREU. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor Abrcu. 


SEÑOR ABREU. - Señor Presidente: desco ratificar el 
voto emitido con relación al literal F), por cuanto considero 
adecuada la garantía que establece cl concurso o prucba de 
suficiencia. Asimismo, debo señalar que votamos negativa- 
mente el aditivo presentado por la bancada del Frente Amplio, 
porque debemos ratificar el criterio utilizado precisamente en 
el momento que se discutió la lcy sobre servicios personales 
del Estado, cn el sentido de que somos contrarios al procedi- 
miento del sorteo. Entendemos que éste implica una masifica- 
ción que va cn detrimento de la capacitación y de la motiva- 
ción de aquellas personas que descan ingresar en la función 
pública. De ninguna manera podemos aceptar que se diga que 
el sistema que se prevé en el literal F) puede significar una 
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“partidización” o una politización indebida. Se trata de un 
criterio de carácter técnico utilizado en general por los siste- 
mas más modernos de ingreso a la función pública. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar el 
voLo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - En este caso no voy a sostener 
-quicro aclararlo- que la solución tal como figura en el literal 
F) sea inconstitucional, pero sí quicro señalar que todo desa- 
rrollo que tienda a que la distribución del trabajo en cste país 
se haga de una manera imparcial y equitativa, tiene una base 
constitucional expresa en cl artículo 55 de la Constitución de 
la República. Se habla allí de la Ley con mayúscula -equiva- 
lente a toda norma abstracta y general- y se dice que la Ley 
reglamentará la distribución parcial y equitativa del trabajo. 


Entonces, cuando no haya procedimientos que permitan 
calibrar a los candidatos por las vías del talento y la virtud, 
por tratarse de cargos de determinada naturaleza, el sorteo cn 
las condiciones propuestas es una de las formas -quizá no la 
más perfecta- que responde al espíritu de la norma menciona- 
da. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por vía de fundamento de voto, 
la Presidencia expresa que ha votado negativamente, por con- 
siderar que el procedimiento del sorteo no ofrece las garantías 
mínimas indispensables para seleccionar el personal del Pala- 
cio Legislativo en general y del Senado en particular. 


Entendemos que las tarcas que se cumplen cn esta Casa 
tienen una particular relevancia; ponen a los funcionarios cn 
contacto no sólo con los señores legisladores, sino también 
con delicados y trascendentes problemas de Estado. Los fun- 
cionarios asisten a deliberaciones que a veces son secretas y 
que en otras ocasiones, sin serlo, no pueden manejarse públi- 
camente. Por consiguiente, el conocimiento previo de los can- 
didatos más allá de su capacitación personal, garantiza, a mi 
juicio, la reserva con que deben manejarse los asuntos que se 
tratan cn el Senado y en el Poder Legislativo en gencral. 


Asimismo, creo que la experiencia a que se refería el señor 
senador Singlet en su fundamento de voto avala precisamente 
lo que estamos expresando, Permitir o admitir que ingrese 
como luncionario cualquier persona que pase por la puerta del 
Palacio Legislativo, a quien no se conoce, simplemente por 
haber sido lavorccida en un sorteo realizado entre cientos o 
miles de postulantes, puede conducir, a mi entender, a ricsgos 
y a inconvenientes más grandes que los que presenta el otro 
procedimiento que ya hemos votado y con cl cual también 
parcialmente discrepo. 


Léase nuevamente cl segundo aditivo propuesto por la 
bancada del Frente Amplio. 


(Se lcc:) 


“Los concursos, pruebas de suficiencia o sorteo, serán pre- 
cedidos de lamados en, por lo menos, dos diarios de la capi- 
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tal, de tal modo que todos los ciudadanos se encuentren cn 
iguales condiciones para participar”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-7 en 25. Negativa. 

SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para fundar el voto, 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA, - Quiero expresar mi extrañeza por esta 
votación y voy a pedir que se rectifique para eliminar la pala- 
bra “sorteo”, en la esperanza de que de esa forma se obtenga 
la mayoría necesaria, si es que el Cuerpo no aspira a que los 
concursos se efectúen dentro de un círculo excesivamente ce- 
rrado, sin cl conocimiento de todos los ciudadanos. 


Propongo, entonces, que se elimine el vocablo “sorteo” y 
se rectifique la votación. Supongo que el Cuerpo admitirá 
democráticamente este aditivo, que da garantías a todos los 
ciudadanos, que obviamente tienen el mismo derecho. 

SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia interpreta que no 
sc trata de una rectificación, sino de una nueva moción, yu 


que el texto de la norma propuesta varía. 


Se va a votar, entonces, el aditivo propuesto, con la supre- 
sión de la referencia a los sorteos. 


(Se vota:) 
-7 cn 24. Negativa. 
SEÑOR GARGANO. - Creo haber contado ocho votos. 


SEÑOR PRESJDENTE. - ¿El señor senador solicita que se 
rectifique la votación? 


SEÑOR GARGANO. - Así es, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a rectificar la votación 
sobre la nueva moción presentada por el señor senador Arana. 


(Se vota:) 
-8 cn 25. Negativa. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra para fundar cl 
volo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor scna- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Comparto la inquietud manifestada 
por el señor senador Arana en el sentido de que un llamado a 
concurso o cualquier otro método de prueba de suficiencia 
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debe tener un mínimo de publicidad, a fin de que el mismo no 
quede reservado a muy pocas personas, ya que eso traicionaría 
el espíritu de esta disposición. Sin embargo, no le encuentro 
mucho fundamento a la inclusión de esa exigencia en la ley 
estableciendo que se deberán poner avisos en dos diarios de la 
Capital, etcétera. 


El literal F) expresa que la reglamentación fijará las nor- 
mas que regirán los concursos de oposición. También es im- 
portante que el Tribunal que dictamine en estos concursos sea 
objetivo e imparcial y que aprecie las distintas circunstancias 
de que están rodeadas las pruebas. Este inciso F) establece el 
procedimiento del concurso, pero deja a la reglamentación los 
detalles prácticos. Las pruebas se harán de acuerdo con el 
bucn criterio de los jerarcas que las disponen, como es norma 
en toda la Administración. 


Si incluimos en la ley que deben publicarse avisos en dos 
diarios de la capital, también tendríamos que decir cómo tie- 
nen que hacerse esos avisos, cómo tiene que designarse el 
Tribunal, etcétera. 


El hecho de que no haya prosperado la moción presentada 
por la bancada del Frente Amplio no quiere decir que quede 
desnaturalizado el principio contenido en el literal F) cn el 
sentido de que se ingresa por concurso, ni que estemos consa- 
grando aquí que los mismos se van a realizar en el anonimato, 
entre gallos y medias noches, con el fin de que sólo se prescn- 
ten dos o tres personas a las que expresamente se les avisó cn 
forma telefónica. Me parece que esa no es una conclusión 
aceptable, La reglamentación fijará las normas que regirán los 
concursos y las mismas deben garantizar el correcto funciona- 
miento del instituto, ya que cn caso contrario no tendría senti- 
do consagrarlo, 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Hemos votado afirmativamente las 
dos mociones presentadas por la bancada del Frente Amplio 
en el entendido de que daban garantías absolutas a todos los 
ciudadanos de poder presentarse a los concursos abiertos de 
oposición para proveer los cargos, ya que el propio literal F) 
-que fue votado- contiene un doble criterio. 


El primer inciso de dicho literal habla de “haber aprobado 
los concursos o pruebas de suficiencia”. Á pesar de que a 
continuación establece: “La reglamentación fijará las normas 
que regirán los concursos de oposición y los exámenes de 
suficiencia”, esto parece referirse al carácter de las pruebas y 
no al mecanismo del llamado, ya que el segundo inciso expre- 
sa: “El ingreso al Cuerpo de Taquígrafos se efectuará median- 
tc concurso abierto de oposición”, con lo que, a “contrario 
sensu”, se está diciendo gue para el ingreso a los otros cargos 
no hay concurso abierto de oposición. 


Es por esa razón que hemos votado afirmativamente los 
aditivos propuestos. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 8. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 8*. - La designación de funcionarios tendrá 
carácter provisional por cl término de seis meses, Vencido 
dicho plazo, la designación se considerará confirmada de ple- 
no derecho. Pendiente el término precedente la Presidencia, 
por resolución fundada, podrá revocar la designación”. 


-Si no se hace uso de la palabra, sc va a votar. 
(Se vota:) 
-19 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK., - Pido la palabra para fundar cl 
voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido excusas al señor Presidente 
por mi insistencia. 


Este artículo parte nuevamente del supuesto de que no es 
la Cámara la que designa, por cuanto por el principio de la 
correspondencia de las formas, la revocación también cstá a 
cargo de la Presidencia, lo que hace suponer que es la que 
designa. Por tanto, la misma razón constitucional hace que 
haya votado negativamente cste artículo. 


Quicro agregar, además, que la tesis de que este no era el 
procedimiento correcto no es novedosa; quizás lo sea en tas 
tradiciones del Senado, pero a partir de 1942 la interpretación 
del artículo 107 de la Constitución de la República en todos 
los cursos de Derecho Constitucional que se hayan dado cn cl 
país, es la que quien habla ha manifestado. No conozco a 
nadic que interprete de otra forma dicho artículo. 


Por razones de tiempo no he podido verificar con detalle 
-y por eso no lo he alirmado- quién fue la persona que propu- 
so el agregado de que el personal de las dependencias de las 
Cámaras también es nombrado por ellas, pero los señores se- 
nadores pueden tener la más absoluta seguridad de que esta 
frase fue redactada por un muy distinguido jurista. 


Ha quedado claro que no pretendimos decir que esta inter- 
pretación de la Constitución -que es inequívoca- no tenía una 
traducción adecuada cn la práctica, ya que ella existe cn las 
tradiciones del Senado. Los funcionarios del Senado no son 
funcionarios de facto, ya que por lo general en los Presupucs- 
tos de este Cuerpo se agrega un artículo por el que se aprueba 
la lista de los nombramientos que se han venido realizando. 
Precisamente de esta forma se trata de convalidarlos, para 
evitar que esos funcionarios lo sean de hecho. No he podido 
revisar todos los Presupuestos, pero en alguno que he tenido a 
la vista pude leer la frase “Apruébanse las planillas”, a conti- 
nuación de lo cual figura la lista de los funcionarios del Scna- 
do. 
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No quisicra que de mis manifestaciones pudiera quedar la 
idea de que estoy diciendo que en el Senado los funcionarios 
lo son de hecho, ya que el Senado ha encontrado mancras 
prácticas de corregir ese vicio que encontramos tanto cn el 
Estatuto proyectado como en el Reglamento. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ejerciendo el cargo la Presiden- 
cia no puede entrar en debate, pero me parcce que por querer 
ganarlas todas, el señor senador se está contradiciendo, por- 
que, en definitiva, según lo que él ha precisado, es el Senado 
quien, por una u otra vía, hace las designaciones, cumpliendo 
así la disposición constitucional. 


En consideración el artículo 9%. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es 
cl siguiente: 


“ARTICULO 9*. - Los funcionarios designados o promo- 
vidos percibirán sus haberes desde la fecha en que tomen 
posesión de sus cargos”). 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a volar. 
(Sc vota:) 
-24 cn 24, Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Pasamos a considerar cl Capítulo [V, “Estabilidad en el 
cargo”, 


Si los señores senadores no tienen inconveniente, podemos 
votar en forma conjunta los artículos 10 y 11. 


En consideración el Capítulo IV, que incluye los artículos 
10 y 1. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
os el siguiente: 


“ARTICULO 10. - Los funcionarios tienen derecho a de- 
sempeñar $us cargos y a permanecer en ellos, de conformidad 
con las normas de este Estatuto y sin perjuicio de lo estableci- 
do en el artículo 82. 


ARTICULO 11. - Los funcionarios sólo podrán ser desti- 
tuidos por las causales de ineptitud, omisión o delito, compro- 
badas mediante sumario y con previa autorización de la Cá- 
mara de Senadores (artículo 110, inciso 15 del Reglamento de 
la Cámara de Senadores”. 


-Sino se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Sc vota:) 
-23 cn 24. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el Capítulo V, “Carrera Administrati- 
va”, en el que se incluyen los artículos 12 a 18 inclusive. La 
Presidencia desea informar al Cucrpo que ha llegado a la 
Mcsa la redacción del artículo 13 sustitutivo, presentada por 
la bancada del Frente Amplio. 
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Si no hay inconveniente se pueden votar en forma separa- 
da todos Jos artículos a excepción del 13, que sería puesto a 
consideración posteriormente. 


En consideración. 


(Los artículos cuya lectura se resolvió suprimir son los 
siguientes: 


“ARTICULO 12. - Reconócese el derecho a la carrera 
administrativa a los funcionarios de la Cámara de Senadores 
(artículos 60 y 107 de la Constitución). 


ARTICULO 13, - Las vacantes que se produzcan serán 
provistas por cl ascenso de aquellos funcionarios que ocupen 
cargos dentro del respectivo escalafón, sin necesidad de cfec- 
ltuarse de grado en grado. 


ARTICULO 14, - Los ascensos se realizarán por concurso 
de méritos y antecedentes o concurso de oposición y méritos, 
a juicio de la Presidencia. 


Se entiende por concurso de méritos y antecedentes aquel 
que establece el ordenamiento de los aspirantes en base al 
puntaje asignado en la calificación, la que se hará, por su 
orden, en función de los méritos, la capacitación y la antigiic- 
dad, ponderados de acuerdo con la reglamentación que dictará 
la Presidencia. 


Se entiende por concurso de oposición y méritos el que 
computa, además, el puntaje de pruebas de aptitud y otros 
clementos de juicio relevantes para la evaluación de los aspi- 
rantos, los que en cada caso deberán ser establecidos en forma 
previa al concurso. 


ARTICULO 15. - En cada concurso dictaminará un tribu- 
nal que se integrará con un mínimo de tres miembros de 
reconocida idoneidad, uno de ellos elegido por los funciona- 
FlOS. 


La Presidencia reglamentará la integración y funciona- 
miento de los mismos. 


ARTICULO 16. - El reglamento sobre calificaciones con- 
tendrá la valoración ponderada de las aptitudes funcionales y 
personales, fojas de méritos y deméritos, asistencias e inasis- 
tencias, contracción al trabajo y demás elementos que permi- 
tan una correcta evaluación de la labor cumplida. 


En tanto no se dicte este reglamento, se aplicarán las dis- 
posiciones de los artículos 18 y siguientes del Reglamento de 
la Cámara de Representantes, en lo pertinente. 


ARTICULO 17. - Las calificaciones se harán anualmente, 
considerando el período comprendido entre el 1? de enero y cl 
31 de diciembre de cada año, en la forma que establecerá cl 
reglamento de calificaciones. 


ARTICULO 18. - La nómina de nombramientos y promo- 
ciones deberá ser notificada a todo el personal y publicada en 
el Diario de Sesiones del Senado en el plazo de quince días. 
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Los ([uncionarios ausentes o con licencia, serán notificados 
en su domicilio”). 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Scñor Presidente: deseo agregar 
una frase al artículo 15 de este proyecto de resolución. 


La redacción de este artículo, tal como viene de Comisión, 
expresa lo siguiente: “En cada concurso dictaminará un tribu- 
nal que se integrará con un mínimo de tres miembros de 
reconocida idoneidad, uno de cllos elegido por los funciona- 
rios”. Propongo, concretamente, que se agregue la expresión 
“por voto secreto”. 


En definitiva, señor Presidente, solicito que se establezca 
el procedimiento del voto secreto para elegir el delegado de 
los funcionarios. 


SEÑOR ZUMARAN. - Apoyado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa solicita al señor sena- 
dor Gargano le haga llegar la redacción propuesta. 


Mientras tanto, si no se hace uso de la palabra, se van a 
votar los artículos 12, 14, 16, 17 y 18. 


(Se vota:) 
-24 en 24, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR SINGLET. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SINGLET. - Debido al mecanismo con el que es- 
tamos trabajando, me he confundido un poco. Si no entendí 
mal, hemos saltado los artículos 13 y 15 y hemos votado los 
restantes. 


En relación con el artículo 17, precisamente, quiero seña- 
lar que, en función de la experiencia obtenida en la Cámara de 
Representantes, que obligó a que dicho Cuerpo modificara su 
Reglamento, cl procedimiento de calificaciones es tremenda- 
mente engorroso, lleva mucho tiempo y, normalmente, deja 
sus secuelas, lo cual inhabilita el correcto desenvolvimiento 
de! trabajo. 


Creo que no lesiona el derecho de los funcionarios estable- 
cer que las calificaciones se harán bianualmente y no todos 
los años. Esta es mi propuesta concreta, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para tomar en consideración su 
propuesta, señor senador, se debe pedir la reconsideración del 
artículo, 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Solicito que sea reconsidcrado cl 
artículo 17. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la solicitud de reconsideración del artículo 17. 


(Se vota:) 

-23 en 24. Afirmativa. 

En consideración nuevamente el artículo 17. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Deseamos saber si lo que estamos 
votando es la redacción del artículo tal como vino de la Comi- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así es, señor senador; el artículo 
está nuevamente en consideración. Por lo tanto, existen dos 
posibilidades: mantener la redacción del artículo tal como 
vino de Comisión, por la que se haría una única calificación 
anual, o aceptar la propuesta hecha por el señor senador Sin- 
glet que modifica el texto aceptando la forma de calificación 
bianual. 


SEÑOR SANTORO. - Compartimos lo expresado por cl 
señor senador Singlet y conocemos su experiencia en la Cá- 
mara de Representantes. Crecmos, asimismo, que su propuces- 
ta es ajustada a una realidad que, naturalmente, debemos tencr 
en cuenta. 


En definitiva, nos inclinamos por el sistema de califica- 
ción bianual. 


SEÑOR RICALDON!L - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor scna- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Me parece que sería más clara la 
expresión “Las calificaciones se harán cada dos años”. 


SEÑOR ZUMARAN. - Que se vote la redacción propuesta 
por el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El artículo 17, con la modifica- 
ción propuesta, quedaría redactado de la siguiente forma: 
“Las calificaciones se harán cada dos años, considerando cl 
período comprendido entre el 1? de enero y el 31 de diciembre 
del año siguiente, en la forma que establecerá el reglamento 
de calificaciones”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 17. 
con las modificaciones propuestas. 
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(Se vota:) 
-24 en 24, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 13 sustitutivo, presentado por la bancada 
del Frente Amplio. 


(Se Ice:) 


“ARTICULO 13. - Las vacantes que se produzcan serán 
provistas por el ascenso de aquellos funcionarios que ocupen 
cargos en el grado inmediato inferior dentro del respectivo 
escalafón y así sucesivamente, en los grados subsiguientes. 


Si en el grado inmediato inferior no hubiere funcionarios 
para el ascenso, se recurrirá al siguiente y así sucesivamente. 


Sólo excepcionalmente y mediando razón fundada, podrá 
admitirse cl salto de hasta dos grados del respectivo escala- 
fón”. 


-En consideración el artículo 13, tal como viene de Comi- 
sión. 


Sino se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vola:) 
-17 cn 25. Afirmativa. 


La Presidencia pide excusas al señor senador Singlet por- 
que omitió concederle el uso de la palabra. 


Tiene la palabra el señor senador Singlet. 


SEÑOR SINGLET. - Creo que con una simple modifica- 
ción terminológica tal vez se pueda aclarar la redacción, aun- 
que no cs idéntica al texto propuesto por la bancada del Frente 
Amplio. 


Entendemos que el ascenso, saltando de grado en grado, 
no debe ser lo común y lo normal, sino más bien lo excepcio- 
nal. En tal sentido, reiteramos la propuesta que formuláramos 
en oportunidad de tratarse la Ley de Funcionarios Públicos, cn 
cuanto a que no es lo mismo decir “sin necesidad de cfcctuar- 
se de grado en grado”, que expresar “sin que necesariamente 
deba efectuarse de grado en grado”. Consideramos que de esta 
última forma se deja la posibilidad de contemplar la exccp- 
ción. sin decirle al jerarca que debe prescindir del escalafón. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Estamos ante la misma situación 
que ocurriera con el artículo 17, es decir que para considerar 
la modificación propuesta por el señor senador Singlet, se 
debe pedir la reconsideración de este artículo 13. 


SEÑOR GARGANO. - Hago mía la solicitud de reconsi- 
deración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la solicitud presentada por cl señor senador 
Gargano. 
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(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 


Si la Mesa no entendió mal, cl señor senador Singlet pro- 
puso que el artículo 13 exprese lo siguiente: “Las vacantes 
que se produzcan serán provistas por el ascenso de aquellos 
funcionarios que ocupen cargos dentro del respectivo escala- 
fón, sin que necesariamente deban efectuarse de grado cn 
grado”. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - No tengo inconve- 
niente cn acompañar la redacción propuesta, pero señalo que 
su inteligencia es la misma que la de la redacción venida de la 
Comisión. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Entiendo cuál es la conclusión a que 
quiere arribar el señor senador Singlet, pero con el texto que 
él propone se dice exactamente lo mismo que en la redacción 
venida de Comisión, con el inconveniente además de que, 
gramalicalmente, el artículo 13 está mejor estructurado tal 
como está, que de la forma en que lo solicita el señor senador, 


En ese sentido, preferimos votar el artículo 13 tal como 
vino de Comisión. 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - Creo que entiendo a dónde quiere lle- 
gar cl señor senador Singlet y, a la vez, coincido en que se 
están cxpresando cosas diferentes. 


Quizá debido a la urgencia no se haya redactado de manc- 
ra correcta. “Sin necesidad de efectuarse de grado en grado”. 
parece indicar una norma general, en virtud de la que el jerar- 
ca no debe fijarse en los grados, Esta parece ser una manera 
más laxa de interpretar la norma, a diferencia de la otra redac- 
ción propuesta; aunque sean muy parecidas, me da la imprc- 
sión de que son muy diferentes. Si pudiéramos avanzar en la 
discusión sobre este aspecto, tal vez el señor senador Singlc1 
pucda encontrar una redacción más pulida, ya que la que 
presentó no lo es tanto. 


Comparto el criterio del señor senador y reitero que con 
palabras similares, se dicen cosas distintas. Al parecer la re- 
dacción queda más laxa si se expresa “sin necesidad de cfec- 
tuarse de grado en grado”, que si se dice “sin que necesaria- 
mente se deba cfectuar de grado en grado”. Si bien esta rodac- 
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ción tampoco me gusta, al mismo tiempo comparto la obser- 
vación hecha por el señor senador Millor; estamos expresando 
un mismo concepto a través de diferencias muy sutiles, 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Respecto a este artículo, parece que 
hubieran tres posiciones diferentes. El señor senador Millor 
interpreta que la frase final “sin nccesidad de efectuarse de 
grado en grado” es una opción que tiene cl jerarca. En mi 
opinión, esta disposición establece que no tiene que ser nece- 
sariamente de grado en grado, sino que pueden mezclarse 
grados. Al mismo tiempo, no queda librada a la reglamenta- 
ción el poder fijar esa disposición en algunos casos y en otros 
no. La disposición es general: no hay que contemplar cl grado 
inmediato inferior para realizar el ascenso, a diferencia de lo 
que establecía el proyecto original. 


Por otro lado, lo que propone el señor senador Singlet es lo 
mismo que con otras palabras ha propuesto la bancada del 
Frente Amplio, es decir, que el jerarca tenga la facultad de 
contemplar o no los grados inmediatos inferiores; puede to- 
marlos libremente o no, según los casos. 


Personalmente, participo del criterio sustentado por la 
Comisión y considero que lo que la misma establece aquí es 
que no existe necesidad de respetar cl grado inmediato infe- 
rior para llamar a concurso y que todos los integrantes del 
escalafón pueden inscribirse en el mismo, cualquiera sea su 
grado. Esto cs, por otra parte, lo que establece la ley que 
sancionamos sobre Servicios Personales en la Administración 
Pública y coincide, además, con la opinión de la Comisión 
con respecto a la redacción de este artículo. En consecuencia, 
finalizo manifestando que estoy de acuerdo con el texto veni- 
do de la Comisión. 


SEÑOR ABREU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR ABREU. - Precisamente, en oportunidad de dis- 
cutirse la Ley de Servicios Personales en la Administración 
Pública y frente a las manifestaciones realizadas por el señor 
senador Singlet, rcalicé una reflexión al respecto. 


Creo que aquí debe quedar bien claro que el sistema gene- 
ral es que los ascensos se realicen dentro del respectivo esca- 
lafón, cs decir, que los mismos no pueden efectuarse Margi- 
nándolo. 


Por otro lado, cl principio general anterior a la Ley de 
Servicios Personales y a este Reglamento establecía que todos 
los ascensos debían realizarse de grado en grado, de manera 
tal que no había posibilidades de saltear ningún grado. En este 
proyecto se invierte el principio general y queda claro que si 
bien se mantiene que los ascensos se realicen dentro del mis- 
mo escalafón, cllos pueden efectuarse sin neccsidad de que 


48 -ES. 


sea de grado en grado. Es decir que, remitiéndose al Regla- 
mento de ascensos y a las normas que se establezcan con los 
criterios sustentados en el artículo siguiente, el principio ge- 
neral, tanto en la Ley de Servicios Personales como en este 
proyecto, es que los ascensos no se realicen de grado en gra- 
do. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Pienso que estamos ercando una tor- 
menta en un vaso de agua. Quizás esté un poco obnubilado 
por la redacción, pero entiendo que si la misma dicc “sin 
necesidad de efectuarse de grado en grado” está significando 
lo que leemos. En una palabra, no hay necesidad de que se 
respeten los grados, pero tampoco se establece que no deben 
contemplarse, 


Si bien entiendo lo que manificsta el señor senador Sin- 
glet, considero que ello está contemplado en esta redacción 
que, además, gramaticalmente está mejor construida. Repito 
que pueden realizarse los ascensos sin respetar los grados, 
pero también pueden tenerse en cuenta éstos; dependerá del 
criterio que se adopte en el momento y de la calidad de los 
funcionarios. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene»la palabra el señor micm- 
bro informante. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Este es un tema 
que debatimos “in extenso” en una oportunidad anterior, Con- 
sidoro que básicamente existen tres posiciones. Una que sos- 
tiene que los ascensos deben ser realizados de grado en grado, 
posición que aparentemente ha perdido adeptos; otra que afir- 
ma que el régimen debe ser flexible y, finalmente, una inter- 
media que sugiere una flexibilidad, pero sólo a título exccp- 
cional. Esta tercera posición tiene dos grados: la postura de la 
bancada del Frente Amplio que es de una excepcionalidad 
rígida y la que propugna el señor senador Singlet, de una 
excepcionalidad más flexible, 


El criterio mayoritario de la Comisión es el que muy bien 
expresó el señor senador Cigliuti, es decir, que la filosofía de 
esta disposición apunta a un régimen flexible, y eso es lo que 
el texto pretende recoger. 


SEÑOR SINGLET. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR SINGLET. - Creo que el señor senador Abreu ha 
interpretado mi criterio en su justo término. Personalmente, 
discrepo con el señor senador Millor porque considero que 
son dos enfoques conceptualmente distintos. Por un lado, te- 
nemos el concepto de prescindir del escalafón y, por otro, la 
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opción de facultar al administrador o jerarca para que, cuando 
lo considere conveniente, pueda prescindir del escalafón. En 
ese sentido y teniendo muy claro que son conceptos distintos, 
me afilio a la segunda posición. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de poner a votación el 
artículo con texto venido de Comisión, la Presidencia -que en 
caso de aprobarse el artículo va a tener arte y parte en la 
disposición de los ascensos- quicre decir que interpreta esta 
norma prácticamente de modo idéntico a como lo ha expresa- 
do el señor senador Millor, 


La Mcsa considera que este giro final de la redacción del 
artículo no significa en modo alguno que el saltar los grados 
vaya a constituirse en la regla de los ascensos. Por el contra- 
rio, en principio, estos se harán casi siempre de grado en 
grado y, excepcionalmente, cuando circunstancias resultantes 
de los concursos de méritos y antecedentes a que refiere el 
artículo 14 habilite a hacerlo así se podrá saltar un grado, De 
todas formas, en modo alguno ello va a ser lo que ocurra 
comúnmente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 13 
con el texto venido de Comisión. 


(Sc vota:) 

-14 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 15. 

El señor senador Gargano propuso una fórmula sustitutiva. 

Léasc. 

(Se lec:) 

“En cada concurso dictaminará un tribunal que se integra- 
rá con un mínimo de tres miembros de reconocida idoncidad, 


uno de ellos clegido por los funcionarios por voto secreto. 


La Presidencia reglamentará la integración y funciona- 
miento de los mismos”. 


SEÑOR CASSINA. - ¿La Comisión acepta la modifica- 
ción del texto del artículo? 


SEÑOR CIGLIUTI. - Sí, señor senador. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 15 con la modificación propuesta por 
el señor senador Gargano. 

(Se vota:) 

23 cn 24. Afirmativa. 

SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR ARANA. - Solicito la reconsideración del artículo 
18 porque deseo proponer una modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se reconsidera cl 
artículo 18. 


(Sc vota:) 
-20 en 23. Afirmativa. 
Tiene la palabra el señor senador Arana. 


SEÑOR ARANA. - A efectos de asegurar una total garan- 
tía para los funcionarios, deseo proponer un aditivo o modifi- 
cación a este artículo. En el mismo se establece: “La nómina 
de nombramientos y promociones deberá ser notificada a todo 
el personal y publicada en el Diario de Sesiones del Senado cn 
el plazo de quince días. 


Los funcionarios ausentes o con licencia, serán notificados 
en su domicilio”. 


Personalmente no sé si es de práctica que la notificación 
sca personal o que se deje en el domicilio del funcionario. 
Pienso que durante la época de receso puede ocurrir que los 
funcionarios no estén en su domicilio y no se enteren en 
tiempo y forma de la notificación. En consecuencia, propongo 
agregar en esc primer parágrafo lo siguiente: “Dicha notifica- 
ción se cfectuará fucra del período de receso del Senado” o 
agregar cn cl último parágrafo: “Los funcionarios ausentes 0 
con licencia serán notificados personalmente cn su domici- 
lio”. Una u otra modificación puede dar mayor garantía al 
funcionario, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase la fórmula sustitutiva pro- 
puesta por el señor senador Arana, 


(Se lcc:) 


“La nómina de nombramientos y promociones deberá ser 
notificada a todo el personal y publicada en el Diario de 
Sesiones del Senado en el plazo de quince días. Dicha notifi- 
cación se efectuará fuera del período de receso”. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: en la disposición 
que habíamos votado y que ahora reconsideramos, se estable- 
cc que la nómina de nombramientos y promociones debe ser 
notificada a todo el personal. 


Evidentemente, la notificación al personal, es la notilica- 
ción al personal, un poco como lo decía en cicrta oportunidad 
el señor diputado Cartolano en la Cámara de Representantes. 
Esto es clarísimo. Naturalmente, comprendemos la preocupa- 
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ción del señor senador Arana en el sentido de dar garantías 
totales a los funcionarios. Pero también debemos decir que cl 
personal, al ser notificado, va a tener que firmar, tomando 
conocimiento de la circunstancia planteada, la cual es imposi- 
ble saltear. 


Esta cs la realidad y el artículo otorga total seguridad a los 
funcionarios, que van a enterarse de las designaciones y pro- 
mociones que se clectúen. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Pienso exactamente lo mismo que 
acaba de expresar el señor senador Santoro y salvo que cn el 
Senado las normas para la notificación del personal sean total- 
mente distintas, entiendo que en cualquier organismo público 
ello presupone la firma del mismo, a fin de dejar constancia 
de que ha sido notificado. Entiendo las garantías que quiere 
suministrar cl señor senador Arana, pero incluso el texto que 
propone, según el cual las notificaciones serían realizadas fuc- 
ra del período de receso, no contempla la situación de que 
dentro del período de receso el funcionario esté gozando de 
una licencia. 


Con total franqueza, quiero expresar que me parecen salu- 
dables las garantías que el señor senador Arana quiere dar, 
pero de acuerdo con lo que yo entiendo es el trámite normal 
de una notificación en cualquier oficina pública. Dicha garan- 
tía está dada, justamente, por el hecho de que el funcionario, 
al ser notificado, tiene que firmar la constancia, lo que signiti- 
ca que está en conocimiento del hecho. 


SEÑOR RICALDONL. - Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: comparto Lotal- 
mente las argumentaciones realizadas por los señores senado- 
res Santoro y Millor. Me parcce que la preocupación del señor 
senador Arana -que naturalmente cs muy saludable- va a crear 
más complicaciones que ventajas, 


El primer inciso del artículo 18 determina que lucgo de 
efectuado el nombramiento o la promoción correspondiente se 
hace una notificación a todo el personal, Entiendo que esto no 
necesariamente significa concurrir al domicilio y obtener la 
firma del notificado. Se le puede notificar en su lugar de 
trabajo cosa que va a ser mucho más fácil, hasta por razones 
de economía de tiempo. También se puede dejar una comuni- 
cación en su domicilio, donde puede estar o no. Sin embargo, 
tener que cumplir con el formalismo de la firma va a compli- 
car mucho las cosas. Luego, y como garantía adicional, cllo se 
va a publicar en el Diario de Sesiones del Senado, en un plazo 
de quince días, a partir de efectuado el nombramiento o la 
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promoción. Ahora bien; sí en cambio establecemos que entre 
a jugar, además, cl período de receso, considero que puede 
crearse una discordancia con la obligación de publicar los 
nombramientos y promociones en el Diario de Sesiones, ya 
que ello significaría que no se puede hacer nombramientos 
durante cl período de receso. O sea que se estaría limitando 
las fechas de los nombramientos. 


Además, en el inciso segundo, se establece que los funcio- 
narios ausentes o con licencia serán notificados en su domici- 
lio, lo que, de por sí, cubre todas las preocupaciones por las 
garantías que deben tener los demás funcionarios del Senado. 


Con todo respeto, quiero expresar que ir a la “caza” de un 
funcionario para que firme, teniendo en cuenta la cantidad de 
funcionarios de que se está hablando, es complicar excesiva- 
mente las cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si los señores legisladores me lo 
permiten y sin perjuicio de reconocer que este artículo venía 
en el proyecto original, debo decir que, reflexionando sobre cl 
alcance de todo esto, pienso que constituye un verdadero ex- 
ceso y es contradictorio con el propósito, que tanta gente 
comparte, de combatir los excesos de la burocratización y el 
papeleo. Notificar las promociones puede tener el sentido 
plausible de permitir un control por parte de aquellos que 
puedan verse lesionados en su legítimo derccho al ascenso. En 
cambio, pienso que notificar los nombramientos uno por uno a 
todo el personal es un exceso, porque un nombramiento puede 
lesionar cl interés legítimo de otro ciudadano que no sea fun- 
cionario del Poder Legislativo, pero nunca el de los que ya lo 
son. Me explico; si hay tres vacantes cn el último grado del 
escalafón administrativo y la Presidencia, por concurso, sorteo 
o prueba de suficiencia, designa a tros funcionarios, ¿en qué 
puede ello lesionar a quienes ya lo son? En nada. Entonces, ¿a 
título de qué se va a notificar ello a trescientas o cualrocientas 
personas, con el agravante de que a los que están ausentes hay 
que ir a buscarlos a su domicilio, por medio de la locomoción 
del Palacio o por correo, con el costo consiguiente, para decir- 
les que se ha hecho un nombramiento? Esto no parece tener 
sentido. 


Si bien la Mesa no puede hacer una moción al respecto, 
desca expresar que en su concepto, incluir los nombramientos 
es un error, 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: estoy lan con- 
vencido de lo que hemos expresado algunos señores senadores 
que voy a proponer que en este inciso primero del artículo 18, 
en vez de decir “la nómina de nombramientos y promociones 
deberá ser notificada a todo el personal”, se exprese algo 
mucho más sencillo, que mantiene las garantías y pienso que 
evita trámites y complicaciones innecesarias: “la nómina de 
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nombramientos y promociones será publicada en una cartelera 
que estará frente a la Sección Personal del Senado”. Creo que 
esto daría una garantía total a todos los funcionarios. De lo 
contrario, vamos a tener una discusión sobre cómo se va a 
notificar al personal: por simple comunicación a su domicilio, 
por teléfono, etcétera. 


Creo que basta con la inclusión en una cartelera y la publi- 
cación cn cl Diario de Sesiones del Senado. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI - Señor Presidente: estamos frente a 
dos tipos de notificaciones. Una de ellas figura en el artículo 
18 y la otra cn cl artículo 78. Por la primera, se notifican las 
promociones y nombramientos y como se exige que el funcio- 
nario incluya en su legajo su domicilio verdadero, se le notifi- 
ca cn esc lugar a él o a la persona que allí se encuentre. 


En cambio, cuando se trata de notificar a un funcionario 
ausente de su trabajo -y siendo que al faltar tres días se consi- 
dera que ha hecho abandono del cargo- hay que hacerlo perso- 
nalmente. Esto sí puede interrumpir el plazo establecido, alar- 
gándolo. 


El artículo 78 expresa que se va a motificar personalmente 
al funcionario en el domicilio que conste en su legajo y cntre 
paréntesis dice “artículo 19”. 


Por lo tanto, vemos que hay dos maneras de notificar y 
que las dos deben realizarse en el domicilio. Una, si la perso- 
na está con licencia y la notificación no es personal. La otra, 
necesariamente tiene que ser personal, porque al interesado 
puede exoncrársele del cargo, considerando que ha hecho 
abandono del mismo al no haber concurrido por cinco días 
consecutivos. 


De modo que la Comisión, equivocada o acertadamente, 
no estableció el agregado que ahora propone el señor senador 
Arana -y que creo recordar lo propuso también cn Comisión- 
porque se trataba de dos casos diferentes. Uno, cuando se 
notifican los nombramientos y los ascensos y otro, cuando se 
trata de una situación personal del mismo funcionario. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Creo que con lo que acaba de 
manifestar cl señor senador Cigliuti la situación queda total- 
mente clara. 


El artículo 78 está en un Capítulo especial que se refiero a 
“Sumarios, Investigaciones Administrativas y Procedimientos 
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en los casos de Abandono del Cargo”, que es una situación 
distinta de la del artículo 18, que se refiere a nombramientos y 
ascensos. De modo que cs lógico que en este otro Capítulo sí 
existan esas garantías para las notificaciones. Reitero que me 
parece que es una situación totalmente diferente. 


En consecuencia, señor Presidente, propondría -no sé con 
que éxito- que en este artículo 18 se haga la notificación a 
todo cl personal a través de una cartelera visible o de alguna 
otra forma. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Mientras van haciendo uso de la 
palabra otros señores senadores, el señor senador Ricaidoni 
podría redactar la forma que está proponiendo y luego podría- 
mos darle lectura. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - En realidad, no 
quisicra extender demasiado este debate, pues considero que 
ya ha sido muy prolongado. 


Por lo tanto, digo que acompaño los comentarios del señor 
Presidente, por lo que eliminaría la referencia a nombramien- 
tos, dejando la mecánica sólo para las promociones. 


Por otro lado, estaría de acuerdo en sustituir la palabra 
“notificada” par “comunicada”, es decir que dicha nómina de 
promociones deberá ser comunicada a todo el personal a tra- 
vés de su publicación en el Diario de Sesiones del Senado. 


En lo que refiere al segundo inciso, dejaría este tal como 
cstá, pues la Comisión nunca entendió la notificación como 
personal, sino a domicilio, que es una cosa distinta. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - Me inclino por dejar el artículo 18 
tal como ha venido de Comisión pero con la sola eliminación 
de la referencia a los nombramientos, por compartir lo expre- 
sado por cl señor Presidente. 


Por otra parte, no concuerdo con la propuesta que ha esbo- 
zado cl señor senador Ricaldoni porque creo que es preciso 
que quede claro la oportunidad en que los funcionarios resul- 
tan notificados ante la eventualidad de que recurran de tas 
promociones. Además, luego pueden plantearse dificultades 
en el cómputo de los plazos para presentar los recursos admi- 
nistrativos y en la vía contencioso-administrativa. 


Mc parece que la notificación personal de las promociones 
cs procedente. Asimismo, creo que está bien lo que se establo- 
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ce en el inciso segundo, es decir, que cuando los funcionarios 
cstán ausentes por determinadas circunstancias -por ejemplo 
por licencia- la notificación debe hacerse en el domicilio 
constituido, para emplear una cxpresión de ámbito forense. 


Reitero que, a mi juicio, el artículo cstá bien redactado y 
que sólo correspondería climinar -porque no tiene sentido- la 
referencia a los nombramientos por las consideraciones que 
hizo el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si la Comisión está de acuerdo 
con lo expresado por sus integrantes, los señores senadores 
Cigliutí y de Posadas Montero, votaríamos nuevamente el ar- 
tículo 18 con la exclusión de la palabra “nombramientos”. En 
tal sentido, el artículo 18 dirá lo siguiente: “La nómina de 
promociones deberá ser notificada a todo el personal y publi- 
cada en el Diario de Sesiones del Senado en el plazo de 
quince días. Los funcionarios ausentes o con licencia, serán 
notificados en su domicilio”. 


Sino se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vola:) 
-19 cn 20. Afirmativa. 


Se pasa a considerar cl Capítulo VI, “Obligaciones y Res- 
ponsabilidades”, que comprende los artículos 19 a 28. 


(Los artículos cuya lectura se resolvió suprimir son los 
siguientes: 


“ARTICULO 19, - El funcionario deberá desempeñar per- 
sonalmente su función, 


ARTICULO 20. - Es obligación de todo funcionario pro- 
porcionar con absoluta fidelidad y precisión los datos que de- 
berán inscribirse en su legajo personal y actualizarlos cada 
vez que corresponda. Por lo que se refiere a su domicilio par- 
licular se estará, a todos los efectos, al que surja del legajo 
personal, sin que pueda alegar cl funcionario haber mudado 
de domicilio sí ello no constare en dicho legajo. 


ARTICULO 21. - Los funcionarios tienen cl deber de dis- 
creción y reserva respecto de los actos de los que tengan co- 
nocimiento como consecuencia del ejercicio de sus funciones. 


Asimismo, deben guardar secreto cn los asuntos que revis- 
tan tal calidad en virtud de instrucciones especiales de su 
jerarca inmediato o por hallarse bajo compromiso reglamenta- 
rio de guardarlo. 


El incumplimiento de cestas obligaciones será considerado 
falta grave, sin perjuicio de la responsabilidad en que se incu- 
rrierc. 


ARTICULO 22. - Los funcionarios tienen el deber de obe- 
decer las Órdenes que, en materia de su competencia, les im- 
partan sus superiores jerárquicos. 
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Dichas órdenes se impartirán por escrito si de su cumpli- 
miento debe quedar constancia en expediente, o si así lo soli- 
citare quien deba cumplirlas, cuando la misma pueda implicar 
responsabilidad para quien la ejecute, 


Formalizada la orden de acuerdo con lo establecido prece- 
dentemente, deberá cumplirse de inmediato. 


Será de aplicación, en lo pertinente, el artículo 29 del 
Código Penal. 


ARTICULO 23. - Los funcionarios tienen la obligación de 
sustituir en sus tareas a sus supcriores en caso de ausencia de 
éstos, por resolución del jerarca respectivo y hasta que se 
provea al respecto. Dicha sustitución generará cl derecho a 
percibir las diferencias de sueldos, siempre que excediere del 
término de veinte días. 


ARTICULO 24. - Los funcionarios están obligados al co- 
rrecto y eficiente cumplimiento de sus tareas, debiendo actuar 
con dedicación, lealtad y buena fe. 


ARTICULO 25. - Los funcionarios deberán: 


A) Permanecer en su puesto y no ausentarse del lugar de 
trabajo sin la autorización correspondiente. 


B) Prestarse ayuda mutuamente y reecmplazarse en las ta- 
reas de la oficina cuando fuere necesario. 


C) Poner en conocimiento de su superior jerárquico cn 
forma inmediata, toda irregularidad que comprucben 
en el funcionamiento del servicio. En caso de ausencia 
de su superior inmediato deberán hacerlo al jerarca que 
lo sustituya. 


D) Conservar en buen estado los útiles e instrumentos de 
trabajo. 


E) Notificarsc de las resoluciones de sus superiores jerár- 
quicos. 


F) No usar, en el Palacio Legislativo, distintivos partida- 
rios, n! hacer proselitismo de clase alguna. 


ARTICULO 26. - Los funcionarios deberán concurrir con 
puntualidad a la oficina, registrar Su asistencia diaria en la 
forma que se estableciere y cumplir la jornada de trabajo que 
determinará la Presidencia a propuesta de la Secretaría. 


Las llegadas fuera de hora y la omisión cn cl cumplimicn- 
to de las disposiciones establecidas para el control de la asis- 
tencia, estarán sujetas a lo que disponga la reglamentación 
respectiva que para los casos de incumplimiento podrá prever 
descuentos de sueldos y otras sanciones disciplinarias. 


ARTICULO 27. - Los funcionarios se encuentran sujetos a 
un régimen de dedicación especial y horario sin término, que 
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implica cl deber de permanecer a la orden y concurrir a cum- 
plir sus funciones cuando así lo disponga la Secretaría. 


ARTICULO 28. - Las inasistencias sin aviso y las no justi- 
ficadas, además del correspondiente descuento del sueldo, po- 
drán dar motivo a sanciones disciplinarias. 


Las salidas antes de hora, o durante el horario de trabajo, 
por asuntos particulares, cuando se cumplan los extremos cxi- 
gidos por la reglamentación regucrirá, además, la autorización 
del respectivo jerarca.”) 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Creemos que este artículo 19, que 
establece que el “funcionario deberá desempeñar personal- 
mente su función” debe ser eliminado. Si dejamos cesta dispo- 
sición, cllo habilitará a que algún funcionario solicite que se 
lo cxonere de esa obligación, permitiendo así que su función 
la cumpla algún representante suyo o en otro medio de comu- 
nicación. 


Se me ocurre que se trata de una disposición realmente 
espectacular y novedosa, cs decir, que se establezca en un 
estatuto que la función deba ser cumplida personalmente. 


Es lo que queríamos manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En cuanto a lo de novedosa, cl 
Presidente apostaría que se ha tomado como base el Estatuto 
de la Cámara de Representantes o del anteproyecto del doctor 
Tarigo. De todos modos, puede admitirse que se trata de una 
disposición absolutamente ociosa; de no cstar, debe proceder- 
se de igual modo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción del 
señor senador Santoro en el sentido de suprimir el artículo 19, 
La Mesa entiende que habría que votar el artículo por la 
negaliva. 

(Se vota:) 


-) en 20. Negativa. 


En consecuencia, se corre el número de los artículos, por 
lo gue este Capítulo comprenderá los artículos 19 a 27. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar cl Capítulo 
VI, que comprende los artículos mencionados. 


(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el Capítulo VII, “Sanciones por el 
Incumplimiento de las Obligaciones Funcionales”, que com- 
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prende los artículos 28 a 32 de la nueva numeración y que 
figuran en el repartido con los números 29 a 33. 


(Los artículos cuya lectura se resolvió suprimir, son los 
siguientes: 


“Artículo 29, - La falta de cumplimiento de las obligacio- 
nes funcionales podrá dar lugar a la imposición de las siguicn- 
tes sanciones: 


A) Advertencia. 
B) Amonestación, 


C) Suspensión en el cargo, con privación del sueldo hasta 
por seis mesos. 


D) Destitución. 


La individualización de las sanciones se hará teniendo en 
cuenta la gravedad de la falta o las faltas cometidas, la con- 
ducta anterior y la jerarquía del funcionario. 


ARTICULO 30. - Las sanciones indicadas en los literales 
A) y B), serán impuestas por cl jerarca el que estará autoriza- 
do, asimismo, para aplicar suspensiones que no excedan de 
cinco días. Las que superen dicho lapso, sólo podrán scr im- 
puestas por la Presidencia. 


Para la destitución, deberá cumplirse lo dispuesto por el 
artículo 110, numeral 15 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores. 


ARTICULO 31. - La advertencia podrá ser verbal, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente y se aplicará 
al igual que la amoncstación sin previa instrucción sumarial. 


ARTICULO 32. - Las sanciones, con excepción de la ad- 
vertencia, se anotarán en el legajo del funcionario. 


ARTICULO 33. - Las sanciones previstas por los literales 
B) y C) del artículo 28, esta última cuando la aplicare la 
Secretaría en la hipótesis prevista por el artículo 29, podrán 
disponerse sin previa instrucción sumarial sólo cuando la falta 
sca evidente y no existan dudas en la individualización del 
funcionario responsable.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a volar. 
(Se vota:) 
21 en 21, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar cl Capítulo VIII, “Derechos”, que 
comprende los artículos 33 a 43 de la nueva numeración y que 
figuran en el repartido con los números 34 a 44. 


(Los artículos cuya lectura se resolvió suprimir, son los 
siguientes: j 
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“ARTICULO 34. - Son derechos de los funcionarios: 


A) Tomar posesión del cargo una vez que hayan sido de- 
signados y aceptado el mismo. 


B) Gozar de estabilidad en cl cargo y en el desempeño del 
mismo, : 


C) Percibir las remuneraciones, retribuciones y compensa- 
ciones que las normas legales y reglamentarias csta- 
blezcan, así como las prestaciones de seguridad social. 


D) Ascender al grado presupuestal superior de acuerdo 
con las normas del presente Estatuto y de la reglamen- 
Lación correspondiente. 


E) Gozar del descanso semanal conforme con las normas 
legales vigentes y sin perjuicio de lo que establezca ex- 
cepcionalmente la Secretaría en atención a las necesi- 
dades del servicio. 


Gozar de la licencia anual y de las especiales y extraor- 
dinartas que se regulan por el presente Estatuto, sin 
perjuicio del régimen de trabajo que fije la Sceretaría. 


F 


G) Recibir un trato digno y respetuoso. 


H) Ser escuchado y exponer sus defensas en todos los ca- 
sos en que se considere lesionado en sus dercchos. 


ARTICULO 35. - A cada funcionario le corresponderá un 
legajo individual en el que no se podrá efectuar ninguna ano- 
tución sin que aquél haya sido previamente notificado. 


Los funcionarios tendrán acceso en todo momento a su 
propio legajo, así como también los letrados que eventual- 
mente los patrocinen. 


ARTICULO 36. - Los funcionarios tendrán derecho a una 
licencia anual remunerada de 20 días hábiles, así como el 
complemento al que se refiere cl artículo siguiente. Dentro del 
período de licencia, no se computarán los sábados, domingos 
y feriados. 


Los funcionarios deberán gozar la licencia ordinaria du- 
rante cl receso. No obstante los días complementarios de li- 
cencia a que refiere el artículo siguiente, podrán hacerse cfec- 
tivos fuera del período de receso parlamentario y en forma 
separada del resto de la licencia ordinaria. 


ARTICULO 37. - Los funcionarios con más de cinco años 
de servicio, cumplidos en la administración pública, tendrán, 
además, derecho a un día complementario de licencia por 
cada cuatro años de antigiicdad. á 


ARTICULO 38. - Los recesos parlamentarios no gencran 
el derecho a gozar de una licencia extraordinaria o comple- 
mentaría, por parte del personal. 


Durante el período de receso parlamentario -y en tanto 
éste no sea levantado- se suspende cl deber de los funciona- 
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rios de desempeñar su función, sin perjuicio del mantenimicn- 
to de guardias que atiendan los servicios. Á estos efectos, la 
Secretaría establecerá turnos de igual duración dentro de cada 
servicio y designará al personal que atenderá cada uno de 
ellos, previa consulta con los jerarcas de las respectivas ofici- 
nas. 


ARTICULO 39, - La licencia ordinaria y su complemento, 
serán concedidos por la Secretaria teniendo en cuenta las nc- 
cosidades del servicio. 


La licencia anual ordinaria deberá ser gozada en cada caso 
en el año inmediato siguiente. Sin perjuicio de ello, podrá ser 
concedida, total o parcialmente dentro del mismo año en que 
se hubiere generado el derecho a gozarla, pero sólo a partir de 
la iniciación del receso parlamentario. 


ARTICULO 40. - Para tener derecho a la licencia anual, el 
funcionario deberá haber computado doce meses o veinticua- 
tro quincenas o cincuenta y dos semanas de trabajo, cumpli- 
dos en uno e cn varios organismos estatales. 


Los funcionarios que, por haber sido designados en el cur- 
so del año inmediato anterior, no pudieren computar dentro 
del año civil el número de meses, quincenas o semanas que 
exige cl inciso anterior, tendrán derecho a los días que puedan 
corresponderles proporcionalmente, desde su designación has- 
ta el 31 de diciembre siguiente. 


ARTICULO 41. - En todos los casos de ruptura de la 
relación funcional, se deberá abonar al funcionario cesante 0 a 


sus causahabientes, en su caso, el equivalente en dinero por la * 


licencia ordinaria que hubiere generado y no gozado. 


ARTICULO 42. - Los funcionarios tienen derecho a licen- 
cia especial con goce de remuncración en los siguientes casos: 


A) Para contraer matrimonio, por el plazo de quince días. 


B) Por maternidad, por el plazo de noventa días, que se 
computarán a partir de la fecha que indique para cada 
caso el Servicio Médico. En el plazo referido se com- 
prende el período pre y post natal. Este último, nunca 
podrá ser inferior a scis semanas. 


C) Por duclo, por el plazo de cinco días, en caso de falle- 
cimiento del o de la cónyuge, de ascendientes o des- 
cendientes directos por consanguinidad hasta el segun- 
do grado inclusive y de hermanos. 


D) Para rendir exámenes en los institutos referidos en cl 
artículo 1% del decreto N?* 170/82, de 14 de mayo de 
1982, por el plazo de hasta 30 días cn el año, debiéndo- 
se justificar la rendición de aquéllos, con los recaudos 
correspondientes. 


E) Por enfermedad, hasta por sesenta días. En estos casos 
será de aplicación los dispuesto por el artículo 74. 
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F) Para usufructuar becas en el país, por el tiempo que, en 
cada caso, determinará la Presidencia. 


En todos los casos establecidos precedentemente, los pla- 
zos se computarán de corrido, comprendiendo días hábiles e 
inhábiles, con excepción de la licencia ordinaria. 


ARTICULO 43. - Los funcionarios podrán obtener, ade- 
más y excepcionalmente, licencia extraordinaria sin goce de 
sueldo, por razones justificadas, por un plazo no mayor de seis 
meses y cuyo otorgamiento dependerá de las necesidades del 
servicio y de la causal invocada. En esta licencia estará com- 
prendida la ordinaria correspondiente a ese año. 


ARTICULO 44. - Las licencias ordinarias, especiales y 
extraordinarias, hasta por veinte días, serán acordadas por la 
Secretaría. Las licencias extraordinarias y especiales por más 
de veinte días lo serán por la Presidencia.”) 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR ARANA. - En cuanto al artículo 42, ahora 41, 
consultaría acerca de la posibilidad de agregar un literal -que 
podría ser el G)- que contemplase la situación creada por 
mudanza o cambio de domicilio, cuyo plazo podría ser de tres 
días. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Mientras el señor senador Arana 
da forma al literal que él propone, podríamos votar los demás 
artículos con exclusión del 41, 


SEÑOR SINGLET. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tienc la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SINGLET. - En realidad, no sé si hoy el miembro 
informante, señor senador de Posadas Montero, no señalaba la 
necesidad de modificar en este artículo 33 cl literal D), pues 
como derecho de los funcionarios se indica el ascender al 
grado presupuestal superior, cn tanto que en el artículo 13 se 
elimina que los ascensos deben hacerse de grado cn grado. De 
esa forma, estamos otorgando la posibilidad de que la protesta 
sea pertinente. 


En consecuencia, señor Presidente, creo que quedaría me- 
jor decir que el ascenso de grado sería de acuerdo con las 
normas del presente Estatuto y de la reglamentación corres- 
pondiente. Eliminaría la palabra “superior” y quedaría redac- 
tado de acuerdo con el artículo 13. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Presidente entiende atinada la 
observación del señor senador Singlet, 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - En descargo de mi 
unción como miembro informante, señalo que eso lo plantcé 
al principio del informe. Creo que la redacción debe decir que 
cl ascenso se hará de acuerdo con las normas del presente 
Estatuto y de la reglamentación correspondiente, 


SEÑOR PRESIDENTE. - En ese entendido se va a votar cl 
artículo 33, junto con todos los demás de este Capítulo, con 
exclusión del artículo 41. 


(Sc vota:) 


21 cn 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde considerar ahora el artículo que pasó a ser 41, 
y en el cual el señor senador Arana propuso agregar un nuevo 
literal. Se debe establecer cuántos días se otorgarían para el 
cambio de domicilo. 


SEÑOR RICALDOMT. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor scna- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: comprendo que 
una mudanza crea problemas a cualquier habitante, pero mc 
parece que introducir una causal de licencia con goce de re- 
muncración -que no conozco en ninguna otra actividad del 
país- podría generar la sensación de que, aunque sin duda en 
forma involuntaria, estamos agregando disposiciones sin mu- 
cha reflexión para facilitar la ausencia al trabajo. 


Entiendo que pueden haber situaciones muy especiales, 
pera ellas son excepcionales. Por ello, me parece exagerado 
establecer una nueva causal de licencia especial con goce de 
sucido. 


Buena parte de la opinión pública afirma, muchas veces 
injustamente, que los funcionarios del Poder Legislativo go- 
zan de un régimen privilegiado, desconocido para el resto de 
los trabajadores del país. En ese sentido, creo que agregar una 
licencia por cambio de domicilio, en vez de beneficiarlos, va 
a terminar perjudicándolos. 


En base a estos argumentos, señor Presidente, no acompa- 
ño la moción formulada por el señor senador Arana. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Debido a que un señor senador 
objetó cl aditivo propuesto por el señor senador Arana, corres- 
ponde que se vote cl artículo con la redacción propuesta por la 
Comisión, ya que es lo reglamentario. 


(Se vota:) 


-20 en 21. Afirmativa. 
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Se pasa a considerar el Capítulo IX “Sumarios, Investiga- 
ciones administrativas y Procedimientos en los casos de aban- 
dono del cargo” del proyecto, que comprende los artículos 44 
a 80 de la nueva numeración, y que figuran en el repartido 
con los números 45 a 81. 


(El Capítulo cuya lectura se resolvió suprimir es el si- 
guiente: 


“ARTICULO 45. - Cuando se produjeren actos o hechos 
irregulares O se verificaren omisiones de igual carácter, que 
afectaren directamente los servicios, se procederá a individua- 
lizar a los responsables mediante la realización de una investi- 
gación administrativa. 


ARTICULO 46. - Los funcionarios imputados de la comi- 
sión de delito o de falta administrativa, serán sometidos a 
sumario administrativo a fin de determinar o comprobar su 
responsabilidad. 


ARTICULO 47. - Todo sumario o investigación adminis- 
trativa se iniciará por resolución de la Presidencia o, en caso 
de urgencia, de la Secretaría, la cual dará cuenta de inmediato 


«a aquélla. La resolución formará la cabeza del procedimiento 


y debcrá contener los motivos que hubieren determinado su 
dictado, las circunstancias a investigar y la designación del 
funcionario instructor. Esta última podrá cometerse a la Jela- 
tura de la Asesoría Jurídica del Poder Legislativo. 


El sumariante será siempre de jerarquía superior o, por lo 
menos igual, a ta del funcionario inculpado. 


ARTICULO 48. - La Presidencia, o la Secrctaría cn su 
caso, podrán disponer, por resolución fundada, la suspensión 
preventiva o el traslado de los funcionarios sumariados cuan- 
do lo estimaren conveniente o necesario para la mejor instruc- 
ción de las actuaciones. La suspensión preventiva no excederá 
en ningún caso cl lapso de seis meses y podrá aparejar la 
retención de los medios sueldos correspondientes. 


En cualquier estado del sumario podrá dejarse sin efecto la 
suspensión preventiva, 


Las sumas retenidas le serán rcintegradas al funcionario 
suspendido, cuando ello correspondiere de acuerdo con las 
resultancias sumariales. : 


Vencido el término de seis mescs, sin que hubiere recaído 
resolución, cl funcionario será reintegrado al cargo. Desde esc 
momento, se le abonarán íntegramente sus haberes. 


ARTICULO 49. - La Presidencia, o la Secretaría cn su 
caso, podrán además, disponer otras medidas preventivas que 
estimaren convenientes al interés del servicio y de acuerdo 
con los antecedentes del caso. 


ARTICULO 50. - En conocimiento de alguna irregulari- 
dad administrativa, el jerarca responsable de la repartición en 
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que sc hubiere producido, dispondrá la realización de una 
información de urgencia. Esta consistirá en los procedimicn- 
tos inmediatos, tendientes a individualizar a los posibles auto- 
res, cómplices y testigos y a evitar la dispersión de la prucba. 
A tales efectos, personalmente o por el funcionario que desig- 
nare, interrogará al personal indirectamente vinculado al he- 
cho, agregará la documentación que hubiere, así como todo 
otro elemento que pudiere ser útil a los fines de ulteriores 
procedimientos. De lo actuado, dará cuenta de inmediato a la 
Secretaría. 


ARTICULO 51. - El instructor, que deberá asumir el cargo 
en forma inmediata, podrá designar a un funcionario para que 
lo asista cn los procedimientos. Todos los antecedentes rela- 
cionados con los hechos a investigarse, le serán pasados de 
oficio. 


ARTICULO 52. - El instructor adoptará todas las medidas 
conducentes al más completo esclarecimiento de los hechos. 
Requerirá los testimonios y estructurará los interrogatorios de 
la manera que conceptúc más conveniente, según las circuns- 
tancias y la naturaleza de la investigación. Asimismo, podrá 
solicitar la suspensión preventiva del sumariado, si ella no se 
hubicre dispuesto previamente. 


ARTICULO 53. - En todo sumario será preceptiva la inter- 
vención de la Asesoría Jurídica del Poder Legislativo. 


ARTICULO 54. - Iniciado el sumario debcrá interrogarse 
cn primer término al inculpado, haciéndosele saber los cargos 
formulados e instándole a proporcionar las explicaciones o 
aclaraciones del caso y a efectuar las rectificaciones y ofrecer 
la prueba que considere pertinente. 


ARTICULO 595. - Las declaraciones se tomarán por scpa- 
rado, con versión taquigráfica y labrándose acta de cada una 
de clas. 


El deponente no podrá Icer apuntes o escritos, salvo cuan- 
do se le exhiban para los fines del interrogatorio y en el acto 
del mismo. 


ARTICULO 56. - El sumariado podrá comparccer asistido 
de abogado, al solo efecto de que éste controle el procedi- 
miento y formule al término del interrogatorio, las obscrva- 
ciones y repreguntas que estimarc pertinentes. 


Los testigos no podrán comparecer asistidos de abogado. 

ARTICULO 57. - El sumariante recibirá las declaraciones 
de las personas por él citadas y aun de aquellas que comparcz- 
can espontáneamente, cuando esto último se estimare de inte- 


rós para la investigación. 


ARTICULO 58. - Los testigos serán siempre interrogados, 
además de por los hechos que motivan su declaración: 


A) Por las generales de la ley. 
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B) Por la razón a motivo de sus dichos. 
C) Si tienen algo más que agregar. 


ARTICULO 59, - - Durante el curso del sumario, el 
instructor podrá llamar cuantas veces estimarc necesario, a los 
sumariados O testigos, para ampliar las declaraciones o aclarar 
lo que creyere pertinente. 


ARTICULO 60. - El funcionario que, sin causa justificada, 
no concurriese a prestar declaración o se ncgarc a prestarla, 
será pasible de suspensión preventiva hasta tanto lo haga, con 
retención de los medios sueldos previstos en el artículo 74. 


La suspensión será decretada por la Presidencia o la Sccre- 
taría, en su caso. Si la negativa persistiera por más de trcinta 
días, se aplicarán al funcionario las sanciones pertinentes, sin 
perjuicio de la pérdida de los haberes retenidos. 


ARTICULO 61. - El instructor solicitará de la División 
Personal el legajo del funcionario sumariado que se agregará a 
las actuaciones, 


ARTICULO 62. - Cuando cl funcionario instructor juzgare 
suficientemente instruido el trámite del sumario o investiga- 
ción a su cargo, o cuando la naturaleza de las irregularidades 
indagadas lo permitiere, podrá solicitar al jerarca que hubiere 
dispuesto la medida, la reposición de los funcionarios separa- 
dos preventivamente de sus cargos, Tal circunstancia no su- 
pondrá pronunciamiento alguno sobre el fondo del sumario. 


ARTICULO 63. - Las declaraciones scrán firmadas en 
cada una de sus fojas por el deponente y el instructor. Si el 
declarante no quisiere, no pudicre o no supiere firmar, la de- 
claración valdrá sin su firma siempre que consten en el acta el 
nombre y las firmas de dos testigos de actuación. 


ARTICULO 64. - Cuando se presentaren documentos que 
tuvicren relación con los hechos que hubieren motivado el 
sumario o investigación, sc mencionará en el acta respectiva 
su presentación y se mandarán agregar a los autos previa rú- 
brica por el instructor y la persona que los hubiere ofrecido. 
De todo documento que recibiere por cualquier otro medio, el 
instructor ordenará simplemente la agregación bajo su firma, 


ARTICULO 65. - El instructor podrá solicitar directamen- 
te, a cualquier dependencia del Poder Legislativo, informa- 
ción sobre hechos o documentos relacionados con las actua- 
ciones en las cuales intervicne, 


ARTICULO 66. - Toda investigación administrativa y su- 
mario son de carácter secreto. La obligación de mantencr cl 
secreto alcanza al sumariante y a todo funcionario que, por 
cualquier motivo o circunstancia, tuviere conocimiento de los 
procedimientos. La violación de csta obligación constituirá 
falta grave. 


ARTICULO 67. - Cuando fuere necesario utilizar servi- 
cios de técnicos o peritos, el instructor lo solicitará en forma 


10 de Julio de 1990 


fundada a la Secretaría, la que adoptará las medidas que co- 
rrespondan. 


ARTICULO 68. - En caso de que legisladores o sccreta- 
rios de las Cámaras fueren ofrecidos como testigos, podrán 
producir su testimonio por escrito, 


ARTICULO 69. - Los plazos de instrucción y sustancia- 
ción de las investigaciones administrativas y de los sumarios 
serán de treinta días hábiles, contados desde aquel en que el 
[uncionario instructor haya sido notificado de la resolución 
que los ordena. En casos especiales y existiendo causas que 
así lo justifiquen, el sumariante podrá solicitar a la Secretaría 
una prórroga prudencial del plazo. 


ARTICULO 70, - Tratándose de invesiigaciones adminis- 
trativás, una vez que el instructor haya concluido la indagato- 
ria, producirá un informe sobre las actuaciones cumplidas y 
las conclusiones a que hubiere arribado. Dicho informe será 
elevado a la Secretaría, aconsejando las medidas que estimare 
pertinentes. 


ARTICULO 71. - Tratándose de sumarios, cuando el 
instructor considerare agotadas las diligencias, pondrá cl ex- 
pediente de manifiesto para que el sumariado, dentro del tér- 
mino de seis días hábiles, pueda solicitar se amplíe la instruc- 
ción y se diligencien las pruebas que ofreciera. En esta opor- 
tunidad no se podrán formular alegaciones. El pedido deberá 
hacerse por escrito y, dentro del referido plazo, también se 
podrá manifestar que no se solicitarán diligencias ampliato- 
rias. En el caso en que haya más de un sumariado, el término 
será común y comenzará a computarse a partir del día siguicn- 
te al de la última notificación. 


ARTICULO 72. - Cumplidas las actuaciones que hubieren 
correspondido conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, 
así como en cel caso de transcurrir el término allí indicado sin 
gue aquéllas se solicitaren o cuando se renunciare expresa- 
mente a las diligencias ampliatorias, el sumariante producirá 
su informe. El mismo contendrá una relación circunstanciada 
de las actuaciones cumplidas, de los hechos probados, de la 
calificación de los mismos y de las conclusiones a que arriba- 
re. El sumariante podrá, además, aconsejar los correctivos que 


estimare útil adoptar para el mejor funcionamiento del servi- - 


cio. 


ARTICULO 73, - El expediente, con el informe del suma- 
riante, se pondrá de manifiesto para que, dentro del término 
de diez días hábiles, el inculpado pueda presentar en forma 
escrita su defensa (artículo 66 de la Constitución). 


Presentada la defensa, o expirado el término para articular- 
la sin que cllo se produzca o habiendo mediado renuncia al 
ejercicio de la misma, el instructor elevará el sumario a la 
Jefatura de la Asesoría Jurídica. 


ARTICULO 74, - La Jefatura de la Asesoría Jurídica efec- 
Luará un contralor formal de las actuaciones cumplidas. Podrá, 
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asimismo, disponer la ampliación del sumario, si lo estimare 
pertinente. 


ARTICULO 75. - Cuando las inasistencias superen los 
topes establecidos por el artículo 25 del Decreto-Ley 
N* 14,416, de 28 de agosto de 1975 -más de sesenta faltas en 
un año O de ciento veinte en tres años- se estará a lo que 
dispone la citada norma, así como a las siguientes de dicho 
decreto-ley relativos a esta misma matería. Se cumplirá, ade- 
más, el procedimiento en ellos establecido. 


ARTICULO 76. - Se considerará que han hecho abandono 
del cargo Jos funcionarios que faltaren a sus tareas durante 
cinco días hábiles continuos, sin causa justificada. En tales 
Casos, no será necesaria la autorización de la Cámara de Sena- 
dores (artículo 110, numeral 15 del Reglamento) para que la 
Presidencia dicte la resolución de desinvestidura. Previamen- 
te, para constatar tal situación, deberán aplicarse las garantías 
del procedimiento administrativo que se establece en los ar- 
tículos sigujentes. 


ARTICULO 77. - Verificada la situación referida en el 
artículo precedente, se dará cuenta de inmediato a la Secreta- 
ría, la que a tales electos, designará un funcionario instructor 
de dicho procedimiento y citará y emplazará al funcionario 
omiso para que, dentro del término de tres días hábiles, com- 
parezca a desempeñar sus tareas o exponga justa causa para 
no hacerlo, bajo apercibimiento de tenérsele como renuncian- 
te. 


ARTICULO 78. - El emplazamiento se notificará perso- 
nalmente al funcionario en el domicilio que conste en su lega- 
jo personal (artículo 19). El término de emplazamiento se 
computará a partir del día siguiente al de la notificación. 


ARTICULO 79. - Vencido el término del emplazamiento, 
el instructor producirá un informe de las actuaciones cumpli- 
das, dentro del plazo de 10 días y lo remitirá con su opinión a 
la Secretaría. 


ARTICULO 80. - Si el funcionario compareciere rcinte- 
grándose a sus tareas antes de que se dictare resolución de 
desinvestidura, se clausurarán los procedimientos, sin perjui- 
cio de las actuaciones que por omisión pudieran disponerse, 


ARTICULO 81. - En todo lo no regulado en este Capítulo, 
serán aplicables a los sumarios y a las investigaciones admi- 


nistrativas, en lo pertinente, las disposiciones del Decreto 
N* 610/73, de 8 de agosto de 1973.” 


-En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Sc vota:) 

-l6 cn 21. Afirmativa. 


La Mcsa quiere establecer que la referencia que se realiza 
en el artículo 78 del proyecto, que pasó a ser 77, con respecto 
al artículo 19, es incorrecta y tiene que decir 20. 
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SEÑOR ARANA. - ¿Mc permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Deseo hacer una referencia al artículo 
76 del proyecto, que pasó a ser 75, que dice: “Sc considerará 
que han hecho abandono del cargo los funcionarios que falta- 
ren a Sus tareas durante cinco días hábiles continuos, sin causa 
justificada”, etcétera, 


Quicro solicitar al Cuerpo que se reconsidere este artículo 
para hacerlo compatible con las disposiciones que, sobre los 
funcionarios públicos, votó este Cuerpo hace pocos días. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se reconsidera cl 
artículo 76 del proyecto, que pasó a ser 75. 


(Se vota:) 

-20 cn 21. Afirmativa. 

En consideración. 

SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Cuando en la Comisión se debatió este 
artículo, si bien en un principio obtuvo una adhesión mayorl- 
taria, también se estableció la conveniencia de compatibilizar- 
lo con las disposiciones que se aprobaran del proyecto sobre 
los funcionarios públicos, que en ese momento estaba a cstu- 
dio del Cuerpo. En la medida en que estas disposiciones no 
fueron modificadas para el resto de los funcionarios públicos, 
parece ahora poco congruente votar para los funcionarios del 
Senado una disposición más rígida y restrictiva. Por Jo tanto, 
propongo que en lugar de establecerse cinco días hábiles, se 
requieran quince. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: 
por una razón de congruencia -por haber dejado cl plazo de 
quince días para los funcionarios públicos- estoy dispuesto a 
acompañar la moción formulada por el señor senador Arana. 
Si bien csa iniciativa en su momento no prosperó en la Comi- 
sión, ahora la apoyamos por la razón de congruencia a la que 
acabo de referir. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia quiere expresar 
que va a acompañar la modificación propuesta por el señor 
senador Arana, por un lado, por la razón de congruencia a la 
que alude cl señor senador de Posadas Montero y, por otro. 
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porque era cl plazo que había establecido en su proyecto ori- 
ginal, que crec que es el más conveniente. 


Se va a votar el artículo 76 del proyecto, que pasó a ser 75, 
con la modificación propuesta por cl señor senador Arana. 


(Sc vola:) 
-21 cn 21. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


SEÑOR RAFFO. - ¿Me permite señor Presidente, para 
formular una aclaración sobre el artículo 78, que pasó a ser 
Tm 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. Ñ 


SEÑOR RAFFO. - Después de proclamar la votación del 
Capítulo cl señor Presidente dijo que la referencia del artículo 
78 se remitía al artículo 20, y en realidad el texto menciona al 
aruculo 19. Entonces, el error se subsana por el corrimicnto 
de los números, y la referencia debe mantenerse al artículo 
19. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ticne razón el señor senador 
Raffo. 


En consideración cl Capítulo X “Del Derecho de Petición 
y de los Recursos Administrativos”, que comprende los arlícu- 
los 81 a 85 de la nueva numeración, y que figuran en cl 
repartido con los números 82 a 86. 


(El Capítulo cuya lectura se resolvió suprimir es el si- 
guiente: 


“ARTICULO 82. - Toda autoridad de la Cámara de Sena- 
dores está obligada a decidir sobre cualquier petición que le 
formule el titular de un interés legítimo cn la ejecución de un 
determinado acto administrativo, y a resolver los recursos 
administrativos que se interpongan contra sus decisiones, cn 
la forma y dentro del término establecido por el artículo 318 
de la Constitución. 


ARTICULO 83. - Los funcionarios deberán ser notificados 
de todos los actos administrativos que afecten sus derechos 
consagrados en el presente Estatuto, sin perjuicio de su facul- 
tad de darse por notificados, compareciendo a ese efecto en el 
expediente o actuación respectiva. 


ARTICULO 84. - Los actos administrativos podrán ser 
impugnados con el recurso de revocación, ante la misma auto- 
ridad que los haya dictado, dentro del término de dicz días 
contados desde el siguiente al de su notificación personal o de 
su publicación en el Diario Oficial, cuando ésta correspondic- 


re. 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por una 
autoridad sometida a jerarquía, podrá ser impugnado, además, 
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con el recurso jerárquico ante la Presidencia, cl que deberá 
interponerse conjuntamente y en forma subsidiaria al recurso 
de revocación (artículo 317 de la Constitución). 


ARTICULO 895. - Todos tos recursos deberán ser funda- 
dos, presentarse por escrito y con forma letrada. 


ARTICULO 86. - Los plazos para instruir y resolver los 
recursos administrativos, así como para pronunciarse sobre las 
peticiones que se formulen por Jos titulares de un interés Icgí- 
timo, serán los establecidos en los artículos 5% y concordantes 
de la Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987. 


Vencidos que sean los plazos establecidos en la citada ley, 
sin que las autoridades se hubieren expedido, se operará la 
denegatoria ficta establecida por el inciso segundo del artículo 
318 de la Constitución.”) 


-En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


En consideración el Capítulo XI, “Funcionarios sometidos 
a la Justicia Penal” que comprende los artículos 86 a 88 de la 
nueva numcración, y que figuran en el repartido con los nú- 
meros 87 a 89. 


(El Capítulo cuya lectura se resolvió suprimir, es el si- 
guienic: 


“ARTICULO 87, - En todos los casos de sometimiento de 
un funcionario a la justicia penal, la Presidencia apreciará las 
circunstancias y situación del encausado, para dictar las medi- 
das que correspondan con relación al desempeño de sus fun- 
ciones, pudiendo disponer la continuidad en el cargo, cl pase 
provisorio a otras funciones compatibles con la imputación, y. 
asimismo, la suspensión temporaria en el empleo. 


ARTICULO 88. - La Presidencia, teniendo en cuenta la 
tipificación de la imputación penal, resolverá sobre cl desem- 
peño del cargo y el goce de las retribuciones del procesado. 

Cuando el procesamiento se decretase con prisión, será 
preceptiva la retención de la mitad de los haberes, sin perjui- 


cio de las restituciones a que posteriormente hubiere lugar. 


ARTÍCULO 89, - Los procedimientos administrativos se- 
guirán con independencia de las actuaciones judiciales.” 


-En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vola:) 
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20 cn 21. Afirmativa, 
En consideración el Capítulo XII, “De la Extinción de la 


relación funcional” artículo 89 de la nueva numeración, que 
figura en el repartido con el número 90. 


(El Capítulo cuya lectura se resolvió suprimir, es cl si- 
gutente: 


“ARTICULO 90. - La relación funcional se extingue por: 


A) Pérdida de la calidad establecida en el literal a) del 
artículo 72 del presente Estatuto; 


B) Revocación de la designación, con arreglo a lo previsto 
en cl artículo 82; 


Cy Renuncia aceptada; 

D) Renuncia tácita, por abandono del cargo (artículo 75), 
E) Destitución; 

FP) Fallecimiento; 


G) Inhabilitación para ejercer funciones públicas decreta- 
da por sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada; 


H) Asunción de un cargo incompatible con la condición 
del funcionario de la Cámara de Senadores.”) 


-En discusión. 
SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Hay que corregir la referencia 


gue cn el Jiteral D) se hace al artículo 75, que con la nueya 
numeración pasa a ser el 74. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Exacto. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con la 
corrección señalada por el señor senador Ricadon1. 


(Se vota:) 
21 en 21 Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración cl Capítulo XI, sin “nomen juris”, ar- 
tículo 90 de la nueva numcración, que figura en el repartido 
con el número 91. 


(El Capítulo cuya lectura se resolvió suprimir, es cl si- 


guiente: 
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“ARTICULO 91. - Los funcionarios del Cuerpo de Taquí- 
grafos ascendcrán, hasta el cargo de Taquígralo Revisor, por 
rigurosa antigiiledad calificada y, a igual antigúedad, por el 
orden de precedencia en el concurso en que hubieren ingresa- 
do conjuntamente. 


Esta regla sólo podrá dejarse de aplicar respecto de funcio- 
narios, cn cuyo legajo constaren sanciones graves, a juicio de 
la Secretaría del Senado y del Director del Cuerpo de Taquí- 
grafos.”) 


-En consideración el Capítulo XIV, “Disposiciones Transi- 
torias”, artículo 91 de la nueva numeración, que figura en el 


repartido con cl número 92. 


(El Capítulo cuya lectura se resolvió suprimir, es el si- 
guiente: 


“Artículo 92. - El presente Estatuto entrará en vigencia a 
los quince días de su aprobación por el Senado.”) 


-St no se hace uso de la palabra, se va a volar. 
(Se vota:) 
-21 en 21, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el Estatuto del Funcionario de la Cámara 
de Senadores, que entrará en vigencia dentro de quince días. 


(El texto del proyecto de resolución aprobado, es el si- 
guiente:) 


“ESTATUTO DEL FUNCIONARIO DE LA CAMARA 
DE SENADORES 


CAPITULO I 
Ambito de Aplicación 


Artículo 1% - Los derechos, deberes y garantías de los 
funcionarios de la Cámara de Senadores se regirán por cl 
presente Estatuto. 


Art, 2?, - Se consideran funcionarios los ciudadanos clec- 
tos o designados para ocupar cargos en la Cámara de Senado- 
res según lo dispuesto por el artículo 110, numeral 14 de su 
Reglamento, 


CAPITULO II 
Categorías funcionales 
Artículo 3*. - Los escalafoncs funcionales se establecerán 
en el Presupuesto del Senado (artículo 108 de la Constitu- 
ción). 


Art. 4%, - Los funcionarios deberán desempeñar los come- 
tidos inherentes a sus escalafones respectivos. Sólo podrán 
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asignárscles las tarcas propias de otros escalafones por resolu- 
ción de la Secretaría y con autorización expresa de la Presi- 
dencia. 


Art. 5%. - La Secretaría, dentro de un mismo escalafón y 
por resolución fundada, podrá disponer el traslado de funcio- 
narios de una repartición a otra, o el cambio de cometidos 
dentro de la misma dependencia, cuando así convenga al ser- 
vicio, siempre que con ello no se altere la situación presu- 
puestal del funcionario ni se le asignen tarcas inferiores a las 
correspondientes a su grado y siempre que no se lesione el 
interés, directo, personal y legítimo o el derecho subjetivo de 
otros funcionarios. 


CAPITULO TM 
Ingresos 


Artículo 62%, - El ingreso para desempeñar funciones en la 
Cámara de Senadores se hará por el cargo inferior de cada uno 
de tos escalafones, salvo las excepciones que pudieren esta- 
blecerse en el Presupuesto respecto de cargos técnicos O espe- 
cializados. 


Art. 72. - Para ser funcionario de la Cámara de Senadores, 
Se requicro: 


A) Ser ciudadano natural o legal. 
B) Estar inscripto en cl Registro Cívico Nacional. 


C) Haber cumplido con las disposiciones que sobre ohli- 
gatoriedad del voto establecen las leyes. 


D) Poseer aptitud moral para el desempeño de la función 
pública. 


E) Tener aptitud física comprobada por el Servicio Médi- 
co del Poder Legislativo. 


F) Haber aprobado los concursos o prucbas de suficiencia. 
La reglamentación fijará las normas que regirán los 
concursos de oposición y los exámenes de suficiencia, 
según corresponda, la creación del respectivo Tribunal 
encargado de recibir los trabajos y calificarlos y las 
garantías del incógnito de los mismos. 


El ingreso al Cuerpo de Taquígralos se efectuará mc- 
diante concurso abierto de oposición, conforme a la re- 
glamentación que debcrá dictarse al cfecto, con cl ase- 
soramiento de la Dirección del Cuerpo de Taquígrafos. 


G) Haber prestado juramento de fidelidad a la Bandera 
Nacional. 


H) Acreditar, en su caso, haber cursado y aprobado los 
estudios que establezca la reglamentación respectiva. 


Art. 8%. - La designación de funcionarios tendrá carácter 
provisional por el término de seis meses. Vencido dicho pla- 


10 de Julio de 1990 


70, la designación sc considerará confirmada de pleno derc- 
cho. 


Pendiente el término precedente la Presidencia, por resolu- 
ción fundada, podrá revocar la designación. 


Art. 9%. - Los funcionarios designados o promovidos perci- 
birán sus haberes desde la fecha en que tomen posesión de sus 
Cargos. 


CAPITULO IV 
Estabilidad en el cargo 


Artículo 10. - Los funcionarios tienen derecho a desempc- 
ñar sus cargos y a permanecer en ellos, de conformidad con 
las normas de este Estatuto y sin perjuicio de lo establecido cn 
el artículo 8*. 


Art. 11. - Los funcionarios sólo podrán ser destituidos por 
las causales de ineptitud, omisión o delito, comprobadas me- 
diante sumario y con previa autorización de la Cámara de 
Senadores (artículo 110, inciso 15 del Reglamento de la Cá- 
mara de Senadores). 


CAPITULO Y 
Carrera Administrativa 


Artículo 12, - Reconócese el derecho a la carrera adminis- 
trativa a los funcionarios de la Cámara de Senadores (artículo 
60 y 107 de la Constitución). 


Art. 13, - Las vacantes que se produzcan serán provistas 
por cl ascenso de aquellos funcionarios que ocupen cargos 
dentro del respectivo escalafón, sin necesidad de efectuarse de 
grado cn grado. 


Art. 14. - Los ascensos se realizarán por concurso de méri- 
tos y antecedentes O concurso de Oposición y méritos a juicio 
de la Presidencia. 


Se entiende por concurso de méritos y antecedentes aquel 
que establece el ordenamiento de los aspirantes en basc al 
puntaje asignado en la calificación, la que se hará, por su 
orden, en función de los méritos, la capacitación y la antigiic- 
dad, ponderados de acuerdo con la reglamentación que dictará 
la Presidencia. 


Se entiendo por concurso de oposición y méritos cl que 
computa, además, el puntaje de pruebas de aptitud y otros 
elementos de juicio relevantes para la evaluación de los aspi- 
rantes, los que en cada caso deberán ser establecidos en forma 
previa al concurso. 


Art. 15, - En cada concurso dictaminará un tribunal que se 
integrará con un mínimo de tres miembros de reconocida 1do- 
neidad, uno de ellos clegido por los funcionarios, por voto 
secreto. 


CAMARA DE SENADORES C.S.-61 


La Presidencia reglamentará la integración y funciona- 
miento de los mismos. 


Art. 16. - El reglamento sobre calificaciones contendrá la 
valoración ponderada de las aptitudes funcionales y persona- 
los, fojas de méritos y deméritos, asistencias e inasistencias, 
contracción al trabajo y demás elementos que permitan una 
correcta evaluación de la labor cumplida. 


En tanto no se dicte este reglamento, se aplicarán las dis- 
posiciones de los artículos 18 y siguientes del Reglamento de 
la Cámara de Representantes, en lo pertinente, 


Art. 17. - Las calificaciones se harán cada dos años consi- 
derando el período comprendido entre el 1% de encro y el 31 
de diciembre del año siguiente, en la forma que establecerá el 
reglamento de calificaciones. 


Art. 18. - La nómina de promociones deberá ser notificada 
a todo el personal y publicada cn el Diario de Sesiones del 
Senado cn el plazo de quinec días. 


Los funcionarios ausentes o con licencia, serán notificados 
en su domicilio. 


CAPITULO VI 
Obligaciones y Responsabilidades 


Artículo 19, - Es obligación de todo funcionario propor- 
cionar con absoluia fidelidad y precisión los datos que debe- 
rán inscribirse en su legajo personal y actualizarlos cada vez 
que corresponda. Por lo que se refiere a su domicilio particu- 
lar se estará, a todos los efectos, al que surja del legajo perso- 
nal, sin que pucda alegar cl funcionario haber mudado de 
domicilio si ello no constare cn dicho legajo. 


Art. 20). - Los funcionarios tienen cl deber de discreción y 
reserva respecto de los actos de los que tengan conocimiento 
como consecuencia del ejercicio de sus funciones. 


Asimismo, deben guardar secreto en los asuntos que revis- 
tan tal calidad en virtud de instrucciones especiales de su 
jerarca inmediato o por hallarse bajo compromiso reglamenta- 
rio de guardarlo. 


El incumplimiento de estas obligaciones será considerado 
falta grave, sia perjuicio de la responsabilidad en que se incu- 
rricre. 


Art. 21. - Los funcionarios tienen cl deber de obedecer las 
órdenes que, en materia de su competencia, les impartan sus 
superiores jerárquicos. 


Dichas órdenes se impartirán por escrito si de su cumpli- 
miento debe quedar constancia en expediente, o si así lo soli- 
citare quien deba cumplirlas, cuando la misma pueda implicar 
responsabilidad para quien la ejecute, 
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Formalizada la orden de acuerdo con lo establecido prece- 
dentemente, deberá cumplirse de inmediato. 


Será de aplicación, en lo pertinente, el artículo 29 del 
Código Penal. 


Art. 22. - Los funcionarios tienen la obligación de sustituir 
en sus tareas a sus superiores en caso de ausencia de éstos, por 
resolución del jerarca respectivo y hasta que se provea al 
respecto. Dicha sustitución generará el derccho a percibir las 
diferencias de sueldos, siempre que excediere del término de 
veinte días. 


Art. 23. - Los funcionarios están obligados al correcto y 
cficiente cumplimiento de sus tareas, debiendo actuar con de- 
dicación, lealtad y buena fe. 


Art. 24. - Los funcionarios deberán: 


A) Permanecer en su puesto y no ausentarse del lugar de 
trabajo sin la autorización correspondicnte. 


B) Prestarse ayuda mutuamente y recmplazarse en las ta- 
reas de la oficina cuando fuere necesario. 


C) Poner en conocimiento de su superior jerárquico en 
forma inmediata, toda irregularidad que comprucben 
en el funcionamiento del servicio. En caso de ausencia 
de su superior inmediato deberán hacerlo al jerarca que 
lo sustituya. 


D) Conservar en buen estado los útiles e instrumentos de 
trabajo. 


E) Notificarse de las resoluciones de sus superiores jerár- 
quicos. 


F) No usar, en el Palacio Legislativo, distintivos partida- 
rios, ni hacer proselitismo de clase alguna. 


Art. 25. - Los funcionarios deberán concurrir con puntua- 
lidad a la oficina, registrar su asistencia diaria en-la forma que 
se estableciere y cumplir la jornada de trabajo que determina- 
rá la Presidencia a propuesta de la Secretaría. 


Las llegadas fuera de hora y la omisión en el cumplímicn- 
to de las disposiciones establecidas para el control de la asis- 
lencia, estarán sujetas a lo que disponga la reglamentación 
respectiva que para los casos de incumplimiento podrá prever 
descuentos de sucidos y otras sanciones disciplinarias. 


Art. 26. - Los funcionarios sc encuentran sujetos a un 
régimen de dedicación especial y horario sin término, que 
implica el deber de permanecer a la orden y concurrir a cum- 
plir sus funciones cuando así lo disponga la Secretaría. 


Art. 27. - Las inasistencias sin aviso y las no justificadas, 
además del correspondiente descuento del sueldo, podrán dar 
motivo a sanciones disciplinarias. 
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Las salidas antes de hora, o durante cl horario de trabajo, 
por asuntos particulares, cuando se cumplan los extremos exi- 
gidos por la reglamentación requerirá, además, la autorización 
del respectivo jerarca. 


CAPITULO VII 


Sanciones por el incumplimiento de 
las obligaciones funcionales 


Artículo 28. - La falta de cumplimiento de ias obligacio- 
nes luncionales podrá dar lugar a la imposición de las siguien- 
tes sanciones: 


A) Advertencia. 
B) Amonestación. 


C) Suspensión en el cargo, con privación del sueldo hasta 
por seis meses. 


D) Destitución. 


La individualización de las sanciones se hará teniendo en 
cuenta la gravedad de la falta o las faltas cometidas, la con- 
ducta anterior y la jerarquía del funcionario. 


Art. 29. - Las sanciones indicadas en los literales A) y B), 
serán impuestas por cl jerarca el que estará autorizado, asimis- 
mo, para aplicar suspensiones que no excedan de cinco días. 
Las que superen dicho lapso, sólo podrán ser impuestas por la 
Presidencia. 


Para la destitución, debcrá cumplirse lo dispuesto por el 
artículo 110, numeral 15 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, 


Art. 30. - La advertencia podrá ser verbal, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo siguiente y se aplicará al igual que 
la amonestación sin previa instrucción sumarial. 


Art. 31. - Las sanciones, con excepción de la advertencia, 
se anotarán en el legajo del funcionario. 


Art. 32. - Las sanciones previstas por los literales B) y C) 
del artículo 28, esta última cuando la aplicare la Secretaría cn 
la hipótesis prevista por el artículo 29, podrán disponerse sin 
previa instrucción sumarial sólo cuando la falta sea evidente y 
no existan dudas cn la individualización del funcionario res- 
ponsable. 


CAPITULO VI 
Derechos 
Artículo 33. - Son derechos de los funcionarios: 


A) Tomar posesión del cargo una vez que hayan sido de- 
signados y aceptado el mismo. 
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B) Gozar de estabilidad en el cargo y en el desempeño del 
mismo. 


C) Percibir las remuneraciones, retribuciones y compensa- 
ciones que las normas legales y reglamentarias csla- 
blezcan, así como las prestaciones de seguridad social, 


D) Ascender de acuerdo con las normas del presente Esta- 
tuto y de la reglamentación correspondiente. 


E) Gozar del descanso semanal conforme con las normas 
legales vigentes y sin perjuicio de lo que establezca ex- 
cepcionalmente la Secretaría en atención a las necesi- 
dades del servicio, 


F) Gozar de la licencia anual y de las especialos y extraor- 
dinarias que se regulan por el presente Estatuto, sin 
perjuicio del régimen de trabajo que fije la Secretaría. 


G) Recibir un trato digno y respetuoso. 


H) Ser escuchado y exponer sus defensas en todos los c:- 
sos en que se considere lesionado en sus derechos. 


Art. 34, - A cada funcionario le corresponderá un legajo 
individual cn cl que no se podrá efectuar ninguna anotación 
sin que aquél haya sido previamente notificado. 


Los funcionarios tendrán acceso en todo momento a su 
propio legajo, así como también los letrados que eventual- 
mente los patrocinen. 


Art. 35. - Los funcionarios tendrán derecho a una licencia 
anual remunerada de 20 días hábiles, así como al complemen- 
to al que se refiere el artículo siguiente. Dentro del período de 
licencia, no se computarán los sábados, domingos y fertados. 


Los funcionarios debcrán gozar la licencia ordinaria du- 
rante el receso. No obstante los días complementarios de li- 
cencia a que refiere cl artículo siguiente, podrán hacerse efec- 
tivos fuera del período de receso parlamentario y en forma 
separada del resto de la licencia ordinaria. 


Art. 36. - Los funcionarios con más de cinco años de 
servicio, cumplidos en la administración pública, tendrán. 
además, derecho a un día complementario de licencia por 
cada cuatro años de antigúcdad. 


Art. 37. - Los recesos parlamentarios no generan el derc- 
cho a gozar de una licencia extraordinaria o complementaria, 
por parte del personal. 


Durante el período de receso parlamentario -y en tanto 
éste no sea levantado- se suspende cl deber de los funciona- 
rios de desempeñar su función, sin perjuicio del mantenimicn- 
lo de guardias que atiendan los servicios. A estos efectos, la 
Secretaría establecerá turnos de igual duración dentro de cada 
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servicio y designará al personal que atenderá cada uno de 
ellos, previa consulta con los jerarcas de las respectivas ofici- 
nas. 


Art. 38. - La licencia ordinaria y su complemento, serán 
concedidos por la Secretaría teniendo en cuenta las necesida- 
des del servicio. 


La licencia anual ordinaria deberá ser gozada en cada caso 
en el año inmediato siguiente. Sin perjuicio de ello, podrá ser 
concedida, total o parcialmente dentro del mismo año en que 
se hubiere generado el derecho a gozarla, pero sólo a partir de 
la iniciación del receso parlamentario. 


Art. 39, - Para tener derecho a la licencia anual, el funcio- 
nario debcrá haber computado doce meses o veinticuatro 
quincenas o cincuenta y dos semanas de trabajo, cumplidos en 
uno o cn varios organismos estatales. 


Los funcionarios que, por haber sido designados en el cur- 
so del año inmediato anterior, no pudieren computar dentro 
del año civil el númcro de meses, quincenas y semanas que 
exige cl inciso anterior, tendrán derccho a los días que puedan 
corresponderles proporcionalmente, desde su designación has- 
ta el 31 de diciembre siguiente. 


Art. 40. - En todos los casos de ruptura de la relación 
funcional, se debcrá abonar al funcionario cesante o a sus 
causahabicntes, en su caso, el equivalente en dinero por la 
licencia ordinaria que hubicre generado y no gozado. 


Art. 41. - Los funcionarios tienen derecho a licencia cspe- 
cial con goce de remuneración en los siguientes casos: 


A) Para contraer matrimonio, por el plazo de quince días. 


B) Por maternidad, por el plazo de noventa días, que se 
computará a partir de la fecha que indique para cada 
caso el Servicio Médico. En el plazo referido se com- 
prende el período pre y post natal. Este último, nunca 
podrá ser inferior a scis semanas. 


C) Por duclo, por el plazo de cinco días, en caso de falle- 
cimiento del o de la cónyuge, de ascendientes o des- 
cendientes directos por consanguinidad hasta cl scgun- 
do grado inclusive y de hermanos. 


Para rendir exámenes cn los institutos referidos cn el 
artículo 19 del Decreto 170/82, de 14 de mayo de 1982, 
por el plazo de hasta 30 días en el año, debiéndose 
justificar la rendición de aquéllos, con los recaudos 
correspondientes. 


D 


e 


Por enfermedad, hasta por sesenta días. En estos casos 
será de aplicación lo dispuesto por el artículo 74. 


se 


F) Para usufructuar becas en el país, por el tiempo que, en 
cada caso, determinará la Presidencia. 
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En todos los casos establecidos precedentemente, los pla- 
ros se computarán de corrido, comprendiendo días hábiles e 
inhábiles, con excepción de la licencia ordinaria. 


Art. 42. - Los funcionarios podrán obtener, además y cx- 
cepcionalmente, licencia extraordinaria sin goce de sueldo, 
por razones justificadas, por un plazo no mayor de scis meses 
y cuyo otorgamiento dependerá de las necesidades del scrvi- 
cio y de la causal invocada. En cesta licencia estará compren- 
dida la ordinaria correspondiente a ese año. 


Art. 43. - Las licencias ordinarias, especiales y extraordi- 
narias, hasta por veinte días, serán acordadas por la Secrotaría. 
Las licencias extraordinarias y especiales por más de veinte 
días lo serán por la Presidencia. 


CAPITULO IX 


Sumarios, investigaciones administrativas y 
procedimientos en los casos de abandono del cargo 


Artículo 44. - Cuando se produjeren actos o hechos irre- 
gulares o se verificaren omisiones de igual carácter, que afec- 
taren directamente los servicios, se procederá a individualizar 
a los responsables mediante la realización de una investiga- 
ción administraliva. 


Art. 45. - Los funcionarios imputados de la comisión de 
delito o de falta administrativa, serán sometidos -a sumario 
administrativo a fin de determinar o comprobar su responsabi- 
lidad. 


Art. 46. - Todo sumario o investigación administrativa se 
iniciará por resolución de la Presidencia o, en caso de urgen- 
cia, de la Secretaría, la cual dará cuenta de inmediato a aqué- 
lla. La resolución formará la cabeza del procedimiento y de- 
berá contener los motivos que hubieren determinado su dicta- 
do, las circunstancias a investigar y la designación del funcio- 
nario instructor. Esta última podrá cometerse a la Jefatura de 
la Asesoría Jurídica del Poder Legislativo. 


El sumariante será siempre de jerarquía superior o, por lo 
menos igual, a la del funcionario inculpado. 


Art. 47, - La Presidencia, o la Secretaría en Su caso, po- 
drán disponer, por resolución fundada, la suspensión preventi- 
va o el traslado de los funcionarios sumariados cuando lo 
estimaren conveniente o necesario para la mejor instrucción 
de las actuaciones. La suspensión preventiva no excederá cn 
ningún caso cl lapso de seis meses y podrá aparejar la reten- 
ción de los medios sucldos correspondientes. 


En cualquicr estado del sumario podrá dejarse sin efecto la 
suspensión preventiva, 


Las sumas retenidas le serán rcintegradas al funcionario 
suspendido, cuando ello correspondicre de acuerdo con las 
resultancias sumariaJes. 
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Vencido el término de seis meses, sin que hubiere recaído 
resolución, el funcionario será reintegrado al cargo. Desde esc 
momento, se le abonarán integramente sus haberes. 


Art. 48. - La Presidencia, o la Secretaría en su caso, po- 
drán además, disponer otras medidas preventivas que estima- 
ren convenientes al interés del servicio y de acuerdo con los 
antecedentes del caso. 


Art. 49. - En conocimiento de alguna irregularidad admi- 
nistrativa, cl jerarca responsable de la repartición en que se 
hubicre producido, dispondrá la realización de una informa- 
ción de urgencia. Esta consistirá en los procedimientos inme- 
diatos, tendientes a individualizar a los posibles autores, cóm- 
plices y testigos y a evitar la dispersión de la prueba. A tales 
efectos, personalmente o por el funcionario que designare, 
interrogará al personal directamente vinculado al hecho, agre- 
gará la documentación que hubiere, así como todo otro ele- 
mento que pudiere ser útil a los fines de ulteriores procedi- 
mientos. De lo actuado, dará cuenta de inmediato a la Sccreta- 
Ma. 


Art. 50, - El instructor, que deberá asumir el cargo cn 
forma inmediata, podrá designar a un funcionario para que lo 
asista en los procedimientos. Todos los antecedentes relacio- 
nados con los hechos a imnvestigarse, le serán pasados de ofi- 
c1O. 


Art. 51. - El instructor adoptará todas las medidas condu- 
centes al más completo esclarecimiento de Jos hechos. Reque- 
rirá los testimonios y estructurará los interrogatorios dec la 
mancra que conceptúe más conveniente, según las circunstan- 
cias y la naturaleza de la investigación. Asimismo, podrá soli- 
citar la suspensión preventiva del sumariado, si ella no se 
hubiere dispuesto previamente, 


Art. 52, - En todo sumario será preceptiva la intervención 
de la Asesoría Jurídica del Poder Legislativo. 


Art. 53. - Iniciado cl sumario deberá interrogarse en pri- 
mer término al inculpado, haciéndole saber los cargos formu- 
lados e instándole a proporcionar las cxplicaciones O aclara- 
ciones del caso y a efectuar las rectificaciones y ofrecer la 
prueba que considere pertinente, 


Art. 54. - Las declaraciones se tomarán por separado, con 
versión taquigráfica y labrándosc acta de cada una de ellas. 


El deponente no podrá Icer apuntes o escritos, salvo cuan- 
do se le cxhiban para los fines del interrogatorio y en el acto 
del mismo. 


Art. 55. - El sumariado podrá comparecer asistido de abo- 
gado, al solo efecto de que éste controle el procedimiento y 
formule al término del interrogatorio, las observaciones y re- 
preguntas que estimare pertinentes. 


Los testigos no podrán comparecer asistidos de abogado. 


Art. 56. - El sumariante recibirá las declaraciones de las 
personas por él citadas y aun de aquellas que comparezcan 
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espontáncamente, cuando esto último se estimare de interés 
para la investigación, 


Art. 57. - Los testigos serán siempre interrogados, además 
de por los hechos que motivan su declaración: 


A) Por las generales de la ley. 
B) Por la razón o motivo de sus dichos. 
C) Si tienen algo más que agregar. 


Art. 58. - Durante el curso del sumario, el instructor 
podrá llamar cuantas veces estimare necesario, a los sumaria- 
dos o testigos, para ampliar las declaraciones o aclarar lo que 
creyere pertinente. 


Art. 59, - El funcionario que, sin causa justificada, no 
concurricse a prestar declaración v se negare a prestarla, será 
pasible de suspensión preventiva hasta tanto lo haga, con rc- 
tención de los medios sueldos previstos en el artículo 47. 


La suspensión será decretada por la Presidencia o la Secre- 
taría, en su caso. Si la negativa persistiera por más dc treinta 
días, se aplicarán al funcionario las sanciones pertinentes, sin 
perjuicio de la pérdida de los haberes retenidos. 


Art. 60. - El instructor solicitará de la División Personal cl 
Icgajo del funcionario sumariado que se agregará a las actua- 
ciones. 


Art. 61. - Cuando el funcionario instructor juzgare suli- 
cientemente instruido el trámite del sumario o investigación a 
su cargo, o cuando la naturaleza de las irregularidades indaga- 
das lo permiticre, podrá solicitar al jerarca que hubiere dis- 
puesto la medida, ta reposición de los funcionarios separados 
preventivamente de sus cargos. Tal circunstancia no supondrá 
pronunciamiento alguno sobre el fondo del sumario. 


Art. 62. - Las declaraciones serán firmadas en cada una de 
sus fojas por el deponente y el instructor. Si el declarante no 
quisicre, no pudiere o no supiere firmar, la declaración valdrá 
sin su firma siempre que consten en el acta el nombre y las 
firmas de dos testigos de actuación. 


Art. 63, - Cuando se presentaren documentos que tuvicren 
relación con los hechos que hubieren motivado el sumario o 
investigación, se mencionará en el acta respectiva su presen- 
tación y se mandarán agregar a los autos previa rúbrica por el 
instructor y ta persona que los hubiere ofrecido, De todo do- 
cumento que recibiere por cualquier otro medio, el instructor 
ordenará simplemente la agregación bajo su firma. 


Art. 64. - El instrucior podrá solicitar directamente, « 
cualquier dependencia del Poder Legislativo, información so- 
bre hechos o documentos relacionados con las actuaciones cn 
las cuales interviene. 


Art. 65. - Toda investigación administrativa y sumario son 
de carácter secreto. La obligación de mantener el secreto al- 
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canza al sumariante y a todo funcionario que, por cualquier 
motivo o circunstancia, tuviere conocimiento de los procedi- 
mientos. La violación de csta obligación constituirá falta gra- 
ve. 


Art. 66. - Cuando fuere necesario utilizar servicios de 
técnicos o peritos, el instructor lo solicitará en forma fundada 
a la Secretaría, la que adoptará las medidas que correspondan. 


Art. 67. - En caso de que legisladores o secretarios de las 
Cámaras fueren ofrecidos como testigos, podrán producir su 
testimonio por escrito. 


Art. 68. - Los plazos de instrucción y sustanciación de las 
investigaciones administrativas y de los sumarios serán de 
treinta días hábiles, contados desde aquel en que el funciona- 
rio instructor haya sido notificado de la resolución que Jos 
ordena. En casos especiales y existiendo causas que así lo 
justifiquen, el sumariante podrá solicitar a la Secretaría una 
prórroga prudencial del plazo, 


Art. 69, - Tratándose de investigaciones administralivas, 
una vez que el instructor haya concluido la indagatoria, pro- 
ducirá un informe sobre las actuaciones cumplidas y las con- 
clusiones a que hubicre arribado. Dicho informe será elevado 
a la Sccretaría, aconsejando las medidas que estimare perti- 
nentes. 


Art. 70. - Tratándose de sumarios, cuando el instructor 
considerare agotadas las diligencias, pondrá el expediente de 
manifiesto para que cl sumariado, dentro del término de seis 
días hábiles, pueda solicitar se amplíe la instrucción y se dili- 
gencien las pruebas que ofreciera. En esta oportunidad no se 
podrán formular alegaciones. El pedido dcberá hacerse por 
escrito y, dentro del referido plazo, también se podrá manifes- 
tar que no se solicitarán diligencias ampliatorias. En el caso 
en que haya más de un sumariado, el término será común y 
comenzará a compularse a partir del día siguiente al de la 
última notificación. 


Art. 71. - Cumplidas las actuaciones que hubieren corres- 
pondido conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, así 
como en el caso de transcurrir el término allí indicado sín que 
aquellas se solicitaren o cuando se renunciare expresamente a 
las diligencias ampliatorias, el sumariante producirá su infor- 
mec, El mismo contendrá una relación circunstanciada de Jas 
actuaciones cumplidas, de los hechos probados, de la califica- 
ción de los mismos y de las conclusiones a que arribare. El 
sumariante podrá, además, aconsejar los correctivos que esti- 
mare útil adoptar para el mejor funcionamiento del servicio, 


Art. 72, - El expediente, con el informe del sumariante, se 
pondrá de manifiesto para que, dentro del término de dicz días 
hábiles, el inculpado pueda presentar en forma escrita su de- 
fensa (artículo 66 de la Constitución). 


Presentada la defensa, o expirado cl término para articular- 
la sin que ello se produzca o habiendo mediado renuncia al 
ejercicio de la misma, el instructor elevará el sumario a la 
Jefatura de la Asesoría Jurídica. 
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Art. 73. - La Jefatura de la Asesoría Jurídica efectuará un 
contralor formal de las actuaciones cumplidas. Podrá, asimis- 
mo, disponer la ampliación del sumario, si lo estimare perti- 
nente. 


Art. 74. - Cuando las inasistencias superen los topes csta- 
blecidos por el artículo 25 del Decreto-Ley N* 14,416, de 28 
de agosto de 1975 -más de sesenta faltas en un año o de ciento 
veinte en tres años- se estará a lo que dispone la citada norma, 
así como a las siguientes de dicho decreto-ley relativas a esta 
misma materia. Se cumplirá, además, el procedimiento en 
ellas establecido, 


Art. 75. - Se considerará que han hecho abandono del 
cargo los funcionarios que faltaren a sus tareas durante quince 
días hábiles continuos, sin causa justificada. En tales casos, no 
será necesaria la autorización de la Cámara de Senadores (ar- 
tículo 110, numeral 15 del Reglamento) para que la Presiden- 
cia dicte la resolución de desinvestidura. Previamente, para 
constatar tal situación, deberán aplicarse las garantías del pro- 
cedimiento administrativo que se establece en los artículos 
siguientes. 


Art. 76. - Verificada la situación referida en el artículo 
precedente, se dará cuenta de inmediato a la Secretaría, la que 
a tales efectos, designará un funcionario instructor de dicho 
procedimiento y citará y cmplazará al funcionario omiso para 
que, dentro del término de tres días hábiles, comparezca a 
desempeñar sus tareas O exponga justa causa para no hacerlo, 
bajo apercibimiento de tenérscle como renunciante, 


Art. 77. - El emplazamiento se notificará personalmente al 
funcionario en el domicilio que conste en su legajo personal 
(artículo 19). El término del emplazamiento se computará a 
partir del día siguiente al de la notificación. 


Art. 78. - Vencido el término del emplazamiento, el 
instructor producirá un informe de las actuaciones cumplidas, 
dentro del plazo de 10'días y lo remitirá con su opinión a fa 
Secretaría. 


Art. 79. - Si cl funcionario compareciere rcintegrándose a 
sus tareas antes de que se dictare resolución de desinvestidura, 
se clausurarán los procedimientos, sin perjuicio de las actua- 
ciones que por omisión pudieran disponerse. 


Art. 8(). - En todo lo no regulado en este Capítulo, scrán 
aplicables a los sumarios y a las investigaciones administrati- 
vas, en lo pertinente, las disposiciones del Decreto 640/73. de 
8 de agosto de 1973. 


CAPITULO X 


Del derecho de petición y de los 
recursos administrativos 


Artículo 81. - Toda autoridad de la Cámara de Senadores 
está obligada a decidir sobre cualquier petición que le formule 
el titular de un interés legítimo en la ejecución de un determi- 
nado acto administrativo, y a resolver los recursos administra- 
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tivos que se interpongan contra sus decisiones, en la forma y 
dentro del iérmino establecido por el artículo 318 de la Cons- 
tilución. 


Art. 82. - Los funcionarios deberán ser notificados de to- 
dos los actos administrativos que afecten sus derechos consa- 
grados en el presente Estatuto, sin perjuicio de su facultad de 
darse por notificados, compareciendo a ese efecto en el expe- 
diente o actuación respectiva. 


Art. 83, - Los actos administrativos podrán ser impugna- 
dos con el recurso de revocación, ante la misma autoridad que 
los haya dictado, dentro del término de dicz días contados 
desde el siguiente al de su notificación personal o de su publi- 
cación en el Diario Oficial, cuando ésta correspondiere. 


Cuando el acto administrativo haya sido dictado por una 
autoridad sometida a jerarquía, podrá ser impugnado, además, 
con el recurso jerárquico ante la Presidencia, el que deberá 
interponerse conjuntamente y en forma subsidiaria al recurso 
de revocación (artículo 317 de la Constitución). 


Art. 84. - Todos los recursos deberán ser fundados, pre- 
sentarse por escrito y con firma letrada, 


Art. 85. - Los plazos para instruir y resolver los recursos 
administrativos, así como para pronunciarse sobre las peticio- 
nes que se formulen por los titulares de un interés legítimo, 
serán los establecidos en los artículos 5% y concordantes de la 
Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987. 


Vencidos que sean los plazos establecidos en la citada loy, 
sin que las autoridades se hubieren expedido, se operará la 
denegatoria ficia establecida por el inciso segundo del artículo 
318 de la Constitución. 


CAPITULO XI 
Funcionarios sometidos a la Justicia Penal 


Artículo 86. - En todos los casos de sometimiento de un 
funcionario a la justicia penal, la Presidencia apreciará las 
circunstancias y situación del encausado, para dictar las medi- 
das que correspondan con relación al desempeño de sus fun- 
ciones, pudicndo disponer la continuidad en el cargo, el pase 
provisorio a otras funciones compatibles con la imputación, y, 
asimismo, la suspensión temporaria en el empleo. 


Art. 87. - La Presidencia, teniendo en cuenta la tipilica- 
ción de la imputación penal, resolverá sobre el desempeño del 
cargo y el goce de las retribuciones del procesado. 


Cuando el procesamiento se decretase con prisión, será 
preceptiva la retención de la mitad de los haberes, sin perjui- 
cio de las restituciones a que posteriormente hubiere lugar. 


Art. 88. - Los procedimientos administrativos seguirán 
con independencia de las actuaciones judiciales, 
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CAPITULO XH 
De la extinción de la relación funcional 
Artículo 89. - La relación funcional se extingue por: 


A) Pérdida de la calidad establecida en el literal a) del 
artículo 7* del presente Estatuto; 


B) Revocación de la designación, con arreglo a lo previsto 
en el artículo 8%; 


C) Renuncia aceptada; 

D) Renuncia tácita, por abandono del cargo (artículo 75); 
E) Destitución; 

F) Fallecimiento; 


G) Inhabilitación para ejercer funciones públicas decrota- 
da por sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada; 


H) Asunción de un cargo incompatible con la condición 
de funcionario de la Cámara de Senadores. 


CAPITULO XII 


Artículo 90. - Los funcionarios del Cuerpo de Taquígralos 
ascenderán, hasta el cargo de Taquígrafo Revisor, por rigurosa 
antigúedad calificada y, a igual antigijedad, por el orden de 
precedencia en el concurso en que hubicren ingresado conjun- 
tamente. 


Esta regla sólo podrá dejarse de aplicar respecto de funcio- 
narios, en cuyo legajo constaren sanciones graves, a juicio de 
la Secretaría del Senado y del Director del Cuerpo de Taquí- 


grafos. 
CAPITULO XIV 
Disposiciones transitorias 


Artículo 91. - El presente Estatuto entrará en vigencia a 
los quince días de su aprobación por el Senado. 


14) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un proyecto lle- 
gado a la Mesa. 


(Se da del siguicnte:) 


“Los señores senadores Arana, Cigliuti y Zumarán presen- 
tan, con cxoposición de motivos, un proyecto de ley por cl 
que se designa con el nombre “Wilson Ferreira Aldunate” a la 
Escucla N? 21, de Segundo Grado, urbana de Villa Nico Pé- 
rez, en el departamento de Florida”. 
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-A la Comisión de Educación y Cultura. 
(Texto del proyccto:) 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 


Los firmantes senadores tienen el honor de presentar el 
proyecto de ley por el que se nomina “Wilson Ferrcira Aldu- 
nate” la Escuela N* 21 de 2? Grado, urbana, de Villa Nico 
Pérez. 


Referirse al ciudadano de excepción que fue Wilson Fe- 
rreira Aldunate, en la gencralidad de su proyección a nivel 
nacional, excedería los límites de esta presentación. 


Baste con recordar que Wilson llevó impresa durante toda 
su vida la memoria imborrable de su querida Villa. 


Así lo expresó el 1* de noviembre de 1971: “Yo soy hijo 
de este pueblo y a él le debo la vida”. 


La Villa Nico Pérez contó entre sus figuras más célebres al 
doctor Juan Ferrcira, padre de Wilson y médico de la zona. 


Por estos motivos el homenaje propuesto, nominando una 
escuela con su nombre “Wilson Ferreria Aldunate”, deja refle- 
jado un desafío a las futuras generaciones de la zona y del 
país. 


Mariano Arana, Carlos W. Cigliuti, Alberto 
Zumarán. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Desígnase con el nombre de “Wilson 
Ferreira Aldunate”, la Escucla N* 21 de 2* grado, urbana, de 
Villa Nico Pérez, departamento de Florida. 


Montevideo, 5 de julio de 1990, 


Mariano Arana, Carlos W. Cigliuti, Alberto 
Zumarán. Senadores”. 


15) CODIGO DEL PROCESO PENAL. Se modifican los 
articulos 28 y 29 de la Ley N* 15,032, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se modifican los artículos 28 y 29 de la Ley 
N? 15.032, de 7 de julio de 1980 (Código del Proceso Penal). 
(Carp. N” 214/90 - Rep. N* 64/90). 


(Antecedentes:) 
“Carp. N* 214/90 
Rep. N* 64/90 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 12, - Modifícase el artículo 28 de la Ley número 
15.032, de 7 de julio de 1980 (Código del Proceso Penal), cl 
que quedará redactado de la siguiente forma: 
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“ARTICULO 28. - La acción y el fallo civiles serán inde- 
pendientes de los penales”. 


Art. 2%, - Derógase el artículo 29 de la Ley N* 15.032, de 
7 de julio de 1980 (Código del Proceso Penal). 


Art. 3%. - Modifícase el artículo 1332 del Código Civil el 
que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 1332, - La acción concedida al damnificado 
prescribe en cuatro años contados desde la perpetración del 
hecho ilícito”. 


Sergio Abreu, Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, 
Enrique Cadenas Boix, Ignacio de Posadas Monte- 
ro, José Korzeniak, Américo Ricaldoni. Senadores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El proyecto de ley adjunto pretende consagrar una solu- 
ción opuesta a la vigente en lo tocante a dependencia o inde- 
pendencia de las acciones civiles y penales resultantes de un 
mismo hecho. 


Como se sabe, la Ley N* 15,032, de 7 de julio do 1980 
(Código del Proceso Penal), establece que “No podrá deducir- 
se acción civil en sede penal” (artículo 25), que “Si la acción 
civil se deduce antes de que medie sentencia ejecutoriada 
sobre la acción penal, se suspenderá el proceso civil cuando 
llegue al estado de resolver en definitiva” (artículo 28), y que 
“Las conclusiones de hecho de la sentencia penal ejecutoria- 
da, así como las relativas a la culpabilidad del imputado, a las 
causas de justificación, de inimputabilidad y de impunidad, no 
podrán modificarse en la sentencia civil que se dicte sobre un 
mismo hecho” (artículo 29). 


El actual sistema legal, pues, significa que el juicio civil 
queda supeditado al previo fallo pena! y, aún más, a que éste 
atribuya culpabilidad al imputado. 


Con el apuntado criterio legal, la preeminencia de la sede 
penal sobre la civil supone asimilar la llamada “culpa penal” 
con la civil. 


Y esto, por su parte, implica en muchos casos la imposibi- 
lidad de reclamar civilmente por los perjuicios sufridos, cuan- 
do el hecho que los generó no haya dado mérito a la corrcs- 
pondiente condena penal previa. 


El tema es de fundamental importancia, especialmente en 
múltiples hipótesis de responsabilidad extracontractual quc, 
con la normativa establecida en los artículos 28 y 29 del 
Código del Proceso Penal, impiden la reparación patrimonial 
del damnificado. 


Hugo Batalla, Américo Ricaldoni, José Korze- 
niak, Enrique Cadenas Boix, Ignacio de Posadas 
Montero. Senadores. 
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CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 
Al Senado: 


El proyecto de ley adjunto, cuya aprobación aconscja al 
Senado esta Comisión, fue tratado por el Cuerpo en su sesión 
del 3 de octubre de 1989, habiendo sido aprobado por una 
amplia mayoría de presentes. 


En cuanto a su contenido nos remitimos a la correspon- 
diente exposición de motivos -elaborada por el señor senador 
Américo Ricaldoni- al presentar el proyecto el año pasado, 
que compartimos en su totalidad, y que también se adjunta. 


En aquella oportunidad, la Comisión recabó la opinión 
escrita de los profesores doctores Jorge Gamarra, Amadco 
Ottati Folle y Alejandro Abal Oliú especialistas, respectiva- 
mente, en Derecho Civil, Penal y Procesal de la Universidad 
de la República. 


Más allá de algunas sugerencias que la Comisión aceptó 
-la más importante de las cuales resulta la necesaria modifica- 
ción del artículo 1332 del Código Civil- estos tres distingui- 
dos juristas compartieron la finalidad perseguida por el pro- 
yecto. 


También figuran agregados al Repartido a consideración 
de los señores senadores los tres informes de referencia. 


La aprobación del proyecto, ocurrida en octubre de 1989, 
no contó con la complementaria de la Cámara de Represcn- 
tantos. 


Consecuentemente, esta Comisión aconseja al Senado ini- 
ciar nuevamente el trámite parlamentario a los efectos de in- 
corporar al Código del Proceso Penal una norma que, estamos 
convencidos, corregirá múltiples situaciones de injusticia a las 
que muchas personas se enfrentan permanentemente, 


Sala de la Comisión, 28 de junio de 1990, 


Américo Ricaldoni (Miembro Informante), Ser- 
gio Abreu, Juan Carlos Blanco, Hugo Batalla, 
Ignacio de Posadas Montero, Enrique Cadenas 
Boix, José Korzeniak. Senadores. 


Montevideo, 20 de Julio de 1989. 


Señores integrantes de la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado 


Nada fácil es optar entre el régimen proyectado y el vigen- 
tc. Ambas soluciones son teóricamente válidas y pueden invo- 
car ventajas, pero también presentan inconvenientes que las 
vuclven vulnerables. 
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La independencia total elegida por el proyecto del senador 
Ricaldoni persigue un propósito de innegable justicia; puesto 
que hay casos en que el civilmente damnificado no puede 
lograr la indemnización que le corresponde, por impedirlo la 
normativa establecida por los Arts, 28 y 29 CPP, es aconseja- 
ble derogar estos textos, y consagrar, en su lugar, la indepen- 
dencia de la acción y fallo civiles. 


Se trata de una solución radical que ofrece el flanco a la 
crítica al permitir que sobre un mismo hecho puedan darsc 
pronunciamientos contradictorios (p. ej. el Juez penal opina 
que no hay culpa, en tanto que el civil admite su existencia). 
Es una cuestión de política legislativa decidir si esta necesi- 
dad de evitar soluciones opuestas (con el consiguiente “escán- 
dalo jurídico”) es más fuerte o no que la también necesaria 
protección de la víctima civil en algunos casos concretos cn 
los cuales su derecho queda aniquilado por fallos “erróneos” 
de los jueces penales o, más frecucntemente, en mérito a que 
el Fiscal hace uso de la facultad de solicitar cl sobreseimiento 
(Art, 235, CPP). Tal vez este último caso es el que más resis- 
tencias puede levantar, ya que la pretensión del particular 
perjudicado queda entregada al arbitrio inatacable de un solo 
sujeto, dueño y señor de la acción civil, sin que el damnifica- 
do tenga la más mínima posibilidad de hacer valer sus derc- 
chos. 


Cierto es que tal inconveniente incidencia de lo resuelto en 
el penal sobre el civil está parcialmente restringida, ya que no 
opera en sectores cuantitativamente mayoritarios, como la res- 
ponsabilidad por el hecho de las cosas, donde rigen las pre- 
sunciones de culpa. Pero si el Juez penal declara la ausencia 
de culpa del imputado, cl demandado civilmente podría alegar 
que la presunción está enervada. Por otra parte no €s posible 
aventurar si resultará pacífica la interpretación restrictiva del 
Art. 29 CPP formulada por el Tribunal de Apelaciones en lo 
Civil de 2* turno (28 febrero 1980; ADCU, X, ps. 295-302) en 
lo que atañe al sobreseimiento pedido por el Ministerio Públi- 
co (según la Sala no incide en lo civil cuando el Juez no 
expresa fundamentos concretos que pudieran dar lugar a pro- 
nunciamientos contradictorios). 


Sin duda que hay elementos comunes en ambas responsa- 
bilidades, y esta circunstancia es lo que permite consagrar la 
“unidad de jurisdicción” con la preeminencia de la penal so- 
bre la civil, Al respecto se entiende (y contra lo afirmado en 
la fundamentación del proyecto) que los conceptos de culpa 
civil y penal no difieren (Tratado Der. Civ. Urug. t. XIX, ps. 
130-133), Por lo cual, de acuerdo con el régimen positivo 
vigente, cuando el juez penal establece la presencia o ausen- 
cia de ciertos elementos de la responsabilidad penal (que enu- 
mera el Art. 29) su juicio se impone al civil (que no puede 
contradecir lo resuelto por su colega penal). Además, el CPP 
no hizo otra cosa que precisar (y adecuadamente) una pree- 
minencia de la decisión penal que ya existía en el Código de 
Instrucción Criminal (Arts. 5, 6, 10), e incluso en el Código 
Penal, y de esta manera adoptó la doctrina de aquellos países, 
como Francia e Italia, que marcan habitualmente los derrotc- 
ros por donde marcha nuestra tradición jurídica. 
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Pero una tradición, aun prestigiosa y largamente consoli- 
dada, no es inquebrantable si median razones de justicia que 
aconsejan terminar con ella. Es innegable que hay situaciones 
(percibidas de visu et auditu por este informante) que desem- 
bocan en el aniquilamiento de una legítima y fundada preien- 
sión civil indemnizatoria. ¿Para derribar una sólida tradición 
es suficiente la presencia de estos casos, que pueden ser aisla- 
dos y cuantitativamente de escasa relevancia? ¿Tiene valor 
decisivo la razón de evitar pronunciamientos contradictorios? 


Las decisiones contradictorias de los jueces no son infre- 
cuentes; las vemos casi todos los días. Permítase un ejemplo: 
durante un período (bastante prolongado) en que la Suprema 
Corte estuvo desintegrada y sus cuatro componentes divididos 
en una cuestión de inconstitucionalidad plantcada simultánea- 
mente en varios juicios, las sentencias oscilaban entre una y 
otra posición según el integrante que tocara en suerte. ¿Escán- 
dalo jurídico? No: simplemente consecuencia de que los hom- 
bres tenemos diversas opiniones (en Derecho y fuera del mis- 
mo). Y como csie ejemplo, mucho más; basta pensar en la 
avaluación del daño moral, y cn lo que el profesor Ison deno- 
minó “The forensic lottery”. 


Por tanto, ni la tradición, ni los pronunciamientos contra- 
dictorios, son clementos de juicio absolutamente decisivos. 
Tienen, en cambio su peso, y este calibre es el que debemos 
ponderar, porque ciertamente es preferible que no existan de- 
cisiones judiciales contradictorias (o las haya en el menor 
grado posible), siendo la “lotería judicial” no pequeño factor 
de desprestigio. 


Pero véase que en la unidad de jurisdicción la contradic- 
ción sólo se elimina a la manera de Tartufo, atando las manos 
o poniendo mordaza al Juez civil que discrepa con el penal 
(los pronunciamientos contradictorios no pueden existir tan 
sólo porque a uno de los jueces se le impide hablar). 


Es de señalar, también, que la solución propuesta tiene un 
carácter radical, y esto podría ser excesivo o inconveniente; 
pero las restantes propuestas, que a esta altura se ensayan, no 
dejan de tener asimismo sus puntos objetables. P. ej., volver a 
conferirle al damnificado una participación en el proceso pe- 
nal o arbitral nuevos mecanismos que controlen el ejercicio de 
la facultad del Ministerio Público en materia de sobreseimien- 
Lo. 


Es tiempo ya de tomar partido. A juicio de este informante 
incide decisivamente contra el sistema vigente (y en conse- 
cuencia hace preferible el proyectado) la diferencia que media 
entre la sanción penal (cárcel) y la civil (mera condena pecu- 
niaria). Es por ello que los jueces penales son más renuentes a 
condenar que los civiles. Este importante factor no debería 
incidir (porque es ciertamente injusto para la víctima civil) y 
la solución del proyecto pone fin a su nociva influencia. En 
resumidas cuentas: cs preferible la existencia de decisiones 
judiciales contradictorias a negarle a la víctima la reparación 
de sus legítimos derechos lesionados. 


Dos sugerencias complementarias, para terminar. Primero, 
por razones de coherencia sería también conveniente modifi- 
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car cl Art. 1332 del Código Civil, que sujeta la prescripción 
civil a la penal. En segundo lugar se aconseja la eliminación 
del Art. 29 proyectado, puesto que la gracia no es otorgada 
actualmente por el Poder Ejecutivo (sí lo fue durante el go- 
bierno de facto, época del CPP), sino por la Suprema Corte 
(Ley N* 15.737, Art. 20), y el sobreseimiento gracioso no 
incide sobre la responsabilidad civil según opinión pacífica de 
doctrina y jurisprudencia (cf. Tratado cit., t. XX, p. 27). Basta 
y sobra con el Art. 28 del proyecto para cortar el cordón 
umbilical, y si de una aclaración se tratara, más bien que 
aclarar será fuente de dudas y confusiones, 


Saluda a los señores integrantes de la Comisión con su 
mayor consideración. 


Jorge Gamarra 


Señor Presidente de la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado, 
Dr. Américo Ricaldoni 


De mi mayor consideración: 


Aunque con una involuntaria demora, cumplo en hacerle 
llegar la respuesta a la solicitud que esa Comisión me hiciera 
el honor de formularme oportunamente, respecto al proyecto 
modificativo de los artículos 28 y 29 del Código del Proceso 
Penal (Distribuido N* 166/89). 


Il - Antecedentes 


Antes de abocarnos al análisis que nos merece el proyecto 
en consulta, creemos oportuno efectuar -aunque en forma so- 
mera- un repaso de la regulación que el ejercicio de las accio- 
nes emergentes de un delito, han tenido en nuestra legislación 
más reciente, 


Al efecto expresado, nos ocuparemos, primeramente, del 
régimen emanado del Código de Instrucción Criminal de 1878 
y, seguidamente, del instaurado en el Código del Proceso Pe- 
nal, actualmente en vigencia desde el 1? de enero de 1981. 


En el viejo C.1.C. el tema que nos ocupa estaba regulado 
en los artículos 5, 6 y 7. Según la fórmula allí consagrada, las 
acciones penal y civil emergentes de un delito podían ejerci- 
tarse juntas o separadamente, a elección del accionante. Es 
decir que la acción civil podía deducirse en el mismo proceso 
que se estaba ventilando en sede penal, o bien en forma sepa- 
rada en la sede civil respectiva, aunque en este caso el proce- 
so debía suspenderse hasta que fuera resuelta definitivamente 
la acción penal. Se preceptuaba, asimismo, que si cl damnifi- 
cado por el delito optaba por iniciar únicamente la acción 
civil en la sede civil, no podía luego iniciar la acción penal en 
la sede competente por el mismo hecho, entendiéndose que el 
accionante había renunciado a hacer efectiva su prelensión 
punitiva, conformándose con la reparatoria. 


Sc establecía, pues, un régimen dual y optativo, según cl 
cual tanto podían resolverse las acciones penal y civil en un 
único proceso penal (mediante lo que comúnmente se Hamaba 
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“constitución de parte civil en el juicio penal”), como en dos 
procesos independientes tramitados en sedes diferentes, aun- 
que la resolución de uno de ellos -el civil- estaba supeditado 
al pronunciamiento operado en la otra sede. 


Pues bien; ¿cuál fue la modificación operada en esta mate- 
ria en el Código del Proceso Penal de 1981? 


Conforme a lo dispuesto en los artículos 25 y siguientes, 
se eliminó la posibilidad de deducir la acción civil en la sede 
penal, consagrándose, como única vía posible, el ejercicio 
separado e independiente de las acciones civil y penal, cada 
una en su respectiva sede, con la especificación - y en esto no 
se varió la solución anterior- que si la acción civil fuera dedu- 
cida antes de que mediara sentencia definitiva respecto de la 
acción penal, aquélla debería ser suspendida al llegarse al es- 
tado de su resolución, a la espera de que se dictara sentencia 
en el juicio penal, no pudiéndose en la sentencia civil modili- 
car las conclusiones de hecho del fallo penal ejecutoriado, ni 
tampoco las relativas a la culpabilidad del imputado, a las 
causas de justificación, de inimputabilidad y de impunidad. 


Puede resultar interesante, cuando se proyecta modificar 
este régimen de accionamiento, revisar cuáles fueron las razo- 
nes que se esgrimicron oportunamente para mutar la fórmula 
del C.1.C., que había regido durante más de un siglo, 


Al respecto, es esclarecedor el Mensaje que acompañó cl 
proyecto de ley sobre el Código del Proceso Penal que, en lo 
que hace concretamente al tema bajo examen señala: “El pre- 
anotado desplazamiento del ejercicio de la acción en su aspcc- 
to civil, colocado fuera del proceso y de la sede penal, respon- 
de a razones poderosas. Deben respetarse las competencias 
específicas, evitándose las incursiones de los jueces en lo pe- 
nal cn materias ajenas a sus cometidos. El Derecho Penal 
tiene carácter eminentemente público y la regulación del jui- 
cio atingente al mismo no debe mezclarse con el interés del 
particular; éste tiene derecho al resarcimiento de los daños y 
perjuicios que le cauce un delito, pero ello no es suficiente 
para otorgarle personería en juicio que afecta al orden público 
general, cuya defensa, seguida de eventual represión, es priva- 
tiva del Estado. Si se tolerase la introducción del interés parti- 
cular, dirigido a ventilar las proyecciones civiles de los deli- 
tos, se acarrcaría al proceso penal un elemento de perturba- 
ción y, sobre todo, un factor que dilataría su duración. La 
necesidad de evitar juicios penales prolongados sería descono- 
cida si se admiticse la participación activa del damnificado en 
la litis, principalmente sí se toma en cuenta que, por respeto al 
precepto de igualdad de las partes, habría que tolerar igual- 
mente la intervención del responsable civil, sea el propio en- 
causado o un tercero, con igualdad de derechos. No obstante, 
el resarcimiento a fijarse por vía civil debe fundarse en el 
pronunciamiento del juez penal como intérprete de la ley que 
aplica. En tal aspecto, el proyecto determina concretamente 
cuáles son los efectos de la sentencia penal sobre la acción 
civil”, 


Como se desprende de lo transcripto, la eliminación del 
régimen opcional del C.I.C, obedeció, fundamentalmente, al 
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deseo de despojar al ejercicio de la acción penal de las pcrtur- 
baciones -tanto en su especificidad como en su duración- que 
necesariamente implica la paralela tramitación cn esa sede de 
la acción civil, bien que preservando la principalidad del pro- 
nunciamiento penal sobre el civil. 


TT - El fondo de la cuestión 


No parece adecuada la oportunidad para hacer referencia a 
la naturaleza y fundamento de las acciones que emergen del 
delito, ni a las diferencias entre ellas. 


En cambio sí procede examinar en un plano idcal -antes de 
adentrarnos en la fórmula que ahora se proyecta- cuál sería la 
mejor solución, de entre las varias que pueden concebirse, 
para armonizar el recto ejercicio de ambas acciones, Y en este 
sentido, la cuestión fundamental a elucidar radica en determi- 
nar si ellas deben ser deducidas en un único proceso y, por 
tanto, en una única sede (obviamente la penal); o, por el 
contrario, si cada una debe dar lugar a un proceso autónomo, 
ventilado en su sede respectiva. 


Sí se optara por la primera solución -que fue la predomi- 
nantemente utilizada en nuestra práctica judicial, hasta la san- 
ción del C.P.P.- se contaría con una ventaja fundamental: la 
existencia de un único pronunciamiento judicial, comprensivo 
de las dos pretensiones y fundado, obvio es decirlo, en un 
mismo hecho y en una misma prueba. 


En cambio, si se dedujeran las acciones separadamente, se 
correría el riesgo cierto de que coexistieran dos sentencias 
distintas relativas a un mismo hecho, pero que, eventualmente 
-al valorarse pruebas diferentes o por la misma diferencia de 
percepción entre un sentenciante y otro- podrían llegar a ser 
contradictorias, 


Como contrapartida, y nos remitimos a la transcripción 
antes efectuada del mensaje del proyecto del C.P.P., la consti- 
tución de parte civil en el juicio penal acarrca dificultades de 
orden práctico innegables para la tramitación de la acción 
penal principal, la que se ve sensiblemente dilatada, amén de 
obligar al juez penal a incursionar en un ámbito para el que, 
en la generalidad de los casos, no se encuentra debidamente 
especializado. 


Procurando compensar las ventajas y desventajas deriva- 
das de la situación señalada, tanto en el C.1.C. como en el 
C.P.P. -en éste más tajantemente- se buscó una fórmula que, 
por un lado, descargase al juez penal del peso de tramitar una 
pretensión que versaba sobre una materia distinta a la que 
habitualmente trataba, con lo que se favorecía, además, la 
celeridad del proceso penal, pero con la precaución de evitar 
la coetánea existencia de dos pronunciamientos judiciales 
eventualmente contradictorios, subordinando la oportunidad 
-y, en buena medida, también el contenido- del fallo cn sede 
civil a lo resuelto en la jurisdicción penal. 


Así, según lo dispuesto en el artículo 29 del C.P.P., “las 
conclusiones de hecho de la sentencia penal, así como las 
relativas a la culpabilidad del imputado, a las causas de justi- 
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ficación, de inimputabilidad y de impunidad, no podrán modi- 
ficarse en la sentencia civil que se dicte sobre un mismo 
hecho...”, por lo que, como parece claro indicarlo, las potesta- 
des del sentenciante civil quedan virtualmente restringidas a 
la verificación de la índole y entidad del perjuicio o daño 
ocasionado y al monto del eventual resarcimiento; con el adi- 
lamento de que ese pronunciamiento debe, muchas veces, 
postergarse indefinidamente a la espera del fallo penal. 


IM - El régimen proyectado 


El proyecto en examen, al consagrar la absoluta indepen- 
dencia de la acción y fallo civiles respecto de los penales, se 
inclina -decididamente- por privilegiar cl accionamiento civil, 
eliminando la supeditación del mismo a las resultancias del 
juicio penal, típica del régimen vigente; con lo que, por lo 
demás, contribuye a agilitar las tramitaciones respectivas. 


Ahora bien. Como se ha dicho, y como lo refleja, por otra 
parte, la oscilación de las soluciones adoptadas con anteriori- 
dad (C.I.C y C.P.P.), resulta difícil encontrar el justo medio 
que permita perfilar una fórmula que concentre las ventajas y 
elimine las desventajas de aquéllas, En Otras palabras, no es 
tarea sencilla eliminar de cualquier solución que se arbitre en 
este tema, la presencia de alguna objeción de peso. 


Aún así, y con las salvedades preindicadas, no vemos ma- 
yores inconvenientes en propiciar una solución como la que se 
postula. Pensamos que las ventajas apuntadas, amén de las 
dificultades de orden práctico que el proyecto pretende supe- 
rar -bicn señaladas por el proponente en la correspondiente 
exposición de motivos- pueden disimular el flanco más vulne- 
rable que presenta, que sigue siendo, a juicio de este opinante, 
el dejar en manos del juez civil, aunque en cl ámbito natural 
de su competencia, la dilucidación de algunos extremos ex- 
quisitamente de orden penal, cntre ellos, y por citar el más 
importante, el tocante al hecho básico de la determinación del 
autor del delito gencrador de la obligación de reparar el daño, 
siendo que -como claramente lo expresaba PEIRANO FACIO 
(Responsabilidad Extracontractual, pág. 31, nota 1)- “es cvi- 
dente que si, por ejemplo, en un juicio criminal se juzga que 
determinada persona no ha cometido materialmente un hecho, 
no puede decidirse en otro juicio (civil o no) que lo ha come- 
tido”. 


Por último, se debe corregir la referencia que en el proyec- 
tado artículo 29 se hace a la gracia “otorgada por el Poder 
Ejecutivo”, por cuanto, si eso era así en la época en que se 
sancionó el Código del Proceso Penal, ya no lo es a partir de 
la Ley N? 15.737, que le devolvió dicha facultad a la Suprema 
Corte de Justicia. 


Sin otro particular, saludo cordialmente al señor Presiden- 
te y, por su intermedio, a los demás integrantes de la Comi- 
sión, quedando a las órdenes por cualquier aclaración comple- 
mentaria. 


Amadeo Ottati Folle 


72 -C.S. 
Montevideo, 2 de julio de 1989, 


Sr. Presidente de la 

Comisión de Constitución y Legislación del Senado 
Dr, Américo Ricaldoni 

Presente 


De mi consideración: 


En respuesta a la solicitud que se me formulara por nota 
del 28 de junio pasado y con la brevedad que la urgencia 
reclamada me impone, dirijo a Ud. la presente para manifes- 
tarle mi opinión respecto al proyecto de ley por el que se 
modifican los Arts. 28 y 29 del Código del Proceso Penal 
(carpeta 1390 de 1989, distribuido 166 del mismo año). 


[) El proyecto de ley 


“Modifícanse los artículos 28 y 29 de la Ley N* 15.032, de 
7 de julio de 1980 (Código del Proceso Penal), que quedarán 
redactados en la siguiente forma: 


Artículo 28. - La acción y el fallo civiles son independien- 
tes de los penales. 


Artículo 29. - La gracia otorgada por el Poder Ejecutivo 
no extingue la acción civil a que diere lugar el hecho. 


II) Las “acciones” que nacen del delito 


Para plantear el análisis en sus justos términos, nos parece 
conveniente introducirnos al tema con una brevísima constde- 
ración de las posibles “acciones” que nacen del delito. 


Y bien. Cuando la Sociedad considera que es muy impor- 
tante que se sigan determinadas conductas, al establecer las 
normas que las establecen prevé, para cl caso de que no se 
respeten, además de la sanción “civil” (empleada la expresión 
en el sentido habitual de “no penal”), una sanción “penal”. 


En estos casos se dice que el ilícito configurado al produ- 
cirse la violación de la norma es un “delito”. 


Así, cuando se legisla imponiendo la obligación de respe- 
tar la integridad de las vidas humanas, junto a la sanción civil 
consistente en la reparación de los perjuicios causados por la 
violación de la norma, se establece una sanción penal confor- 
me a la cual dicha persona será recluida en un establecimiento 
penitenciario por determinado tiempo. 


Igualmente, cuando se regula el derecho de propiedad in- 
dicándose que nadie sc debe apoderar de bienes ajenos, junto 
a la sanción civil que consistirá en la restitución del bien y la 
reparación de los perjuicios causados, también se regula una 
sanción penal privativa de la libertad. 


Tenemos entonces que de un mismo hecho ilícito nace cl 
derccho de pretender la aplicación de dos sanciones distintas: 
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una “civil” y otra “penal”. Nacen así las llamadas “acción 
civil” y “acción penal”, que técnicamente son en realidad una 
“pretensión de aplicar una sanción civil” y una “pretensión de 
aplicar una sanción penal”. 


Los titulares de dichas “acciones”, vale decir, las personas 
que pueden “pretender” la aplicación de estas acciones, pue- 
den cen ocasiones ser una sola o ser distintas. En nuestro dere- 
cho positivo actual (y salvo el caso del delito de imprenta 
cuando desiste cl Fiscal), el titular de la “acción penal” sólo 
puede ser la Sociedad, representada por el Ministerio Público 
(Fiscal del Crimen). 


III) Relación entre ambas pretensiones desde el punto 
de vista procesal 


Existen pues dos tipos o clases de “acciones” (pretensio- 
nes) que pueden nacer del hecho cuando éste es calificado 
como “delito”, 


Y aquí aparccerá el problema cuya solución se regula en 
los artículos que conforman el proyecto de ley en análisis. 


En efecto. 


Esas dos pretensiones (la civil y la penal), ¿deben ser 
deducidas en un único proceso (en el que habrá una “acumu- 
lación de pretensiones”) o en procesos distintos? 


De optarse por la primera solución se evitará el principal 
problema que conlleva la clección de ta segunda: la posible 
contradicción de dos sentencias relativas al mismo hecho (una 
afirmando la existencia de dicho hecho ilícito y la otra negán- 
dolo). 


A cambio de este beneficio, la primera solución tiene 
como defecto el complicar (en la práctica en una importante 
medida) el trámite del proceso, en el cual tendremos plantca- 
das dos prelensiones de distinta naturaleza, con dos actores 
distintos y eventualmente hasta dos demandados distintos (cl 
demandado “civil” puede no ser el procesado sino un tercero 
“civilmente responsable”), que deberán -sin embargo- partici- 
par de prácticamente todos los actos procesales. A ello puede 
agregarse -entre otras cosas- que el Tribunal deberá ser versa- 
do no sólo en derecho civil sino también penal (es más, nor- 
malmente entenderá cn la “pretensión civil” un tribunal cuya 
competencia natural, cuya especialización, no es la propia de 
esta materia, sino de la penal). 


Pese a estos defectos, en atención a aquella primera virtud 
precedentemente señalada (o fundamentalmente en atención a 
cllo), la mayoría de las legislaciones consagran esta solución. 


Si se optase, en cambio por la segunda solución (procesos 
distintos), se obviarán los defectos de la anterior, con gran 
favor para la menor complejidad del proceso y para el trabajo 
del Tribunal (sobremanera en cuanto a la no exigencia de 
pronunciarse sobre una materia en la que no está especializa- 
do, con carácter definitivo y no en forma provisoria). 
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Pero, como contrapartida, se planteará el problema de la 
posible incompatibilidad entre los fallos que culminen estos 
dos procesos (y también la dificultad para aprovechar, en el 
proceso civil, algunas prucbas que se den en el penal). 


Y entonces aparecen dos posibles tratamientos del asunto. 


Según un primer temperamento, deberá hacerse primar 
un fallo sobre otro (naturalmente que, por razones que sería 
largo explicar pero que fácilmente pueden intuirse, la preemi- 
nencia será la del fallo del proceso “penal” sobre el del proce- 
so “civil”). 


Esto se traduce en que, cuando se discuta la pretensión 
“civil”, deberá darse por cierto lo que -en cuanto al hecho 
ilícito- se halla determinado en la sentencia “penal”; de donde 
no podrá discutirse en el proceso “civil” ninguna de las con- 
clusiones “de hecho” ya resucltas en el penal (incluidas la 
existencia de culpabilidad, antijuridicidad, imputabilidad), 
debiendo limitarse el objeto del proceso “civil” al análisis de 
lo relativo al “daño” (os “hechos” relativos al mismo) y a los 
fundamentos de “derecho”. 


Se evita así la contradicción (un fallo que dice que cl 
“hecho” existió y otro que lo niega). 


Para cello es preciso que se establezca un mecanismo con- 
formc al cual se pueda hacer efectiva esa preeminencia: a) se 
puede impedir el planteo del proceso civil hasta tanto conclu- 
ya cl penal; b) se puede permitir ese inicio pero debiendo 
suspenderse cl dictado de la sentencia civil hasta que 'se dicte 
la penal; o c) se puede permitir inclusive el dictado de la 
sentencia civil, pero autorizando a rcformarla si luego una 
sentencia penal dispone algo distinto en lo relativo a los “he- 
chos” (csta última fórmula es totalmente desaconsejable pucs 
significará volver para atrás en sentencias ya ejecutadas). 


Conforme un segundo temperamento, la posible contra- 
dicción entre los dos fallos que puede presentarse al aceptarse 
la solución de la multiplicidad de procesos, es un ma] menor 
que debe soportarse en pro de una mayor rapidez para solucio- 
nar el reclamo “civil” y en favor de una solución que otorgue 
al damnificado civil una participación en la causa (sobre Lodo 
en la prueba, pero también en la alegación), participación que 
no tiene cuando el fallo penal se impone sobre el civil y él (cl 
damnificado) no ha sido parte (porque no puede serlo) en ese 
proceso penal. 


Por otra parte, puede argumentarse que en los casos en que 
realmente la contradicción importa (esto es, cuando una scn- 
tencia penal condenó y una posterior sentencia civil absolvió, 
afirmando la primera la existencia de “hechos” que la segunda 
niega), la misma se soluciona con cl recurso de revisión (rc- 
curso extraordinario que existe en prácticamente toda legista- 
ción procesal penal, incluida la nuestra). Cuando la sentencia 
penal absuelve y la civil condena, la contradicción, en países 
no totalitarios como el nuestro, €s sin duda de muchísimo 
menor trascendencia. 
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Tales pues, brevísimamente expuestos los sistemas o mo- 
dos de relacionarse la pretensión penal y la pretensión civil 
nacidas de un mismo hecho, 


IV) Las soluciones de nuestro derecho positivo 


No remontándonos más allá de la vigencia del Código de 
Instrucción Criminal (1878), debe señalarse que el mismo es- 
tableció un sistema en cl que el actor “civil” podía elegir entre 
la primera solución (deducir su pretensión en el mismo proce- 
so en el que se estaba planteando la pretensión penal) o la 
segunda con la variante expuesta en primer término (deducir 
su pretensión en otro proceso, ante el Juez “civil”, pero de- 
biendo esperarse para su iniciación a que concluya el juicio 
penal, o, si se dedujo la demanda antes de que comenzara este 
último, debiendo suspenderse el proceso civil hasta la conclu- 
sión del penal). De manera que bajo la vigencia del C.LC, o 
se resolvía todo en un único proceso (ante el Juez penal) o se 
resolvía en dos procesos distintos, pero con preeminencia del 
fallo penal sobre el civil que debía recogerlo en todo lo que 
fuere relativo a los “hechos” (para lo cual se instituía cl citado 
sistema de suspensión del proceso “civil” hasta la conclusión 
del “penal”. 


Con cl nuevo Código (Código del Proceso Penal), se eli- 
minó la opción del actor “civil”: las acciones (sigue existien- 
do la dualidad pero ahora como única solución) necesaria- 
mente deben plantearse en procesos distintos. No obstante, cl 
proceso “civil” queda condicionado -como en el C.1,C.- en lo 
que refiere a los “hechos”, a lo que se resuelva en el “penal”. 


La solución que propone el proyecto en análisis, como 
fácilmente se advierte a la luz de lo expuesto, implica un 
cambio importante en el tratamiento de este asunto: de la 
solución dualista con predominio del fallo “penal” sobre el 
“civil” en lo que refiere a las cuestiones de “hecho”, se pasa a 
la solución dualista pero con total independencia de una y otra 
sentencia. 


V) Nuestra opinión sobre la solución propuesta 


Ante el panorama expuesto resulta realmente difícil adop- 
tar una posición concluyente en favor de alguna de las solu- 
ciones. 


Veamos sin embargo, so riesgo de reiterar parte de lo ya 
expuesto, los pro y contras de cada una de ellas. 


A) Acumulación de pretensiones en un proceso único 
Ventajas: 


-Imposibilidad de contradicción entre la resolución sobre 
la pretensión penal y la resolución sobre la pretensión civil. 


-Intervención del damnificado civil y del tercero civilmen- 
te responsable en todas las alternativas del proceso (en forma 
que no se le imponen conclusiones en cuya gestación -pruebas 
o alegaciones- no hayan podido tener intervención). 
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-Innccesariedad de repetir pruebas e incxistencia del pro- 
blema que se plantea en algunos casos por la incorporación a 
un proceso de medios probatorios obtenidos en otro. 


Desventajas: 


-Mayor complejidad del proceso por tratarse en el mismo 
dos pretensiones de distinta naturaleza, con Sujetos activos (e 
inclusive demandados) distintos. 


-Ausencia de especialización del Tribunal para resolver 
acerca de la pretensión “civil” (ello ciertamente ocurre actua)- 
mente inclusive con el sistema dual en el interior de la Repú- 
blica; pero como consecuencia de la imposibilidad de especia- 
lizar magistrados por su poco número, pero no por principio). 


-Cuando existe la posibilidad de que por el mismo hecho 
se plantee una pretensión civil y una penal, el Utular de la 
primera deberá razonablemente esperar a que se resuelva si va 
a tener Jugar la segunda; lo cual, a la vista de lo que pueden 
demorar los presumarios (a veces bastante más de un año), 
sigrulicará postergar la satisfacción de dicha pretensión civil 
(ce imclusivo frustrarla debido a “insolvencias”) por un período 
de tiempo a veces importante, 


B) Duplicidad de procesos, pero con preeminencia del 
fallo penal sobre el civil en cuestiones de “hecho” (C.P.P.) 


Ventajas: 


-Imposibilidad de contradicción entre la resolución sobre 
ta pretensión penal y la resolución sobre la pretensión civil. 


-Innecesariedad de repetir prucbas c inexistencia del pro- 
blema que se plantea en algunos casos por la incorporación a 
un procesa de medios probatorios obtenidos en otro (pues cn 
lo que es común a ambos procesos no hay necesidad de probar 
nada en el civil: se está a lo que resolvió el penal). 


-Mayor sencillez del proceso frente al supuesto de un úni- 
co proceso en cl cual se plantean las pretensiones civil y penal 
ala vez, 


-Resolución de las pretensiones por tribunales especializa- 
dos cn las correspondientes materias (salvo en el interior, en 
los lugares dende no hay especialización). 


Desventajas: 


-El damnificado civil y el terecro civilmente responsable 
no intervienen en el proceso que resuelve acerca de la cxisten- 
cia de los “hechos” (a lo más pueden “sugerir” pruebas). 


-El proceso civil no se fallará hasta tanto no concluya cl 
penal (y a menudo se comienza cl penal pero no se puede 
concluir porque el procesado desaparece -sc fuga, se va del 
país, etc.- y noes admisible el proceso en “rebeldía”). Adc- 
más el proceso penal puede demorar años (en ocasiones po! 
haber varios imputados, o tratarse de reiteraciones, ctc.). 
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-Cabe señalar que en la práctica, para evitarse una duplici- 
dad de pruebas y esfuerzos, la “parte civil” suele esperar el 
comienzo del proceso penal (que a veces está precedido de 
larguísimos presumarios que no se sabe en qué concluyen y a 
los que los actores “civiles” no tienen acceso en nuestro actual 
sistema). Como consecuencia de ello se dilata la solución del 
problema civil en igual forma que con la solución propuesta 
supra Á. 


-Cuando un juez civil (o un Tribunal en segunda instancia) 
va a fallar en un asunto que puede haber dado o puede dar 
lugar a un procesamiento, antes de sentenciar debe solicitar 
informes a las Sedes penales (o al LT.F.) acerca de si ha 
habido procesamiento (y aún así, el mismo procesamiento 
puede llegar luego del informe y antes de la sentencia, que 
deviene nula: aunque también ocurre lo mismo si luego se 
anula). 


-Se argumenta que con el sistema vigente en determinadas 
hipótesis de responsabilidad extracontractual (cn las que exis- 
te presunción legal y responsabilidad objetiva) no se puede 
aplicar la legislación civil correspondiente pues cl fallo penal 
ha absuelto declarando no culpable al procesado. 


Sin embargo entiendo que esta crítica es infundada (ano 
cuando parte de la jurisprudencia ha aplicado -cstimo que 
erróncamente- la normativa vigente, dando pie a dicha críti- 


ca). 
En efecto, 


Si el fallo absuelve por existir prueba de que el procesado 
no es culpable, de todas lormas puede existir una condena 
civil en casos de responsabilidad objetiva como el previsto en 
cl Art. 1329 del C. Civil (daño producido por un animal [croz) 
o en las hipótesis del Art. 24 de la Constitución (responsabili- 
dad objetiva del Estado). 


Y si cl fallo absolviera por falta de plena prucba de la 
culpa (adviértase que en el caso anterior había plena prueba 
de la “no culpa”), igualmente podrá existir una condena civil 
en aquellos casos en que la culpa -a los efectos civiles- se 
presume, como el supuesto que prevé el Art, 1324. 


C) Duplicidad de procesos, independientes totalmente 
uno del otro (sistema proyectado) 


Ventajas: 


-Mayor sencillez de los procesos frente al supuesto de un 
único proceso en el cual se plantean las pretensiones civil y 
penal a la vez, 


-Resolución de las pretensiones por tribunales especializa- 
dos en las correspondientes materias (salvo cn el interior, cn 
aquellos lugares donde.no hay especialización). 


-Eliminación de todas las posibilidades de que el proceso 
civil sea nulo, ya sea por existir uno penal en trámite, ya sea 
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por el temor de que se inicie, el que a su vez sirve como freno 
para iniciar cl civil. 


De esta forma se obtiene la posibilidad de que ct damnifi- 
cado civil pueda plantear inmediatamente su pretensión, obte- 
niendo la satisfacción de la misma sin tener que esperar todos 
los avatares del penal (largos presumarios, causas penales 
complejas por acumulación de delitos o de procesados, proce- 
sos penales suspendidos por “rebeldía”, etc.). 


Intervención del damnificado civil y del tercero civilmen- 
te responsable cn todas las alternativas del proceso civil (cn 
forma de que no se les impongan conclusiones en cuya gesla- 
ción -prucbas o alegaciones- no han podido intervenir). 


Desventajas: 

-Postble contradicción entre un fallo penal que estime pro- 
bados determinados “hechos” y un fallo civil que considere lo 
contrario (o viceversa). 

-Nccesidad de repetir pruebas en dos procesos y eventual 
planteo del problema de la incorporación al proceso civil (o al 
penab) de pruebas obtenidas en el otro, 


D) Nuestra opinión 


Ánte cl panorama expuesto nuestra opinión se inclina'¿n 


pro de una solución similar a la que propone el proyecto de 


ley en consideración. 


St bien las dos desventajas señaladas a su respecto merc- - 


cen ser tomadas en cuenta, cabe advertir que la primera de 
ellas -como ya adclantamos- se resuelve, en los casos que más 
pueden herir el sentimiento de justicia, mediante el recurso de 
revisión, : 


Nos referimos a la hipótesis de una sentencia civil que con 


posterioridad a la penal absuelva al demandado, dando por 


probados hechos distintos a los que fundaron «dicho fallo. de 
condena. En este caso el mismo recurso de revisión previsto 
en el Código del Proceso Penal abre la vía para modifi icar la 
sentencia penal de condena. . 


Ciertamente que queda la otra hipótesis, la de una senicn- 
cia civil que absuelva y una penal que condene. En tal caso, y 
salvo que mediara alguna de las circunstancias que hacen 
viable el recurso extraordinario de revisión de la sentencia 
civil previsto en el Código General del Procéso, la contradic- 
ción subsistirá. 

Más, fuera de tratarse de hipótesis realmente raras, y 16- 
niendo presente que la otra, desventaja alegada (necesidad de 
¿repetir algunas pruebas. y dificultad de incorporar pruebas aun 
proceso cuando fueron obtenidas en otro) no es insubsanable 
técnicamente, me. inclino por una opinión similar a ta que 
funda el proyecto de ley en cuestión. : 


Quisicra sin embargo acotar, que en el séño de la Comi- 
sión que está elaborando el Proyecto de nuevo Códigó del 
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Proceso Penal (comisión instituida por Ley N*-15.844), el 
suscrito ha planteado una norma similar a la presente, siendo 
ello aceptado por la mayoría de la Comisión (se trata del Art. 
8 del anteproyecto), no obstante lo cual ha habido alguna 
opinión minoritaria en contra de esta solución. 


VD Redacción alternativa. 


No quisiera culminar este informe sin proponer una redac- 
ción alternativa a la que tiene el proyecto de ley. 


Baso su conveniencia en que el Art. 28 proyectado, en su 
redacción recogida en el distribuido 166/989, es estrictamente 
una reiteración del principio enunciado en cl Art. 25 del 
C.P.P.; y en que el Art. 29, por el cual se declara que la gracia 
otorgada por el Poder Ejecutivo no extingue la acción civil a 
que diere lugar el hecho, contiene un error y es, además, 
estrictamente innecesario. 


Lo primero, por cuanto la Ley N? 15,737 devolvió a la 
Suprema Corte de Justicia la facultad de sobreseimiento gra- 
cioso que el Decreto-Ley N? 14,734 otorgara al Poder Ejecuti- 
vo. 


Lo segundo, bien que podría ser conveniente mantener la 
regla en forma expresa para evitar confusiones, por cuanto 
siendo independientes Jos fallos que deciden acerca de una y 
otra pretensión, es obvio que la gracia otorgada por la Supre- 
ma Corte de Justicia no puede incidir más que sobre el proce- 
so penal. 


'«*Por ello se proponela siguiente redacción alternativa: 


“ARTICULO 28. - La promoción de los procesos civil y 
penal nacidos del mismo hecho, así como los correspondien- 
tes fallos, son totalmente independientes. 


ARTICULO 29. - Lo dispuesto en el artículo anterior com- 
prenderá las conclusiones de las sentencias, sin perjuicio de 
que cuando seca admisible se puedan. incorporar a un proceso 
las pruebas: obtenidas en;el otro o entablarse los recursos de 
revisión :que las resultancias de dichos procesos puedan ameri- 
tar”. 


> (ElArts 29, así como, en parte cl 28, resultan hasta cierto 
punto: .sobreabundantes, pues aun cuando no se aprobasen 
igualmente deberían aplicarse las reglas en ellos contenidos. 
No obstante -aun- cuando sería suficiente la derogación de los 
actuales Aris..28.y 29- para aclarar la propuesta y para evitar 
que queden en:el actual Código dos artículos sin texto, podría 
aceptarse. esta redacción o alguna similar). 


Sin otro particular, confiando en haber podido cumplir con 
lo solicitado, saluda a Ud. y por su intermedio a los demás 


integrantes de la Comisión del Senado que Ud. preside 


-- pmuyscordidlmente 


Alejandro Abal Olñú. 


76-C.S. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lec) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el señor miembro informante senador Ri- 
caldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: voy a ser muy 
breve. Este proyecto había sido aprobado por una gran mayo- 
ría, O por unanimidad -no recuerdo bien- en la Legislatura an- 
terior. El hecho de que la Cámara de Representantes no haya 
tenido tiempo para aprobarlo significa la necesidad de reanu- 
dar desde el principio su trámite legislativo. 


¿Qué pretende este proyecto de ley? Solucionar una situa- 
ción de clara injusticia que se le presenta a mucha gente desde 
que entró en vigencia el Código del Proceso Penal, por cuanto 
la decisión de la Justicia Penal está determinando la habilita- 
ción o inhabilitación de lo que puede ser un reclamo de natu- 
raleza civil en muchos casos en los que ella interviene, 


Voy a dar un ejemplo. Ocurre un accidente de automóvil; 
se produce una muerte o una lesión. Se inicia el trabajo co- 
rrespondiente a la Justicia Penal, presumario y quizás suma- 
rio. El procesamiento camina hasta cierta etapa y en un mo- 
mento determinado se decreta el sobreseimiento del procesa- 
do. Otro ejemplo parecido sería el siguiente. Muchas vecos 
por distintas razones el trámite penal demora excesivamente. 
Otro caso, siempre tratándose de un accidente de automóvil, 
sería aquel en que la Justicia Penal exime de responsabilidad 
y no condena, en definitiva, a quien causa la mucrle o deter- 
minado tipo de lesiones a ciertas personas. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Santoro) 


En la mayoría de estos ejemplos se producen dilatorias 
para recurrir ante la Justicia Civil demandando o reclamando 
una indemnización por daños y perjuicios, por daño moral, 
Puede ocurrir lo mismo en infinidad de casos, como omisión 
de asistencia que, si bien es un delito penal puede dar lugar a 
responsabilidad civil, y así sucesivamente. 


La norma vigente, que es el artículo 28 del Código del 
Proceso Penal, determina que si la acción civil se deduce 
antes de que medie sentencia ejecutoriada sobre la acción 
penal, se suspenderá el proceso civil cuando llegue al estado 
de resolver en definitiva. No se suspenderá el proceso civil si 
ya ha recaído ejecutoria en el proceso penal. Agregado cl 
testimonio de dicha sentencia podrá dictarse la sentencia civil. 


Creo que todos conocemos muchos casos en los cuales 
esto coloca a los damnificados en situaciones profundamente 
injustas. Sobre este tema, que fue una iniciativa de quien 
habla en la Legislatura anterior, la Comisión de Constitución 
y Legislación del Senado de aguclla época se pronunció uná- 
nimemente por la afirmativa, luego de consultar a un especia- 
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lista en Derecho Penal, otró en Derecho Civil y otro en Dere- 
cho Procesal. Adjuntos a este proyecto de ley que hoy esta- 
mos considerando figuran los informes, precisamente, de los 
doctores Jorge Gamarra, Amadeo Otatti y Abal Oliú, quienes 
compartiendo este proyecto propusieron algunas modificacio- 
nes que, la anterior Comisión en aquel momento y ahora esta 
nueva Comisión de Constitución y Legislación aceptaron y 
que significarían traer nuevamente a mucha gente la posibili- 
dad de obtener un resarcimiento pecuniario de ciertos daños 
que se causan permanentemente en el quehacer diario. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


Quiero adelantar que, con posterioridad a la aprobación de 
este proyecto de ley por la Comisión de Constitución y Legis- 
lación, cl nuevo proyecto de Código del Proceso Penal contic- 
ne una solución similar a la que la Comisión ahora somete a 
consideración del Senado. Si bien se podría argumentar que 
este proyecto es innecesario por cuanto una solución análoga 
viene incluida en cl proyecto de Código del Proceso Penal, 
quiero hacer dos reflexiones al respecto. 


Este nuevo Código del Proceso Penal, sin ninguna duda, 
habrá de demorar mucho en ser aprobado porque cuenta con 
más de quinientos artículos sobre los que la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado aún no ha comenzado 
a pronunciarse y sobre los que yo, personalmente, tengo algu- 
mas observaciones que, naturalmente, se sumarán a las que 
puedan tener otros miembros de la Comisión. Además, a difo- 
rencia de lo que establece el Código del Proceso Penal pro- 
yectado, este proyecto de ley, por una sugerencia del profesor 
Jorge Gamarra, promucve también, como consecuencia de lo 
anterior, la modificación del artículo 1332 del Código Civil 
en lo relativo a la prescripción de la acción concedida al 
damnificado, cosa que omite el Código del Proceso Penal, 


No quiero abundar en reflexiones a este respecto. Repito 
que hay un informe de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción y también están las opiniones de tres profesores de la 
Facultad, los doctores Gamarra, Otatti y Oliú, y creo que todo 
ello, que seguramente habrá sido estudiado por los señores 
senadores, me exime, en nombre de la Comisión, de hacer 
otras consideraciones. 


Nada más. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: posiblemente por 
estar apegados a una realidad de un tiempo determinado en el 
cual procedimos a ejercer la profesión de abogado y porque 
comprendemos que uno se enamora, en cierta medida, de las 
fórmulas o la manera de actuar, entendemos la preocupación y 
la razón que fundamenta la misma. Hemos leído con deteni- 
miento los informes de los profesores que aquí lucen, doctores 
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Gamarra, Otatti y Olhú que estudian en forma amplia y con 
cierta intensidad el tema pero creemos que, a pesar de que 
acompañan la modificación, no lo hacen con una decisión 
definitiva y con real entusiasmo, en lo que tiene que ver con 
la modificación, 


Nosotros queremos decir brevemente que esta propuesta 
nos habilita a dos reflexiones. Una está constituida por el 
hecho de que se realiza una modificación de fondo de normas 
que estuvicron vigentes desde 1878 y que tuvieron su razón de 
ser en la circunstancia de un concepto de culpa que ahora se 
modifica y que habilita a que cxista una culpa penal y una 
culpa civil. Y realmente ese aspecto nos hace reflexionar en el 
sentido de que, al introducir ese elemento en la realidad jurí- 
dica del país, naturalmente se van a generar situaciones muy 
particulares, con consecuencias de distinta índole en todos los 
ambientes consiguientes, porque el juez de lo penal, con rela- 
ción al hecho puede, en función del autor o de determinada 
circunstancia, realizar cierta derivación de la culpa, y el juez 
de lo civil puede concluir en otro sentido. 


Por otro lado, en circunstancias en que en el país se ha 
realizado, fundamentalmente a través del Código General del 
Proceso, un esfuerzo muy meritorio en el sentido de darle a 
nuestra Justicia celeridad, certeza y total transparencia, al ad- 
mitirse estas dos posibilidades -de que se inicie la acción civil 
sin tencr cn cuenta la acción penal y que tanto las acciones, 
como Jos trámites y las conclusiones son independientes- no 
comprendemos cómo esto se compadece con la actual reali- 
dad del país, en el sentido de que la Justicia sea una y no se 
incurra cn lo que el doctor Gamarra señala, en una expresión 
que traducida, debe querer decir “lotería judicial”. Esto es lo 
que debemos tratar de evitar porque, con estas modificacio- 
nes, estaríamos permitiendo que los ciudadanos se encuentren 
ante situaciones en las que una causa cn el orden penal deter- 
mina un fallo cn un sentido, mientras que la misma causa en 
cl orden civil culmina en un fallo en otro sentido, 


Naturalmente, no estamos habilitados para dar una opinión 
definitiva, pero como tenemos que votar hemos resuclto decir 
esto en forma breve, y señalar que no vamos a acompañar la 
modificación en la forma que se propone, 


Nada más, señor Presidente, 


_ 16) SESION EXTRAORDINARIA DEL SENADO DEL 
DIA MIERCOLES 11 EN HOMENAJE AL POETA 
SERAFIN J. GARCIA 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una cuestión de 
ordcn. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: pido excusas a los 
señores senadores por interrumpir cl debate pero, en virtud de 
que cl quórum viene escaseando, temo que a determinada 
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hora haya que levantar la sesión sin haber tomado resolución 
sobre un punto con respecto al cual tengo palabra comprome- 
tida con los compañeros del Senado. 


La semana pasada votamos la realización de una sesión 
extraordinaria para el día de mañana a la hora 15, a los efec- 
tos de rendir homenaje al pocta Serafín J. García. En conse- 
cuencia sugcrí -y fue aceptado por el Senado- que en repre- 
sentación de la escuela que va a llevar su nombre, se invitara, 
por lo menos, a las clases superiores para que asisticran al 
acto de homenaje al poeta treintaitresino. 


La Secretaría de la Comisión me ha informado que es 
imposible cumplir el trámite por razones obvias que en esc 
momento olvidé: estamos en plenas vacaciones de julio. Por 
consiguiente, propondría que la sesión fucra realizada a la 
hora 15, pero el primer día de sesiones ordinarias del mes 
próximo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción de orden formulada por el señor 
senador Pereyra. 


(Sc vota:) 
-2L cn 21, Afirmativa, UNANIMIDAD. 


17) CODIGO DEL PROCESO PENAL. Se modifican los 
artículos 28 y 29 de la Ley N* 15.032. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado continúa consideran- 
do el proyecto de Jey por el que se modifican dos artículos del 
Código del Proceso Penal. * 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: en primer lu- 
gar, quiero señalar que el proyecto no introduce una distinción 
entre la culpa penal y la culpa civil. En el proyecto que ini- 
cialmente presenté en la Legislatura anterior, sostuve que una 
cosa era la culpa penal y otra, la culpa civil. No tengo incon- 
veniente en admitir que lo sostuve en el proyecto pero, en el 
informe del doctor Gamarra a que acaba de hacer referencia el 
señor senador Santoro, él precisamente afirma lo contrario y 
apoya su imterpretación en el sentido de que la culpa o el dolo 
son uno solo, que no hay distinción entre el dolo o la culpa 
penal y el dolo o la culpa civil, sino que son una y la misma 
cosa. 


La diferencia estriba en otro aspecto -que me parece no ha 
sido advertido por el señor senador Santoro-: admitiendo que 
la culpa y el dolo son los mismos, lo que el doctor Gamarra 
planica y lo que creo que hay que considerar es otra cosa, que 
pronunciándose sobre una culpa o un dolo de la misma natura- 
leza, en la medida que intervengan jurisdicciones diferentes -y 
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no siempre es así; en el interior no lo es- puede ocurrir que 
haya sentencias o fallos que tengan alcances distintos. Pero no 
es a esto a lo que él llamaba -como señalaba el señor senador 
Santoro; y que me disculpe por csta alusión que, naturalmen- 
te, es muy cordial- en la primera línca de la página siete, “the 
forensic lottery”, es decir, la lotería forense. El dice que: “Las 
decisiones contradictorias de los jueces no son infrecuentes; 
las vemos casi todos los días. Permítase un ejemplo: durante 
un período (bastante prolongado) en que la Suprema Corte 
estuvo desintegrada y sus cuatro componentes divididos cn 
una cuestión de inconstitucionalidad planteada simultánca- 
mente en varios juicios, las sentencias oscilaban entre una y 
otra posición según cl integrante que tocara en suerte. 


¿Escándalo jurídico? No; simple consecuencia de que los 
hombres tenemos diversas opiniones (en Derecho y fuera del 
mismo)”. Allí es donde viene lo relativo a la lotería forensc, 
porque agrega: “Y como este ejemplo, mucho más; basta pon- 
sar en la avaluación del daño moral, y en lo que cl profesor 
Ison denominó “The forensic lottery'. Más adelante, precisa- 
mente defendiendo el proyecto que hoy estamos considerando 
-no llamándolo “lotería forense”, sino muy por el contrario- 
expresa lo siguiente: “Pero véase que en la unidad de jurisdic- 
ción la contradicción sólo se elimina a la manera de Tartulo, 
atando las manos o poniendo mordaza al Juez civil que discre- 
pa con el penal”. Dos párrafos más abajo agrega: “Es tiempo 
ya de tomar partido. A juicio de este informante incide decisi- 
vamente contra el sistema vigente (y en consecuencia hace 
preferible cl proyectado) la diferencia que media entre la san- 
ción penal (cárcel) y la civil (mera condena pecuniaria). Es 
por ello que los jueces penales son más renuentes a condenar 
que los civiles. Este importante factor no debería incidir (por- 
que es ciertamente injusto para la víctima civil) y la solución 
del proyecto pone fin a su nociva influencia. En resumidas 
cuentas: es preferible la existencia de decisiones judiciales 
contradictorias a negarle a la víctima la reparación de sus 
legítimos derechos lesionados”. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR RICALDONT. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Señor Presidente: solicito 
esta interrupción porque observo que el señor senador va a 
abandonar un tema sobre el cual deseo formular una preci- 
sión. 


Considero que no hay dos culpas distintas, una civil y otra 
criminal, sino que la culpa -el elemento subjetivo del delito- 
siempre es la misma, ya se trate de culpa o de dolo. Lo que cs 


distinto es la responsabilidad emergente del hecho ilícito, que. 


sí es susceptible de ser medida bajo dos aspectos diferentes. 
La responsabilidad penal -considerada por el Juez penal- va a 
derivar en la sanción penal, que es la que la sociedad impone 
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a aquel que comete un hecho contrario a las leyes penales. La 
responsabilidad civil, por el contrario, hace que el hecho ilíci- 
to se considere desde el punto de vista exclusivo de aquel que 
recibió el daño operado por esa desviación en el derccho. Y la 
reparación de la responsabilidad emergente va a atender cx- 
clusivamente a ese hecho y a la satisfacción económica que 
de él pueda resultar, 


Nada más. Muchas gracias, señor senador. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor sena- 
dor Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!. - Agradezco al señor senador Ca- 
denas Boix csta interrupción que considero corroborante. 


A continuación voy a hacer referencia a las expresiones 
que sobre el proyecto hicieron llegar a la Comisión el doctor 
Ottati Folle, profesor de Derecho Penal en la Facultad y cl 
doctor Abal Oliú, profesor de Derecho Procesal. 


El doctor Ottati Folle señala en ese sentido lo siguiente: 
“Aún así, y con las salvedades preindicadas, no vemos mayo- 
res inconvenientes en propiciar una solución como la que se 
postula. Pensamos que las ventajas apuntadas amén de las di- 
ficultades de orden práctico que el proyecto pretende superar 
-bicn señaladas por el proponente en la correspondiente cxpo- 
sición de motivos- pueden disimular el flanco más vulnerable 
que presenta, que sigue siendo, a juicio de este Opinante, cl 
dejar en manos del Juez civil, aunque en el ámbito natural de 
su competencia, la dilucidación de algunos extremos exquisi- 
tamente de orden penal, entre ellos, y por citar el más impor- 
tante, cl tocante al hecho básico de la determinación del delito 
gencrador de la obligación de reparar el daño”, cicétera, Es 
dectr, se inclina por el proyecto. 


Lo que sucede es que hubo un momento en la cátedra de 
Derecho Penal de la Facultad en el que tuvo notoria influencia 
lo que emanaba de las enseñanzas del doctor Bayardo Bengoa 
que fue -como todos los sabemos- el impulsor de algunos de 
los cambios que tuvo el proceso penal en cl país, cuando se 
derogó cl Código de Instrucción Criminal. 


En sus clases el doctor Bayardo Bengoa -y está en sus tra- 
tados- siempre sostuvo este sistema que luego aprovecha -cn 
el buen sentido de la palabra- para incorporar al Código del 
Proceso Penal. 


Por su parte el doctor Abal Oltú, marcando las ventajas del 
proyecto que estamos considerando, señala: “Ante el panora- 
ma expuesto nuestra opinión se inclina en pro de una solución 
similar a la que propone el proyecto de ley en consideración”. 
Y agrega a continuación: “Si bicn las dos desventajas señala- 
das a su respecto merecen ser tomadas cn cuenta” -es decir, 
toda la polémica en la posible contradicción entre los fallos, 
etcétera- “cabe advertir que la primera de cllas -como ya 
adclantamos- se resuelve, en los casos que más pueden herir 
el sentimiento de justicia, mediante el recurso de revisión”. 


Luego continúa comentando cl proyecto de ley favorable- 
mento. 
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Naturalmente que este es un tema de opciones pero de lo 
que no tengo dudas es que el régimen actual le pone un obs- 
táculo, frecuentemente insalvable, a los damnificados. Basta 
pensar en cl hecho de que el dueño de la acción penal no es cl 
damnificado civil, sino por ejemplo, el Ministerio Público. De 
mancra que ese Ministerio Público que en el aspecto indemni- 
zatorio, reparatorio o en el propiamente civil, no tiene ni arte 
ní parte por disposición legal, en muchas ocasiones puede 
estar decretando el cercenamicnto o la clausura definitiva de 
una acción reparatoria, Esto puede ocurrir, por ejemplo, cuan- 
do la Suprema Corte de Justicia en sus facultades concede la 
gracia sin considerar que de esa mancra puede estar coartando 
los reclamos de carácter civil, Es cierto que algún Tribunal de 
Apelaciones en lo Penal -me adelanto a señalarlo- sostuvo, cn 
determinado momento, que la gracia otorgada por la Corte no 
extinguiría la acción civil. Esta es una posición jurispruden- 
cial minoritaria y tal como señala el propio doctor Gamarra, 
en cualquier momento puede cambiar -incluso en el propio 
sector minoritario en el que se expresa- y en muchos casos dar 
lugar a conflictos que terminan dejando sin solución proble- 
mas humanos de extraordinaria complejidad. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra. 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-18 cn 20. Afirmativa, 

Se pasa a la discusión particular. 
Léase el artículo 12. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Formulo moción 
para que se suprima la lectura del articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor senador de Posadas Montero. 


(Sc vota:) 
-18 en 20. Afirmativa. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


“ARTICULO 1% - Modifícase cl artículo 28 de la Ley 
N* 15.032, de 7 de julio de 1980 (Código del Proceso Penal), 


el que quedará redactado de la siguiente forma: 


*ARTICULO 28. - La acción y el fallo civiles serán inde- 
pendientes de los penales””), 


En consideración. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Como es notorio hemos acompa- 


ñiado cl proyecto en general y en particular en Comisión. 


Pregunto a los señores miembros de la Comisión si cstán 
de acuerdo, porque entiendo que cs una corrección gramatical 
casi impuesta, el establecer en los artículos 1? y 2* el término 
“Decreto-Ley N* 15,032” en lugar de “Ley N* 15.032”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 12 con la modificación sugerida por el 
señor senador Korzeniak. 

(Se vota:) 

-18 en 20. Afirmativa. 


En consideración el artículo 2*, 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


“ARTICULO 2*. - Derógase el artículo 29 de la Ley 
N* 15,032, de 7 de julio de 1980 (Código del Proceso Penal)”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2* 
con la misma modificación sugerida por el señor senador Kor- 
zeniak. 

(Se vota:) 

-18 cn 20. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3*, 

(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguicn- 


“ARTICULO 3?, - Modifícase el artículo 1332 del Código 
Civil el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTICULO 1332, - La acción concedida al damnificado 
prescribe en cuatro años contados desde la perpetración del 
hecho ilícito”). 

Si no sc hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Sc vola:) 


-21V'en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley y se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del proyceto aprobado:) 
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“ARTICULO 1*. - Modifícase el artículo 28 del Decreto- 
Ley N* 15.032, de 7 de julio de 1980 (Código del Proceso 
Penal), el que quedará redactado de la siguiente forma: 


*ARTICULO 28. - La acción y el fallo civiles serán inde- 
pendientes de los penales”, 


ARTICULO 2”, - Derógase el artículo 29 del Decreto-Ley 
N? 15.032, de 7 de julio de 1980 (Código del Proceso Penal), 


ARTICULO 3*. - Modifícase el artículo 1332 del Código 
Civil el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTICULO 1332. - La acción concedida al damnificado 
prescribe en cuatro años contados desde la perpetración del 


” 


hecho Hícito?”. 
18) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un proyecto de 
resolución. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores senadores Raffo, de Posadas Montero, Cade- 
nas Boix, Abreu y Urioste presentan con exposición de moti- 
vos un proyecto de resolución por el que se modifican diver- 
sas disposiciones del Reglamento del Senado”. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 
(Texto del proyecto de resolución:) 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 


A través de unas pocas modificaciones al Reglamento del 
Senado, el Proyecto procura contribuir a darle una mayor flui- 
dez y efectividad al funcionamiento del Cuerpo, preservando 
a la vez las condiciones necesarias para un desarrollo cabal de 
los debates y el intercambio de idcas y posiciones. 


El artículo 1% introduce una pequeña modificación al ar- 
tículo 66, luego del literal h), del Reglamento; llevando a lí- 
mites de mayor practicidad los debates sobre algunas cucstio- 
nes de orden, y armoniza el texto del literal 1) con otra refor- 
ma, de mayor envergadura, referida a las intervenciones cn las 
discusiones gencrales. 


Por el artículo 22 se suprime la mecánica de exposiciones 
fuera de la hora previa, cuya finalidad puede alcanzarse por la 
vía de exposiciones escuetas sin necesidad de distraer la aten- 
ción del Cuerpo en plenario. 


El artículo 68 del Reglamento recibe lo que posiblemente 
sca el cambio de mayor envergadura del proyecto (Art. 49), al 
eliminar la posibilidad de prorrogar el término del orador, que 
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la práctica ha tomado en algo inevitable y mediante la intro- 
ducción de un mecanismo que dará coherencia y practicidad a 
los debates por el doble juego de una limitación razonable a la 
extensión de los discursos y su armonización racional como 
posiciones de bancada, 


El artículo 52 armoniza la redacción del artículo 77 del 
proyecto con lo expuesto anteriormente. 


A su vez en el Arl. 6*, por la vía de un breve aditivo final, 
se pretende acotar a límites razonables y prácticos el juego de 


alusiones y respuestas, 


Coherente con la filosofía del proyecto, cl artículo 7% hace 
extensivo a las Comisiones el Reglamento del Senado. 


Por cl artículo 8% se acota razonablemente la oratoria en 
materia de homenajes. 


Finalmente, el artículo 9% reduce a la mitad la llamada 
hora previa, en la convicción de que en tal lapso se alcanzan 
perfectamente sus objetivos. 


Montevideo, 4 de julio 1990. 


Ignacio de Posadas Montero, Enrique Cadenas 
Boix, Juan Carlos Raffo, Sergio Abreu. Senadores. 


PROYECTO DE MODIFICACION DEL REGLAMENTO 
DEL SENADO 


Artículo 1%. - Sustitúyese el texto del literal A, artículo 66 
por el siguiente: 


“A. Son cuestiones de orden que admiten discusión: 
a) la integración del Senado; 

b) las licencias; 

c) la aplicación u observación del Reglamento; 


d) la suspensión o aplazamiento del debate o el a Comi- 
sión del asunto que se considere; 


e) el pase a sesión secreta o a Comisión General; 

f) la de declarar libre la discusión; 

gd) las referentes al orden del día; 

h) la asistencia de los Ministros de Estado. 
En la discusión de estas cuestiones de orden no podrán 
intervenir más de dos senadores por bancada, cada uno 
durante cinco minutos y por una sola vez. En las inter- 


venciones no se realizarán alusiones personales o políti- 
cas. 
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1) La declaración de punto suficientemente discutido que 
podrá proponer el Presidente o cualquier senador cuan- 
do hayan hablado por lo menos dos oradores, uno cn 
pro y otro en contra del asunto. No podrá declararse cl 
punto suficientemente discutido mientras haya, dentro 
de los límites estipulados en el artículo 68, quien no 
habiendo hablado sobre el asunto en discusión, pida la 
palabra para hacerlo, 


Resuelto el cierre del debate y tratándose de resoluciones 
para las que se requiera mayoría especial, si faltare el quórum 
necesario la votación sobre el tema debatido se aplazará hasta 
el momento en que se halle en Sala el número suficiente de 
senadoros. 


Mientras tanto se proseguirá la discusión del proyecto en 
los artículos cuya sanción no dependa directamente de la 
aprobación de los aplazados”. 


Art. 2?. - Suprímese el numeral 3 del literal D del artículo 
66. El numeral 4 pasará a scr numeral 3. 


Art. 3%, - Sustitúyese el texto del artículo 68 por cl si- 
guiente: 


B. De la discusión general 


“ARTICULO 68. - En la discusión general se deliberará 
sobre la importancia, conveniencia o inconveniencia del asun- 
to, a objeto de resolver si el Senado debe o no ocuparse de El. 


Los senadores no podrán, salvo casos de rectificación 0 
aclaración de lo expresado, hablar más de una vez ni por más 
de treinta minutos durante la discusión general. 


El o los miembros informantes, o uno de los firmantes del 
proyecto en consideración -si no hay informe- dispondrán de 
sesenta minutos y podrán, además, usar de la palabra hasta 
por cinco minutos cada vez que se les requiera alguna aclara- 
ción o explicación sobre el asunto. Tendrán, además, un plazo 
de quince minutos antes de darse el punto por suficientemente 
discutido. 


La expresión miembro informante se interpretará, a todos 
los efectos de este Reglamento, como referida a quienes infor- 
men en mayoría. 


Se computará al orador el tiempo de las interrupciones que 
conceda, 


Salvo los casos referidos en cl inciso segundo no interven- 
drá en la discusión más de un senador por sector parlamenta- 
rio, con límite máximo de cuatro senadores y dos horas de 
exposición por lema. 


Un senador podrá exceder el máximo de 30 minutos con- 
ferido por el inciso segundo de este artículo previa anuencia 
de su bancada, computándose la extensión al límite horario de 
ésta. 
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El Cuerpo podrá acordar un tiempo suplementario de 
trcinta minutos a la bancada a que pertenezca un miembro 
informante si le es solicitado para la exposición de un senador 
perteneciente a la misma y discrepante con la posición de 
dicho miembro informante. 


Para declarar libre la discusión general de un asunto, se 
requiere la conformidad de la mayoría absoluta del total de 
componentes de la Cámara”. 


Art. 4%. - Sustilúyese el texto del artículo 69 por el si- 
guiente: 


“ARTICULO 69. - La discusión particular versará sobre 
cada artículo en que se divida el proyecto, no pudiendo hablar 
los senadores acerca de cada uno de ellos, más de una vez ni 
por más de diez minutos, salvo que se declare libre la discu- 
sión sobre el artículo cn la forma prevista en cl artículo ante- 
rior. 


El o los miembros informantes, o uno de los firmantes en 
su caso, dispondrán de un lérmino de diez minutos para ocu- 
parse de cada artículo y de cinco minutos para expedirse sobre 
las modificaciones, sustituciones o adiciones que se propon- 
gan a cada uno de ellos”. 


Art. 5%. - Sustitúyese el texto del artículo 77 por cl si- 
guiente: 


“ARTICULO 77. - Puesto en discusión un proyccto, el 
miembro informante y el autor tendrán derecho a hacer uso de 
la palabra y, posteriormente, los demás miembros de la Comi- 
sión que la solicitaren y hubieren fundado su discordia en cl 
dictamen. 


A continuación podrán hablar los senadores que se inscri- 
ban ante la Mesa en cl orden respectivo. 


Siempre dentro de los límites estipulados en el artículo 
68". 


Art. 6%, - Sustitúycse el texto del artículo 91 por el si- 
guiente: 


F, Aclaraciones y alusiones 


“ARTICULO 91. - Después que un orador haya terminado 
su discurso aquel o aquellos a quienes hubiese aludido podrán, 
antes que el orador siguiente inicie el suyo, hacer rectificacio- 
nes O aclaraciones, o contestar alusiones, las que no podrán 
durar más de cinco minutos. 


Se entenderá que corresponde la aclaración o rectificación, 
cuando se hicieren referencias a las opiniones vertidas por el o 
los aludidos, y la contestación a una alusión únicamente cuan- 
do ésta tenga relación directa con la persona del aludido o con 
sus actitudes políticas O Su partido político. 
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No se admitirán réplicas a las contestaciones”. 


Art. 7%. - Sustitúyese el texto del artículo 126 por cl si- 
guiente; 


A. De las Comisiones Permanentes 


“ARTICULO 126. - El Senado tendrá Comisiones Perma- 
nentes, encargadas de dictaminar sobre los asuntos sometidos 
a su consideración. 


Las Comisiones Permanentes serán designadas para todo 
el período legislativo. 


Será aplicable a las Comisiones, en lo pertinente, lo dis- 
puesto por los artículos 67 a 71”. 


Art, 8% - Añádase al artículo 155 el siguiente inciso: 


tt E . e 
Para referirse a los mismos podrán hacer uso de la pala- 
bra hasta cuatro senadores y durante un máximo de una hora. 
por lema”, 


Art, 9%, - Sustitúyese el texto del Capítulo XIX por cl 
siguiente: 


“DE LAS EXPOSICIONES DE LOS SENADORES 
A. Media hora previa 


ARTICULO 164. - Para realizar exposiciones ajenas al 
orden del día los senadores deberán inscribirse cn un registro 
que abrirá la Secretaría, en cl cual estamparán su firma res- 
pectiva. 


El Senado oirá a los exponentes luego de leídos los asun- 
tos entrados y dentro de la primera media hora, improrroga- 
ble, de las sesiones ordinarias, transcurrida la cual, y sin que 
se requiera votación al respecto, se iniciará la consideración 
del orden del día. 


En cl transcurso del expresado término, el número de ora- 
dores no podrá exceder de seis, correspondiendo cinco minu- 
tos a cada uno de ellos. 


No obstante, si los senadores inscriptos no ocuparen toda 
la hora previa, con posterioridad a sus exposiciones se conce- 
derá la palabra a los oradores que estén anotados a contintia- 
ción, hasta el vencimiento del referido lapso. 


Los senadores que excedan cl número prefijado, harán uso 
de la palabra en sesiones sucesivas y conforme al orden prela- 
tivo de inscripción. 


Cuando el senador a quien corresponda exponer no estu- 
viese presente en Sala, podrá ejercer su derccho en la sesión 
inmediata siguiente del Cuerpo, sin necesidad de proceder a 
su reinscripción en la lista correspondiente. 
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Cuando el senador anotado renuncia a su derecho, podrá 
formular su exposición el que le siga en el orden inmediato 
siguiente en cl registro respectivo. 


En la referida hora previa no se admitirán interrupciones, 
aclaraciones, respuestas o rectificaciones a lo expresado por 
los oradores los que serán llamados al orden en el caso de 
formular alusiones personales o políticas. Tampoco se podrá 
fundar cl voto ni plantear cuestiones urgentes o de orden. 


Si vencicse la media hora previa sín que el expositor hu- 
biere podido finalizar su intervención, podrá prorrogarse 
aquélla, al solo efecto del excedente de tiempo que no pudo 
ser utilizado. 


Sobre las exposiciones formuladas en la media hora pre- 
via, no habrá pronunciamiento de la Cámara. 


La votación que al respecto se practique no tendrá otro 
efecto que el de dar trámite al asunto expuesto, si ello procede 
a juicio del Cuerpo. 


Si el destino propuesto cs el de una o más Comisiones de 
aquél el Presidente lo decretará por sí, 


Altérmino de la última sesión de cada período mensual, la 
misma se prorrogará por el término de media hora como má- 
ximo, a efectos de oír las exposiciones que formulen los ora- 
dores inscriptos que no hubicsen podido hacerlo en sesiones 
anteriores, por exceder del número fijado, quienes deberán 
ajustarse a los términos y condiciones previstos en los incisos 
anteríoros. 


B. Exposiciones por más de cinco minutos 


ARTICULO 165. - Para exponer por un término mayor 
que el autorizado precedentemente, el senador que lo solicite 
deberá presentarse por escrito al Presidente, indicando el toma 
a tratar y el término que insumirá su exposición (artículo 66 
inciso D, numeral 3). 


El Presidente, someterá la solicitud a consideración de la 
Cámara, la que por mayoría absoluta de componentes y sin 
discusión podrá autorizar la inclusión del tema en el orden del 
día de la sesión que se indique”. 


Ignacio de Posadas Montero, Enrique Cadenas 
Boix, Juan Carlos Raffo, Sergio Abreu, Omar 
Urioste. Senadores”, 


19) SERVICIOS DESCENTRALIZADOS. Se modifica el 
quórum requerido en sus directorios para la enajena- 
ción de inmuebles. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el punto 
que figura en tercer término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se se modifica el inciso 2* del artículo 1? del 
Decreto-Ley N* 14.982, de 24 de diciembre de 1979, relacio- 
nado con el quórum requerido en los Directorios de los Servi- 
cios Descentralizados para la cnajenación de inmucbles. 
(Carp. N* 183/90 - Rep. N*? 58/90)”. 
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(Antecedentes:) 
“Carp. N* 183/90 
Rep. N* 58/90 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas 
Ministerio de Industria y Energía 
Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 
Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo 


Montevideo, 29 de mayo de 1990, 


Señor Presidente 
de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuer- 
po, de conformidad a lo preceptuado por el artículo 168 nu- 
meral 7% de la Constitución de la República, con el fin de 
someter a su consideración el proyecto de ley que se adjunta 
relativo a la modificación del inciso 2* del artículo 1? del 
Decreto-Ley N* 14.982, de 24 de diciembre de 1979. 


El artículo 1% del decreto-ley citado, en su inciso 1%, auto- 
riza a los Directorios o Directores Generales de los Organis- 
mos Descentralizados, administradores de los servicios del 
dominio industrial y comercial del Estado a enajenar, a título 
oncroso y mediante licitación, pública o restringida, los bienes 
inmucbles de propiedad de dichas entidades que se considera- 
ren absolutamente innecesarios para el cumplimiento de sus 
fines. En su inciso 2% se establece que cn el caso de los 
Directorios, la resolución correspondiente deberá ser adoptada 
por la unanimidad de sus miembros. 


En cl texto proyectado se modifica el quórum requerido 
para adoptar resolución. 


En tal sentido, el Poder Ejecutivo estima conveniente que 
tales decisiones puedan adoptarse por mayoría de votos de los 
miembros que integran los respectivos Directorios, contribu- 
yendo con ello a facilitar y mejorar la gestión de cada organis- 
mo, la cual no debe verse trabada en la toma de las referidas 
decisiones por la voluntad de uno solo de sus miembros. 


Saluda al Señor Presidente con su mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Juan A. Ramírez, Alvaro Ra- 
mos, Wilson Elso Goñi, Héctor Gros Espiel, 
Guillermo García Costa, José Villar, Augusto 
Montesdeoca, Carlos Cat, Mariano Brito, Alfre- 
do Solari, Enrique Braga Silva. 
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Artículo 12, - Modifícase el inciso 2? del artículo 1% del 
Decreto-Ley N* 14.982, de 24 de diciembre de 1979, el que 
quedará redactado de la siguiente mancra: 


“En el caso de los mencionados Directorios, la resolución 
correspondiente deberá ser adoptada por la mayoría de sus 
miembros”. 


Art. 2*, - Comuníquese, etc. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Juan A. Ramírez, Alvaro Ra- 
mos, Wilson Elso Goñi, Héctor Gros Espiell, Gui- 
llermo García Costa, José Villar, Augusto Mon- 
tesdeoca, Carlos Cat, Mariano Brito, Alfredo So- 
lari, Enrique Braga Silva. 
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INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación consideró 
el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo, por el que 
se modifica el quórum para que los Directorios de los Orga- 
nismos Descentralizados, puedan enajenar los bienes inmue- 
bles que se consideren innecesarios para el cumplimiento de 
sus fines. 


El Decreto-Ley N* 14,982, de 24 de diciembre de 1979 
estableció que para cl caso, la resolución debería ser adoptada 
por la unanimidad de los integrantes del Directorio, disposi- 
ción que se considera inconveniente ya que, como expresa el 
mensaje que acompaña al proyecto de ley, una resolución de 
ese tipo no puede verse trabada por la voluntad de uno solo de 
sus miembros. Con la modificación propuesta se vuelve al 
régimen vigente antes del gobierno de facto. 


Es cuanto corresponde informar. 
Sala de la Comisión, 12 de junio de 1990. 
Enrique Cadenas Boix (Miembro Informante), Ser- 
gio Abreu, Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Ig- 
nacio de Posadas Montero, José Korzeniak, Amé- 
rico Ricaldoni. Senadores”. 


En discusión gencral. 


Tiene la palabra el señor miembro informante, señor sena- 
dor Cadenas Boix. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Señor Presidente: este pro- 
yecto de ley responde a un Mensaje del Poder Ejecutivo mo- 
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dificativo del inciso segundo del artículo 1% del Decreto-Ley 
N? 14.982, de 24 de diciembre de 1979, 


Dicho artículo 1% autorizaba a los Directorios de los Servi- 
cios Descentralizados, cuando un inmueble era innecesario 
para el cumplimiento de sus fines, la enajenación de dicho 
inmueble mediante licitación pública o restringida. El texto 
del artículo -que se pretende modificar- establece la unanimi- 
dad de voluntades para proceder a esa enajenación. Este re- 
quisito de la unanimidad respondió en la época del proceso a 
la reducción del número de Directores de los Servicios Des- 
centralizados, de cinco a tres. Por lo tanto, tenía un atisbo de 
justificación. 


Lo que se pretende -y lo que busca este proyecto de ley- es 
agilitar y establecer ci quórum, para estas enajenaciones, en la 
mayoría de los miembros de esos directorios. Esto se compa- 
dece con la realidad, no permitiendo que ta oposición de uno 
solo de los directores impida la venta de un inmueble prescin- 
dible. 


20) ALBERTO SOJIT. Representante Residente en el 
Uruguay del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo. Homenaje del Seriado ante su fallecimien- 
to. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entrando en la media hora final, 
y habiendo llegado a la Mesa una moción escrita del señor 
senador Astori con arreglo al artículo 66, literal D), numeral 
tercero, del Reglamento del Cuerpo, la Presidencia concede el 
uso de la palabra al señor senador Astori. 


SEÑOR ASTORL. - Muchas gracias, señor Presidente. 


En las primeras horas de la noche del domingo pasado, cn 
un terrible accidente, falleció Alberto Sojit, Representante 
Residente en el Uruguay del Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo. 


Tuve la suerte de conocer a Alberto Sojit hace casi quince 
años cn la Comisión Económica para América Latina de las 
Naciones Unidas, para la que ambos estábamos desarrollando 
labores en esa oportunidad. Rápidamente nos hicimos muy 
amigos, y desde ese entonces nos unió una entrañable, profun- 
da y querida relación. Sin embargo, no es de mi amistad con 
Alberto Sojit de lo que quería hablar hoy aquí -amistad que, 
junto a su recuerdo llevaré mientras viva en el corazón y en el 
alma- sino de lo que significó para éste, nuestro querido Uru- 
guay, en los últimos cuatro años. 


Desde 1986, nos venía acompañando al frente de la Ofici- 
na de las Naciones Unidas, y estoy seguro de que práctica- 
mente todos los compañeros de este Cuerpo, pertenecientes a 
distintas fracciones político-partidarias, tuvieron directa o in- 
directamente ocasión de conocerlo o de saber lo que él fue 
capaz de aportamos al frente de dicha Oficina. 


Llegado al país en momentos muy importantes para todos 
los uruguayos -terminaba la dictadura y recién comenzaba csa 
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transición democrática por la que tanto luchamos y tanto ama- 
mos todos- necesitados de mucha ayuda para reconstruir el 
país, Alberto Sojit encabezó una experiencia que creo no sólo 
no debemos olvidar nunca sino que debemos valorarla en to- 
dos los justos términos de lo que significó su aporte a esta 
tarea crucial del país. 


Realizó una intensisima labor, a pesar de los escasos re- 
cursos con que contaba el Uruguay, un país que, por pequeño, 
sigue importando poco en la distribución regional de recursos 
que hacen los organismos internacionales. Supo administrar- 
los con un fervor y con un amor por el país en el que estaba 
desempeñando sus labores, que no sólo nos estimuló a todos 
sino que nos demostró en qué medida, cuando hay un hombre 
como él al frente de una tarca tan delicada y con las limitacio- 
nes que ella tiene, se puede realmente realizar aportes sustan- 
tivos a la vida de una comunidad como la nuestra. 


Son numecrosísimas las experiencias de apoyo que diversas 
instituciones del Estado, en la Administración Central, en la 
Administración Descentralizada, recibicron del Programa que 
él dirigió con tanta brillantez durante los últimos cuatro años. 
Lo mismo podemos decir de las experiencias de la vida priva- 
da, de la vida no gubernamental, de la vida ajena al sector 
público, pero socialmente importante, 


El asesoramiento técnico que siempre procuró para este 
país, los recursos financicros, quizás en volumen absoluto 
modestos, pero cn términos de resultados seguramente signifi- 
cativos, fueron también contribuciones que debemos conside- 
rar relevantes. Hoy funcionan en el Uruguay y en este Parla- 
mento programas de desarrollo tecnológico y de ascsoramien- 
to técnico que él supo impulsar. En particular, y ya que esta- 
mos en el Senado de la República, un ex integrante de este 
Cuerpo -hoy Presidente de la República- resultó una figura 
importante para, junto a la Oficina del Programa de las Nacio- 
nes Unidas para el Desarrollo, lograr un avance significativo 
en la disponibilidad de medios tecnológicos para la informáti- 
ca a disposición de esta Cámara. Este es sólo un ejemplo de 
los tantos que se podrían citar, uno de los tantos que se po- 
drían hoy atesorar y valorar cuando se recuerda a esta figura 
que llegó al Uruguay para demostrarnos cómo se puede lograr 
el delicado equilibrio de mantener incólumes los principios 
que rigen los organismos a los que se pertenece -en este caso 
organismos internacionales- y, al mismo tiempo, sentirse un 
integrante más de la comunidad con la que sc está trabajando, 


Creo que una de las cosas que podemos decir hoy de Al- 
berto Sojit en el intento de recordarlo, de Alberto Sojil argen- 
tino, rosarino, fue que supo actuar como un uruguayo, cn 
medio de los uruguayos, junto a los uruguayos, para lo cual 
sus dotes personales, su conducta, su actitud de vida, sus valo- 
res, su modo de relacionarse con los demás, resultaron un 
ingrediente sustancial. 


Quiero que valoremos, cn este desgraciado momento de la 
mucrte y desaparición física, todas estas contribuciones que, 
en mi modesto entender, hacen que debamos recordar a Al- 
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berto Sojit y rendirle nuestro homenaje. Desearía que en este 
tramo final de mis palabras se mc permita volver a recordar al 
amigo, y en el momento de hacerlo, no resistir a la tentación 
de rememorar también a Miguel Hernández cuando lloraba a 
su amigo Ramón Sijé, diciendo: “Temprano madrugó la ma- 
drugada; temprano levantó la muerte el vuelo”. Alberto tenía 
53 años. Y sigo recordando a Miguel Hernández cuando, al 
seguir llorando, afirmaba: “No perdono a la muerte enamora- 
da, no perdono a la vida desatenta”. Y luego transformaba su 
dolor en rabia, y quería abrir la tierra a dentelladas, y encon- 
trar hueso a hueso, y convocario a la vida, mientras le decía 
“que tenemos que hablar de muchas cosas, compañero del 
alma, compañero”, 


Solicito, señor Presidente, que la versión taquigráfica de 
estas palabras sea remitida a su compañera uruguaya, a la 
compañera que supo encontrar cn el Uruguay en este tramo 
final de su vida, a Rosina de Souza, y también a la oficina que 
él encabezó en estos años de labor en el Uruguay: Oficina del 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 


Finalmente, me tomo el atrevimiento de sugerir que csta 
Cámara se ponga de pic y guarde un minuto de silencio en 
honor a su memoria. 


Muchas gracias. 
SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: creo que es un 
acto de estricta justicia y de absoluta oportunidad lo que aca- 
ba de proponer el señor senador Astori. Quienes conocimos a 
Alberto Sojit no podemos menos que compartir todas y cada 
una de las palabras que acabamos de escuchar. 


Alberto Sojit, como se acaba de señalar, desde la impor- 
lantísima investidura que tenía en el Uruguay, cumplió su 
función con un estilo muy personal que creo es el que debería 
formar parte de la práctica permanente de quienes actúan cn 
nombre de organismos internacionales, especialmente en paí- 
ses como el nuestro, en vías de desarrollo. 


En más de una oportunidad -conocí a Alberto Sojit antes 
de que se radicara en el Uruguay en cumplimiento de cesta 
función- advertí algunas características de su personalidad 
que, sin duda, hoy son aquellas cuya falta, porque al desaparc- 
cer él seguramente pasará lo mismo con ellas, más se van « 
extrañar y que me llamaron profundamente la atención. 


En primer lugar, rompía, o escapaba, ese estereotipo la- 
mentablemente bastante habitual cn la burocracia internacio- 
nal, por parte de aquellos que en realidad ocupan los cargos 
tundamentalmente para dejar correr el tiempo cumpliendo, yo 
diría, en una forma rutinaria y cadenciosa con sus obligacio- 
nes sin poner eso que es tan importante en cualquier actividad 
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que uno emprenda en la vida, que es el entusiasmo y muchas 
veces la pasión, porque todas aquellas tareas que emprendió 
en nuestro país las llevó a cabo -digo esto luego, naturalmen- 
tc, del análisis correspondiente, bueno fucra que así no hu- 
biera ocurrido- con el mayor de los entusiasmos. Inclusive, 
sabía tener la sensibilidad especial, que recién se señaló, de 
actuar sin traicionar, por supuesto, su función técnica y tam- 
bién diplomática, con la actitud abierta y, yo diría, en cl buen 
sentido de la palabra, hasta informal para tratar de lograr que 
aquellas propuestas o pretensiones que llegaban a su mesa de 
trabajo, luego del trámite correspondiente, tuvieran el mejor 
destino. 


En segundo término, pude advertir, personalmente, que 
sabía ayudar y orientar todas aquellas inquietudes que se ca- 
nalizaban a través de los intereses que él manejaba dentro del 
ámbito de las Naciones Unidas acá en el Uruguay. Pero al 
lado de esta condición que hace a lo que era realmente un 
funcionario ejemplar, lo adornaban dotes de caballero como 
pocas veces se pueden verificar cn el contacto con personas 
que, por razón de sus tareas, están de paso en cste país o en 
todos los países. 


Diría, señor Presidente, que en el Uruguay Sojit actuó, 
siendo por supuesto muy leal a las Naciones Unidas y sin que 
esto sea contradictorio, sintiéndose tan uruguayo como noso- 
tros y como si la tarea que emprendía todos los días lo fucra a 
retener toda su vida cn el Uruguay. Esto que, repito, no es lo 
frecuente dentro de la burocracia internacional, fuc muy bene- 
lficioso para el Uruguay cn infinidad de áreas en las que él 
colaboró y ¡vaya cn qué forma! 


Además, desco señalar, señor Presidente, algo que también 
escapa a lo que es un juicio respecto de su labor en este país, 
que nadic mejor que cl señor senador Astori puede describir a 
causa de actividades anteriores a las de su ingreso al Parla- 
mento, y es la profunda vocación democrática de Alberto So- 
ji. A veces no es tarca sencilla llevar adelante determinados 
proyectos sin tener al mismo ticmpo esa profunda convicción 
democrática que a él lc hacía entender, muy claramente, que 
cl Uruguay, que salía de la dictadura, que en los años 85 
empezaba a aprender a vivir en una sociedad redemocratizada 
que estaba llena de problemas que no hacían necesariamente a 
lo político propiamente dicho sino que tenían que ver con el 
desarrollo, con lo social, con la transferencia de tecnología, 
era necesario contribuir a que fuera escuchado en la forma 
más resonante posible dentro de esa maraña gigantesca que 
supone el organigrama de las Naciones Unidas. 


Como se acaba de señalar, creo que es una pérdida para el 
país cste irritante, lamentable, injusto y terrible hecho que 
significa que Alberto Sojit hoy ya no esté entre nosotros. 
También es una pérdida para la República Argentina porque 
más de una vez me pregunté hasta cuándo él iba a estar en la 
actividad internacional. Era un hombre de una jerarquía -per- 
sonal, intelectual y profesional- tal y tan volcado a la materia 
política que yo pensé que iba a llegar un momento, y se lo 
dije en más de una oportunidad, en el que no iba a poder 
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resistir a la presión afectuosa que recibió en más de una oca- 
sión, me consta, de la propia República Argentina, para ocu- 
par cargos dentro de la actividad política de ese país, 


Es una pérdida, asimismo, para América Latina porque cl 
ejemplo que él dio en estos cuatro o cinco años que estuvo 
entre nosotros, sirve también para muchas otras agencias simi- 
lares a las que él dirigió en nuestro país. Quién sabe si desde 
otro puesto no hubiera significado un aporte, más que impor- 
tante, a la tarea de llevar adelante una especie de proceso de 
liberación para nuestros países de tantas trabas que a veces 
impiden obtener lo que justamente se reclama, porque los 
papeles, los trámites, útiles o no, alejan cada vez más la posi- 
bilidad de las concreciones que todos queremos se logren con 
la mayor urgencia. 


Felicito, pues, al señor senador Astori por la inquietud que 
acaba de plantear al Senado y adhiero al conjunto de su pro- 
puesta. 


SEÑOR ABREU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - Quienes conocimos a Alberto Sojit en 
todas sus manifestaciones, creemos que ha sido lamentable- 
mente oportuna la intervención del señor senador Astori rc- 
cordando su figura. 


Alberto Sojit cra un hombre afable, inteligente, amable, 
sereno, creativo e inquieto, sin que la ansiedad tralcionara su 
energía. Naturalmente, todas esas manifestaciones de Su acti- 
vidad personal y profesional las volcó a lo que fue su función 
específica, en este caso la representación de la oficina de las 
Naciones Unidas en el Uruguay. 


Soy de los que creen que el valor intrínseco de la persona- 
lidad humana se refleja en su actividad, porque considero que 
no existo divorcio entre los resultados de las actitudes de la 
gente y lo que clla realmente es, lo que naturalmente confirma 
lo que Alberto Sajit dejó como huella personal y profesional 
en nuestro país. Como bien decían los señores senadores Ásto- 
ri y Ricaldont, Alberto Sojit también otorgó a la expresión 
personal de su trabajo de una nueva modalidad a la que habi- 
tualmente desarrollan muchas personas cn su actividad en or- 
ganismos internacionales. 


Actuó alejado de la frivolidad a la que tantas veces tienden 
quienes ejercen este tipo de tarcas. Inculcó el sentido de la 
responsabilidad a quienes trabajaron con él y puso, a su vez, 
al servicio de tan importante trabajo, cl convencimiento de 
que más allá de cumplir una actividad burocrática o adminis- 
trativa, tanto él como quienes lo seguían, eran responsables de 
impulsar y apoyar grandes procesos de transformación en cl 
país donde desarrolla sus funciones. Este es un elemento que 
va trasuntando la personalidad de Alberto Sojit, y es, natural- 
mente, un ficl reflejo de la labor que cumplió en el Uruguay. 
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Conocimos a Alberto Sojit en actividad horizontal -por 
utilizar la terminología de la jerga internacional- cuando de- 
sempeñaba funciones de cooperación técnica con la Asocia- 
ción Latinoamericana de Integración. Su preocupación, su vo- 
cación latinoamcricanista, su esfuerzo por trabajar por todo 
aquello que fuera parte de este núcleo hermanado geográfica, 
política y económicamente, quedó claro en cada una de sus 
manifestaciones durante el tiempo que nosotros lo tratamos. 


Cuando ejerció su función de representante en cl Uruguay, 
mostró primordialmente sus dotes de administrador, tan difíci- 
les de encontrar. Aportó la eficiencia y la eficacia en la admi- 
nistración de los recursos humanos, financieros y materiales y, 
como bicn decía el señor senador Astori, COn recursos escasos 
pero con una energía desbordante, con una creatividad cre- 
ciente día a día y con una real vocación y preocupación por el 
país cn el que servía, multiplicó los panes en forma tan asom- 
brosa como reconocida por todos. 


Señor Presidente: esta ha sido la personalidad de un hom- 
bre que, como bien se ha dicho, no cra uruguayo sino argenti- 
no, preocupado por los problemas de su país, pero por sobre 
todas las cosas, comprometido con sus ideas, su vocación de 
servicio, su profunda convicción democrática y su sentido de 
lo que es el trabajo y el servicio público cuando se debe 
cumplir con responsabilidad, 


Lamentamos csta pérdida desde el punto de vista del ami- 
go, del compañero de trabajo y de quienes lo conocimos en el 
ámbito de su esfuerzo puesto al servicio del país, como cn cl 
aporte que realizó a la comunidad latinoamericana. Fue el 
suyo un trabajo preciso, callado y humilde, propio de aquellos 
que no necesitan de la estentorcidad para ser reconocidos y 
valorados por la sociedad. 


Hago mías las palabras y la moción formulada por el señor 
senador Astori en el sentido de que la versión taquigráfica de 
estas palabras sc remita a Rosina de Souza, su esposa urugua- 
ya, y ala Oficina en la que tan fielmente prestó funciones. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 


dor. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: tuvimos la oportu- 
nidad, cl honor y el placer espiritual de conocer al señor 
Alberto Sojit hace apenas algunas semanas, cuando concurrió 
a una reunión de la Comisión de Ciencia y Tecnología del 
Senado, invitado por la misma, para informar sobre las larcas 
realizadas por cl Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo en relación con la instalación de servicios de infor- 
mática en el Parlamento. Por tal razón, considero impropio 
improvisar una exposición en torno a su personalidad, deslu- 
ciendo cl homenaje que la Cámara de Senadores está efec- 
tuando a partir de la muy bella oración del señor senador 
Astori. Mc limito, pues, a señalar que nos sentimos represen- 
tados por lo que han expresado los demás compañeros del 
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Cuerpo en esta penosa circunstancia y que adhcrimos a los 
homenajes propuestos. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tienc la palabra cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Simplemente desco 
extender a toda la bancada el alcance de las palabras pronun- 
ciadas por el señor senador Abreu. La bancada del Partido 
Nacional adhicre en forma expresa al homenaje a una persona 
que supo ganarse, no sólo el reconocimiento profesional por 
las tarcas que desarrollaba en cl Uruguay, sino también cl 
alecto personal de todos aquellos que lo conocieron, que es 
mucho más difícil. 


Por lo expuesto, acompañamos la moción formulada por cl 
señor senador Astori. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción prescn- 
tada por cl señor senador Astori en el sentido de que la ver- 
sión taquigráfica de las palabras pronunciadas en Sala se pase 
a la señora Rosina de Souza y también a la Oficina de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo, con sede en nuestro país. 


(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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La Mesa invita a la Sala y a la Barra a ponerse de pie y 
guardar un minuto de silencio en homenaje a la memoria del 
señor Alberto Sojit. 


(Así se hace) 
21) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Siendo prácticamente Ja hora de 
finalización queda levantada la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 59 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores 
senadores Abreu, Arana, Astori, Belvisi, Blanco, Bruera, 
Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Posadas Montero, Gar- 
gano, González Modernell, Trurtia, Korzeniak, Millor, Ri- 
caldoni, Santoro, Singlet, Urioste y Zumarán). 
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